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Introducción

En este trabajo buscamos identificar los problemas que debe
enfrentar la regulación pública de los medios de comunicación
en los regímenes democráticos, a partir de las contribuciones de
un grupo de expertos de dentro y fuera de la región, recor-
dando siempre que las generalizaciones sobre América Lati-
na esconden situaciones nacionales muy diferentes.1

1  Este texto se basa en los trabajos elaborados para Plataforma Democrática y la

Fundación Konrad Adenauer disponibles en www.plataformademocratica.org.
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Aires, con la participación de Carlos Mesa, Martín Becerra, Doris Reniz,

Raúl Trejo, Eugenio Bucci, Javier Couso, Javier Darío Restrepo, Roberto

Guareschi, Rubén Aguilar, Sergio Fausto y Peter-Alberto Behrens y los

realizados a la versión original por Raúl Trejo, Sergio Fausto y EiLing

Díaz. El análisis e interpretaciones aquí presentadas son de responsabili-

dad única del autor.
2 Si bien ésta ha sido la tónica en buena parte de los países de la región, no

podemos dejar de mencionar que en otros, los gobiernos y los medios

están profundamente imbricados. Ver, por ejemplo, la contribución de

Raúl Trejo, disponible en www.plataformademocratica.org.

En la última década, la mayoría de los países de América
Latina han vivido enfrentamientos constantes entre gobier-
nos y medios de comunicación. A veces en forma velada, y
frecuentemente en forma explícita, algunos gobiernos han
buscado, a través de nuevas legislaciones, modificar el cuadro
actual de distribución de los medios, en nombre de una ma-
yor diversidad de opiniones y participación social. A su vez,
los medios han reaccionado contra estas declaraciones y me-
didas denunciándolas como ataques a la libertad de prensa e
intentos de amordazar la actividad periodística.2

En sociedades modernas no existe democracia sin un
periodismo capaz de actuar libremente para informar e in-
vestigar los errores, abusos y excesos del poder público y del
poder económico. Sin duda, un periodismo totalmente libre
y abierto a la diversidad de opiniones es un ideal, que nunca
se concretiza totalmente. Pero es un ideal que debe guiar los
esfuerzos de regulación y denuncias sobre distorsiones exis-
tentes no pueden ser un alibi para intervenciones autorita-

rias. Desde la perspectiva de un compromiso con los valores
democráticos, entre los cuales se encuentra la defensa de la
plena libertad de expresión —que supone la existencia de un
periodismo libre, sin ningún tipo de censura gubernamental,
investigativo, vigilante y crítico, con diversidad de opiniones,
desconcentración de la propiedad de los medios de comuni-
cación y acceso a la información de los más diversos sectores
sociales—, el debate público sobre la regulación de los me-
dios de comunicación, es por lo tanto legitimo y necesario.
Pero para avanzar este debate es fundamental que no sea do-
minado, como ocurre actualmente, por la polarización entre
empresarios y gobiernos, que inviabiliza un diálogo que ten-
ga como objetivo el bien público.

En nombre de la diversidad y la participación social, va-
rios gobiernos han promovido legislaciones y, sobre todo, las
han (o no) aplicado sobre medios, en función de sus intere-
ses políticos coyunturales, algunas veces atacando directamen-
te el libre ejercicio de la actividad periodística y la libertad de
expresión. A su vez, los medios de comunicación privados,
en nombre de la defensa de la libertad de expresión, han oculta-
do problemas reales de concentración de propiedad y el uso de
los medios para defender su propios intereses empresariales,
muchas veces aceptando acuerdos tácitos con los gobiernos de
turno, que les permiten mantener situaciones oligopólicas ofre-
ciendo como contraparte un periodismo “controlado”.

En muchas oportunidades, la aparente oposición escon-
de una imbricación de intereses, chantajes y apoyos mutuos
entre gobiernos y sector privado, asociado a la distribución
de concesiones públicas (muchas veces auto-atribuidas a los
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propios políticos) o de recursos oficiales para publicidad y
cooptación individual de periodistas. Esta situación se sus-
tenta, inclusive en países donde la libertad de prensa es efec-
tivamente respetada, por una ley de silencio entre los medios,
que en general no aplican, por interés corporativo, el perio-
dismo crítico investigativo en relación a otras empresas de
comunicación.

El desafío de la regulación

Es importante recordar que formas de regulación pública
de los medios de comunicación están presentes en todos los
países democráticos. Lo que está en juego, sobre todo, es ase-
gurar el derecho de expresión, que incluye en primer lugar la
libertad de cada individuo y grupo a expresarse libremente en
el espacio público y el acceso universal a la información. Por
esta razón, en los países democráticos, no existe ninguna le-
gislación particular de regulación especifica para periódicos y
revistas —fuera de temas relacionados a difamación, uso de
lenguaje obsceno o de incitación al odio—, pues se supone
que cualquier persona o grupo puede producir su propia pu-
blicación. Esta posibilidad dejó de existir con la radio y poste-
riormente con la televisión, pues el espectro electromagné-
tico es limitado, lo que determina dos hechos fundamen-
tales: 1) el acceso a un canal de transmisión es siempre en
última instancia una concesión pública, lo que lleva que
sea una institucion gubernamental o agencia reguladora el
árbitro en la distribución de privilegios, y 2) dado el núme-

ro limitado de canales, se hace necesaria una regulación que
limite la concentración y asegure la mayor diversidad de vo-
ces y opiniones.

La experiencia europea, dentro de la cual el ejemplo de la
BBC del Reino Unido, creada en 1921, ha jugado un papel
pionero y de ejemplo, es de una fuerte presencia de los cana-
les públicos de radio y de televisión. Inclusive, por varios años,
en muchos países europeos la televisión pública ha sido la
única existente, con un horario de programación limitado
a ciertos periodos del día. En las últimas décadas, esta si-
tuación se ha diversificado con la participación creciente
de canales privados, pero las radios y televisiones públicas
mantienen todavía una porción relevante de la audiencia
nacional, en cuanto en la televisión por cable es dominante el
sector privado.

La televisión pública se caracteriza por no tener fines de
lucro y debe transmitir contenidos culturales y educativos que
no se orientan solamente por los niveles de audiencia, factor
central para las televisiones privadas para obtener publicidad.
Los modelos de gestión y de indicación de las autoridades de
gobernanza varían entre los países europeos, pero en todos
ellos se espera de ellas autonomía e independencia frente al
gobierno. Las formas de financiamiento van de tasa anual paga
por los usuarios de radio y televisión (modelo británico se-
guido por Alemania y países escandinavos), a financiamiento
público directo (Francia y España) y formas de producción
de contenido que incluyen, como en Holanda, apoyo a aso-
ciaciones no gubernamentales, religiosas o políticas, que ge-
neran sus programas y obtienen espacio de transmisión en
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los canales públicos. La publicidad, originalmente exclui-
da de los canales públicos, pasó a ser aceptada en casi todos
ellos, en general con ciertas restricciones del tiempo que
pueden ocupar.

En los Estados Unidos, el nivel de financiamiento
público3 ha disminuido con el pasar del tiempo y la impor-
tancia de las emisoras públicas es mucho menor que en Eu-
ropa. Las donaciones del sector privado son importantes y las
situaciones difieren bastante de estado a estado. En algunos
casos, redes nacionales se entrelazan con emisoras estaduales,
como la NPR (National Public Radio), PBS (Public Broadcasting
Service), APT (American Public Television), la APM (American
Public Media). El apoyo de recursos públicos es realizado por
la CPB (Corporation for Public Broadcasting). Si bien muchas
veces la programación de los canales no-comerciales es criti-
cada por sectores conservadores, por transmitir contenidos
críticos del establishment, el sistema de la CPB es considerado
por un 75% del público en forma positiva y la PBS como la
fuente más confiable de noticias.

En 1934 fue creada la FCC (Federal Communications
Commission), la agencia reguladora del sector, ligada al go-
bierno de los Estados Unidos, que reglamentó los medios
de comunicación, diferenciando entre vehículos de comu-
nicación de utilidad pública (correo, telégrafo y teléfono)
y productoras de contenido, prohibiendo el acceso de com-
pañías telefónicas al mercado de televisión por cable, o

publicaciones electrónicas.4 En ambos casos, la legislación
suponía que la entrada de las compañías telefónicas en
ambos mercados limitaría la competencia.5 La reglas de li-
cenciamientos exigen que los licenciados incluyan progra-
mas de interés público y educativos, acceso equitativo para
candidatos a cargos electorales, limitación de número de
emisoras que pueden ser del mismo propietario —sea a
nivel estadual o nacional—, reglas de renovación y de trans-
ferencia de licencias, un porcentaje de tiempo de capaci-
dad de transmisión de TV a través de satélite para progra-
mas educacionales, aún que la legislación no es siempre
aplicada en la práctica.

Las reglas relativas a TV por cable, que permite mayor
diversidad de canales, son menos exigentes, si bien por un
periodo las compañías telefónicas fueron prohibidas de en-

3 Parte del apoyo público a los periódicos se dio a través de tarifas subsidia-

das para el envío de diarios por el correo.

4 La misión de la FCC es:

• Promover la competencia, innovación y la inversión en los servicios e

instalaciones de radiodifusión;

• Dar soporte a la economía nacional, garantizando un marco adecuado

para la competencia y  el desarrollo de la revolución de las comunica-

ciones;

• Fomentar el mayor y mejor uso del espectro a nivel nacional e interna-

cional;

• Revisar la regulación de los medios para que las nuevas tecnologías de

la comunicación florezcan junto con la diversidad y el localismo;

• Liderar el fortalecimiento de la defensa de la infraestructura de comu-

nicaciones del país.
5 Si bien, como indica Corn-Revere en su texto sobre los Estados Unidos,

que informa esta sección, en los años 90 los controles comenzaron a ser

relajados.
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trar en el sector —decisión que fue posteriormente revoca-
da—, pues podrían crear barreras para competidores, afec-
tando el principio de la libertad de expresión.

El tema de la escasez es, por lo tanto, central en la de-
cisión de regular o no un medio de comunicación. De
acuerdo con la Suprema Corte de los Estados Unidos: el
Poder Público debe intervenir cuando el número de posi-
bles transmisores es limitado por barreras físicas. Esta vi-
sión tiene consecuencias sobre la regulación de la Inter-
net, pues se trata de un medio en el cual no hay limitacio-
nes al acceso universal para la transmisión de contenidos.
La Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos con-
sideró que reglamentaciones necesarias para medios “es-
casos” no son aplicables a la Internet. Como veremos en la
próxima sección, la convergencia de los medios de comu-
nicación lleva al desmoronamiento de la tipología clásica
de los medios diferenciados entre proveedores de líneas
de transmisión y productores de contenido. Consideremos
por ejemplo el teléfono, que dejó de ser un instrumento
de comunicación para transformarse en fuente de infor-
mación (tanto escrita como audio-visual), un prestador de
servicios comerciales on-line y un emisor de publicidad.

La situación de América Latina se encuentra en el extre-
mo opuesto del europeo, con una regulación y apoyo público
bastante limitado y, cuando existentes, una baja audiencia de
los canales públicos de radio y televisión, que en general no
transmiten material periodístico investigativo. Consideran-
do el histórico de la región, puntuada por regímenes autori-
tarios, quizás este cuadro haya tenido una consecuencia no

intencional positiva, pues limitó la capacidad de las dictadu-
ras de usar los medios públicos de comunicación como ins-
trumento de propaganda gubernamental. Con todo, con la
consolidación de la democracia, es legítimo que sea levan-
tado el problema de la regulación, pero este debate debe
llevar en consideración la dificultad de los países de la re-
gión de crear agencias reguladoras y empresas públicas in-
dependientes del poder gubernamental, lo que exige cui-
dados y garantías redobladas. A esto se agrega que el pro-
blema de la regulación se coloca en un nuevo contexto his-
tórico, de transformación profunda de los medios de co-
municación, que han llevado a una crisis del modelo tradi-
cional de periodismo, en particular, pero no solamente, de
los diarios impresos.

El impacto de las nuevas tecnologías
sobre el periodismo

La Internet se ha transformado en la principal fuente de
noticias, en particular entre los jóvenes, superando inclusive
el número de espectadores de noticieros de televisión. Se tra-
ta no sólo de un cambio de vehículo, pero también de tipo de
lector y de lectura: orientado por la búsqueda de información
específica, en la cual el navegador se concentra por poco tiem-
po y de la cual rápidamente un hyper-link lo lleva a otro sitio.6

6 Si bien los usuarios de tablets parecen permanecer más tiempo hojeando la

misma publicación.
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Informes recientes de la FCC (Federal Communications
Commission), sobre “The Information Needs of Communities”,7 y
de la FTD (Federal Trade Commission) sobre “Potential Policy
Recommendations to Support the Reinvention of Journalism” 8 foca-
lizan la situación del periodismo en los Estados Unidos, pre-
sentando una visión de conjunto que, a pesar de las variacio-
nes nacionales, es indicativo de tendencias globales:

• Desde el año 2000, los ingresos de publicidad de
los periódicos cayeron en 45 por ciento. La publici-
dad siempre fue la principal fuente de financiamien-
to de los grandes periódicos, o sea la producción de
noticias era “subsidiada” por la publicidad. A pesar
de que los periódicos hoy llegan a través de la Web
a un número mayor de lectores y continúan siendo
la principal fuente de noticias asociadas al periodis-
mo investigativo, no han conseguido transformar
estos accesos en fuente relevante de ingreso. Los
recursos de publicidad para los periódicos continúan
asociado a la versión impresa. La publicidad que se
dirige a la Internet tiende a concentrarse en siste-
mas de búsqueda (que cosecha información produ-
cida por otros), redes sociales, centrales de venta y
sistemas que identifican preferencias individuales,
ninguno de los cuales es productora de noticias ori-

ginales de interés público.9 A esto se agrega que la In-
ternet ha multiplicado y fragmentado enormemente
los sitios entre los cuales se distribuye la publicidad.
En suma, si antiguamente la publicidad se acoplaba y
dependía de la producción de noticias, esta conjun-
ción ya no es más necesaria.

• La disminución de ingresos ha llevado a recortes de
personal. En 2008 fueron eliminados en los Estados
Unidos 16.000 cargos de periodistas asociados a la pro-
ducción de noticias. En el mismo periodo, el cuadro
de periodistas de diarios ha disminuido en 25% y en
algunos grandes periódicos, los cortes han llegado al
50%. En las redes de televisión, desde los años 80, el
número de periodistas trabajando en el sector de no-
ticias cayó a la mitad.10 Tendencia similar se dio en
revistas informativas y en radios locales dedicadas ex-
clusivamente a noticias. El efecto mayor de estos cor-
tes se concentra en periódicos locales, con menos pe-
riodistas trabajando fuera de la redacción dando co-
bertura a temas de interés de la comunidad, y en áreas
como ciencia o artes. La disminución de la cobertura
de los acontecimientos que afectan la comunidad, dis-
minuye la capacidad de los periódicos de monitorear,

7 http://www.fcc.gov/info-needs-communities, retrieved Junio 25, 2011.
8 “Potential Policy Recommendations to Support the Reinvention of Jour-

nalism” http://www.ftc.gov/opp/workshops/news/jun15/docs/new-staff-

discussion.pdf retrieved Junio 26, 2011.

9 Si bien algunos grandes portales comienzan a ser generadoras de noticias

y emplear, generalmente a tiempo parcial, periodistas.
10 Lo que indica una caída en el interés público por noticias anterior a la

llegada de la Internet.
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auditar y denunciar los abusos, desperdicio, ineficien-
cia y corrupción de los órganos públicos. A pesar de
que parte de la investigación periodística puede ser
hecha a través de la Internet, permitiendo disminuir
costos, la necesidad de investigación de campo no fue
eliminada.

• La Internet ha generado una masa enorme de infor-
mación, pero ésta se encuentra enormemente frag-
mentada, y en general los sitios se concentran en tex-
tos de opinión y comentarios, sustentados por mate-
rial producido originalmente por la prensa profesio-
nal. La información pública novedosa en la Internet
se da fundamentalmente a nivel micro-local, pero di-
fícilmente supera este límite. Hasta el momento, no
surgió un modelo comercial periodístico en la Web y
buena parte de los sitios periodísticos se sustentan
gracias al trabajo voluntario o semi-voluntario y de
donaciones, con limitada capacidad de pagar por la
producción de material investigativo original, simi-
lar a los medios “tradicionales”.11 Muchos de los
sitios con informaciones periodísticas no poseen las
características de los periódicos, tanto en términos
de responsabilidad jurídica por la información trans-
mitida, como en cuanto las prácticas profesionales

que rigen los periódicos de excelencia. Parte del pro-
blema se encuentra en las características de la In-
ternet, con una variedad enorme de fuentes de in-
formación, a diferencia del casi monopolio que hasta
poco tiempo atrás tenían los pocos periódicos y ca-
nales de televisión. La posibilidad de obtener en la
Internet información gratuita también conspira con-
tra pagar por contenidos informativos (pero no po-
demos olvidar que el usuario está pagando indirec-
tamente por el acceso a la información al proveedor
del servicio de comunicación, gastando inclusive más
que antiguamente).

Entre las varias posibles soluciones presentadas en los
informes mencionados, se incluye que sean consideradas
reglas por las cuales los sistemas de busca y portales de
noticias que se alimentan de información obtenida en ór-
ganos periodísticos paguen por los contenidos que usan;
tasar las radios y televisiones por el uso del espectro y uti-
lizar estos recursos para apoyar redes de comunicación sin
fines de ganancia; aumentar los subsidios postales para el
envío de periódicos; crear tasas para usuarios de radio, te-
levisión, Internet o en el momento de la compra de los
aparatos; política impositiva favorable para periódicos; au-
mentar los recursos públicos para las redes públicas exis-
tentes; apoyar a las escuelas de comunicación de las uni-
versidades para que sus alumnos realicen periodismo in-
vestigativo; distribuir cupones para que los ciudadanos los
utilicen para apoyar medios de comunicación; aumentar la

11 Los problemas judiciales que está sufriendo The Huffington Post por blo-

gueros que contribuyeron al diario y se sintieron traicionados con su venta

a AOL, indica que el modelo de negocios para el periodismo en la Inter-

net todavía no está definido.
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disponibilidad, calidad y facilidad de acceso a la informa-
ción disponible en la Internet sobre gastos públicos, docu-
mentos, evaluaciones y debates en instituciones gubernamen-
tales, para facilitar el acompañamiento y monitoreo del traba-
jo de las instituciones públicas, disminuyendo los costos del
trabajo periodístico; aumentar los recursos de publicidad pú-
blica a los medios de comunicación locales; asegurar el acce-
so universal a la Internet.

La convergencia tecnológica entre los diferentes medios
es una realidad en curso y la preocupación con el futuro del
periodismo es común a los Estados Unidos y a Europa.12

Acontece que estamos viviendo procesos incesantes de cam-
bios y por lo tanto difíciles de regular. Los sistemas de regula-
ción precedentes suponían la existencia de una clara diferen-
ciación entre cada medio, que permitía un tratamiento legal y
regulaciones separadas, sea con subvenciones, definición de
contenidos o de espacios del espectro electromagnético dedi-
cados a emisoras públicas. En la medida en que los medios
convergen y las fronteras se diluyen la noción de espacio pú-
blico (y privado) se transforma drásticamente. Por ejemplo,
un email enviado para 1 persona equivale a una carta privada,
un email enviado para 100 mil personas es un mensaje en el
espacio púbico; contenidos escritos o audio-visuales sobre los
cuales pesan derechos autorales transmitidos en un email de
persona a persona es diferente a que sean disponibles masiva-
mente, pero las fronteras no son siempre claras.

En qué momento los derechos de defensa del derecho
a la privacidad dan lugar a reglas aplicables al espacio pú-
blico es un tema urgente y que debe ser tratado en forma
cuidadosa. Igualmente, surgen nuevos problemas: la trans-
parencia que la Internet ofrece tiene también una contra-
parte extremamente peligrosa, pues está creando una es-
pecie de totalitarismo voluntario por la colocación en la Red,
por los propios ciudadanos (muchas veces menores de
edad) de informaciones personales, inclusive en forma in-
tencional, pues es exigida para realizar transacciones vir-
tuales. Reglas que exijan de los organismos públicos de la
mayor cantidad de información posible sobre sus activida-
des deben también incluir la protección (frente al Poder
Público y las empresas) de las informaciones que los ciu-
dadanos colocan en el espacio virtual. Han surgido igual-
mente nuevas tendencias oligopólicas, en las cuales algu-
nos pocos portales, sistemas de busca y redes sociales con-
centran la mayor parte del tráfico y poseen bancos de da-
tos de usuarios, cuyas consecuencias para la vida democrá-
tica pueden ser cuestionables.

El contexto político y económico más amplio

Existen factores sociales más amplios que han transformado
en las últimas décadas las relaciones entre medios y gobiernos,
que están presentes en todos los contextos democráticos, pero
que la fragilidad de las instituciones democráticas en América
Latina hace que sus efectos sean más difíciles de enfrentar:

12 Sobre el contexto europeo ver el trabajo de Christoph Keese en este

volumen.
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1) La crisis de la representación política expresada

en el debilitamiento de las ideologías y de los

partidos políticos. La mediatización de la política,
de las campañas electorales y de los candidatos presi-
denciales han profundizado el desgaste del papel de
las ideologías y de la capacidad de convocatoria de
los partidos políticos y sindicatos. El debilitamien-
to de los mecanismos tradicionales de identificación
y movilización política han proyectado los medios
como principal fuerza aglutinadora de sectores de
opinión pública que se oponen al gobierno. Decir
que los medios se “han transformado en un poder”
es una afirmación errada, en el sentido que los me-
dios de comunicación siempre han sido un poder
en las democracias modernas. En sociedades urba-
nas y de masas, los medios de comunicación han
tenido un papel central en la formación de la opi-
nión pública y son un componente central para ase-
gurar las libertades públicas. Si lo que se desea afir-
mar es que su poder relativo ha aumentado exage-
radamente, se trata de una afirmación que debe ser
fundamentada empíricamente, y, si confirmada las
razones, posiblemente estén asociadas sobretodo a
la incapacidad de los partidos políticos en represen-
tar y orientar la opinión pública. En este contexto,
lo que puede ser esperado de los medios de comu-
nicación es que redoblen su responsabilidad con la
ciudadanía, que busquen una cobertura amplia y
mantengan su autonomía en relación al gobierno

de turno y den espacio a la mayor diversidad posible
de opiniones y análisis.

2) La revolución tecnológica en curso. La conver-
gencia tecnológica, y en particular la revolución en el
sistema de producción y distribución de la informa-
ción representada por la Internet, está modificando
profundamente las relaciones entre los diferentes gru-
pos empresariales que actúan en el sector de comuni-
caciones, algunos de los cuales desean frenar y otros
avanzar nuevas formas de reglamentación. Así, si por
un lado los medios de comunicación han visto su lu-
gar en la sociedad potencializado por el debilitamien-
to del sistema de representación política tradicional,
por otro lado las empresas asociadas a los medios pe-
riodísticos tradicionales, en particular los diarios, se
ven acosados y a veces fragilizados por transformacio-
nes que les retiran público y recursos de publicidad, al
mismo tiempo en que surgen competidores —eco-
nomica y políticamente poderosos—, en particular los
proveedores de servicios de comunicación y los gran-
des portales de Internet. La convergencia tecnológica
exige modificaciones en la legislación sobre medios
—en América Latina, algunas veces, todavía asociada a
regímenes autoritarios— que las adecuen a los nuevos
tiempos. Esto abre espacio para que los gobiernos pro-
pongan cambios, que si por un lado se hacen necesarios,
muchas veces son utilizados para favorecer nuevos gru-
pos empresariales y/ o visiones estatizantes.
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Mapeando los desafíos

En América Latina, las transformaciones indicadas ante-
riormente ya se encuentran en curso, si bien el proceso de
tranformación no debe llevar a subestimar la permanencia de
las estructuras establecidas de propiedad de los principales
vehículos de información. Igualmente los periódicos im-
presos, generalmente diarios, pero a veces también sema-
narios, continúan siendo la principal fuente de periodis-
mo investigativo y sus noticiarios son centrales para pautar
la agenda política y en la formación de opinión en las élites
sociales y en las clases medias. A pesar de las transforma-
ciones en curso, la televisión, es todavía la principal fuente
de noticias para la mayoría de la población.

Para comprender el funcionamiento del nuevo siste-
ma de información en formación, en lugar de contraponer
un vehículo con otro, que pasaría a ser considerado obso-
leto, debemos acompañar las nuevas inter-relaciones que
se van tejiendo entre ellos. La noticia publicada por un dia-
rio es transformada en la versión que aparece —cuando
aparece— en la televisión, y que a su vez genera un tráfico
de comentarios en la Internet muy diversificado, donde
predomina el comentario de opinión. Asimismo, la Inter-
net comienza a ser una fuente de noticias para las televi-
siones y los periódicos, que a su vez dan coberturas dife-
rentes.

El periodismo investigativo, con una ética periodistica
que lo lleva a transformar una pista o rumor en informa-
ción sólida, que busca identificar y defender el interés pú-

blico, en suma, el periodismo de calidad es una de las con-
diciones de existencia de regímenes democráticos. Este
periodismo no depende del formato en el cual es vehicula-
do, pero sólo puede existir si los vehículos de comunica-
ción no están bajo el control directo de los gobiernos de
turno. Seguramente, situaciones de control oligopólico de
los medios de comunicación no son favorables al libre ejer-
cicio del periodismo.

En muchos países de la región, el periodismo está su-
friendo la disminución de vacantes en las redacciones de
periódicos, que en general no son compensandas por la
abertura de puestos de trabajo en las versiones on-line de
los periódicos. El nuevo cuadro de los sistemas de infor-
mación en América Latina exige un análisis en profundi-
dad de cada situación nacional. En algunos países, los gobier-
nos han intervenido para modificar el cuadro de propiedad
de las empresas de comunicación, como en Venezuela, o
apoyado la creación de una red de periódicos locales con
un claro sesgo político, directa o indirectamente subsidia-
dos por el gobierno, como en la Argentina.

En cada país de América Latina, la elaboración de una
nueva legislación enfrenta una variedad de problemas, al-
gunos asociados a pesos muertos del pasado, en otros ca-
sos a las complejidades del presente. Es esencial tratar es-
tos problemas en forma no maniquea, separándolos de for-
ma tal que no se amalgamen y transformen en bloques
opuestos, que llevan a la ideologización y simplificación
excesiva. No está de más recordar que cualquier legisla-
ción deberá orientarse en primer lugar por el objetivo de
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asegurar la libertad de expresión de los ciudadanos frente
al poder del Estado y el poder económico.

Regulación de la acción del Poder Público

1. La distribución de concesiones para radio y televisión
debe pasar por la creación de una agencia reguladora
que actúe con transparencia y sus decisiones abiertas
al debate y escrutinio público. La distribución del es-
pectro debe asegurar que parte del mismo esté asigna-
do a instituciones sin fines de lucro. Con todo, debe
reconocerse que este último principio es de fácil enun-
ciación pero de difícil aplicación. Por ejemplo, la nue-
va ley argentina de servicios de comunicación audio-
visual otorga el 33% del espectro a la sociedad civil. La
pregunta que se coloca es quien define las institucio-
nes de la sociedad civil que recibirán la concesión, pues,
como sabemos, la sociedad civil es diversa, no posee
mecanismos de representatividad, y por lo tanto, na-
die puede erguirse como representante de la socie-
dad. La decisión sobre la distribución de concesiones
para organizaciones sin fines de lucro debe ser reali-
zada por instituciones independientes, con mecanis-
mos transparentes y reglas que aseguren la mayor di-
versidad posible.

2. Asegurar la autonomía de los canales o emisoras pú-
blicas, directa o indirectamente dependientes de re-
cursos públicos. Aquí nuevamente es fundamental

reglas que aseguren la autonomía e independencia
de cualquier injerencia externa, en particular del
Poder Ejecutivo, y que den cabida a las más diver-
sas opiniones, con un Consejo de Administración
independiente y que refleje los diversos sectores de
la sociedad. La legislación y su efectiva ejecución
debe asegurar que canales apoyados con recursos
públicos, tengan reglas de gestión y de financiamien-
to que aseguren la independencia frente al sistema
político.

3. El uso y distribución de la dotación pública para pu-
blicidad oficial debe ser transparente y políticamente
neutral. Idealmente, el gobierno y organismos paraes-
tatales, no debería tener ningún recurso público para
publicidad. Cuando necesario, por ejemplo para trans-
mitir noticias de interés público, como por ejemplo
una campaña de vacunación, los concesionarios (ra-
dio y televisión) deberían transmitir esta información
en forma gratuita y, si se hace necesario utilizar perió-
dicos impresos, el pago a éstos debería seguir criterios
universales. Seguramente, la eliminación de recur-
sos públicos de publicidad no acabará con prácticas
de políticos y gobiernos de pagar ilegalmente a pe-
riódicos y periodistas, pero seguramente disminui-
rá enormemente la capacidad de cooptación de los
gobiernos.

4. El favorecimiento a ciertos medios, cuando realizados
en nombre del apoyo a pequeñas y medias empresas
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de comunicación, debe ser realizado con criterios
transparentes y universales, abiertos al debate y escru-
tinio público.

5. La libertad de información incluye la obligación de
los gobiernos de informar. La disponibilidad pública
de la información sobre presupuestos y gastos efecti-
vos de los gobiernos ya es por si un óbice contra los
abusos del poder y es fundamental para la transparen-
cia y el monitoreo por parte de la ciudadanía en gene-
ral y de los periodistas en particular.

6. Asegurar el acceso público de contenidos sin que
ellos sean parasitados por sitios comerciales y ase-
gurar la neutralidad de la Red. El desafío es respetar
el uso de la red para transmitir libremente conteni-
dos entre individuos, no permitiendo el uso comer-
cial de los mismos sin reconocimiento de derechos
de propiedad intelectual. Las reglas de Neutralidad
deben limitar que los proveedores de transmisión
puedan aplicar cualquier tipo de discriminación en
el contenido o la calidad de los servicios ofrecidos.

Regulación del sector privado

1. Una crítica constante a los medios de comunicación
en varios países de América Latina es el alto nivel de
concentración de la propiedad y, algunas veces, el con-
trol transversal de diversos medios (diarios, radio y

televisión).13 Si la concentración oligopólica de la pro-
piedad es perjudicial en cualquier área de actividad
económica por los abusos de poder que conlleva, en
el caso de los medios adquiere una nocividad adicio-
nal por el carácter específico del bien público que ellas
producen y diseminan. Paradójicamente, esta misma
concentración exacerba el embate de los medios y go-
biernos, pues la concentración de poder de ciertos gru-
pos empresariales los transforman en blancos fáciles
de atacar por gobiernos que se sienten perjudicados
por estos grupos. En suma, la concentración extrema
puede fragilizar el propio sistema privado de comuni-
cación. La extrema concentración no debe ser con-
fundida con la existencia de grupos de medios econó-
micamente sólidos, pues esto les ofrece una mayor
independencia frente a los poderes de estado y gobier-
no de turno. El combate a la concentración de la pro-
piedad debe orientarse tanto en la formulación legal
como en su aplicación, por reglas claras y universales,
por agencias reguladoras autónomas del poder guber-
namental.

2. Como hemos indicado anteriormenete, el sistema de
comunicación vive una profunda revolución que fra-
giliza en particular los periódicos, que siempre fue-
ron, y continúan siendo, el principal espacio para el
periodismo investigativo. La Internet ha permitido el

13 Ver por ejemplo el texto en esta colección de Martin Becerra.
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desarrollo de nuevos sistemas de producción y di-
seminación de información, pero hasta hoy no han
substituido el periodismo profesional investigativo
asociado a empresas comerciales de comunicación,
en particular los periódicos. ¿Cómo asegurar la con-
tinuidad de estos medios en el nuevo contexto? Se
trata de una pregunta para la cual no existen res-
puestas obvias. Una línea de defensa a favor de per-
mitir cierto nivel de control trasversal de varios
medios (por ejemplo periódicos y, televisión y/o sis-
temas de comunicación) por la misma empresa, es
que las ganancias de un sector posibilitan el finan-
ciamiento del sector periodístico. Creemos que es
un argumento válido, pero no una justificativa para
la existencia o formación de oligopolios. Otro tema,
cuyo análisis en detalle escapa a los límites de este
texto, es el de los derechos intelectuales, en parti-
cular los que se refieren al uso por grandes portales
comerciales de contenido producido por los medios
tradicionales. Creemos que es importante diferen-
ciar el uso de la Internet para transmitir contenidos
para usos no comerciales de la apropiación de los
mismos por sitios comerciales. El debate actual se
encuentra polarizado entre una posición que defien-
de el uso libre en la Internet de todos los conteni-
dos (y que aglutina paradójicamente desde liberta-
rios a grandes portales de Internet) y aquellos que
buscan la aplicación estricta del reconocimiento de
la propiedad intelectual.

3. Uno de los trabajos de los expertos14 indica que en
por lo menos un país de la región, Chile, la concen-
tración de los diarios en torno a una única línea políti-
co-ideológica, producto de la supresión de periódicos
alternativos por la dictadura de Pinochet, puede exi-
gir del Poder Público políticas que favorezcan un ma-
yor pluralismo. Posiblemente, el mecanismo más ade-
cuado sería una política de apoyo universal al surgi-
miento de nuevos periódicos, con subisidos que dis-
minuyan los costos de entrada en el sector.

4. Finalmente, no podemos dejar de mencionar la rele-
vancia de concientizar a la sociedad de la importancia
de tener acceso y ser capaz de realizar una lectura crí-
tica de la información que recibe. Con la Internet,
donde circula información anónima que hace prácti-
camente imposible que el autor pueda ser responsabi-
lizado judicialmente, este desafío es magnificado. Debe
ser fomentada la promoción en las escuelas de conferen-
cias y actividades periodísticas, y de la enseñanza de los
problemas éticos y desarrollo de capacidad de análisis
critico del contenido que circula dentro de la Red.

14 Ver el trabajo de Javier Couso. El autor también indica que los empresa-

rios chilenos siguen una política de solamente colocar publicidad en me-

dios que simpatizan con sus opiniones políticas. Si éste es el caso debe ser

claramente condenado, pero difícilmente pueden crearse mecanismos

legales para obligar que la publicidad privada obedezca a criterios univer-

salistas.
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Conclusiones

Como hemos indicado en el transcurso del texto, es im-
portante que el debate sobre los varios temas asociados a la
regulación de los medios no sea apropiado únicamente por
las partes directamente interesadas. Es necesaria una mayor
participación de la comunidad académica, que no refleje sim-
plemente los intereses particulares en pugna, para orientar el
debate público. No tenemos claro la razón de la baja inciden-
cia y participación de la categoría frente a las transformacio-
nes en curso. Ciertamente, actúan el bajo poder de negocia-
ción de las asocicaciones de periodistas frente a los grandes
organos de comunicación, su fragmentación y estratificiación
interna, y las estrategias de diversificación profesional indivi-
dual, que lleva a muchos periodistas a tranformarse en aseso-
res de comunicación empresarial.

Es necesario investigación más detallada sobre el estado
actual y papel del periodismo en nuestros países. Mucho se
habla de la capacidad de los medios de influenciar la opinión
pública, pero de hecho poco sabemos de las relaciones entre
emisores y receptores de información. El hecho que en la re-
gión varias elecciones fueron ganadas por candidatos que no
poseían la simpatía de la mayoría de los medios indica una
mayor autonomía de los ciudadanos, distante de la pintada
por ciertos autores que consideran el pueblo una manada. Esto
obviamente no justifica prácticas erradas de los medios priva-
dos pero indica que la situación no sea presentada, como lo
hacen algunos políticos, como si los medios poseyesen el con-
trol de la opinión pública.

El impacto de los nuevos medios de comunicación tiene
ramificaciones que afectan la calidad de vida, la educación, la
noción de lo público y de lo privado, las formas de construc-
ción de conocimiento, que exigen repensar el papel del Esta-
do y de las empresas, pero sobre todo concientizar a los ciu-
dadanos para que participen del debate público para que el
futuro, en lugar de atropellar, pueda ser construido colectiva-
mente. Se trata de un desafío difícil, que debe ser promovido
por la sociedad civil, pues los parlamentos están colonizados
por la acción de los lobbies políticos y empresariales, que en
función de intereses corporativos o de corto plazo, no permi-
ten que se avance un debate necesario para crear reglas que
fortalezcan la democracia.
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TRANSFORMACIONES EN EL SISTEMA

DE MEDIOS EN LA ARGENTINA

DEL SIGLO XXI

Martín Becerra - Guillermo Mastrini

1. Descripción de estructura del sistema de medios
argentino

En la Argentina la radiodifusión se consolidó durante el
siglo XX, ligada al protagonismo del sector privado (si bien la
televisión fue incorporada inicialmente por iniciativa estatal
aunque su madurez se alcanzó con la gestión privada del
medio) y adoptó un modelo comercial, competitivo, basado
en la publicidad para su sostenimiento económico. Tanto la
radio como la televisión han mostrado una fuerte tendencia a
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centralizar sus contenidos en los grandes centros urbanos,
fundamentalmente en la ciudad de Buenos Aires. Por su par-
te, la televisión abierta mostró durante largos años una de-
pendencia de los contenidos norteamericanos. Sin embargo,
desde 1990 se asiste a una mayor capacidad para generar con-
tenidos nacionales, incluso en el área de ficción el prime time
ha sido copado por producciones nacionales. Los contenidos
extranjeros siguen predominando en la televisión por cable,
con numerosos canales de películas y series con predominio
de Hollywood.

La Argentina tuvo en el siglo pasado y en relación con el
resto de América Latina, un desarrollo vigoroso de medios de
comunicación (Ford y Rivera, 1985). Hasta mediados de la
década del 70 la estructura de medios, tanto la prensa como el
sector audiovisual, estaba liderada por empresarios naciona-
les y el nivel de concentración de la propiedad era relativa-
mente bajo, si bien existían grupos editoriales poderosos.

En la década del 80, con la salida de la última dictadura
militar (1976-1983) el sistema de medios argentino recono-
ció cambios profundos cuya comprensión resulta imprescin-
dible para aludir al presente. En primer lugar, se produjo una
gran retracción del consumo editorial (libros, diarios y revis-
tas periódicas), lo que fue paulatinamente compensado por el
aumento del consumo de radio y televisión, dos medios que
se presumen de acceso gratuito1. Entre 1970 y 1980, dejaron

de editarse más de 250 diarios, con el consecuente horada-
miento de la diversidad de versiones sobre la realidad que
ello representa. El desplazamiento del consumo de informa-
ción y entretenimientos masivos de la gráfica al audiovisual
facilitó el control de los mensajes, al estar los medios audiovi-
suales gestionados por un Estado tomado por asalto por las
fuerzas militares, que se repartieron la administración de los
canales capitalinos entre Ejército, Armada y Aeronáutica (re-
servándole el Canal 7 al Poder Ejecutivo).

Desde la recuperación del sistema constitucional en di-
ciembre de 1983, tras el colapso de la dictadura luego de la
expedición guerrera de Malvinas (1982), cuatro procesos ca-
racterizan al sistema de medios de comunicación: primero, el
destierro de la censura directa; segundo, la concentración de
la propiedad de las empresas en pocos pero grandes grupos;
tercero, la convergencia tecnológica (audiovisual, informáti-
ca y telecomunicaciones); y por último, la centralización geo-
gráfica de la producción de contenidos (Becerra, 2010).

Estos procesos se conjugaron para transformar el sis-
tema de medios y para imprimirle monotonía en su ads-
cripción al lucro como lógica de programación y al exitis-
mo como paradigma. Esa transformación fue moldeada por
reglas de juego originalmente definidas por el decreto-ley

1 No obstante, el pago se realiza por vías indirectas, ya que los servicios

audiovisuales son financiados por un conjunto de opciones como la pu-

blicidad (que implica entonces que los consumidores de productos de

consumo masivo participan de la cadena que indirectamente sostiene parte

de los costos de producción audiovisual), eximición de impuestos, regí-

menes de promoción y ayudas estatales (es decir, impuestos generales

solventados con el aporte de los ciudadanos) (Becerra y Mastrini, 2009).
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nº22285 y empeoradas por casi todos los gobiernos consti-
tucionales posteriores.

Aunque los soportes de comunicación se multiplica-
ron por la convergencia tecnológica desde el fin de la dic-
tadura militar, con el desarrollo de las radios de frecuencia
modulada, la masificación de la televisión por cable, del
acceso a Internet (si bien su impacto fundamental se regis-
tra en los grandes centros urbanos), la propiedad de los
medios de comunicación evidencia una concentración cre-
ciente, vigorizada además por un marco regulatorio recién
modificado en sentido inclusivo en octubre de 2009, pero
que previamente obedecía a las alteraciones reglamenta-
rias a disposiciones dispuestas, originalmente, por la dic-
tadura militar en 1980.

En la década del 90, con el avance de las políticas neo-
liberales ejecutadas por los gobiernos de Carlos Menem,
se realizaron modificaciones a los marcos legales que per-
mitieron la creación de grupos multimedia. Desde enton-
ces, el proceso de concentración de la propiedad de los
medios ha sido constante. El grupo Clarín es el principal
grupo de comunicación del país, al contar con el diario de
mayor ventas (y ser socio de varios en el interior del país),
uno de los principales canales de televisión de Buenos Ai-
res y varios otros en el interior del país, una cadena de ra-
dios, el principal sistema de distribución por cable y varias
señales de cable. También interviene en otras áreas vincu-
ladas a las industrias culturales, como la fabricación de pa-
pel para prensa (donde es socio del Estado), productoras
cinematográficas, agencia de noticias y distribución de In-

ternet. La gran amenaza para la posición dominante del
grupo Clarín son las empresas de telefonía (especialmente
Telefónica de España) que dominan en forma duopólica el
mercado de la telefonía fija y es el principal operador en
telefonía móvil y en distribución de banda ancha (Inter-
net). Además de Telefónica y de Telecom (vinculada a Te-
lecom de Italia, y por ende también a Telefónica de Espa-
ña), se observa la creciente importancia de la mexicana Tel-
mex. Tanto Telefónica como Telmex han mostrado interés
por entrar en el negocio de la televisión por cable, cues-
tión que por ahora impide el marco regulatorio vigente.
La facturación anual de estas empresas supera ampliamen-
te a la del grupo Clarín.

La plataforma principal mediante la cual los argenti-
nos se informan es la televisión, fundamentalmente en las
señales noticias. La mayoría de los hogares debe pagar para
recibir una oferta variada de televisión. Únicamente en siete
ciudades (además de la capital, Buenos Aires, donde hay
cinco canales) existe más de un canal de televisión de re-
cepción terrestre. En otras 14 provincias sólo hay una oferta
televisiva por aire y en varias zonas (como la provincia de
Catamarca) el único modo de acceso televisivo es median-
te pago, ya que ni siquiera el canal del Estado llega gratui-
tamente a todo el territorio argentino. Por ello, la recep-
ción terrestre de televisión es acotada y está focalizada en
los grandes centros urbanos. En el resto del país se recibe
en la oferta de televisión por cable, junto al resto de las
señales, ya que en Argentina más del 70% de los hogares
accede a la televisión por cable.
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El dinámico mercado del cable se complementa con el
valor agregado de la prestación del servicio de conexión a
Internet, sector que llegó a duplicar el número de abona-
dos en 2010 respecto de 2005. En su gran mayoría, los acce-
sos a la red se materializan mediante la banda ancha. Las tec-
nologías masivas (ADSL y Cable Módem) impulsan el creci-
miento del mercado, en un escenario en el que las conexio-
nes residenciales son dominantes e implican más del 90% del
total2. En 2010 unos 9 millones de hogares contaban con com-
putadora. Algo más de la mitad de esa cifra tiene acceso a In-
ternet, ya que existen 5,5 millones de conexiones, lo que es-
tablece que un 38,9% del total de los hogares está conectado,
un porcentaje mucho más alto que 22% del inicio del perío-
do. Al respecto, el especialista Ariel Barlaro, director de Nex-
TV Latam, señaló que “la banda ancha superó en su creci-
miento las expectativas, en la Argentina. Y cuanto más se di-
funde resulta más barato conectar al siguiente usuario, o sea
que el costo marginal disminuye y por lo tanto, es de prever
que va a seguir expandiendo”3.

Por otro lado, en Argentina se editan alrededor de 180
diarios, todos de propiedad privada. De ellos, menos de una
decena cuentan con tirada y alcance nacional. Estos últimos
son publicaciones con origen en la ciudad capital, y que con
distintos mecanismos (ya sea porque se imprimen en varias
ciudades las versiones nacionales o bien porque se envían

desde Buenos Aires en distintos medios de transporte) alcan-
zan la cobertura territorial que los pone a competir con pu-
blicaciones originales de las localidades de provincia. En al-
gunos casos, en las principales ciudades del interior del país,
esas publicaciones regionales son a su vez propiedad de los
grandes grupos nacionales de comunicación.

La ciudad de Buenos Aires cuenta con amplia diversi-
dad ideológica en su prensa diaria, elemento difícil de equi-
parar en otros tipos de medios en el país, a excepción de la
radio. En la actualidad Buenos Aires cuenta con 16 diarios
impresos. Se editan cada día los mencionados Clarín y La
Nación, junto a Página12, La Prensa, Tiempo Argentino, Cró-
nica, Popular (el único que se sostiene con su precio de tapa
y expresa una variable creciente de ventas), el deportivo
Olé, más los diarios económicos BAE, El Cronista Comer-
cial y Ámbito Financiero, y los recientes Libre y Muy (de lu-
nes a viernes, en ambos casos), el bisemanario de fin de
semana Perfil y el semanario dominical Miradas al Sur. Ade-
más se distribuyen gratuitamente los diarios La Razón y El
Argentino. Esta amplia lista de publicaciones cotidianas im-
plica una variada gama ideológica, aunque una fuerte con-
centración en la propiedad y cierta dualidad en la posición
respecto al gobierno nacional (muy enfrentado actualmente
con los grandes grupos privados de medios pero a la vez
muy cercano a otros grupos, más pequeños), manifestada
en el colectivo cercano a sus políticas (los medios pertene-
cientes al grupo Spolski —Tiempo Argentino, El Argentino y
Miradas al Sur— más Página12 y Crónica) y en los fuerte-
mente críticos de todas sus medidas (los del Grupo Clarín

2 IDC ARGENTINA, Barómetro Cisco de Banda Ancha 2005-2010, Junio 2009,

p. 13
3 Entrevista realizada para este trabajo.
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—Clarín y La Razón el diario La Nación y el bisemanario
Perfil).

En términos analíticos y a pesar de su diferente penetra-
ción social, es posible agrupar al conjunto de medios de co-
municación en la Argentina a partir de los siguientes patro-
nes estructurales:

1) La gestión privada con lógica comercial de la mayor
parte del sistema de medios (diarios, radios, emisoras
de televisión y señales de televisión por cable). El tipo
específico de procesos de concentración de los me-
dios comerciales de la Argentina es uno de sus carac-
terísticas más salientes. Estos medios fueron hasta hace
pocos años los únicos actores significativos del siste-
ma mediático.

2) Existencia de medios de gestión estatal con fuerte im-
pronta gubernamental y bajo nivel de audiencia (este
rasgo comienza a ser alterado en los últimos años, ya
que los medios de gestión estatal, paulatinamente, han
decidido disputar audiencia a los medios de gestión
privada).

3) El alto índice de concentración de los principales me-
dios: la alta concentración de los mercados de los me-
dios de comunicación más masivos (televisión abierta
y por cable; prensa escrita y radio) que en promedio
exhibe un dominio del 78 por ciento en manos de los
primeros cuatro operadores de cada uno de esos mer-
cados (Becerra y Mastrini, 2009).

4) El tipo de concentración conglomeral: a diferencia de
otros países de la región (como Chile e incluso Méxi-
co), los principales grupos de comunicación de la Ar-
gentina son conglomerales y están presente en casi
todos los sectores. El grupo Clarín, por ejemplo, cuen-
tan con emisoras de televisión abierta, señales y em-
presas prestadoras de servicio de televisión de pago,
estaciones de radio, diarios, portales noticiosos en In-
ternet, fábrica de papel para diarios, entre otras activi-
dades que controlan de modo directo. La concentra-
ción conglomeral que existe en la Argentina, enton-
ces, se combina con el alto índice de control de los
mercados por parte de los primeros operadores y po-
tencia el protagonismo que ejercen pocos grupos co-
municacionales expandidos en casi todos los medios
de comunicación. Otros grupos con posiciones im-
portantes son Telefónica de España, Uno de los em-
presarios Vila y Manzano, y el grupo Pierri.

5) La centralización geográfica de la producción de con-
tenidos: una de las características del sistema de me-
dios de comunicación en la Argentina es la hiper cen-
tralización geográfica de la producción de los conte-
nidos que, en los medios audiovisuales, se producen
en la zona metropolitana de Buenos Aires y se repro-
ducen el resto de los medios del país.

6) Las políticas neoliberales implementadas en los años
90 del siglo XX y en los primeros años del siglo XXI
privatizaron los medios audiovisuales, aceleraron la
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extranjerización del sector y habilitaron el funcionamien-
to de sociedades anónimas como licenciatarias de radio y
televisión. Ello redujo la presencia de capitales naciona-
les históricamente ligados al sector de los medios, en be-
neficio de un movimiento paulatino hacia la extranjeri-
zación y/o hacia el ingreso de capitales externos al siste-
ma de medios. Este movimiento implicó, a su vez, una
gestión más profesionalizada y menos artesanal.

7) La adaptación de los contenidos de los medios al sis-
tema global se produce en un esquema que Arsenault
y Castells sintetizan bajo el lema “piensa globalmen-
te, actúa localmente” y que consiste en la “customiza-
ción” o adaptación de contenidos y formatos globales
a la idiosincrasia local, proceso muchas veces realiza-
do a través de franquicias.

8) Por último, pero no porque se trate de un proceso
menor sino porque se registra más recientemente, la
convergencia tecnológica y la progresiva diseminación
de tecnologías digitales en Argentina ha sido acompa-
ñada por una expansión del acceso más lenta que en
los países centrales, pero con niveles que al finalizar la
primera década del siglo XXI autorizan a atender el
proceso de desintermediación de la producción y dis-
tribución de contenidos (noticias y entretenimientos)
(Bustamante, 2003). Esta desintermediación pone en
crisis las modalidades tradicionales (analógicas) de
gestión de las industrias culturales e informacionales
y alumbra nuevos intermediarios (Ruiz, 2010).

2. Marcos regulatorios existentes en el sector
de comunicaciones

Para un correcto análisis de la regulación en el sector
de la comunicación resulta conveniente distinguir los tres
sectores que son alcanzados por la acción del Estado: la
prensa escrita, los medios audiovisuales y las telecomuni-
caciones. De los tres se destacan los medios de radiodifu-
sión audiovisuales debido a la sanción de una nueva nor-
ma en 2009, la Ley de Servicios de Comunicación Audio-
visual nº 26522 (en adelante, Ley SCA) que ha despertado
controversias y que incluso ha precipitado el debate en otros
países de Latinoamérica. Si se considera el sector de la pren-
sa escrita, su regulación en la Argentina es escasa, mientras
que en el sector de las telecomunicaciones el marco es es-
table desde el año 2000.

La regulación básica que tiene el Estado en relación a
los medios de comunicación es la Constitución Nacional.
La Constitución Nacional refiere a los medios de comuni-
cación mencionando la libertad de expresión y la no inter-
vención del Estado en la restricción de la libertad de ex-
presión. (Art. 14 y 324). Esta garantía constitucional se aplica

4 “Art. 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes dere-

chos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de traba-

jar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a

las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio ar-

gentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y



Martín Becerra - Guillermo Mastrini Transformaciones en el sistema de medios...44 45

a todos los medios: abarca desde la prensa escrita hasta In-
ternet.

No existe una regulación especial para la prensa escrita
más allá de la Constitución Nacional. De hecho el artículo 32
de la carta magna limita la intervención del Estado en la ma-
teria. En el año 2009 se despenalizaron los delitos de calum-
nias e injurias, y anteriormente (en 1993) había sido elimina-
da la figura del desacato. Como Argentina es suscriptora del
Pacto de San José de Costa Rica que incorpora el derecho a
réplica, esta figura puede ser solicitada. De todas formas al no
estar reglamentada a nivel nacional su aplicación es mínima y
sumamente engorrosa.

Tampoco existen regulaciones de alcance nacional en
materia de regulación de publicidad oficial (aunque sí existen
normas de alcance provincial en las provincias de Río Negro
y Tierra del Fuego) ni en materia de acceso a la información
pública. El decreto PEN 1172/03 sobre acceso a la informa-
ción pública sancionado en los inicios del Gobierno de Nés-
tor Kirchner (2003-2007) sólo alcanza al Poder Ejecutivo
Nacional y no se adapta a las recomendaciones de la Relatoría
de Libertad de Expresión de la Organización de Estados Ame-
ricanos (OEA).

Finalmente, se puede decir que en la Argentina no exis-
ten mecanismos de auto-regulación de la prensa, ni códigos
de ética que deban ser respetados por quienes ejerzan la pro-
fesión periodística.

En términos generales, puede señalarse que la prensa es-
crita tiene un nivel de regulación mínimo, sólo al efecto de
garantizar la libertad de expresión.

En octubre de 2009 el Congreso de la Nación sancio-
nó la nueva Ley SCA que reemplazó al decreto-ley 22.285
sancionado en 1980 por la última dictadura militar. La nue-
va ley alcanza a los servicios de radio y televisión abierta,
así como la televisión por cable y satelital. La redacción de
la ley deja dudas abiertas en materia de la convergencia
digital. Como regula por tipo de servicio y no por tecnolo-
gía, se producen ambigüedades que no resultan sencillas
de resolver y mucho menos, de aplicar. Algunos críticos
de la ley sostienen que está pensada para el entorno analó-
gico justo en el momento de la transición digital (ver al
respecto http://ir.pe/47jo).

La LSCA ha introducido elementos destacables en mate-
ria de regulación democrática de la comunicación. El princi-
pal, e inédito en el mundo, es la reserva del 33% de todo el
espacio radioeléctrico a organizaciones sin fines de lucro.
Basada en una doctrina de derechos humanos, la Ley SCA
procura generar autoridades de aplicación más pluralistas y
transparentes, a la vez que presenta una política que limita la
concentración en la propiedad, proceso identificado por la
Relatoría de Libertad de Expresión de la OEA como una de
las amenazas indirectas a la libertad de expresión.

disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libre-

mente su culto; de enseñar y aprender.

Art. 32.- El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de

imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal”.
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Antes de avanzar en la descripción del contenido de la
Ley SCA es preciso recordar que el marco normativo vi-
gente hasta fines de 2009 tenía como elemento clave una
norma (Ley 22285 de 1980) sancionada por el gobierno de
facto iniciado en 1976, que llevó adelante la dictadura más
cruel de la historia argentina, que diseñó un sistema de
medios centralista y a la vez privatista, con muchos secto-
res excluidos del ejercicio del derecho a la palabra ya que
prescribía que para la gestión de licencias de radio y televi-
sión los aspirantes debían tener solvencia económica. Desde
1983 y durante los 25 años de régimen constitucional, a
partir de gestiones y acciones del Estado y de la presión del
mercado —sobre todo a partir de 1989, año en que asumió
la primera de sus dos presidencias consecutivas Carlos
Menem— se generaron condiciones aun menos democrá-
ticas en los niveles de acceso a las licencias audiovisuales y
de participación en los medios de comunicación por parte
de la ciudadanía. Estos cambios operaron en forma de de-
creto, en su mayoría, del Poder Ejecutivo, alterando parte
de la vieja ley de radiodifusión de 1980 para permitir ma-
yores niveles de concentración de la propiedad, de centra-
lización y finacierización de capitales, de funcionamiento
en red de los medios audiovisuales e ingreso del capital
extranjero al sector. No todos estos cambios operados a
partir de 1989 fueron decretos, sin embargo, dado que la
disposición principal que predispuso la transformación del
sistema de medios argentino surgió de una ley del Con-
greso (Ley 23696 de 1989) votada con amplio consenso de
las mayorías políticas parlamentarias.

Recién en 2009, con casi 26 años de atraso respecto de la
recuperación del régimen constitucional, la Argentina pudo
discutir en el Congreso Nacional la posibilidad de cambiar la
ley de medios de la dictadura militar. En la historia argentina
se habían sancionado cuatro leyes de radiodifusión con ante-
rioridad a 2009 y sólo una de ellas, en 1953, había tenido trá-
mite parlamentario.

Como características estructurales del sistema de me-
dios potenciadas por el período comprendido entre 1983 y
2009 se destacan “la temprana dependencia y vinculación
con el capital y la producción extranjeros; el histórico cen-
tralismo del sistema en torno a Buenos Aires tanto en la
gestión como en la circulación de información y la pro-
ducción de contenidos; la sistemática discriminación de los
agentes no gubernamentales sin fines de lucro; la convali-
dación legal (generalmente a través de decretos presiden-
ciales) de situaciones de hecho que vulneraban la ley; el
no cumplimiento de la ley y su reglamento en determina-
dos puntos (por ejemplo los que exigen la publicidad de
las cuentas de los medios o la autorización del Ejecutivo
para realizar traspasos de acciones); la conformación de
organismos de regulación y control con carácter centralis-
ta, unitario y directamente dependiente del Ejecutivo Na-
cional; la privatización de la ganancia y la estatización de
las deudas. En estos aspectos la continuidad de las direc-
trices de política fueron absolutas, más allá de las caracte-
rísticas de los gobiernos de turno, lo cual denota un entra-
mado social-institucional hegemónico que no ha podido
ser resuelto en términos democráticos” (Mastrini, 2005).
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La sanción de un nuevo marco regulatorio se dio en un
contexto —que será detallado más adelante— de fuerte en-
frentamiento entre el gobierno nacional y los principales gru-
pos de medios, entre los que se desatacó especialmente el
Grupo Clarín, que ostenta posiciones dominantes en todos
los mercados de medios de comunicación de la Argentina. La
propuesta de una ley que limitaba la concentración de la pro-
piedad de los medios no hizo más que acentuar el conflicto.
Es legítimo preguntarse sobre si la motivación del gobierno
se debió a su voluntad de democratizar el acceso social a los
medios de comunicación o a cercenar el poder del grupo Cla-
rín. Pero ese interrogante refiere a una situación coyuntural,
y la Ley SCA aspira a regular los medios audiovisuales más
allá de la coyuntura. Por ello, en los párrafos siguientes se
analizan los aspectos normativos de la ley.

La Ley SCA fue aprobada con amplias mayorías en ambas
cámaras del Congreso y se convirtió en la Ley 26.522/09. Fue
elaborada con apoyo de numerosos sectores de la sociedad,
entre los que se destaca la acción de la Coalición por una Ra-
diodifusión Democrática (www.coalicion.org.ar). En el arti-
culado de la ley se recogen la mayoría de los 21 puntos que las
organizaciones de la sociedad civil que la componen habían es-
tablecido por consenso en 2004 como estándares para la demo-
cratización del acceso a la comunicación masiva en el país.

La Ley SCA vincula el concepto de libertad de expresión
con los derechos humanos. Además, en un país con tradición
centralista promueve el federalismo, tanto de la producción
de contenidos como de la toma de decisiones, toda vez que
exige cuotas de contenidos de producción propia a todos los

licenciatarios de radio y televisión por un lado, y que crea un
Consejo Federal del que participan todas las provincias del
país por el otro.

A la vez, la Ley SCA dispone límites a la concentración y
al dominio de mercado. En cuanto a los organismos de con-
trol, por primera vez en la Argentina tanto la autoridad de
aplicación como los medios de gestión estatal no estarán to-
talmente controlados por el gobierno de turno. Ello anuncia
controles cruzados y presencia de minorías políticas, lo que
se inscribe en una tradición reglamentaria progresista.

Como ya ha sido señalado uno de los aspectos más nove-
dosos de la nueva ley lo constituye la reserva del 33% de todo
el espectro para el sector privado no comercial (la ley no
establece a priori distinciones dentro de este gran sector
hasta ahora impedido de acceder a la titularidad de licen-
cias, y en el que se cuentan asociaciones barriales, funda-
ciones, sindicatos, etcétera). De hecho la ley reconoce tres
tipos de prestadores: estatales, privados comerciales, y pri-
vados no comerciales.

En relación con el diseño institucional, la ley ha creado la
Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovi-
sual, integrada por 7 miembros. Dos son designados por el
Poder Ejecutivo, 3 por el Congreso de la Nación (asignándo-
le 2 a las minorías) y 2 por el Consejo Federal de Comunica-
ción Audiovisual (CFC). A su vez, los integrantes del CFC
son delegados de las provincias, de las entidades representati-
vas de empresarios y sindicatos de trabajadores de medios de
comunicación, y universidades estatales. Precisamente otro
elemento a destacar es la conformación del CFC, instancia
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de discusión de políticas públicas donde participan represen-
tantes de las provincias, las empresas, los radiodifusores sin
fines de lucro, los pueblos originarios, los medios públicos,
los sindicatos de trabajadores de medios, y las universidades.
También se han creado las figuras del Defensor de la Audien-
cia y un Consejo Asesor del Audiovisual y la Infancia. Es de-
cir, un amplio cuerpo de instancias que otorgan mayor visibi-
lidad y participación a la sociedad en la elaboración de políti-
cas públicas de comunicación.

Otro capítulo destacable es el que procura impedir la con-
centración de los medios. En este sentido, se limita a diez la
cantidad de licencias que puede disponer una misma empre-
sa o persona (antes de la sanción de la Ley SCA se permitía
hasta 24) y hasta un 35% del mercado potencial. Se limita
también la propiedad cruzada de medios electrónicos en la
misma zona de cobertura, pero no la de medios impresos y
electrónicos. De hecho una de las mayores polémicas que
despertó la ley fue la prohibición de ser propietario de distri-
buidoras de cable y canales de televisión abierta en la misma
zona. A la vez, se permite a las distribuidoras de cable sólo
incluir una señal propia.

Finalmente en materia de contenidos se establecen altas
cuotas de producción nacional (60%), de producción propia
(30%), e independiente (10%) con el objetivo de proteger la
industria nacional. También se ha vinculado, en el plano eco-
nómico, el sistema de radiodifusión con otras industrias cul-
turales ya que parte de los gravámenes que deben abonar los
radiodifusores por el uso del espectro, es girado por la Auto-
ridad Federal a la industria del cine y a la de la música.

Para el sistema de medios públicos se creó Radio y Tele-
visión Argentina Sociedad del Estado (RTA SE), una empre-
sa pública que tiene a su cargo la operación de la TV de ges-
tión estatal (Canal 7), LRA Radio Nacional y RAE y es un
organismo que depende del Poder Ejecutivo Nacional (PEN).
RTA debe ser gestionada por un Directorio integrado por siete
miembros: un presidente (designado por el PEN) y 6 direc-
tores (uno designado por el PEN, tres por una Comisión Bi-
cameral de Promoción y Seguimiento de la Comunicación
Audiovisual, y dos por el Consejo Federal de Servicios de
Comunicación Audiovisual). Tiene como función y respon-
sabilidad ser la organización de producción y distribución de
contenido en todo el espectro de medios que formen parte
de las licencias del Estado Nacional. Debe garantizar un 60%
de producción de contenido propio y un 20% de producción
de contenido independiente en cada una de las señales que
administre, además de respetar el pluralismo político, reli-
gioso, cultural, lingüístico y social. Históricamente, los me-
dios de gestión estatal en Argentina respondieron a los inte-
reses de los gobiernos de turno, algo que continúa en el pre-
sente a pesar de las exigencias de la ley. De esta manera, los
medios de gestión estatal no se corresponden con el perfil de
un medio público, fundamentalmente en lo relativo a su lí-
nea política e informativa.

Aún resta confirmarse la capacidad del nuevo instru-
mento regulatorio para modificar la estructura del sistema
de medios en forma democrática. Desde la sanción de la
Ley SCA los empresarios de medios han llevado diversos
reclamos a la justicia, que suspendieron su aplicación pri-
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mero y luego, cuando la máxima instancia judicial validó la
legitimidad de la nueva norma, limitaron la aplicación de al-
gunos de sus artículos y alcances, a través de fallos judiciales.
Por su parte, el gobierno no ha mostrado urgencia por aplicar
la ley en su conjunto y en particular, en la garantía de plurali-
dad y ecuanimidad en la toma de decisiones relativas a las
políticas audiovisuales.

Por otra parte, la regulación del sector telefónico, impor-
tante por el proceso de convergencia tecnológica, se basa en
la ley 19798 de 1972. Sin embargo, dicha regulación obsoleta
ha sido sustantivamente modificada por los pliegos de priva-
tización de la vieja prestadora estatal ENTEL en 1990, y es-
pecialmente por el decreto de liberalización de las telecomu-
nicaciones sancionado por el gobierno de Fernando de la Rúa
en septiembre de 2000 (Decreto 764/00). En dicha reglamen-
tación se intentó liberalizar el mercado de las telecomunica-
ciones. Junto a dicho decreto se establece un reglamento de
interconexión y otro de servicio universal que han tenido muy
escaso cumplimiento por todos los gobiernos desde el año
2000 y hasta la fecha5.

Pese a que el mercado está formalmente abierto, la falta
de políticas que garanticen el cumplimiento del decreto 764/
00 ha implicado que las empresas incumbentes mantengan
un amplio dominio del mercado telefónico que registra nive-
les de competencia efectiva mínimos. Respecto a la radiodi-

fusión, se mantienen restricciones para que las empresas de
telecomunicaciones operen en el mercado de medios, pero
no para que las empresas de radiodifusión soliciten licencias
de telefonía.

3. Posiciones encontradas: las ideas en el marco
de la confrontación

En Argentina desde el año 2008 en adelante se da un he-
cho sin precedentes como es la inclusión en la agenda coti-
diana de debate público del concepto de libertad de expre-
sión y de las políticas de comunicación. Hoy, un ciudadano
medianamente informado conoce los aspectos elementales de
la regulación, a los dueños de los principales grupos mediáti-
cos, puede sospechar de la línea editorial de un noticiero y
asociarla con el grupo empresario licenciatario de la señal, y
discutir sobre los intereses que se manejan a través de la in-
formación. También puede reconocer que los medios “cons-
truyen” la información.

Desde marzo de 2008 se registra un marcado enfrenta-
miento entre el grupo Clarín, principal grupo de medios
del país y el gobierno de Cristina Fernández de Kirchner
(2007-2011).

Cabe destacar, que ya desde los inicios del gobierno de
Néstor Kirchner (2003-2007) la estrategia comunicacional de
la presidencia había variado sustancialmente respecto de go-
biernos anteriores. Se suspendieron las conferencias de prensa
y las entrevistas exclusivas, y el ex presidente comenzó a cri-

5 Ver al respecto “Telecomunicaciones: el ocaso de un paradigma”, nota de

Martín Becerra en Clarín en 2010 (disponible en http://www.clarin.com/

opinion/Telecomunicaciones-ocaso-paradigma_0_398960114.html)
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ticar públicamente y con mención del periódico alguna in-
formación que no era de su agrado. Sin embargo, en materia
de políticas de comunicación, la gran mayoría de las medidas
adoptadas por Néstor Kirchner como presidente fueron fa-
vorables a los grupos de comunicación, destacándose una muy
polémica suspensión del cómputo del plazo de las licencia de
televisión por diez años (Decreto PEN 527/05). Por su parte,
los grandes medios de comunicación y en particular el grupo
Clarín fueron complacientes en su línea editorial con la ges-
tión del gobierno.

Luego de los años de convivencia y connivencia entre el
gobierno y el principal grupo de medios, a partir de 2008 se
asiste a una acentuada disputa, que ha dividido aguas en la
sociedad argentina. Cabe aclarar que los motivos que inicia-
ron el enfrentamiento no han sido aclarados en su totalidad.
Por un lado, el gobierno ha utilizado distintas herramientas a
su alcance para debilitar económicamente al grupo Clarín. El
multimedios, por su parte, se ha encaramado como uno de
los pilares de la oposición política al gobierno, al punto de
convocar a reuniones privadas a los líderes de los partidos
opositores. De todas formas no se ha llegado, como en el caso
de la presidente de la Asociación Nacional de Periódicos de
Brasil, Judith Brito, a admitir que ante la debilidad política de
la oposición la prensa ocupa ese lugar.

Para un análisis adecuado de los intereses que se mueven
en torno a los medios de comunicación es preciso distinguir
entre los aspectos coyunturales y los aspectos estructurales.
Desde nuestra perspectiva el conflicto entre Clarín y el go-
bierno argentino no es más que la punta del iceberg. En tér-

minos generales, entendemos que los medios son percibidos
como actores centrales de la vida política y económica en la
actualidad y cada vez hay más actores interesados en los as-
pectos vinculados a las políticas de comunicación y la manera
en que es entendida la libertad de expresión. El proceso de
digitalización y la consecuente potencialidad de desinterme-
diación de la labor ejercida por los medios tradicionales no ha
hecho más que acentuar esta tendencia.

Con el debate en torno a la sanción de la Ley SCA se
percibió claramente que los planteos de los dueños de me-
dios y las cámaras patronales fueron coherentes con la defen-
sa del status quo y sus intereses, sosteniendo el dogma del mer-
cado autorregulado y de los peligros de la injerencia estatal.
Junto con representantes políticos de partidos ubicados en el
centroderecha y derecha, los empresarios de los principales
grupos de medios organizaron su resistencia a la discusión
(primero) y sanción (después) de una norma necesaria para
el sector a partir de dos principios axiales: en primer lugar,
sostener que la concentración en pocas manos no perjudica
la libertad de expresión y, en segundo lugar, que el único po-
der que restringe la libertad de expresión es el del Estado y el
de su gestión contingente (el gobierno). Aunque no fue la
postura mayoritaria de los sectores de centroizquierda, pro-
clives a la adopción de una ley que reemplazara la obsoleta
norma dictatorial, hubo voces de este sector que cuestiona-
ron las modalidades elegidas por el gobierno para modificar
la ley de radiodifusión.

La mayor parte de la oposición de centroizquierda, en
cambio, captó la oportunidad de interpretar a un arco social
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integrado por medios comunitarios, el movimiento coopera-
tivo, las dos centrales de trabajadores, las universidades pú-
blicas, las organizaciones de derechos humanos, ONGs, ade-
más de artistas, intelectuales, periodistas y expertos en la ma-
teria. Aquí sí había actores sociales organizados para cambiar
una regulación que era autoritaria y era anacrónica desde el
punto de vista de la evolución tecnológica del sector.

Con sus virtudes y defectos, el debate en el Congreso
Nacional de la nueva regulación expandió la comprensión
del soporte que el Estado brinda a los medios, a la vez que
introdujo (sin resolver) el problema de la convergencia tec-
nológica entre audiovisual, telecomunicaciones e Internet y
la necesidad de ampliar la agenda de la democratización de
las comunicaciones.

Otro hecho significativo ha sido el anuncio, en 2010, del
envío del “caso” Papel Prensa al Congreso para que analice la
sanción de una ley que permita a los editores de todos los
diarios coparticipar de la gestión de la única empresa provee-
dora de papel de diarios en Argentina, cuyos socios son Cla-
rín, La Nación y el Estado desde 19776. El gobierno también
se presentó ante la Justicia para que indague acerca de la lega-
lidad de la asociación que une al Estado con los dos principa-
les editores de diarios del país. Nuevamente los editores re-
accionaron vinculando la intervención estatal a un ataque a la
libertad de expresión, sin otorgar importancia a su posición
dominante (hecho único en el mundo occidental) en el mer-

cado del papel. De todas formas, la propuesta del gobierno
careció de sustento y apoyo y parece haber perdido fuerza al
momento de editarse este trabajo.

Una opinión muy representativa de las críticas al gobier-
no es la de Martín Etchevers7, gerente de comunicaciones
externas del Grupo Clarín, quien asevera que “la interven-
ción del gobierno en el sistema de medios argentino es total-
mente distorsivo”. Además de señalar que “en los medios ofi-
ciales se nota mucho el sesgo propagandístico gubernamen-
tal pero lo distorsivo también alcanza a los medios digamos
“paraoficiales”. Etchevers fundamenta su posición enumeran-
do cinco ejes de injerencia gubernamental. “Estos son:

a. la publicidad oficial, que es cada vez más distorsiva y
discrecional;

b. los medios financiados por el gobierno o por amigos
del gobierno;

c. el Programa Fútbol para Todos, que consiste en la crea-
ción artificial de audiencias para pasar mensajes gu-
bernamentales, esa es la finalidad;

d. arbitrariedad administrativa de las autoridades, que
sostienen una gran precariedad jurídica como estrate-
gia de control. Esto obviamente debilita a los medios
y fortalece la distorsión que ejerce el gobierno;

e. la deuda impositiva de los medios (aportes previsio-
nales a cuenta de IVA), tema que nunca se termina de

6 Cuando en plena dictadura se desposeyó de sus acciones en la firma a los

deudos de su anterior dueño, el empresario David Graiver
7 Entrevista personal realizada para el presente trabajo.
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resolver y que es otra gran vía de presión guberna-
mental. Varios medios dependen de la indulgencia del
gobierno pues están endeudados con el Estado.”

Claro que desde los apoyos al gobierno se recuerda que
la empresa Clarín no ha revisado sus prácticas de precios
en el mercado del cable, que muchos de sus competidores
consideran predatorias. Ni tampoco las políticas de carte-
lización de los anuncios publicitarios, destinados a con-
centrar los anunciantes, evitando que estos sustenten otros
medios, tal como acusó el dueño del grupo Perfil, Jorge
Fontevecchia, sindicando a Clarín como responsable del
vacío de anunciantes que aceleró el cierre de un diario de
su editorial en 1998 (ver http://www.perfil.com/contenidos/
2009/09/12/noticia_0040.html).

En general, los empresarios de medios no asumen que
durante años, incluso durante el gobierno de Néstor Kirch-
ner, aprovecharon de sus excelentes vínculos con el gobierno
para hacer buenos negocios sin que existan reglas de juego
ecuánimes para sostenerlos. Su concepción de la libertad de
expresión se limita, en grandes pasajes de la historia argenti-
na, a la confusión con sus propios intereses. Esta visión limi-
tada de la libertad de expresión, donde el Estado es siempre
visto como censor, suele ser compartida por la mayoría de los
dueños de medios de comunicación.

La nueva fase que abre la sanción de la Ley SCA será gra-
vitante en la medida en que la intervención del Estado en su
nuevo rol se legitime a través de reglas sinceras, ecuánimes y
claras de asignación de los recursos públicos que permiten

financiarse a los medios. Ello incluye, pero no se agota, en el
pendiente capítulo de la publicidad oficial: resulta extensible
también a la necesidad de regular las exenciones impositivas,
los auxilios económicos en forma de condonación de deudas
y subsidios, la ausencia de cumplimiento de obligaciones de
inversión por parte de licenciatarios de servicios como la te-
levisión por cable, por ejemplo. Pero también en el modo de
implementación de la televisión digital terrestre (TDT), que
encuentra a un Estado muy activo en la decisión por la norma
(sin debate ni discusión, por Decreto y acuerdo binacional),
con acciones concretas en pos de su pronta puesta en marcha
que incluyen a algunos sectores —como universidades y el
sector privado— en materia de hardware y software necesa-
rio a desarrollar, pero sin un diálogo importante con otros
actores sociales (tampoco con los sectores privados) respecto
de dos cuestiones centrales: el dividendo digital y la genera-
ción de contenidos en los nuevos canales a desarrollar.

A estos temas estructurales deben sumarse algunos as-
pectos coyunturales que garantizarán una correcta aplicación
de la Ley SCA.

4. Transformaciones tecnológicas y producción
de contenido periodístico

Al ser un país con acceso a las tecnologías digitales supe-
rior al promedio latinoamericano y al contar con una tradi-
ción de un sistema educativo expandido desde fines del siglo
XIX (Sarlo: 1998) que posibilitó la consolidación de un mer-
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cado de producción y circulación de noticias a escala masiva
en el siglo XX, la Argentina experimenta el impacto de las
transformaciones tecnológicas en el sector de medios de co-
municación.

El proceso de digitalización de los procesos productivos
en los medios de comunicación comenzó a finales de los años
ochenta, a través de la automatización de procesos producti-
vos y alteración de rutinas en las redacciones y en las fases de
almacenamiento y edición de noticias y contenidos. La co-
nexión en red de las redacciones y, posteriormente, la apertu-
ra de portales digitales de los medios masivos a fines de la
década del 90, complementaron un proceso que en este siglo
continuó con la web 2.0, el surgimiento de blogs y redes so-
ciales. Esta última etapa es alentada por el crecimiento en los
niveles de conectividad y acceso a tecnologías convergentes
tanto de carácter fijo, como también móviles.

Si bien se trata de un proceso en curso y por consiguiente
es imposible realizar afirmaciones taxativas sobre su orienta-
ción, la digitalización cambia algunas de las principales carac-
terísticas estructurales del sistema de medios argentino, pero
al mismo tiempo robustece otras. Por ejemplo, no puede
inferirse que el proceso de digitalización haya incremen-
tado ni disminuido la concentración en la propiedad de los
medios. En todo caso, se verifica que aquellos medios que
tienen posiciones dominantes en el entorno analógico, tam-
bién han logrado ser los más importantes en el entorno
digital. De esta forma, si bien la provisión de información
es mucho más diversa, el consumo sigue manteniéndose al-
tamente concentrado.

Sin embargo, la digitalización y el consecuente crecimien-
to del uso de redes sociales y plataformas digitales por parte
de la sociedad en Argentina están cambiando el sistema de
producción y circulación social de noticias y entretenimien-
tos en un país en el que la expansión de conexiones a ban-
da ancha se duplicó en los últimos cinco años. La rutina
laboral periodística está transformándose por el creciente
uso de las plataformas digitales. Estas plataformas no sola-
mente ofrecen un canal complementario, o alternativo, a
los medios de comunicación tradicionales, sino que ellas
mismas ofrecen a los medios tradicionales una oportunidad
de explorar nuevas tendencias, a la vez que permite a grupos
de la sociedad que no cuentan con acceso a los medios tradi-
cionales, potenciar su mensaje y, eventualmente, interactuar
con otros grupos y sectores.

En buena medida, la participación a través de plataformas
digitales como blogs y redes sociales es realizada por la socie-
dad civil que, si bien concentra su atención en páginas y sitios
asociados a instituciones tradicionales (entre ellos, las de los
medios de comunicación), aprovecha la posibilidad de acce-
der a contenidos diferentes, y en el caso de un sector que no
es masivo pero sí influyente, con competencias culturales y
orientación política más definidas, crear sus propios conteni-
dos y sitios. La densa actividad de los internautas argentinos
en las redes sociales (particularmente en Facebook y Taringa)
tiene su correlato en el activismo digital, cuya lógica organi-
zativa es interesante porque no sólo está protagonizada por
“llaneros solitarios” que de modo artesanal llevan adelante
sus blogs, sino también por colectivos como los menciona-
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dos Artepolítica (a favor del gobierno) o el Club Político Ar-
gentino (adverso al gobierno).

Como resultado de estos cambios, y como parte de la con-
vergencia tecnológica, existen fuertes presiones de las em-
presas de telecomunicaciones para brindar servicios conver-
gentes a partir de la digitalización. La prestación de servicios
de triple y cuádruple play podría incrementar los ya muy al-
tos niveles de concentración. Por ahora, el lobby de los em-
presarios de medios y cierta reticencia del poder político frente
al avance de las telefónicas han frenado esta posibilidad, que
además está prohibida por ley en la Argentina8.

Además, todavía no se vislumbra un modelo de negocios
estable para el mundo digital. Los medios están buscando
opciones de financiamiento sin que hasta el momento nin-
guna resulte significativamente satisfactoria. Sigue predomi-
nando el financiamiento publicitario en los medios privados,
aunque enfrenta problemas derivados de una tendencia pro-
pia a la dispersión de las audiencias del mundo digital.

La necesidad de obtener recursos que sostengan econó-
micamente a los medios profundiza la tendencia a guiarse por
lógicas comerciales y de marketing, con el consecuente dete-
rioro de la calidad periodística. El Estado nacional se perfila
como un actor importante en el mercado de medios tanto
por el uso de la publicidad oficial como factor de sustentabi-

lidad de los medios, como por su decisiva participación en el
despliegue de la televisión digital.

Una de las expectativas que generan las transformaciones
tecnológicas en los medios es la del robustecimiento de la
diversidad política y cultural gracias a la disposición de nue-
vos soportes y emisores producto de la digitalización y de las
plataformas en red. Al respecto, el responsable del reputado
sitio “Diario sobre diarios” (www.diariosobrediarios.com.ar),
dedicado al análisis de las noticias que publican los principa-
les diarios argentinos, Dardo Fernández, sostiene que “en
cuanto a la diversidad, la agenda es más versátil y cambiante
por la digitalización, pero sin embargo la concentración de
medios, con muy pocos actores en posiciones capaces de set-
tear la agenda, provoca una menor diversidad. Si bien hay
muchos sitios y medios pequeños con otra agenda, la tecno-
logía volvió a los medios más grandes todavía más poderosos
porque pueden multiplicar en varias plataformas su agenda.”9

Fernández argumenta que en Argentina hay momentos en
que la agenda se homogeneíza mucho, justamente por efecto
del rebote de la agenda de los medios más concentrados. Es
decir que la agenda no es unificada en su concepción origi-
nal, pero su rebote y repercusión en otros medios y en la opi-
nión pública es realmente muy desigual. El escenario digital
de este país materializa dos características constantes del sis-
tema de medios tradicional: la concentración de la propiedad
en la producción y la oferta por un lado, y la centralización

8 Ante la imposibilidad de brindar triple play, el Grupo Telefónica ha esta-

blecido acuerdos con DirecTV (tv satelital) para ofrecer paquetes de ser-

vicios conjuntos aunque operados independientemente por cada uno de

los operadores.
9 Entrevista realizada para este trabajo.
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geográfica de producción de los contenidos, que parecen no
detenerse en el escenario 2.0.

Complementariamente, la sociedad civil se apropia cre-
cientemente de las herramientas tecnológicas para potenciar
sus propios procesos de comunicación. El importante movi-
miento de activismo digital en el país utiliza las redes sociales.
Tanto Facebook, YouTube, Taringa y Twitter, cuatro de las
seis principales redes sociales utilizadas en la Argentina, cons-
tituyen espacios en donde se desarrolla activamente la parti-
cipación de la sociedad civil, tanto en asuntos propios del es-
pacio público y político, como a raíz de campañas de interés
público más segmentadas. También entre los principales blogs
consultados en la Argentina se destacan ejemplos de partici-
pación y activismo cívico.

El conflicto social de mayor repercusión que ha tenido
Argentina en los últimos cinco años ha sido la “crisis del cam-
po”. La disputa entre el gobierno y los representantes de los
productores de granos y de ganado iniciada en marzo de 2008,
que incluyó protestas masivas y el corte de rutas en todo el
país durante cuatro meses, demostró la extensión del conflic-
to a las nuevas tecnologías, dado que los dos sectores en pug-
na sostuvieron sus posiciones no sólo a través de los medios
masivos, sino a través de las redes sociales, blogs y cadenas de
sms por telefonía móvil para movilizarse.

Las principales cuestiones que sobresalen en la agenda
pública son objeto de intensos debates en la blogósfera que, a
su modo, replica la polarización entre gobierno y la oposi-
ción. Entre los blogs que articulan la defensa de la gestión de
la presidente Cristina Fernández de Kirchner se destacan

Ramble y Tamble (http://rambletamble.blogspot.com/), del
encuestador e investigador de mercados y tendencias Ar-
temio López, en el que el nivel de reflexión y argumenta-
ción es mayor y el blog colectivo Artepolítica (http://
artepolitica.com/) o La República de la Soja (que hace re-
ferencia al conflicto con las entidades productoras de ole-
aginosas de 2008: http://lucascarrasco.blogspot.com), De-
rek Dice (http://derekdice.blogspot.com/), o El Choripán y
la Coca (http://elchoripanylacoca.blogspot.com/) en el que el
nivel de reflexión y argumentación es mayor. También “Blo-
ggers en acción” (http://bloggersenaccion.blogspot.com/) se
inscribe en esta línea, pero su exégesis del gobierno se realiza
en un registro más definidamente militante.

En tanto, hay blogs opositores al gobierno redacta-
dos por intelectuales de derecha, como Jorge Asís (http:/
/www.jorgeasisdigital.com/); por investigadores de iz-
quierda,  como Roberto Gargarel la  (http: / /
seminariogargarella.blogspot.com/) y Maristella Svam-
pa (http://maristellasvampa.net/blog/). Hay otros espa-
cios ligados a una visión republicana y adversa al gobier-
no, como el colectivo “Club Político Argentino” (http://
clubpoliticoargentino.org/). Y existe, por último, una gran can-
tidad de blogs especializados en temas de coyuntura desde
la economía (“La ciencia maldita”: http://
blogs.lanacion.com.ar/ciencia-maldita/), el derecho (“Saber
leyes no es saber derecho”: http://www.saberderecho.com/),
o el periodismo y la comunicación (“La propaladora”: http:/
/www.lapropaladora.com/; y “Plaza de Mayo”: http://
www.plazademayo.com/), entre otros.
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Es importante, sin embargo, destacar la diferencia que
existe entre la masividad en el uso y la capacidad y las compe-
tencias necesarias para desarrollar contenidos propios en tér-
minos de acción social y acción política. En el marco de la
polarización política que existe en la Argentina desde 2008, el
debate político y ciudadano tiene una traducción directa en
las redes sociales, donde se potencia tanto como en los me-
dios de comunicación, que mayoritariamente, tomaron par-
tido contra el gobierno (los grupos más importantes) o a fa-
vor del gobierno (los medios gestionados por el Estado y gru-
pos privados de menor influencia). Un ejemplo de ello, que
además reveló la compleja relación entre medios tradiciona-
les y nuevos medios, ha sido la autoconvocatoria de simpati-
zantes del gobierno en abril de 2010 a través de Facebook,
protagonizado por el grupo “6, 7, 8 Facebook”, que se agrupó
para respaldar un programa explícitamente oficialista que
emite de lunes a viernes el canal 7 de televisión que gestiona
el Estado.

5. A modo de conclusión: desafíos
y nuevos escenarios

Los cambios regulatorios, tecnológicos y sociales en rela-
ción al sistema de medios de comunicación de la Argentina
reseñados en este documento introducen importantes desa-
fíos para los próximos años.

Por un lado, la capacidad de integrar efectivamente a nue-
vos actores sociales no lucrativos como posibles operadores

del sistema de medios; por otro lado, las incógnitas sobre el
funcionamiento económico y los modelos de negocios, en
crisis, de un sistema que hasta ahora se abasteció fundamen-
talmente de la publicidad y de los aportes estatales; también
hay que considerar la presión que ejerce la convergencia tec-
nológica tanto sobre los usos sociales de los medios de comu-
nicación (y su secuela de desintermediación de la labor infor-
mativa), como sobre la regulación que hasta hoy impide a las
empresas de telecomunicaciones brindar servicios audiovi-
suales; por último, los interrogantes sobre los contenidos que
se producen en el país y sobre su propiedad hasta ahora con-
centrada y centralizada en la ciudad capital.

Dentro de ese panorama, puede señalarse como un as-
pecto positivo que la consolidación de una industria audiovi-
sual fuerte especialmente en el sector del cable, ha promovi-
do la proliferación de un gran número de pequeñas produc-
toras proveedoras de contenidos. Esta capacidad productiva
se ha visto reflejada no sólo en la programación de la televi-
sión paga argentina, que cuenta con una importante cantidad
de programación nacional, sino también en un significativo
aumento de las exportaciones del sector audiovisual. Según
datos de la Asociación Británica de Distribuidores de Televi-
sión, las 40.000 horas de contenidos televisivos exportados
ubican al país en el cuarto lugar por cantidad de material ven-
dido al exterior luego del Reino Unido, Estados Unidos y
Holanda. Esta capacidad será potenciada por las exigencias de
producción propia dispuestas por la reciente Ley SCA.

Pero la pujanza económica del sector no se traduce en
pluralidad. En diciembre de 2007, el gobierno aprobó la fu-
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sión de los dos mayores operadores de tv por cable que existían
entonces. Cablevisión absorbió la empresa Multicanal y ambas
quedaron en manos del Grupo Clarín, que pasó a dominar más
del 50% de todos los abonados a la televisión de pago del país.
Sin embargo, el principal efecto negativo de dicha fusión tuvo
lugar en muchas ciudades del país donde el servicio pasó a ser
monopólico. Un perjuicio económico que han debido enfren-
tar los habitantes de dichas ciudades es el aumento del costo del
servicio ante la desaparición de la competencia. Otro impacto
negativo fue la desaparición de numerosas señales locales, dado
que los grandes operadores de cable unifican la programa-
ción en detrimento de los contenidos locales.

La radio, por su parte, es el medio menos importante eco-
nómicamente, pero es el que admite mayor cantidad de vo-
ces diferentes.

En relación a los desafíos pendientes, se puntualizan al-
gunos ejes con perspectiva democratizadora, en función del
diagnóstico previo:

Participación social

Necesidad de vitalizar los mecanismos de discusión y par-
ticipación social sobre las políticas culturales y de comunica-
ción. Un mecanismo importante es la realización de audien-
cias públicas (que podrían haberse dispuesto para la constitu-
ción de la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación
Audiovisual [autoridad de aplicación de la ley], así como para
el Directorio de Radio y Televisión Argentina Sociedad del
Estado [RTASE], por ejemplo).

Contradicciones entre marcos analógicos y digitales

La transición hacia entornos digitales ha comenzado te-
nuemente en Argentina. Sin embargo se observa que los pri-
meros pasos han sido dados mediante un conjunto de medi-
das dispersas e incluso contradictorias. Por ejemplo, la san-
ción de la Ley SCA tuvo lugar en forma desarticulada con el
proceso de despliegue de la televisión digital. Esto afirma la
necesidad de una política explicita, articulada y coherente de
servicios de comunicación analógicos y digitales durante el
proceso de transición. Esto implicaría la discusión de una ley
de servicios convergentes, complementaria de la Ley 26522,
para que los usuarios de distintos servicios no estén condena-
dos a condiciones abusivas por parte de prestadores mono-
pólicos en mercados cautivos (tanto en telecomunicaciones
como en televisión por cable). La activación del Tribunal de
Defensa de la Competencia (cuya institución se ha dilatado
desde su creación en 1999) y la aplicación de normas benefi-
ciarias para los usuarios, como el Decreto 764/2000, de des-
regulación de las telecomunicaciones, son medidas comple-
mentarias que podrían adoptarse en la misma dirección.

Centralización de la producción de noticias en Buenos Aires

Se observa una fuerte centralización de la producción de
contenidos informativos y culturales en la Ciudad de Buenos
Aires, a partir de una excesiva dependencia del financiamien-
to publicitario. Ello hace necesario establecer políticas estata-
les, tanto a nivel nacional como provincial, que promuevan la
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producción de contenidos informativos y culturales en todo
el país de modo sustentable.

Concentración de la propiedad de los medios

Se ha constatado una alta concentración de la propiedad
de los medios de comunicación, especialmente por el grado
de integración horizontal, vertical y conglomeral de los gru-
pos de comunicación más grandes, que cuentan con alta ca-
pacidad de fijar las agendas informativas. Frente a ello, resulta
de gran importancia la promoción de mayor acceso por parte
de diferentes grupos políticos, económicos y sociales a la pro-
piedad de los medios y/o a la producción de contenidos. El
Estado, en sus distintos niveles nacional y provinciales, debe
garantizar que dicho proceso se realice de manera amplia y
no discriminatoria.

Subordinación de los medios estatales al gobierno de turno

Los medios de propiedad estatal han tenido baja influen-
cia en términos de audiencia y han estado directamente vin-
culados al poder político tanto política como económicamente,
sin garantizar espacios plurales a las distintas representacio-
nes políticas, sociales y culturales de la sociedad que los fi-
nancia con sus aportes fiscales. Para cambiar esta histórica
característica propia no sólo de la Argentina sino de América
Latina toda, se precisa fortalecer la radiodifusión pública, apro-
vechar su potencial en el despliegue de la televisión digital y

promover su transformación en medios independientes del
poder político. La Ley SCA ha fijado un piso para un funcio-
namiento más democrático de los medios de propiedad esta-
tal, sin que hasta ahora se haya dado cumplimiento a dicha
disposición.

Polarización política e influencia editorial en las noticias

En los últimos años la polarización política general y el
enfrentamiento entre el gobierno y los principales grupos de
medios han tornado difusa la separación entre línea editorial
e información. Las noticias tienden a editorializarse, tanto a
favor como en contra del gobierno. Se observa la falta de di-
versidad en la información más allá de estas dos posiciones.
También se registra falta de diversidad al interior de los me-
dios de comunicación. Esta situación se potencia por la falta
de organizaciones que evalúen las prácticas de los medios.

Falta de compromiso de la oposición con su rol de control

La nueva Ley SCA establece que las minorías parlamen-
tarias integren los directorios de la Autoridad de Aplicación y
de los medios de propiedad y gestión estatal, así como una
Comisión Bicameral de seguimiento de la implementación
de la Ley. Por diferencias con la política del gobierno, la opo-
sición no ha ocupado sus lugares, impidiendo el juego repu-
blicano en el control de sus actos y la fiscalización documen-
tada de la gestión de las políticas audiovisuales.
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Regulación de la publicidad oficial

En los últimos años, se ha verificado un notable incre-
mento de la publicidad oficial, junto a políticas discriminato-
rias hacia medios críticos tanto a nivel nacional, como pro-
vincial y municipal. La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción ordenó, en dos fallos, al gobierno de la provincia de
Neuquén, al de Salta y al gobierno nacional, que no discrimi-
nen en la asignación de la pauta oficial. Hasta ahora, no se
avanzó en la regulación de esta crucial cuestión vinculada al
funcionamiento económico de los medios a nivel nacional.
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LA RADIODIFUSIÓN Y LA DEMOCRACIA
EN BRASIL1

Eugênio Bucci

Para reunir y sistematizar los argumentos, el presente
artículo se estructura en nueve partes:

• Cuando la ley es vehículo del apetito autoritario.

• Reglamentar el mercado de la radiodifusión es nor-
mal y saludable.

1  El presente trabajo aprovecha extensamente cuatro textos publicados por

el autor, en diferentes vehículos, sobre el tema de la regulación y libertad

de prensa en Brasil. Son ellos: del sitio web Observatório da Imprensa

(www.observatoriodaimprensa.com.br), “Partido, igreja e televisão” (18/

08/09) y “O que ajuda, o que atrapalha” (16/11/10); de la revista Interesse

Nacional, “Direito à Informação e Interesse Nacional” (número 11, octu-



Eugênio Bucci La radiodifusión y la democracia en Brasil76 77

• En ese déficit, crece el discurso de los enemigos de la
libertad.

• Falta razón y serenidad al debate brasileño.

• La naturaleza de la radiodifusión —y por qué ella debe
ser protegida contra iglesias y partidos.

• Las tele-religiones y sus consecuencias políticas.

• El sector de las emisoras públicas.

• ¿Por qué fue indebido el protagonismo de la Secom
(Secretaría de Comunicación) en esa materia en 2010?

• Los Consejos Estaduales de Comunicación: ¿tienen
razón de existir?

En la primera parte, el autor presenta manifestaciones
divergentes sobre la regulación de la prensa entre, de un
lado, el gobierno, y por otro, vehículos periodísticos. La

parte dos identifica fundamentos en defensa de la regula-
ción y busca ejemplos en la experiencia reguladora de Es-
tados Unidos. La parte tres profundiza la noción de que la
libertad de prensa debe ser un principio innegociable. La
cuarta parte trae la discusión, a partir de los tres temas an-
teriores, para la situación brasileña. La quinta y sexta par-
tes abordan la promiscuidad entre radiodifusión, Poder
Ejecutivo e Iglesias. La séptima parte retoma la discusión
sobre regulación, incorporando las consideraciones ante-
riores. La octava apunta posibles conflictos de interés cuan-
do la Secom (Secretaría de Comunicación Social, órgano
con status de ministerio vinculado a la Presidencia de la
República) se convierte en conductora del debate sobre
regulación en Brasil. Finalmente, en la novena, el autor
reflexiona sobre la creación de los Consejos Estaduales de
Comunicación, cómo ellos confunden la discusión demo-
crática sobre la regulación y elabora una conclusión con
los rumbos del debate sobre regulación en Brasil.

Cuando la ley es vehículo del apetito autoritario

La convivencia entre democracia y los medios de comu-
nicación en América del Sur es un tema que aún no alcanzó
su normalidad. No es estable y, mucho menos, previsible. Cada
año, surgen pequeños sobresaltos o aún sustos de grandes pro-
porciones. Un ejemplo de lo que pueden ser esos sobresaltos,
un episodio que no debe ser olvidado, cuando tratamos de este
tema, sucedió el 11 de abril de 2002. Vamos a él.

bre-diciembre 2010), de la revista Estudos Avançados, de IEA de la USP,

“Quando só a Imprensa Leva a Culpa (mesmo sem tê-la)” (edición 67,

volumen 23, de setiembre-diciembre de 2009). Eso significa que este pa-

per resulta de un collage de las elaboraciones anteriores. Hay tramos en

que el uso es una transcripción pura y simple. No usaremos comillas para

todos esos tramos porque alteraciones, aunque mínimas, fueron hechas

—y, en ese caso, tendríamos que abrir y cerrar comillas decenas de veces

a lo largo de un único parágrafo—. Además de eso, como los artículos

que nos sirven de fuente son aquí claramente indicados, el acceso al ma-

terial original, caso sea de interés del lector, está plenamente facilitado.

Finalmente, se debe tener en cuenta que los textos anteriores y el presen-

te artículo son firmados por el mismo autor, lo que también nos ayuda a

prescindir del empleo de comillas para el uso aquí realizado.
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El hecho fue en Venezuela.2 Fue un atentado contra un
gobierno electo democráticamente (Hugo Chávez, en su pri-
mer mandato). Hasta hoy, podemos mirar para aquel evento
como un paradigma de una modalidad de golpe de Estado –
el golpe urdido, tejido, articulado y liderado por emisoras de
televisión.3 En aquel caso, la radiodifusión se sublevó contra
la democracia, pero, gracias a sectores del Ejército y a resis-
tencias en la sociedad civil, el golpe de las estaciones de TV
terminó derrotado en 72 horas. Chávez, que estaba encarce-
lado por los golpistas, retornó al gobierno. En aquella oca-
sión, la democracia triunfó. Después, infelizmente, bajo el
propio Chávez, ella se deterioraría en la misma Venezuela,
pero, que quede bien claro, en aquel mes de abril de 2002, la
democracia triunfó.

En otras ocasiones, se ven acciones de gobiernos contra
los medios de comunicación que resultan igualmente en aten-
tados contra la democracia. A veces de modo sistemático,
como viene sucediendo en la propia Venezuela, de pocos años

para acá (trataremos de eso en la parte tres, bajo el subtítulo
“En ese déficit, crece el discurso de los enemigos de la liber-
tad”, cuando analicemos aspectos de la legislación “bolivaria-
na”). Otras veces, de modo un tanto sesgado y patético. Eso
se puede ver, en Brasil, recientemente. En las primeras ver-
siones, el programa de Gobierno de la entonces candidata
Dilma Rousseff (en coalición liderada por el Partido de los
Trabajadores) a la presidencia de la República, en julio de 2010,
traía críticas valorativas al comportamiento de la prensa, en
términos generales y también acusatorios. Además de inopor-
tuno, ese tipo de comentario en un programa de un candida-
to a la Presidencia es inocuo: una vez que la Constitución
Federal no atribuye al Poder Ejecutivo ninguna función de
actuar sobre la calidad de los diarios, esos tramos de la plata-
forma electoral de Dilma Rousseff no surtirían efectos prác-
ticos, a no ser el efecto extraño de mandar un recado de la
entonces candidata –—apoyada por el presidente en la época
en ejercicio, Luiz Inácio Lula da Silva— a los medios de co-
municación, lo que tenía aspecto de un acto intimidante.4

Pero el caso duró poco. Para bien de la democracia, el
tramo fue rápidamente retirado del programa de gobierno,
aunque, como veremos, el ex-presidente Lula haya continua-
do, hasta casi el fin de su mandato, insistiendo en el tema en
tono poco amistoso.

2  El presente tema fue desarrollado en artículos anteriores del mismo au-

tor. Entre ellos, ver, en la revista Estudos Avançados, de IEA de USP, “Quando

só a Imprensa Leva a Culpa (mesmo sem tê-la)”. Edición 67, volumen

23, de setiembre-diciembre de 2009.
3  Ver, sobre el “golpe mediático”, The revolution will not be televised, docu-

mental de Kim Bartley y Donnacha O’Briain, Irlanda, 2003. Los directo-

res son dos documentalistas independientes que estaban en el palacio de

gobierno en Caracas, el 11 abril de 2002 y acabaron filmando todo el

golpe, hasta la vuelta de Hugo Chávez. La película está disponible en

http://video.google.es/videoplay?docid=5832390545689805144#docid=-

3378761249364089950.

4  Ver, del mismo autor, en la revista Interesse Nacional, “Direito à Infor-

mação e Interesse Nacional” (número 11, octubre-diciembre 2010).
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Encima de los errores de cada parte, sin embargo, por
encima de golpismos de empresarios del sector (como en el
caso de Venezuela) y de los arrebatos de gobernantes que no
resisten a la tentación de externalizar su irritación con los pe-
riodistas, yendo a veces muy lejos en sus discursos, hay un
horizonte común. La relación entre prensa y gobierno puede
ser mejor. La estabilidad de la institución de la prensa puede
ser mayor y más sólida. Es posible soñar más alto. Pero, en
ese contexto, a despecho de la inestabilidad prolongada y de
las escaramuzas mal resueltas, algunas delimitaciones de mé-
todo se hacen necesarias.

Regular el mercado de la radiodifusión
es normal y saludable

Hay entre nosotros, en Brasil y, de modo general, en
América del Sur, un equívoco bastante pernicioso, esto es, el
de creer que cualquier propuesta para modernizar la ley en el
área de la radiodifusión es una rareza de izquierdista. No es.
La regulación de ese sector es una exigencia estructural de la
sociedad de mercado. En esa materia, aún estamos atrasados
en casi todo el continente.

De su lado, las democracias más estables ya hicieron sus
deberes. Estados Unidos cuidó del asunto en la década del 30
del siglo pasado, con la creación de FCC (Comisión Federal
de las Comunicaciones), una agencia reguladora cuya actua-
ción se define en torno de dos objetivos centrales: proteger,
en el plano económico, la competencia saludable entre las

empresas y estimular, en el plano cultural y político, la diver-
sidad de voces y de opiniones. En suma, FCC existe para in-
hibir la formación de oligopolios y monopolios que inviabili-
cen la libre competencia y la pluralidad del debate público.

En Brasil, no tenemos nada parecido. Hubo, es verdad,
una única tentativa. En los años 1990, Sérgio Motta, ministro
de Comunicaciones en el primer gobierno de Fernando Hen-
rique Cardoso, creó una comisión —suprapartidaria— para
redactar un proyecto de ley. El documento procuraba conte-
ner las prácticas monopólicas y los maleficios de la propiedad
cruzada de los medios de comunicación. La propiedad cruza-
da, al menos según la mentalidad antitrust, que inspiró la crea-
ción de la FCC en Estados Unidos, es aquella que se verifica
cuando un sólo grupo económico, en una misma región, con-
trola el mayor canal de TV abierta, el mayor diario, la mayor
emisora de radio y así sucesivamente, de tal forma que pasa a
dominar la pauta del debate público y, con la misma fuerza,
pasa también a morder la mayor rebanada del mercado publi-
citario. Por lo tanto, nada más lógico que la existencia de lí-
mites a la propiedad cruzada —límites que varían en el tiem-
po, dependiendo de la naturaleza de los negocios y de los avan-
ces tecnológicos—. En Brasil, la idea de Sérgio Motta murió
junto con él, en 1998.

El hecho es que, tanto en Brasil como en varios otros paí-
ses del continente5, este es todavía un déficit democrático, un

5  No analizaremos, aquí, la reciente reforma que Argentina viene haciendo

para el sector.
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punto de atraso que espera claridad de la sociedad y una ac-
ción esclarecida del Poder Legislativo.

En ese déficit, crece el discurso de los enemigos
de la libertad

Regular el mercado de radiodifusión no tiene nada que
ver con censura. No obstante, existe quien se aprovecha de
ese déficit, que es real, con un discurso demagógico basado en
el cliché de “democratización de los medios”, con el puro
interés de subordinar la prensa a intereses oficialistas. Ahí es
preciso poner mucha atención. Esa postura puede no llevar a
censura, directamente, pero puede crear un ambiente de in-
timidación, que cercena la libertad de crítica.

Muchas veces, no es difícil constatar que la bandera de
una regulación democrática para el sector de radiodifusión
fue como que secuestrada por un discurso asambleísta, que
grita amenazas en lugar de esclarecer. Sus adeptos acarician la
ilusión de que un gobierno que asumiera parte de la conduc-
ción editorial de los medios de comunicación hará un bien
para la sociedad y podrá “compensar” la “desinformación”
promovida por los “medios privados”. Ese camino es la tiniebla.

Leyes y agencias para regular el mercado existen normal-
mente en las democracias más estables y no hieren la libertad
de expresión de nadie. Otra cosa bien distinta es confiar a la
autoridad estatal la función de editar el periodismo. El nom-
bre de esa otra cosa es autoritarismo. Más aún: autoritarismo
infértil. Hasta hoy nadie fue capaz de inventar un decreto, ley

ordinaria o norma constitucional que sea capaz de fabricar
“buen” periodismo. Al contrario, toda interferencia estatal en
esa esfera resultó en males mucho peores que aquellos que
ella prometía remediar.

El aparato del Estado es incompetente —en los dos senti-
dos de la palabra— para “mejorar” el nivel del periodismo.
Ninguno de los poderes del Estado sirve para eso: el Poder
Judicial no sirve para eso (la censura judicial, además, no
mejora nada en los diarios, sólo empeora), el Poder Ejecutivo
debe quedarse lejos y, en cuanto al Legislativo, para recordar
aquí el principio consagrado en la célebre Primera Enmienda
a la Constitución de los Estados Unidos, de 1791, él no debe
legislar contra la libertad de prensa.

A despecho de lo que debería ser obvio, los autoritarios –
tanto los de izquierda como los de derecha, que en eso son
idénticos – creen que la discrecionalidad del burócrata estatal
puede “compensar” los abusos de medios privados. Piensan
que la verdad es un promedio aritmético entre dos distorsio-
nes. Para ellos, la libertad de prensa no es un punto de partida
—incondicional y universal por definición, como derecho
humano que es— sino un premio que se da al periodista de
buen comportamiento (buen comportamiento en la opinión
de ellos, bien entendido). No saben que la libertad o es para
todos, independientemente de la opinión de los gobernantes,
o no es libertad para nadie.

Quien no entiende el sentido de la libertad no tiene cre-
denciales para hablar de regulación del mercado de radio y
TV. La tradición democrática enseña que ese no es el papel
del Estado. La célebre Primera Enmienda a la Constitución
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de Estados Unidos, que, en 1791, impidió a los congresistas
legislar contra la libertad de prensa, y la Declaración de los
Derechos del Hombre y del Ciudadano, de Francia, que de-
fendió, en 1789, la libre comunicación de las ideas como uno
de los derechos “más preciosos” del hombre, no vinieron para
defender diarios equilibrados, desapasionados, “imparciales”
o “oportunos”. En aquellos tiempos, las publicaciones que
campeaban en América eran abiertamente militantes, parti-
darias, y no vacilaban en recorrer a la calumnia sanguinaria.
En París, los filósofos y sus pequeños diarios sin frecuencia
definida no llevaban al lector noticiarios imparciales, sino pie-
zas de proselitismo para recoger adhesiones al nuevo régi-
men, que celebraba el individualismo, la propiedad privada y
la guillotina.

La conquista de la libertad de prensa no vino para pre-
miar periodistas que se portan bien, sino para garantizar al
ciudadano el derecho de decir lo que bien entiende, en el
momento que quiera. La libertad no fue la coronación de la
ética periodística, sino su pre-requisito: la ética de prensa sólo
se desarrolló con la conquista de la libertad. Con el tiempo, el
periodismo mejoró, por lo menos un poco y la democracia se
perfeccionó, estableciendo formas de castigar los excesos y
los abusos de la libertad. Pero, atención, el juicio y castigo de
los errores ocurren después que los errores son publicados;
el derecho fundamental que todos tenemos de publicar aque-
llo que pensamos no puede ser violado, no puede sufrir cer-
cenamientos con anticipación.

El artículo 58 de la Constitución Bolivariana de Vene-
zuela, por ejemplo, es contra esa conquista de la humanidad,

que vino con el liberalismo, es verdad, pero se afirmó como
derecho de todas las personas, sean ellas de derecha o de iz-
quierda, es lo mismo. No puede competer al Estado —a nin-
guno de sus tres Poderes— decir si la información es o no es
“veraz” o “imparcial”. Compete a cada ciudadano juzgar eso
por sí mismo.

Pero el régimen en Venezuela, contrariamente a esos prin-
cipios, fue más allá. En diciembre de 2004, la Asamblea Na-
cional de la República Bolivariana de Venezuela aprobó la “Ley
de Responsabilidad social en Radio y Televisión”. En el capí-
tulo VII, que trata del “Procedimiento Administrativo San-
cionatorio”, el artículo 28, inciso 4, literales “w”, “x” e “y”,
exactamente esas (la lista de infracciones posibles sigue incó-
lume hasta la letra “z”, o sea, el número de desvíos de la co-
municación es exactamente el número de letras del alfabeto),
la autoridad recibe el poder legal de sancionar a aquel que
“difunda mensajes que muestren la violencia como una solu-
ción fácil o apropiada a los problemas o conflictos humanos”
(literal “w”), “difunda mensajes que inciten al incumplimiento
del ordenamiento jurídico vigente” (“x”) o “difunda mensa-
jes que impidan u obstaculicen la acción de los órganos de
seguridad ciudadana y del Poder Judicial que sea necesaria
para garantizar el derecho a la vida, la salud o la integridad
personal” (“y”).6

6  Traté el tema en artículo para el sitio web Observatório da Imprensa,

“Os  Esquilos de Caracas”, el 22 de junio de 2010. (http://

www.observatoriodaimprensa.com.br/artigos.asp?cod=595JDB002)
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Otra vez, hay una especie de malicia legislativa en el tex-
to. ¿Qué será ese tipo de mala conducta, aquí designada de
“difundir la violencia como solución fácil para los conflictos
humanos” del literal w? ¿Será que el gobierno, para aplicar
esa ley, sancionaría una emisora que vehiculase una tragedia
de Shakespeare, como “Hamlet”? Violencia no le falta. O por
exhibir la superproducción de Cecil B. De Mille, Los Diez
mandamientos? Basada en el Viejo Testamento, la película no
ahorra imágenes para mostrar la crueldad de Dios de Moisés,
que sentencia a muerte los niños de Egipto. ¿Qué decir en-
tonces del Acorazado Potemkin, de Eisenstein, con la clásica y
sangrienta escena de la escalera, donde los cadáveres resbalan
por los escalones?

Pasemos a la letra “x”. ¿Será que un noticiero sobre una
huelga general no puede ser encuadrado en esa categoría, la
de “incitar el incumplimiento del ordenamiento jurídico”?
¿Y en cuanto al ítem del literal “y”, que condena los “mensa-
jes que impidan u obstaculicen la acción de los órganos de
seguridad ciudadana y del Poder Judicial que sea necesario
para garantizar el derecho a la vida, a la salud y a la integridad
personal”? Alguien que mostrase en vivo la acción de una tropa
policial para retirar manifestantes de un área rural ocupada
por ellos, ¿podría ser encuadrado en esa conducta y merecer
sanción? ¿Qué quiere decir exactamente “obstaculizar la ac-
ción de los órganos” del Estado? Sólo la autoridad va a saber.
Si sólo ella va a saber, el riesgo para el derecho a la informa-
ción es evidente.

Falta razón y serenidad al debate brasileño

El debate de los marcos regulatorios para la comunica-
ción social en Brasil nunca se estableció a satisfacción. En lu-
gar de un diálogo productivo, lo que tenemos son dos “pare-
des humanas” que se encaran, con aires de impaciencia. Los
dos frentes se desafían como quien cambia insultos antes de
partir para la batalla propiamente dicha. Por una parte, se pre-
senta el asambleísmo inflamado, cuyos oradores invocan
movimientos sociales y pregonan la “democratización” de los
medios de comunicación. Por otra, en nombre de los intere-
ses del mercado, los porta-voces alertan: esa conversación de
“democratización” es apenas un biombo para esconder la vo-
luntad del poder de cercenar la libertad de prensa. Hasta el
fin de 2010, por lo menos, un tercer elemento complicó to-
davía más el tablero.

Ese tercer elemento era Secom (Secretaría de Comuni-
cación Social de la Presidencia de la República), que intentó
liderar la formulación de un proyecto de ley que solucionase
el tema. Con la toma de posesión de Dilma Rousseff en la
Presidencia de la República, en 2011, el protagonismo de Se-
com fue derogado. El panorama es otro. Aun así, el arrebato
que culminó al final de 2010, teniendo Secom en condición
de locomotora, merece atención de nuestra parte. El episodio
puede ser infeliz, mas es rico en enseñanzas, esto es, en erro-
res que no se deben repetir. Trataremos con más detalles el
papel asumido entonces por Secom en el octavo tema (“Por
qué fue indebido el protagonismo de Secom en esa materia
en 2010”) más adelante. Por ahora, ocupémonos un poco más
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de la exacerbación entre las dos “paredes” que se debaten tra-
dicionalmente en Brasil cuando el asunto es la reglamenta-
ción y la regulación de la radiodifusión.

Lo que teníamos hasta el final de 2010 era, por lo tanto,
un triángulo (las dos paredes humanas y Secom) en que to-
dos los lados y todos los vértices estaban equivocados. La pa-
red de los que predicaban la “democratización” de los medios
y el “control social de los medios” tal vez no estuviesen dán-
dose cuenta, mas abrigaba, en el interior de sus barricadas,
agentes que querían, sí, controlar la formación de la opinión
pública. El personal de la otra falange también erraba, pues, a
pesar de intereses oportunistas de algunos grupos empresa-
riales, la regulación de la radiodifusión y de las telecomunica-
ciones es una necesidad de la democracia y del mercado –
una necesidad grave y que ya está ahí, esperando solución,
hace por lo menos cuatro décadas.

La radiodifusión en Brasil funciona prácticamente al mar-
gen de la ley. La expresión sonará un tanto fuerte, dramática,
pero es de eso mismo que se trata. El Código Brasileño de
Telecomunicaciones (instituido por la Ley nº 4.117, de 27 de
agosto de 1962, más tarde, complementado y modificado por
el Decreto-ley nº 236, de 28 de febrero de 1967), no da abas-
to de la complejidad tecnológica, social y económica de ese
campo. No lida suficientemente, siquiera, con el advenimiento
de las redes de emisoras. Es un diploma legal anacrónico, des-
fasado. No obstante, es lo que está en vigor. De ese modo,
buena parte de las prácticas en curso en ese mercado no fue-
ron bañadas por normas legales. Son prácticas más allá de la
ley, por así decir.

La Constitución Federal, de 1988, juzgó pertinente tocar
en el asunto. El capítulo V, de la Comunicación Social, en los
artículos 220 y siguientes, establece los parámetros fundamen-
tales para la radiodifusión, previendo una ley complementar
que los regulase. Desde entonces, nada fue hecho. Esa legis-
lación no llegó. Los vacíos abiertos a partir de eso son innú-
meros, por ejemplo: el parágrafo quinto del artículo 220 afir-
ma que “los medios de comunicación social no pueden, directa
o indirectamente, ser objeto de monopolio u oligopolio”, pero
no provee la métrica para que el ciudadano sepa lo que constitu-
ye monopolio u oligopolio en ese mercado. Eso tendría que ve-
nir de una legislación infra-constitucional, y no vino. Si una red
de TV domina 60% de la torta publicitaria de una determina-
da región, ¿eso es monopolio? ¿Dónde están las balizas? Tam-
bién por esas razones, sean cuales sean las razones constitu-
cionales, Brasil necesita de una legislación al respecto.

La naturaleza de la radiodifusión, y por qué ella
debe ser protegida contra iglesias y partidos7

Un buen punto de partida para entender la naturaleza de
la radiodifusión en la democracia es tener en cuenta que ella
constituye servicio público —y que, en ese sentido, debe es-

7  El texto de este tema y del siguiente fue tomado, con algunas alteraciones,

del artículo Partido, Igreja e Televisão, publicado en el Observatório da Im-

prensa, el 18/08/2009 (http://www.observatoriodaimprensa.com.br/

artigos.asp?cod=551JDB018 – acceso 2/03/2011)
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tar protegida contra los intereses religiosos y los intereses par-
tidarios—. Ese punto, tan simple y tan profundo, está lejos de
ser comprendido y regulado en Brasil.

Decir que la radiodifusión es servicio público (como de-
fine la Constitución Federal) significa decir que es un servi-
cio que debe ser prestado por el Estado – o por particulares,
siempre y cuando sea mediante concesión pública. La Cons-
titución establece, en su artículo 221, que la radiodifusión debe
dar preferencia a finalidades “educativas, artísticas, culturales
e informativas”, pues ella cumple una función de interés co-
mún y, en los contenidos que vehicula, no es deseable que las
predilecciones de unos —predilecciones religiosas o partida-
rias, por ejemplo— difamen o perjudiquen las preferencias
de los demás.

Es por eso que, sobre la radiodifusión, como todos sabe-
mos, pesan reglamentaciones que simplemente no existen para
los vehículos impresos —que no operan a partir de concesio-
nes públicas—. Eso significa que, de acuerdo con los princi-
pios democráticos, que fueron acogidos por la Constitución,
la radiodifusión es regida por reglas que preservan el interés
general, pues, vale repetir, es servicio público.

Los partidos políticos pertenecen a otra esfera y deben
permanecer así. Sin embargo, las relaciones entre políticos y
el comando de las empresas de radiodifusión en Brasil son
intensas, frecuentes, profundas, mucho más que promiscuas.
Y, si quisiéramos seguir los términos de la Constitución, ellas
deberían ser inexistentes. La Constitución, en su artículo 54,
procura impedir que senadores y diputados mantengan con-
tratos con empresas concesionarias de servicio público (y las

emisoras son exactamente eso, concesionarias de servicio pú-
blico). Esa medida está allá por el mismo motivo que, en la
legislación electoral, existe la prohibición de que candidatos a
puestos electivos mantengan programas de radio y televisión
durante el período electoral: el objetivo es evitar que la radio-
difusión deje de ser un servicio público (servicio para todos)
y se convierta en servicio particular (para beneficio de po-
cos), al servicio de la promoción de intereses particulares. Ese
tipo de legislación busca disminuir el riesgo de que las emi-
soras sean utilizadas como instrumentos por algunos candi-
datos en perjuicio de otros. ¿Y de qué vale? ¿Para qué sirve el
artículo 54 de la Constitución? Tiene poco provecho, además
de éste, que aquí se verifica: el de recordarnos que las cosas
no deberían ser como han sido. Cualquiera es capaz de apun-
tar decenas de diputados y senadores que son, más que próxi-
mos, son accionistas, dueños o dirigentes velados de emiso-
ras. En varias regiones brasileñas, hay clanes que se mantie-
nen en el poder gracias al uso abiertamente partidario de la
radiodifusión. Es poco lo que se puede hacer en cuanto a eso.
Discrepancias así sólo podrían ser enfrentadas en el interior
de una discusión nacional para el establecimiento de marcos
regulatorios para el sector.

Claro, para la propia salud de la democracia, es funda-
mental que la radiodifusión, como servicio público, y parti-
dos políticos – que constituyen haces de intereses privados,
aun cuando se pretendan universales – operen según reglas
propias, independientes entre sí.

La radiodifusión articula y da vida al espacio público, es-
pacio común a todos, donde suceden las disputas por el po-
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der. Los partidos son partes interesadas en el poder y, por lo
tanto, no pueden administrar las emisoras que prestan servi-
cio público. Eso es —o debería ser— tan simple como es sim-
ple entender que técnico de cuadro de fútbol no puede dar
órdenes al juez y a los líneas. Eso es —o debería ser— tan
obvio como sería obvio entender que la concesionaria de una
carretera federal no puede impedir el pasaje de los automóvi-
les cuyo color le desagrade. La concesionaria de una carretera
mantiene la vía en buen estado, de manera de atender mejor
los viajeros —ella no es dueña de la carretera—. Del mismo
modo, la concesionaria de una frecuencia de ondas electro-
magnéticas no es dueña de la frecuencia; apenas la explota
para atender mejor a los ciudadanos.

De un tiempo para acá, un nuevo fenómeno vino a agra-
var la promiscuidad entre intereses partidarios y radiodifu-
sión: el ingreso de iglesias y organizaciones religiosas en la
esfera de decisión de redes nacionales de televisión y de ra-
dio. Ese nuevo fenómeno alcanzó tal nivel, que, hoy, es posi-
ble afirmar que la religión viene conduciendo, en algunos
casos, los negocios de la radiodifusión. Existen emisoras —o
redes de emisoras— católicas y evangélicas, de varios mati-
ces. Otra vez, eso contraría los fundamentos del Estado laico
y de la vida democrática —pero es lo que viene sucediendo,
con frecuencia cada vez mayor—. Otra vez, citemos la Cons-
titución, ahora en su artículo 19: “Se prohíbe a la Unión, a los
Estados, al Distrito Federal y a los Municipios establecer cul-
tos religiosos o iglesias, subvencionarlas, dificultarles el fun-
cionamiento o mantener con ellos o sus representantes rela-
ciones de dependencia o alianza, exceptuando, en la forma de

la ley, la colaboración de interés público”. Si el Estado no pue-
de, bajo ningún aspecto y justificación, dejarse conducir por
intereses religiosos —exactamente para que todas las modali-
dades de la fe reciban igual trato y tengan sus derechos igual-
mente asegurados—, ¿será que la radiodifusión, definida por
la Constitución como servicio público, podría ser conducida
por esos mismos intereses? La respuesta es no, evidentemen-
te. Y, sin embargo, así ha sido. No es que los diversos cultos
no puedan tener canales de expresión en las emisoras brasile-
ñas. Claro que pueden. Lo que no pueden es gobernar la ra-
diodifusión – los criterios de prestación de ese servicio públi-
co que es la radiodifusión han de ser públicos y laicos, o el
servicio no será más público. Al final, el impasse nos remite a
la necesidad de marcos legales claros.

Otra vez, alguien va a decir que la ley no pasa de declara-
ción inocua de buenas intenciones. Dirá que, en la práctica,
la promiscuidad entre iglesia y Estado en Brasil es intensa, es
histórica etc., etc., etc. Es verdad, pero, de nuevo, no importa.
No aquí. El objetivo de este texto no es denunciar que las
leyes son ineficaces. Mi propósito, repito, es identificar las
razones de fondo de la democracia en esa materia. Importa
visualizar, aunque sea de lejos, los motivos por los cuales la cultura
democrática tiene más sentido cuando sabe mantener en sus domi-
nios propios la radiodifusión, la religión y la política.

En el ideal democrático, si un ciudadano gusta de ser due-
ño de una cadena de TV, él será concesionario de servicio
público, pero, caso haga esa opción, no podrá ser al mismo
tiempo, digamos, un senador. (Todo eso, claro, según el espí-
ritu de la ley, según aquel ideal antiguo, que anda medio em-
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polvado, pero que vive allá, aunque olvidado.) Por otro lado,
si un sujeto se siente llamado por Dios y se consagra a la vida
religiosa, él no está autorizado a, en esa condición, postular el
poder para subordinar el Estado a los dictámenes de su fe. El
Estado, al final, es de todos, inclusive de aquellos que no co-
mulgan con esa fe. Si el Estado es de todos, también son de
todos los órganos públicos, las estatales, las universidades
públicas y... los servicios públicos —servicios públicos como
la radiodifusión.

El tema de la promiscuidad entre iglesias y la radiodifu-
sión merece una pequeña profundización. Pasemos al próxi-
mo tema.

Las tele-religiones y sus consecuencias políticas

El proselitismo religioso por TV se popularizó en Esta-
dos Unidos y sólo después atracó en Brasil. Aquí, hizo escue-
la no sólo entre evangélicos. También el catolicismo se arries-
ga en redes de emisoras propias. El uso de cámaras, micrófo-
nos, estudios, focos y antenas para predicar la supuesta pala-
bra del Señor, según recetas variadas, es hoy un denominador
común entre sectas, agremiaciones confesionales e iglesias
nacionales o incluso globalizadas. Ni de lejos, esa vertiente es
una exclusividad de la Red Record, reconocidamente identi-
ficada con la Iglesia Universal del Reino de Dios, IURD. In-
cluso en el “campo público” —el de las emisoras no-comer-
ciales— el fenómeno se verifica. Varias emisoras públicas y
aún estatales reservan horarios en su programación para la

trasmisión de misas católicas y apenas raramente, o casi nun-
ca, consideran ceremonias de otros credos.

También en las televisiones públicas, pues, es posible lo-
calizar la opción preferencial por una forma de culto, lo que
equivale a la segregación de los demás. Record sólo llamó la
atención, hoy, porque alcanzó dimensiones continentales. Lo
que incomoda, en ella, no es la promiscuidad entre fe y ra-
diodifusión: lo que incomoda es la escala, la proporción, la
magnitud. Si no fuese eso, poca gente perdería su tiempo ha-
blando de ello.

El problema, sin embargo, no es de escala, sino de con-
cepto. Religiones y emisoras deberían ser negocios mucho
más separados de lo que de hecho son. Si quisiéramos seguir
al pie de la letra el ideal democrático y lo que establece la
Constitución, incluso podríamos considerar admisible que
iglesias comprasen fajas de horarios en algunas programacio-
nes, pero jamás toleraríamos como un dato natural que igle-
sias, de forma velada o abierta, fuesen simplemente las pro-
pietarias de grandes redes. No toleraríamos porque, cuando
eso sucede, el carácter de servicio público de la radiodifusión
sale muy, pero muy arañado. O aún, mutilado.

En el caso de Record y de sus vínculos con IURD, hay
un tercer elemento que debería ser considerado: el Parti-
do Republicano Brasileño (PRB). Su principal exponente
en el Congreso Nacional es el senador Marcelo Crivella,
de Río de Janeiro, también obispo (licenciado) de Univer-
sal. El partido suma sólo cinco parlamentarios en Brasilia
(dos senadores y tres diputados federales), cuyos nombres
suelen figurar en las listas de la llamada “bancada evangéli-
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ca”, que no para de crecer. PRB se posiciona bien. Su pre-
sidente de honra es nadie menos que José Alencar, ex-vice-
presidente de la República. Mangabeira Unger, uno de sus
afiliados, fue titular de una cartera en el ministerio del go-
bierno Lula.

¿Cuáles son realmente las relaciones entre el IURD y el
PRB? Por ahora, esa pregunta queda en el aire.

El sector de las emisoras públicas

Otro punto crítico, bastante crítico, es la situación de las
emisoras que se dominan públicas, o estatales. También ellas
carecen de una reglamentación moderna.

¿Bajo qué régimen deberían funcionar? ¿Pueden vehicu-
lar avisos publicitarios, compitiendo, así, con emisoras co-
merciales? ¿Pueden vehicular avisos y al mismo tiempo reci-
bir partidas presupuestales del Poder Ejecutivo? Nada de eso
es claro, nada está resuelto. A propósito, ni aún la definición
de qué es una emisora pública existe en nuestra legislación.
Hay, cuando mucho, visiones discrepantes en cuerpos nor-
mativos distintos. La Constitución habla de “complementa-
riedad” entre los sistemas privado, público y estatal” (art. 223),
pero nadie consigue explicar, con base en la ley, qué diferen-
cia sistema público del estatal. Nuevamente, es necesaria una
ley complementaria que resuelva la duda.

Las transformaciones tecnológicas propias de la era digi-
tal también exigen la definición de marcos legales actualiza-
dos. ¿Cómo disciplinar las actividades que pueden superpo-

nerse entre telefonía y radiodifusión, por ejemplo? ¿Cuál es
el territorio de acción de cada uno de esos sectores? ¿Qué
hacer delante de un escenario que revela la potencial supera-
ción de las tecnologías de la radiodifusión en provecho de
otras que no padezcan de las mismas limitaciones de espec-
tro? ¿De qué modo el Estado debe actuar para regular ese
nuevo horizonte?

Los puntos arriba podrían fácilmente ser desdoblados en
más. Las razones para que la agenda de la regulación sea efec-
tivamente adoptada son numerosas y consistentes. Y, lo que
es fundamental, ninguna de ellas precisa ser contaminada por
los propósitos de algunos que quieren controlar el debate
público. La reglamentación y la regulación democrática de
ese sector, si de hecho fueran trabajadas con bases demo-
cráticas, en nada amenazan la libertad de expresión. Eso es
tan verdadero que en todas las democracias que nos sirven
de referencia ese sector funciona bajo regulación, y no por
eso la libertad de prensa o el derecho a la información, en
ellas, se encuentran sitiados. Al contrario: la regulación
protege las garantías fundamentales. Basta ver el caso nor-
teamericano.

Las personas se preguntan por qué, por ejemplo, en Esta-
dos Unidos, se consolidaron tres redes nacionales de televi-
sión abierta (NBC, CBS y ABC). La respuesta es muy sim-
ple: son tres porque la ley, por medio de la FCC, así lo deter-
minó. En la visión del regulador norteamericano, si fuesen
sólo dos, o incluso una, la competencia no existiría. De ese
modo, en EEUU, el mercado realizó un proyecto público.
Hoy, naturalmente, la FCC promueve, en su interior, las adap-
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taciones que los tiempos requieren, conforme los cambios de
modelo tecnológico. No por eso existen amenazas a la liber-
tad de información en EEUU.

Ni por eso la misma agenda debería representar amena-
zas en Brasil.

Pero sucede que, conforme el ángulo que adoptemos para
ver la cuestión, hay amenazas por allí. No son amenazas que
inviabilizan la agenda. A propósito, la existencia de esas ame-
nazas debería hacer que los diversos agentes jugasen todavía
más peso en el debate. Por eso mismo, es preciso entenderlas
un poco más de cerca.

¿Por qué fue indebido el protagonismo de Secom
en esa materia en 2010?

Ahora podemos retornar al papel que le cupo a Secom en
2010. Como ya fue dicho, no era ella, Secom, el órgano de
gobierno que debería liderar las discusiones sobre la materia.
Aquí, veremos, en más detalles, por qué.

Secom, la Secretaria de Comunicación Social, un mi-
nisterio que tiene sede en el Palacio del Planalto, siendo
parte integrante de la Presidencia de la República, no es
indicada para arbitrar el debate público sobre la reglamen-
tación y la regulación de la radiodifusión en Brasil. Es un
lugar que inspira, en muchos interlocutores de buena vo-
luntad, alguna cautela. Las condiciones de Secom para ser
la mediadora y fiadora de ese trayecto no son, así, tan in-
contestables.

1. Para comenzar, no forma parte de las atribuciones le-
gales de Secom actuar en la conducción de las activi-
dades de radiodifusión. No le incumbe siquiera el
deber de formular proyectos de ley para el sector. La
regulación, en pocas palabras, no figura en el objetivo
de Secom. Entonces, ¿por qué motivo se vio encarga-
da de liderar ese proceso dentro del Gobierno? ¿Por
qué invadió las competencias del Ministerio de las
Comunicaciones? Como sabemos, en la administra-
ción pública, la autoridad debe atenerse a aquello que
es su deber – la autoridad pública no puede hacer lo
que le parece interesante, sólo puede hacer aquello que
la ley autoriza expresamente. No es que alguien de
Secom haya faltado a su deber, de manera alguna. No
es que alguien actuó en contra del orden jurídico. Sólo
causa incomodidad, y es razonable que cause, el noto-
rio empeño de ese órgano que, más allá de sus com-
petencias originales, quiere proponer marcos regula-
torios para el sector.

2. Secom es, ella misma, parte interesada, o más que in-
teresada, parte dirigente, de una gran empresa de ra-
diodifusión, la EBC (Empresa Brasil de Comuni-
cação), que pone en el aire a TV Brasil y diversas otras
emisoras de radio y TV, a veces en red, otras veces, no.
Creada por la ley 11.652, del 7 de abril de 2008, EBC
tiene su órgano superior de gestión en el Consejo de
Administración, cuyo presidente es directamente de-
signado por Secom, ministerio al cual la empresa está
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vinculada funcionalmente. Por lo tanto, Secom man-
tiene, dentro de su ámbito, funciones propias de con-
trol de una empresa (estatal) de radiodifusión. Siendo
parte interesada, debería distanciarse de la regulación.

3. Secom controla directamente el presupuesto publici-
tario del gobierno federal, lo que hace de ella, por si
sola, uno de los mayores anunciantes del mercado bra-
sileño. La cartera publicitaria de Secom va para los
vehículos comerciales, privados, lo que genera otro
potencial conflicto de intereses. ¿Cómo ella puede
asegurar al público que tendrá imparcialidad en la
implantación del proyecto que pretende elaborar si de
su voluntad depende los destinos de centenas de mi-
llones de reales para esta o aquella emisora? ¿La admi-
nistración de ese presupuesto no podría ser vista como
un factor de presión sobre las emisoras?

4. El cuarto punto de incomodidad viene de la principal
atribución de Secom. Ella cuida, por deber, de la ima-
gen del presidente de la República. Cabe a Secom las
funciones de relaciones con la prensa de la presiden-
cia, bien como las funciones de porta-voz. Ella repre-
senta la voz del presidente. Considerando las exacer-
baciones que marcaron las declaraciones del ex-presi-
dente Lula contra la prensa, durante la reciente cam-
paña electoral de 2010, ¿no tendría esa entrada de Se-
com en el tema de la regulación un carácter de intimi-
dación? Otra vez, la duda es procedente. Retengamos
que, entre otras manifestaciones bien poco amistosas,

el ex-presidente de la República, en persona, el día 20
de setiembre de 2010, en Tocantins, llegó a imponer
condiciones a la libertad de prensa. Después de afir-
mar que la libertad es “sagrada”, él completó: “La li-
bertad de prensa no significa que usted pueda inven-
tar cosas el día entero. (...) Significa que usted tiene la
libertad de informar correctamente a la opinión pú-
blica, para hacer críticas políticas, y no lo que asisti-
mos de vez en cuando.” ¿Cuál es el sentido de ese
discurso? ¿Será que nos quiere sugerir que apenas ten-
drían derecho a la libertad aquellos que informan “co-
rrectamente a la opinión pública”, “correctamente”,
aquí, según el juicio del jefe de Estado? Si fuera eso, esta-
ríamos delante de una visión restrictiva de la libertad.
Bien sabemos que Lula es un demócrata y que no es
parte de su biografía atentar contra periodistas. Ocu-
rre que, con declaraciones infelices como esa, él acabó
generando desconfianza entre los periodistas. Después,
con la embestida de Secom, esas desconfianzas toma-
ron nuevas coloraciones – no siempre buenas.

5. El día nueve de noviembre del 2010, el entonces mi-
nistro de Secom, Franklin Martins, en la defensa de la
necesidad de la discusión sobre los marcos regulato-
rios, hizo una afirmación que, por el empleo de la pa-
labra “enfrentamiento”, inspiró aún más preocupación
en varios observadores. Llamando a la pacificación y
al diálogo, dijo una frase que tenía una punta de inti-
midación: “Vamos a desarmarnos, no de la defensa de
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los intereses de cada grupo, es evidente, de cada sec-
tor, que continuarán defendiendo. Pero vamos a des-
armarnos entendiendo, eso es muy concreto: ningún
sector, ningún grupo tiene el poder de prohibir la dis-
cusión. La discusión está sobre la mesa, está en la agen-
da, ella tendrá que ser hecha. Ella puede ser hecha en
clima de entendimiento o en un clima de enfrentamiento.
Creo que es mucho mejor hacerla en un clima de en-
tendimiento.” Con esas palabras, Martins no descartó el
“enfrentamiento” y agravó la tensión. Con cortesía,
con diplomacia, o sin nada de eso, ¿estaría llamando a
las empresas del sector a la disputa abierta?

Por todo eso, en fin, fue sabia, de parte de la nueva presi-
dente de la República, la decisión de apartar Secom de esa
agenda.

Los Consejos Estaduales de Comunicación:
¿tienen razón de existir?

Aún en el final de 2010, un nuevo personaje entró en
escena. O mejor, varios personajes: los Consejos Estaduales
de Comunicación. Ellos constituyen un capítulo más en la
sucesión de actos por los cuales el poder fustiga a los vehícu-
los de prensa.8

Es bueno tener en mente el ambiente polarizado en que
esos consejos comenzaron a surgir. El día 18 de setiembre,
un sábado, en un mitin en Campinas, Lula dijo lo siguiente:
“Hay días en que algunos sectores de la prensa son una ver-
güenza. Los dueños de los diarios debían tener vergüenza.
Nosotros vamos a derrotar algunos diarios y revistas que se
comportan como partidos políticos. Nosotros no necesita-
mos de formadores de opinión. Nosotros somos la opinión
pública.”

Estábamos en las vísperas del primer turno y el clima no
era de los más amistosos. Durante el segundo turno, el clima
continuó tenso. Si el entonces presidente proclamaba querer
derrotar “algunos diarios y revistas”, es natural que se pre-
gunte: ¿el proyecto para regular el sector es parte de la estra-
tegia belicosa del Planalto? ¿O mira el bien del País? Tenga-
mos en cuenta que la prédica presidencial no quedó apenas
en palabras. Después de la sucesión de discursos inflamados,
comenzaron a aparecer en diferentes estados los Consejos
Estaduales de Comunicación. Estimulados, aunque velada-
mente, por el gobierno federal, ellos complicaron aún más el
escenario – y en nada ayudaron a mejorar nuestra radiodifu-
sión.

Los consejos estaduales, que son parte desde hace déca-
das de las reivindicaciones de las entidades de periodistas y de
movimientos sociales que actúan en el sector de la comuni-
cación social, están lejos de ser un advenimiento corriente. El
primero en aparecer fue el de Ceará (creado por la Asamblea
Legislativa de aquel estado, por medio del Proyecto de Indi-
cación 72.10), cuyas características deben ser destacadas aquí.

8  El autor desarrolló ese tema en textos anteriores, entre ellos “O que aju-

da, o que atrapalha”, publicado en el sitio web Observatório da Imprensa, el

16 de noviembre de 2010.
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En primer lugar, el consejo nace como órgano integrante de
la Casa Civil, o sea, es parte del Poder Ejecutivo. En síntesis,
aunque cuente con consejeros que, en teoría, representan a la
sociedad civil, estará cobijado en el Gobierno – lo que con-
traría el principio democrático según el cual no es recomen-
dable que el Poder Ejecutivo interfiera en debates que tengan
por tema la prensa.

Además de eso, las atribuciones del consejo cearense in-
cluyen evaluaciones subjetivas del comportamiento de la pren-
sa, lo que, potencialmente, puede contener, sí, alguna ame-
naza. Veamos el artículo segundo del acto que crea el consejo
cearense:

“Art. 2º. Compete al Consejo Estadual de Comunica-

ción Social definir la política de comunicación del Estado

de Ceará; realizar estudios, pareceres, recomendaciones,

acompañando el desempeño y la actuación de los medios de comu-

nicación locales, particularmente aquellos de carácter públi-

co y estatal; y emprender otras acciones, según solicitudes

que le fueren encaminadas por cualquier órgano de los

tres poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial)

o por cualquier entidad de la sociedad, siempre apuntan-

do a hacer efectivo el derecho a la comunicación, garanti-

zando la libertad de manifestación de pensamiento, crea-

ción, expresión y de libre circulación de la información.”[el

destacado es nuestro].

Cabe la pregunta: ¿Será competencia del Poder Ejecutivo
“acompañar el desempeño y la actuación de los medios de
comunicación”, así, sin limitaciones?

Hay más:
El consejo tendrá la función de “monitorear, recibir de-

nuncias y encaminar parecer a los órganos competentes so-
bre abusos y violaciones de derechos humanos en los vehícu-
los de comunicación en el estado de Ceará”. (Art. 3, inciso
VIII). ¿Qué significa, en ese caso, “monitorear”? ¿Tendremos
una vigilancia permanente, instalada en el Ejecutivo, de la
prensa local? ¿A qué eso puede llevar? ¿A qué tipo de cultura
política?

El inciso XXI del mismo artículo deja más claro ese carácter
de vigilancia permanente. Dispone que el consejo deberá:

“Ejercer permanente vigilancia con respecto al cum-

plimiento de la legislación y de las normas que reglamen-

tan la radiodifusión y las telecomunicaciones y siempre

que sea necesario pedir aclaraciones a las Delegaciones

Regionales del Ministerio de las Comunicaciones (Mini-

com) y Agencia Nacional de Telecomunicaciones (Ana-

tel) sobre la situación de las emisoras locales y los proce-

sos de otorgamiento, renovación de concesión y autoriza-

ción de servicios de radiodifusión sonora y de sonidos e

imágenes, al mismo tiempo formalizar denuncia junto a

esos órganos cuando alguna emisora de radio y/o de tele-

visión no respete la legislación pertinente”.

Más preguntas: ¿es competencia de los estados el otorga-
miento y la concesión de canales de radio y TV? ¿O el estado,
en ese caso, va hospedar un organismo de presión sobre las
emisoras? ¿Es legítimo eso?

El inciso XI del mismo artículo 3 trae, aún, una incum-
bencia que transforma el consejo en un órgano de militancia
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por la radiodifusión comunitaria. Según ese inciso, el consejo
tendrá la función de:

“Fomentar, por todas sus instancias y medios, la de-

mocratización de la comunicación y de la información,

estimulando la comunicación comunitaria como instru-

mento potencializador y diversificador de la comunica-

ción social en el Estado.”

Aquí notamos con más nitidez que se establece una señal
de igualdad entre “comunicación comunitaria” y “democra-
tización de la comunicación y de la información”, lo que cons-
tituye un prisma ideológico, de difícil sustentación en la lógi-
ca de la administración pública y del Estado laico y a-partida-
rio. Cuando la ley insinúa que una forma de comunicación es
más “democrática” que otra, estamos ingresando en un terre-
no de subjetivismos traicioneros.

Fue por esas y otras razones que un observador indepen-
diente y de gran sabiduría como el periodista Alberto Dines,
no dejó dudas sobre la caracterización que hace sobre el sur-
gimiento de estos consejos regionales (al consejo de Ceará,
siguieron varios otros, con pequeñas diferencias de constitu-
ción). El editor y fundador del Observatório da Imprensa escri-
bió en su artículo del 26 de octubre de 2010 “Consejos Esta-
duales no son para valer”:

“Inoportuna, extemporánea, irresponsable, contraria a

los intereses que pretende defender, ilegal, ilegítima. Y loca.

Por más necesaria que sea la apertura del debate sobre la

regulación de los medios de comunicación, la decisión de

la Asamblea Legislativa de Ceará —el martes (19/10)—

de crear un consejo estadual vinculado al Ejecutivo para

acompañar el desempeño de los medios es un delirio.

El debate es imperioso, impostergable, pero accionado

de esta manera tacaña y truculenta va a transformarse en

retroceso. Interesa sólo a los intransigentes de las dos fac-

ciones y no aquellos empeñados en crear condiciones para

la efectiva modernización de nuestro sistema mediático y

su convergencia con el interés público.

En la recta final de una de las elecciones más disputa-

das y violentas desde la redemocratización, en la cual go-

bierno y empresas de medios sustituyeron a los candida-

tos y se brutalizaron ostensivamente, rebajando el país al

nivel de Venezuela, la iniciativa cearense enseguida en-

grosada por otros tres estados (Bahía, Alagoas y Piauí) tie-

ne toda la apariencia de grosera provocación.

No son para valer, esta es su perversidad.”

Como no es difícil percibir, el tiempo esta tumultuoso
demás para que se consiga la serenidad necesaria para la dis-
cusión con calidad de un tema tan esencial para el orden demo-
crático. Militar por la serenidad, ahora, es una buena senda.

Nadie que se oriente por la buena voluntad en la demo-
cracia se opondrá a la necesidad de que definamos, rápida-
mente, los marcos regulatorios de la radiodifusión y de sus
implicaciones en las tecnologías de la era digital. Más aún:
nadie que aprecie la libertad será contrario a la más amplia y
diseminada discusión, en la sociedad, de la calidad de la pren-
sa. Es necesario debatirla, acompañarla y hasta mismo moni-
torearla, fiscalizarla, vigilarla. Pero, atención, en el ámbito de la



Javier Couso S. El mercado como obstáculo a la libertad de expresión...108 109

sociedad, no bajo el manto del poder del Estado – mucho menos en el
Poder Ejecutivo. Por eso, el período en que Secom intentó li-
derar la formulación de esa propuesta en el escenario nacio-
nal no fue exactamente favorable e invitador. El tema es ur-
gente, sin duda, pero las condiciones previas para el buen diá-
logo no estaban dadas en 2010 —y aún faltan en 2011—. Es
necesario cuidar de ellas, con presteza y decisión.

Si cuidamos bien del diálogo y de la seguridad de los in-
terlocutores en relación a sus justas expectativas, existe una
buena posibilidad de que las conversaciones sean más pro-
ductivas, más provechosas y menos traumáticas.

EL MERCADO COMO OBSTÁCULO
A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN:

LA CONCENTRACIÓN DE LA PRENSA
ESCRITA EN CHILE EN LA ERA

DEMOCRÁTICA

Javier Couso S.

I. Medios de comunicación y democracia:
la paradoja chilena

Como se sabe, la existencia de un sistema de medios de
comunicación pluralista y capaz de cuestionar a la autoridad
pública y a los grandes intereses privados representa un acer-
vo crucial de una democracia en forma.1 Esto es particular-
mente relevante en el contexto de sociedades contemporá-

1  Véase a Alex S. Jones, Losing the News. The Future of the News That Feeds
Democracy (Oxford University Press, 2009)
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neas de masas, en que los medios de comunicación constitu-
yen una de las formas privilegiadas en que se materializa la
llamada ‘esfera pública’, esto es, el ámbito en que se somete a
escrutinio la acción del poder estatal y privado, y donde, en
general, los ciudadanos deliberan sobre asuntos colectivos.2

Quizá por esto último es que —junto a la presencia de un
poder judicial independiente— la existencia de una prensa
libre y pluralista representa uno de los indicadores claves de
la ‘salud’ de un régimen democrático al punto que, cuando
los medios de comunicación se encuentran en riesgo, se pue-
de pronosticar que en el mediano plazo será el propio régi-
men democrático el que se encuentre en peligro.

El trabajo que el lector tiene en sus manos analiza la si-
tuación de la libertad de expresión en Chile, un país general-
mente considerado como un modelo de transición democrá-
tica y progreso económico y social dentro del contexto lati-
noamericano.3 El caso chileno reviste especial interés dado
que, a pesar ser considerado también en lo que concierne a la
libertad de expresión como un caso exitoso,4 se revela —en

un análisis más minucioso— como un país en que la libertad
de expresión deja mucho que desear. ¿Cómo se explica esta
aparente paradoja? En este estudio, argumentamos que ello
se debe a los ‘lentes’ con los que se observa la situación chile-
na en este ámbito. Así, para quienes adhieren a una aproxi-
mación ‘libertaria’ del asunto —esto es, para los cuales sólo el
Estado representa una amenaza para la existencia de una prensa
libre y pluralista— Chile es un país en el cual la libertad de ex-
presión es plena, y por ende donde sus medios de comunicación
funcionan bien. Por otra parte, para quienes adoptan una aproxi-
mación ‘liberal-igualitaria’, no sólo el Estado puede amenazar el
despliegue de una prensa libre y pluralista, sino que también
el mercado, el cual mediante mecanismos menos visibles —
pero no por ello menos efectivos— en la práctica puede ‘si-
lenciar’ las voces de vastos segmentos de la ciudadanía.

Como veremos más adelante, este es precisamente el pro-
blema que enfrenta Chile en relación a sus medios de comu-
nicación: un mercado excesivamente concentrado en un pu-
ñado de actores, particularmente en el ámbito de la prensa
diaria escrita, que tiene además un sesgo ideológico muy mar-
cado y que se vincula excesivamente a grupos empresariales
muy identificados con el gobierno actual. En este contexto, el
periodismo crítico —incluido el de investigación— tiene es-
caso desarrollo en los medios hegemónicos, lo que deja fuera
del debate democrático importantes asuntos que sólo llegan a
oídos de la opinión pública cuando ‘revientan’ en hechos vio-
lentos que suelen terminar estigmatizando a los grupos —en
su mayoría desventajados— que por años experimentaron un
silenciamiento de sus demandas y preocupaciones.

2  Véase a Jurgen Habermas, The Structural Transformation of the Public Sphere:
An Inquiry into a Category of Bourgeois Society (MIT Press, 1989).

3  Véase a Alan Angell, Democracy after Pinochet: Politics, Parties and Elections in
Chile (Institute for the Study of the Americas, University of London,
2007) y a George Philip, Democracy in Latin America: Surviving Conflict and
Crisis (Polity Press, 2003).

4  Véase el Informe 2009 sobre Chile de ‘Human Rights Watch’ y el informe
2010 de ‘Freedom House’ (donde se clasifica a Chile como un país ‘libre’,
comparándose favorablemente con países como Brasil, Argentina o Co-
lombia, que son considerados sólo como ‘parcialmente libres’ por esta
organización).
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II. Perspectivas ‘liberatarias’ e ‘igualitarias’
en el diagnóstico de la prensa chilena

Dentro del contexto latinoamericano la situación de los
medios de comunicación en Chile es peculiar, ya que, luego
de un paulatino perfeccionamiento de la regulación de los
medios de comunicación,5 que fue eliminando las cortapisas
que el Estado ponía a la plena libertad de expresión incluso
en los años inmediatamente posteriores al periodo autorita-
rio,6 en la actualidad es el mercado el que supone un mayor riesgo

para la existencia de un vigoroso debate democrático y un escrutinio del
poder estatal y privado. En efecto, y como veremos más adelan-
te, el Chile contemporáneo representa un muy claro ejemplo
de lo que el jurista norteamericano Owen Fiss7 ha denomi-
nado ‘La ironía de la libertad de expresión’, que describe en los
siguientes términos:

Los debates del pasado asumían como premisa que el Estado

era el enemigo natural de la libertad. Era el Estado el que estaba

tratando de silenciar al individuo, y era al Estado a quien había

que poner límites. Hay una gran dosis de sabiduría en esta con-

cepción, pero se trata de una verdad a medias. Ciertamente, el

Estado puede ser opresor, pero también puede constituir una fuen-

te de libertad (…) la presunción tradicional en contra del Estado

induce a error, y (el) Estado puede convertirse en un amigo de la

libertad en lugar de su enemigo.8

El contexto en el que Fiss desarrolla su argumento es, por
supuesto, el de una democracia (Estados Unidos) en que el
derecho a la libertad de expresión se encuentra muy bien pro-
tegido contra eventuales ataques por parte de los poderes pú-

5  Como veremos en este informe, luego de una sucesiva y persistente serie
de fallos del sistema Interamericano de Derechos Humanos, en que se
condenó al Estado de Chile por atentados contra la libertad de expresión,
eventualmente este reformó sustancialmente la legislación que regula la
libertad de expresión, al tiempo que introdujo también una ley de acceso
a la información. Estas reformas legales (y, en el último caso, constitucio-
nal también) han reducido sustancialmente los casos de ataques a la liber-
tad de expresión por parte de entidades estatales en el país. Para un ex-
haustivo análisis de la evolución en esta materia, véase Libertad de Expre-
sión en Chile, Felipe González Morales, ed. 2006.

6  Un botón de muestra del progreso experimentado por Chile en materia
de ataques a la libertad de expresión perpetrados por órganos del Estado
es contrastar los informes sobre esta materia elaborados por Human Rig-
hts Watch (HRW) a inicios y luego a fines de la década del 2000. En efec-
to, en el Informe correspondiente al año 2001, HRW sintetizaba la situa-
ción de la libertad de expresión en Chile de la siguiente manera: “Chile va
detrás del continente en materia de libertad de expresión (…) es urgente la reforma
de leyes anticuadas (ya que) el record de Chile en materia de libertad de expresión
ha mejorado poco desde el fin del régimen militar”. Véase sitio web de HRW:http:/
/www.hrw.org/en/news/2001/03/14/chile-trails-continent-free-expression-
issues. En el año 2009, en contraste, HRW sostenía que: “Chile ha elimina-

do muchas de las normas legales heredadas de la dictadura militar que constreñían a
la prensa (adicionalmente) en agosto de 2008 la Presidenta Michelle Bachelet pro-
mulgó una ley que crea un Consejo por la transparencia independiente (que) entra-
rá en vigencia en abril del 2009”. Véase sitio web de HRW: http://
www.hrw.org/en/node/79211.

7  Owen Fiss, académico de la Facultad de Derecho de la Universidad de
Yale, es considerado uno de los más destacados constitucionalistas de los
Estados Unidos, particularmente en el ámbito de la libertad de expresión.

8  Véase a Owen Fiss, La ironía de la libertad de expresión (Gedisa, 1999),
página 12.
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blicos y, por ello, su argumento está dirigido a defender un
activo rol del Estado para que voces ‘silenciadas’ por las fuer-
zas del mercado puedan hacerse escuchar. De ahí que apoye
subsidios directos a medios de comunicación que transmiten
los intereses y aspiraciones de grupos sistemáticamente des-
ventajados y considere apropiadas regulaciones a la propa-
ganda electoral que la hagan más equitativa.

El criterio defendido por Fiss contrasta, sin embargo, fron-
talmente con el defendido por organizaciones como la influ-
yente ‘Freedom House’, cuyo reporte anual sobre libertad de la
prensa se construye a partir de parámetros muy diferentes.
En efecto, en la descripción de la metodología que la anterior
utiliza para clasificar a los más de doscientos países que anali-
za como ‘libres’, ‘parcialmente libres’ o ‘no libres’ ‘Freedom House’
sostiene lo siguiente:

El presente estudio se basa en un criterio universal. Todos tie-

nen el derecho a la libertad de opinión y expresión; este derecho

incluye la libertad de expresar opiniones sin interferencias y de

buscar, recibir e impartir información e ideas a través de cualquier

medio, sin importar la fronteras.9

Lo interesante de esta descripción del criterio básico uti-
lizado por esta organización para clasificar a todos los países
del mundo respecto al estado de su prensa es que, a pesar del
alegato de la supuesta ‘universalidad’ del criterio utilizado, el

contraste entre este último y el utilizado por Fiss revela que,
lejos de ser universal, el criterio es bastante específico, ya que
se alinea muy claramente con lo que Isahia Berlin denomina-
ba ‘libertad negativa’,10 es decir, una forma de concebir la liber-
tad que sostiene que los individuos deben ser ‘dejados en paz’
por el Estado, sin que éste interfiera con su autonomía, en la
medida que ellos no interfieran con los derechos de los de-
más. Esta concepción ‘negativa’ de la libertad ha sido objeto,
en décadas recientes, de devastadoras críticas por parte de
autores como John Rawls,11 Amartya Sen12 y Ronald Dwor-
kin,13 los cuales —también a partir de posiciones liberales—
han articulado una concepción ‘positiva’ de la libertad, que
incluye la posibilidad de que el Estado intervenga decisiva-
mente en el mercado, de manera de garantizar una ‘igual liber-
tad’ para todos, lo que a su vez se espera permita el desarrollo de
las potencialidades individuales de todas las personas. A este tipo
de aproximación a la libertad se le conoce en la filosofía política
contemporánea como ‘liberalismo igualitario’.

Muy en línea con la aproximación recién descrita, Owen
Fiss sostiene que la noción de que sólo el Estado representa
un peligro para la libertad de expresión es ciega respecto del

9  La descripción del criterio metodológico a partir del cual se cons-
truye el índice de libertad de prensa de ‘Freedom House’ y que se
transcribe aquí se encuentra en el sitio web de la organización: http://
www.freedomhouse.org/uploads/pfs/371.pdf.

10 Véase Isaiah Berlin,, Dos Conceptos de Libertad y Otros Escritos (Alianza,
Editorial, 2001).

11 Véanse sus libros Teoría de la Justicia (Fondo de Cultura Económica, 2006)
y ‘El Liberalismo Político’ (Crítica, 2004).

12 Véase su libro La idea de Justicia (Taurus, 2010).
13 Véase su libro Virtud soberana. La teoría y la práctica de la igualdad (Paidós,

2003)
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‘efecto silenciador’14 que tiene para muchos grupos sociales un
sistema de medios de comunicación enteramente entregado
al mercado, que a su juicio también puede dañar seriamente
la deliberación democrática. En un argumento que evoca la
metáfora de una manifestación callejera de varios miles de
personas en que sólo algunos cuentan con megáfonos (y lo-
gran hacerse escuchar), mientras que otros muchos intentan
inútilmente vociferar sus mensajes sin el más mínimo éxito,
Fiss sostiene que un régimen que sólo garantiza la no-inter-
ferencia del Estado no cumple con su rol de velar por un vi-
goroso y pluralista debate democrático. Por el contrario, tal
rol demanda del Estado un decidido apoyo a políticas que
permitan que grupos sin acceso a los recursos económicos
para crear medios masivos de comunicación puedan hacerlo.
De ahí que, en contraste con las posturas ‘libertarias’ que sólo
ven en el Estado un riesgo para la libertad de expresión Fiss,
cree que “el fomentar un debate completo y abierto —asegurando
que el público oiga todo lo que debería— constituye un fin legítimo
para el Estado.”

Si bien para los entusiastas observadores de los nuevos
medios de comunicación (medios digitales, blogs, twitter, las
redes sociales, etc.) introducidos a partir de la revolución tec-
nológica de la internet el escenario de los medios habría
cambiado tanto como para hacer obsoletas las preocupacio-

nes de Fiss, el hecho es que —al menos en Chile, y probable-
mente en otras democracias latinoamericanas también— los
nuevos medios de comunicación digital no han transforma-
do radicalmente el escenario de configuración de la agenda
pública que producen los medios tradicionales. Así, de ma-
nera parecida a como la radio y —algunas décadas después—
la televisión no sustituyeron el rol crucial que los grandes
conglomerados de la prensa escrita en papel tenían para in-
fluir la agenda pública, hasta el momento los nuevos medios
no han demostrado ser capaces de alterar el poder de pautear
la agenda de la opinión pública que siguen exhibiendo los
medios de comunicación tradicionales, y en particular la pren-
sa escrita.

Quizá lo anterior se deba a que las audiencias de los nue-
vos medios se encuentran aún demasiado fragmentadas (y por
tanto existe escasas posibilidades de generar opinión más allá
de un círculo más o menos reducido de personas), pero lo
más probable es que la causa radique en que hasta ahora los
nuevos medios digitales no han podido competir con los
medios tradicionales en el costo que implica financiar el ‘ejér-
cito’ de reporteros y corresponsales que finalmente ‘produ-
cen’ los ítem noticiosos que son luego reproducidos (ampli-
ficados, comentados, analizados, etc.) por los nuevos medios,
quedando ésta en una situación de dependencia respecto de
los medios tradicionales.

Por lo dicho más arriba, el peso de la prensa escrita en
papel no puede minimizarse, ya que la producción de noti-
cias relevantes para el proceso político (esos ‘ítems noticio-
sos’ que excluyen la entretención, el deporte, la jardinería etc.)

14 “El rico puede (silenciar al pobre por el expediente) de dominar el espacio publicita-
rio en los medios de comunicación y en otros ámbitos públicos hasta tal grado que el
público, de hecho, sólo oiga su mensaje. En consecuencia, la voz de los menos ricos
puede quedar ahogada, simplemente”. Véase Fiss, op. cit. página 29.
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siguen siendo producidas en gran medida por la prensa diaria
en papel. Es precisamente ese poder de elaborar lo que Alex
Jones denomina “la médula de la noticia”,15 lo que permite a los
diarios chilenos estructurar en buena parte la agenda noticio-
sa del país, aprovechando de paso de darle el giro (‘spin’) que
tanto contribuye a ‘generar’ opinión pública.

Más allá del debate académico, planteamientos como los
del profesor Fiss han sido recogido por el sistema Interame-
ricano de Derecho Humanos, específicamente por la “Rela-
toría Especial para la Libertad de Expresión” del mismo, que
ha señalado que:

“(…) si estos medios están controlados por un número reducido
de individuos o sectores sociales, o bien por uno solo, se genera una carencia
de pluralidad que impide el funcionamiento de la democracia”.16

Como veremos más adelante en este trabajo, las admoni-
ciones de Fiss y la Relatoría Especial para la Libertad de Ex-
presión no pueden ser más apropiadas para describir la situa-
ción que prevalece en Chile, un país en que –insistimos—
luego de un gradual —pero seguro— avance en materia de
eliminación de las formas estatales de restricción a la libertad de

expresión ocurridas en la primera década de la transición de-
mocrática,17 enfrenta ahora un severo desafío en materia de
pluralismo y diversidad de su prensa escrita producto de fuer-
zas de mercado que —a su vez— todavía exhiben las huellas
de un ‘momento fundacional’ ocurrido hace décadas atrás,
cuando la dictadura militar clausuró todos los diarios que no
le eran afines, proveyendo a sus medios ‘aliados’ de una cru-
cial ventaja competitiva que aun hoy se hace sentir.

III. La libertad de expresión en la transición
chilena: desde la hostilidad del Estado a la
concentración de mercado

a) El Estado como perpetrador de atentados a la libertad
de expresión

Como señalábamos más arriba, durante la primera época
de la transición chilena los ataques a la libertad de expresión

15 Véase a Alex Jones, Losing the News. The Future of the News That Feeds
Democracy (Oxford University Press, 2009), pp: 1-2.

16 Véase Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, Violaciones indirec-
tas a la libertad de expresión: El impacto de la concentración en la propiedad de los
medios de comunicación social, página 133. Citado en el Capítulo ‘Libertad
de Expresión: Acceso a la Información y Libertad de Comunicación’ del
Informe Anual Sobre de Derechos Humanos en Chile 2010 (Facultad de Dere-
cho, Universidad Diego Portales), pp. 157-158.

17 Entre las más importantes acciones adoptadas por el Estado de Chile para
terminar con los atentados a la libertad de expresión perpetrados por par-
te de órganos estatales destaca la aprobación de la Ley Nº 19.733, “Sobre
las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo” (más cono-
cida como la “Ley de Prensa”) aprobada en junio del 2001, y que vino a
sustituir la antigua Ley Nº 16.643 “Sobre Abusos de Publicidad”, que permi-
tía a los tribunales de justicia decretar la censura previa en casos en que se
viera afectada la honra de las personas. Asimismo, destaca la derogación
de las normas de ‘desacato’ (que ofrecían especial protección a la honra
de una larga lista de autoridades públicas), establecidas por el antiguo
artículo 6to, letra ‘b’ de la Ley Nº 12.927, y la derogación del artículo 16
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provinieron desde el Estado, aunque no del Poder Ejecutivo
—como es, y ha sido, la regla general en América Latina—,
sino que de agencias autónomas como el Consejo de Califi-
cación Cinematográfica y, paradojalmente, del propio Poder
Judicial, que impuso censura previa a una serie de libros en
uso de legislación heredada de la dictadura y en algunos casos
previa a dicho régimen. En efecto, y como lo consigna el es-
pecialista en libertad de expresión Felipe González,18 entre el
inicio de la transición (en 1990) y el año 2002 el mencionado
Consejo de Calificación Cinematográfico impidió la exhibi-
ción en Chile de 28 filmes y más de 250 videos.19 Asimismo,

durante el mismo periodo la judicatura decretó la censura
previa de una serie de libros de alto valor noticioso, incluido
uno de periodismo de investigación que revelaba casos de
corrupción al interior de la propia Corte Suprema de Justicia,
y que significó que su autora fuera acogida como asilada polí-
tica por parte de los Estados Unidos.20

Producto de los casos de censura previa que menciona-
mos, eventualmente el Estado chileno fue demandado y con-
denado por el Sistema Interamericano de Derechos Huma-
nos en numerosas ocasiones,21 lo cual impulsó al gobierno a
enviar al Congreso y lograr que el legislativo aprobara una
serie de reformas legales dirigidas a terminar con las normas
que autorizaban al Poder Judicial a decretar censura judicial o
al Consejo de Calificación Cinematográfico a prohibir la ex-
hibición de ciertos largometrajes y videos.

b) El problema de la concentración

Dado el perfeccionamiento de la legislación en materia
de libertad de expresión y acceso a la información pública y el
impacto positivo que ella ha tenido en la actitud de entidades

de la “Ley de Seguridad Interior del Estado”. Finalmente, destaca la adopción de
la Ley Nº 20.285 “Sobre Transparencia y Acceso a la Información Pública”, que
implementó el reconocimiento constitucional del derecho de acceso a la
información pública, que a su vez había sido incorporado por la reforma
efectuada el año 2005 al artículo 8vo. de la Constitución Política, que
ahora establece que: “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del
Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo,
sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de
éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de di-
chos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés
nacional”. Por cierto, existen aún algunas normas legales que son objeta-
bles desde el punto de vista de la libertad de expresión, pero en general la
tendencia ha sido a la instauración de un contexto en que las entidades
estatales respetan la libertad de expresión.

18 Quien se desempeña en la actualidad como integrante de la Comisión
Inter-Americana de Derechos Humanos.

19 Véase Felipe González Morales, “Censura Judicial y Libertad de Expre-
sión: Sistema Interamericano y Derecho Chileno”, capítulo del libro Li-
bertad de Expresión en Chile, Felipe González M., editor. (2006).

20 Véase el libro de Alejandra Matus El Libro Negro de la Justicia (Editorial
Planeta, 1999).

21Véanse, entre otros, los siguientes casos: Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, “La última tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y Otros),
Sentencia de 5 de febrero de 2001, Serie C, Nº 73; Corte Interamericana de
Derechos Humanos, “Caso Humberto Palamara Iribarne v. Chile”, Sentencia de
22 de noviembre de 2005; y Sentencia de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, caso “Claude Reyes y otros vs. Chile”. Serie C, N° 151.
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estatales en este ámbito, a veinte años del fin de la dictadura
el problema central en el ámbito de la libertad de expresión
no es la censura sino la concentración de la prensa escrita. En
efecto, aún cuando ya en el 2001 Sunkel y Geoffroy habían
denunciado la concentración de los medios de comunicación
en Chile,22 la situación en este campo una década después
sólo ha empeorado, particularmente en el ámbito de la pren-
sa escrita.23

Si bien una mirada superficial de la actual situación de la
prensa escrita en Chile podría sugerir cierta diversidad, pues-
to que se publican una buena cantidad de diarios, una mirada
más detenida revela que son muy pocos los actores involu-
crados en este mercado. De acuerdo a un estudio reciente
(Labarca & Matta, 2011),24 se publican en Chile un total de
nueve diarios en papel que aparecen por lo menos cinco ve-
ces a la semana. El total incluye siete diarios pagados, ‘El Mer-

curio’, ‘La Tercera’, ‘Las Ultimas Noticias’, ‘La Cuarta’, ‘La Se-
gunda’, ‘El Diario Financiero’ y ‘Estrategia’, así como otros dos
(‘Publimetro’ y ‘La Hora’), que se distribuyen gratuitamente
en el sistema de ferrocarril urbano subterráneo de la ciudad
de Santiago.

La aparente diversidad de la prensa escrita diaria que lo
antedicho sugiere se viene abajo cuando se constata que el
consorcio ‘El Mercurio Sociedad Anónima Periodística (S.A.P.)’
no sólo es dueño del diario que lleva el mismo nombre, sino
que también del matutino ‘Las Ultimas Noticias’ y del vesper-
tino ‘La Segunda’, así como de la mayor parte de los diarios
regionales del país. Por otra parte, el ‘Consorcio Periodístico de
Chile’ (‘Copesa’) es dueño de los matutinos ‘La Tercera’ y la ‘La
Cuarta’ y del diario gratuito ‘La Hora’, así como de un diario
regional (en la ciudad de Concepción).

Si se tiene en consideración que los diarios gratuitos en-
tregados en el Metro de Santiago sólo contienen unas pocas
páginas donde se reproducen básicamente cables de entida-
des nacionales y extranjeras y unas pocas notas de entreten-
ción, y que tanto el ‘Diario Financiero’ como ‘Estrategia’ son
diarios especializados en asuntos financieros, aparece con ni-
tidez que en la actualidad los dos consorcios periodísticos
mencionados más arriba dominan sin contrapeso la prensa
escrita diaria del país. De hecho, de acuerdo a un estudio cita-
do por María Olivia Monckeberg, los diarios de los dos gran-
des consorcios señalados concentraban más de un 80 % de la
circulación y lectoría de diarios en el país.

En términos cuantitativos, Monckeberg anota que en el
2008 el diario ‘El Mercurio’ de Santiago lograba una circula-

22 Véase a Guillermo Sunkel y Esteban Geoffroy, Concentración Económica de
los Medios de Comunicación (LOM Ediciones, 2001). En este trabajo los
autores demostraban que en términos de participación del mercado pu-
blicitario los diarios de los consorcios ‘El Mercurio’ y ‘Copesa’ concentra-
ban cerca del 95 % del total, mientras que en materia de lectores en la
ciudad capital, Santiago, acaparaban cerca del 90 % del total.

23 Véase el estudio de María Olivia Monckeberg, Los Magnates de la Prensa.
Concentración de Medios de Comunicación en Chile (Editorial Debate, 2009).
En este libro, Monckeberg constata en el 2009 que las mismas dos em-
presas mencionadas por Sunkel y Geoffroy casi diez años antes conti-
núan concentrando la casi totalidad de los diarios en papel del país y la
publicidad publicada en dichos medios.

24 Radiografìa al Sistema Chileno de Medios (Universidad Academia de Huma-
nismo Cristiano, 2011), p. 32, nota 8 (citando un Informe del SVCL).
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ción de 223.772 ejemplares los días sábado y domingo y de
153.468 los días de semana (en promedio, un 20,7 % del total
de diarios publicados en Chile). Mientras tanto, ‘La Tercera’
lograba en el mismo año una circulación de 189.071 los fines
de semana y de 83.378 los días de semana (en promedio
113.576 o el 13,4 % del total). Estas cifras se complementa-
ban con ‘La Cuarta’ (otro diario del conglomerado ‘Copesa’),
que tuvo el 2008 un promedio de circulación de 139.607 ejem-
plares (un 16,5 % del total), con ‘Las Últimas Noticias’ (perte-
neciente al consorcio ‘El Mercurio’), que alcanzaba los 134.175
ejemplares (o el 15,9 % del total) y con ‘La Hora’ (de ‘Copesa’,
con 106.393 ejemplares o el 12,5 5 del total). Finalmente,
Monckeberg menciona al vespertino ‘La Segunda’ (propiedad
de el consorcio ‘El Mercurio’, con 34.283 ejemplares (o el 4 %
del total).25

La concentración de la circulación en un par de conglo-
merados se refleja también en la capacidad de atraer inver-
sión publicitaria por el duopolio ‘El Mercurio S.A.P.’/‘Copesa’.
En efecto, de acuerdo a Monckeberg, el mismo año 2008, el
primero capturaba el 54,8 % del total de los avisos de publici-
dad en diarios del país. En tanto, ‘Copesa’ alcanzaba a cerca de
la mitad de ese porcentaje (25, 3 %). En resumidas cuentas,
también en este ámbito el duopolio llegaba a más del 80 % de
control del mercado.

c) El sesgo ideológico de la prensa escrita chilena

Agravando un problema de por sí serio (la concentración),
los dos grupos empresariales que controlan el grueso del merca-
do de la prensa escrita diaria en Chile exhiben una muy similar
línea editorial –de cuño derechista— en materias políticas y eco-
nómicas, aunque se diferencian en algunas materias culturales,
como el rol que atribuyen a la Iglesia Católica en cuestiones éti-
cas. Este elemento del problema es significativo, ya que si bien se
podría argumentar que la concentración de los medios de co-
municación no representa por sí sola un problema, en la medida
que los pocos actores en que está concentrada la propiedad de
los medios exhiban aproximaciones políticas, sociales y cultura-
les diversas y ojalá contrastantes, el hecho es que en Chile los
dueños de la prensa escrita comparten un marcado sesgo ideoló-
gico que hace muy difícil que otras perspectivas tengan presen-
cia en este ámbito tan crucial para la definición y características
de la agenda pública nacional.

Complicando aún más las cosas, el gobierno pasó recien-
temente a manos de una coalición afín a los grupos empresa-
riales que controlan la prensa escrita. Así, producto de la pe-
culiar combinación ‘concentración más sesgo ideológico’ que
marca al sistema de medios escritos chilenos, sumada a la exis-
tencia de un gobierno afín, ha redundado en el impactante re-
sultado de que al momento de elaborarse el presente trabajo
no existía en Chile un solo diario de oposición al gobierno, algo insólito
en un país que muchos especialistas consideran una de las de-
mocracias más consolidadas de la región latinoamericana.

Este estado de cosas inevitablemente se ha traducido en una
mucho menor ‘accountability’ del gobierno y un debate público

25 Los datos son de la consultora ‘Valida’, citados por María Olivia Moncke-
berg., op. cit. página 411.
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muy empobrecido, en el que las voces disidentes están restringi-
das a las columnas de opinión de algunos opositores al gobierno
que los medios dominantes toleran. El problema es que, sin
embargo, hasta los más talentosos e inquisitivos columnistas de
opinión que están en oposición al gobierno dependen (para ela-
borar sus comentarios críticos) de las noticias que los medios
dominantes estén dispuestos a publicar.

Las características de la prensa escrita chilena que hemos
descrito son coherentes con un diseño constitucional pro-
fundamente libertario. Así, aún cuando la Constitución Polí-
tica de 1980 prohibió el monopolio estatal de los medios de
comunicación,26 el constituyente no se puso en la hipótesis
de que fueran las fuerzas del mercado las que generaran un

escenario de concentración que en la práctica produce un efec-
to parecido a que si hubiera sido el Estado el que monopoli-
zara la prensa escrita. Este problema es revelado por un re-
ciente informe de derechos humanos chileno que, en lo per-
tinente, señala:

La ley en ningún caso podrá establecer monopolio estatal sobre

los medios de comunicación social”, consigna nuestra Constitu-

ción, pero en Chile la realidad es otra, dado que no es el Estado el

gran concentrador de medios sino determinados grupos empresa-

riales, lo que constituye un oligopolio. Ahora bien, sea que los me-

dios de comunicación se concentren en el Estado o en un pequeño

grupo de particulares, el daño al ejercicio de la libertad de expre-

sión es el mismo. En ambos casos, quien ve vulnerada la cantidad

y calidad de la información que recibe es la sociedad, lo cual según

los estándares interamericanos, implica una afectación a la dimen-

sión social, colectiva o democrática de la libertad de expresión y por

lo tanto hay una obligación para el Estado de garantizar la plura-

lidad de voces.27

Como se advierte del pasaje transcrito, para la ciudadanía
el daño es parecido en términos de acceso a información re-
levante, sea que el efecto silenciador provenga de un mono-
polio estatal de los medios de comunicación o de un oligopo-
lio de grupos empresariales que dominan sin contrapesos el
mercado al tiempo que comparten un mismo sesgo ideológi-
co. En ambos casos, la calidad y diversidad de la información

26 A propósito de la Constitución chilena reconoce En señala: “La Consti-
tución asegura a todas las personas: 12º. La libertad de emitir opinión y la de
informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio
de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades,
en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado. La ley en ningún
caso podrá establecer monopolio estatal sobre los medios de comunicación social. Toda
persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de
comunicación social, tiene derecho a que su declaración o rectificación sea gratuita-
mente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunica-
ción social en que esa información hubiera sido emitida. Toda persona natural o
jurídica tiene el derecho de fundar, editar y mantener diarios, revistas y periódicos, en
las condiciones que señale la ley. El Estado, aquellas universidades y demás personas
o entidades que la ley determine, podrán establecer, operar y mantener estaciones de
televisión. Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad
jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comuni-
cación. Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y
atribuciones del referido Consejo. La ley regulará un sistema de calificación para la
exhibición de la producción cinematográfica.”

27Véase Capítulo ‘Libertad de Expresión: Acceso a la Información y Liber-
tad de Comunicación’ del Informe Anual Sobre de Derechos Humanos en Chile
2010 (Facultad de Derecho, Universidad Diego Portales), página 157.
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que el ciudadano reciba será deficiente. Dicho esto, y consi-
derando que la prensa diaria en papel juega en Chile un rol
crucial a la hora de ‘poner la agenda’ noticiosa del país (intro-
duciendo el marco a partir del cual la televisión, la radios y la
prensa digital desarrollan su actividad periodística), el impac-
to de la inexistencia de un diario de oposición en papel es
mucho mayor de lo que a primera vista cabría suponer.

Es posible que para algún lector el énfasis atribuido en
este trabajo a la capacidad de la prensa diaria para contribuir a
la configuración de la agenda pública y para ‘generar opinión’
aparezca como algo exagerado en un país con un alto grado
de digitalización y acceso a la televisión por cable, donde pre-
sumiblemente los ‘nuevos medios’ estarían en condiciones
de competir por la capacidad de modelar la opinión públi-
ca.28 Dicho esto, las entrevistas en profundidad efectuadas en
el marco de este Informe a editores, periodistas y otros acto-
res del mundo de las telecomunicaciones confirman que en
Chile la prensa diaria en papel sigue siendo crucial a la hora
de poner sobre la mesa los asuntos a partir de los cuales los

demás medios de comunicación (tradicionales y no tradicio-
nales, así como las redes sociales) debatirán.

En todo caso, cabe subrayar que el peso que la prensa
diaria continúa teniendo —aún en esta ‘era digital’— en la
configuración de la agenda pública no se limita a la realidad
chilena. En efecto, aún en España (un país con medios digita-
les muy dinámicos), el director del diario El País, reconocía a
comienzos del 2011, que “Los periódicos siguen desempeñando
un papel formidable en la formación de la opinión pública en las de-
mocracias”.29

Recapitulando este punto, considerando la hegemonía que
en Chile tienen los dos consorcios periodísticos menciona-
dos más arriba a la hora de generar los ‘ítem’ noticiosos que
luego son comentados y analizados por otros medios de co-
municación, la ‘generación de opinión’ en Chile se ve severa-
mente restringida por la falta de diversidad que se ha anotado.

Aquí es importante hacer una precisión. Todo lo que se
ha afirmado más arriba no implica que noticias importantes
que resulten incómodas para la agenda político-económica
de los dueños de los consorcios periodísticos hegemónicos o
del gobierno no lleguen a conocimiento de la población en
general. En esta era de la globalización de las comunicaciones
ello sería imposible. De hecho, el medio digital chileno ‘El

28 De acuerdo a diversos reportes especializados, Chile se encuentra —jun-
to a Brasil y a México— entre los países más digitalizados de América
Latina. Entre otros, véase el Ranking Motorola de Ciudades Digitales de
América Latina 2009, http://www.emol.com/documentos/archivos/2010/
08/10/20100810153944.pdf; Este estudio es consistente con lo que infor-
mado por el Informe “Los caminos hacia una sociedad de la información
en América Latina y el Caribe”, en que se reportaba que Chile se encon-
traba ya entonces entre los países con mayor penetración de Internet de la
región. Véase el sitio http://www.eclac.org/publicaciones/xml/5/11575/
DGE2195-CONF91-3.pdf

29 Véase Javier Moreno, en el “XII Congreso de Periodismo Digital” celebrado
en Huesca. 13 de marzo de 2011. La transcripción de esta entrevista se
puede ver en http://www.elpais.com/articulo/sociedad/Moreno/anos/po-
cos/muchos/dejara/haber/periodicos/papel/elpepisoc/20110311elpepi-
soc_11/Tes.
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Mostrador’30 ha jugado en algunas ocasiones el rol de ‘desta-
par’ noticias que luego la prensa diaria en papel se ha visto
obligada a publicar (aunque en ocasiones ‘enterrada’ en sec-
ciones oscuras del diario o enmarcada en titulares sesgados).
Asimismo, el otro gran medio digital que genera noticias en
Chile, el portal ‘Terra’,31 ha sido también importante para dar
a conocer noticias de alto impacto público. En este sentido, la
situación no es tan peligrosa para la libertad de expresión como
lo sería en un contexto en que no existieran medios digitales
o en que no se pudiera acceder a la prensa global mediante la
internet. Dicho esto, los medios digitales son aún muy preca-
rios en su capacidad de descubrir o elaborar ítem noticiosos,
fundamentalmente por la falta de un cuerpo suficientemente
grande —y distribuido a lo largo del país— de reporteros capa-
ces de recolectar noticias y, por lo tanto, incapaces de influir de-
cisivamente en la conformación de la agenda noticiosa. Existen,
por cierto, casos excepcionales en que la entidad de lo revelado
por los medios digitales es de tal envergadura que la prensa es-
crita en papel y los medios audiovisuales no pueden sino desta-
carlo, pero este tipo de situaciones son en general escasas y poco
frecuentes. Adicionalmente, al menos en Chile, los medios
digitales tienen escasas posibilidades de hacer seguimiento de
las noticias que han hecho públicas ellas mismas. Mucho
menos para embarcarse en periodismo de investigación.

Conscientes del importante rol que juegan en Chile los
diarios en papel en la producción de la agenda noticiosa del
país y en su contribución a generar opinión pública en mate-
ria política, económica y cultural, desde la desaparición del
centroizquierdista diario ‘La Época’ (en julio de 1998), han
existido varios intentos de introducir nuevos diarios con
aproximaciones más progresistas que las del consorcio ‘El
Mercurio’ y ‘Copesa’.32 Estos esfuerzos, sin embargo, han fra-
casado uno tras otro. El motivo de estos intentos fallidos (y
de la quiebra del mencionado diario ‘La Época’, que logró so-
brevivir diez años en total) es la cohesión ideológica del em-
presariado chileno, que sistemáticamente se negó a comprar
publicidad al diario La Época33 o en los otros diarios que en

30 El Mostrador es un diario electrónico de centro-izquierda fundado el año
2000 que, ocasionalmente, ha logrado dar ‘golpes’ noticiosos de que se
han hecho eco medios más tradicionales.

31 El portal Terra es otro diario digital de propiedad de la empresa Telefónica.

32 En enero de 2005, algunas de las personas que habían participado en la
propiedad del diario ‘La Epoca’ fundaron el diario ‘Siete’, que alcanzó a
existir por algo más de un año (hasta junio del 2006). Asimismo, en mar-
zo de 2010 el ambientalista Marcel Claude fundó el diario ‘Uno’, que
alcanzó a publicarse hasta octubre del mismo año.

33 El ‘veto’ que el empresariado chileno impuso a inicios de los noventa al
diario ‘La Época’ en materia de avisaje publicitario —producto de sus di-
ferencias ideológicas con el mismo— ha sido hasta ahora escasamente
investigado. Dicho esto, dos tesis recientes de alumnos de periodismo de
la Universidad Diego Portales aportan importantes antecedentes al res-
pecto. Así, de acuerdo a una de ellas: “Existió una resistencia de los avisadores
para publicar sus avisos en La Época por ser un diario identificado con la oposición
de esa época. ¿Qué podían ganar avisando en un medio identificado políticamente
con los adversarios al régimen militar? ¿Por qué debían solidarizar con este medio de
comunicación? ¿Para qué correr el riesgo de enemistarse con la autoridad vigente y
aparecer respaldando a un medio de tendencia opositora? Está claro que en materia
de mercado la solidaridad no corre (…).” Véase la tesis de Licenciatura en
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los últimos años se han intentado introducir al mercado. Aquí
es importante subrayar que dada la baja población lectora de
diarios en Chile (poco más de medio millón al día, en un país
con una población de más de diecisiete millones de habitan-
tes), es prácticamente imposible que un diario complejo, esto
es, que cubra todo tipo de noticias —desde política a econo-
mía, espectáculos y deporte, etc.— se financie sólo con las
ventas y suscripciones, sino que es crucial contar también con
publicidad. Asimismo, es importante tener en consideración
que las ‘barreras de entrada’ de nuevos diarios en papel no se

reducen a la negativa de grupos empresariales comprometi-
dos con un agenda neoliberal en lo económico y conservado-
ra en lo político, sino que un contexto histórico que explica-
remos a continuación.

En efecto, ante este escenario tan peculiar, que la especia-
lista en medios de comunicación María Olivia Monckeberg
ha denominado como un ‘caso de laboratorio’, cabe pregun-
tarse cómo se llegó a este estado de cosas. En otras palabras,
¿Fue Chile siempre un país con estos grados de concentra-
ción? ¿Hasta qué punto la situación actual representa el lega-
do de la dictadura? En la sección siguiente, pasamos revista a
estas preguntas.

IV. Los orígenes de la concentración
de la prensa escrita en Chile

La fuerte concentración de la propiedad de la prensa es-
crita diaria que exhibe Chile en la actualidad contrasta no sólo
con la situación existente hasta el golpe militar de 1973, sino
que también con la prevaleciente hacia fines de la dictadura y
comienzos de la transición democrática.

Como lo reportan Sunkel y Geoffroy 34 en la década de
los sesenta, y durante el Gobierno de la Unidad Popular, la
prensa chilena exhibía una gran diversidad y pluralismo. En
efecto, no sólo se publicaban los diarios de las ya menciona-
das cadenas periodísticas ‘El Mercurio’ y ‘Copesa’, sino que va-

Comunicación Social de la Universidad Diego Portales “Diario La Épo-
ca”, de Sergio Benavides Tala y Nicolás Sepúlveda (2002), p. 76. De acuerdo
a uno de los informantes de esta tesis, Álvaro Medina, más que algo coor-
dinado, el boicot de avisaje publicitario a La Época fue algo implícito,
pero no por ello menos efectivo: “(…) yo creo que no hubo conspiración, un
grupo de gente que se reunió para decir: “no vamos a auspiciar La Época, hagamos
que muera” (...) Lo que sí, yo creo que los empresarios naturalmente se alejaban de
La Época, sin necesidad de complot, era un tema de la marca de fábrica, o sea, un
diario con una tendencia político cultural de centro izquierda (...) entonces eso no les
gustaba a los empresarios y naturalmente no se acercaban a La Época, a pesar de que
tenía buenos niveles de lectura (…) tú no quieres aparecer allí” (Benavides &
Sepúlveda, 2002), p. 97. Esta apreciación es compartida por quien fuera
uno de los dueños de La Época, Fernando Molina, quien coincide en que:
“(…) el avisaje privado era muy difícil de penetrar (…) muchas empresas te paga-
ban el aviso y te pedían que no lo publicaras. Había quienes pensaban, no sé si
espontáneo o inducido por parte del Gobierno, que si se metían con el diario, ataca-
ban a Pinochet. Entonces simplemente no lo hacían”. Véase la tesis de Natalia
Cabrera y otros, “Diario La Época y Diario Siete: La izquierda gana elecciones
y pierde en los quioscos”, Facultad de Comunicación y Letras, Escuela de
Periodismo, Universidad Diego Portales (Santiago, Chile, 2007), p. 19. 34 Sunkel y Geoffroy, op. cit., pp.: 29-30.
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rios otros, la gran mayoría de los cuales se encontraban vin-
culados a partidos políticos de la época. Estos incluían el dia-
rio ‘Clarín’; ‘La Prensa’ (vinculado al centrista Partido Demó-
crata Cristiano); ‘Puro Chile’; ‘Tribuna’ (vinculado al derechis-
ta Partido Nacional); ‘El Siglo’ (publicado por el Partido Co-
munista), ‘Las Noticias de Última Hora’ (vinculado al Partido
Socialista); y el vespertino ‘La Tarde’.35 Asimismo, existían en
el país una serie de diarios regionales independientes de las
cadenas periodísticas ya señaladas, los que durante los años
del régimen militar fueron gradualmente adquiridos por el
consorcio ‘El Mercurio’ y —en mucho menor medida— por
Copesa, o que simplemente cerraron.

La diversidad existente en la prensa escrita chilena fue
brutalmente interrumpida —así muchos otros aspectos de la
vida institucional del país— en un solo día, producto del gol-
pe de estado. En efecto, el mismo 11 de septiembre de 1973
las autoridades militares decretaron la prohibición de todos
los diarios, con la sola excepción de ‘El Mercurio’ y ‘La Terce-
ra’.36 Así, de un plumazo, se reconfiguraba dramáticamente
la escena periodística nacional en materia de prensa escrita.

Dadas las características represivas del gobierno autorita-
rio que siguió al golpe de 1973, sólo en las postrimerías del
régimen militar se inaugurarían dos nuevos diarios, ‘Fortín
Mapocho’ y ‘La Época’, el primero, un diario de ‘trinchera’ que,
luego de jugar un importante rol de denuncia de los atrope-
llos de la dictadura (a partir de 1987) terminaría cerrando en
1991. El segundo, un diario mucho más complejo y competi-
tivo con los del consorcio ‘El Mercurio’ y ‘Copesa’, fue funda-
do en 1987 y logró publicarse hasta 1998, cuando debió ce-
rrar por problemas de financiamiento.

Una vez asumido el poder (en 1990), el gobierno de la
Concertación de Partidos por la Democracia no sintió urgencia por
abordar el problema de la falta de pluralismo y diversidad de
la prensa escrita en Chile. Quizá porque tenía muchos desa-
fíos complejos en diferentes planos (político, militar, dere-
chos humanos, economía, etc.) y en el contexto de que en esa
coyuntura, existía al menos un diario que le era afín (‘La Epo-
ca’) y que intentaba compensar la fuerte influencia de los dia-
rios de los consorcios mayoritarios, el hecho es que las nue-

35 La lista de diarios suministrada por Sunkel y Geofrrey ha sido suplemen-
tada por lo consignado por Carlos Huneeus, en The Pinochet Regime (Lyn-
ne Rienner, 2007), página 57.

36 La decisión de las autoridades militares fue adoptada el mismo día del
golpe de estado (el 11 de Septiembre de 1973), mediante el denominado
‘Bando Nº 15’, que señalaba lo siguiente: “La Junta de Gobierno, desea man-
tener informada a la opinión pública sobre acontecimientos nacionales. De acuerdo
a lo dispuesto en los bandos hasta ahora emitidos y por encontrarse el país en Estado

de Sitio, se ha dispuesto ejercer sobre los medios de publicación (sic) una estricta
Censura de Prensa. Como una primera medida precautoria, durante el día 12 de
Septiembre de 1973, se ha autorizado solamente la emisión (sic) de los siguientes
diarios: El Mercurio y La Tercera de la Hora. Paulatinamente se irán autorizando
otras publicaciones. Se considerará que las Empresas no indicadas en este Bando
deben considerarse de hecho clausuradas (…). Junta de Gobierno de la Fuerzas
Armadas y Carabineros de Chile. Distribución Según Plan “B”. Santiago, 11 de
septiembre de 1973.” Citado en Sofía Correa, Consuelo Figueroa, Alfredo
Jocelyn-Holt, Claudio Rolle y Manuel Vicuña, Documentos del siglo XX
chileno (Editorial Sudamericana, 2003), página 386.
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vas autoridades democráticas no abordaron el problema de la
escasa diversidad de los medios.37 En las palabras del experto
en materia de libertad de expresión, Pedro Anguita, los go-
biernos de la Concertación, en la práctica, adhirieron a la te-
sis de que “la mejor política legislativa relativa a los medios de comu-
nicación es no tenerla”.38

Esta actitud tan complaciente tendría, sin embargo, efec-
tos catastróficos para el futuro de la prensa escrita chilena. En

efecto, el adoptar una actitud neutral en un contexto en que
los dados estaban ya muy cargados por efecto de legado del
régimen militar a un duopolio que además contaba con la
abrumadora simpatía de la derecha empresarial —en un país
en que en general los grupos económicos se caracterizan aún
por ser bastante ideológicos— finalmente derivó en la com-
pleta hegemonía de los dos consorcios que han dominado la
prensa escrita chilena por casi cuatro décadas.

Como señalábamos más arriba, la concentración y el ses-
go de la prensa escrita chilena y el consiguiente problema que
genera para el debate democrático chileno no fue tan agudo
durante los veinte años en que el control del gobierno estuvo en
manos de una coalición de centro-izquierda —dada la fuerte in-
fluencia que en Chile tiene el poder ejecutivo para influir en la
agenda pública—, pero quedó en evidencia de manera casi es-
candalosa una vez que la derecha (en el 2010) accedió al poder.
En ese momento, los chilenos nos dimos cuenta que no exis-
tía en el país un solo diario de oposición al nuevo gobierno.

V. Hacia una política para una mayor diversidad y
una mejor calidad de la prensa escrita en Chile

Subyacente a la noción de que la diversidad en la oferta
periodística promueve un rol activo de la prensa en su papel
de ‘watchdog’ de la política y del poder está la idea de que la
competencia induce a los diversos actores de todo mercado a
mejorar la calidad del producto que elaboran, en este caso, el
periodismo que realizan.

37Como lo documentan Cabrera y otros, op. cit., dada la negativa del grue-
so del empresariado chileno de comprar avisaje publicitario en La Época,
una vez que la Concertación de Partidos por la Democracia accedió al
poder (en 1990), surgieron fuertes expectativas de que al menos habría
acceso al importante avisaje publicitario del Estado. En las palabras del ya
mencionado Fernando Molina: “Con Aylwin, había una gran esperanza de
que ahora sí que íbamos a tener un avisaje razonable. Pero era ridículo que la publi-
cidad estatal normal no la distribuyeran, como se hace en todas partes del mundo”.
Sin embargo, reportan Cabrera y otros: “Las reuniones para exigir un aporte
monetario traducido en avisos publicitarios fueron varias. Molina tocó innumera-
bles veces las burocráticas puertas del gobierno. ¿La respuesta? Tanto el Presidente,
como sus ministros, vaticinaban un cambio positivo: ‘Sí, va haber apoyo’, dijo en
una oportunidad el Primer Mandatario. ‘Lo vamos a intentar’, afirmaba José Joa-
quín Brunner, Ministro Secretario General de Gobierno en otra instancia. Lo cierto
es que nunca se dio el cambio que todo el personal del diario esperaba, ni siquiera
considerando que el Presidente del medio, había sido nombrado por el primer man-
datario en el directorio de Codelco. De lo anterior, se enteró todo el equipo de perio-
distas.” Véase Natalia Cabrera y otros, op. cit., p. 19.

38 Véase a Pedro Anguita, El derecho a la información en Chile. Análisis de la Ley
19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo (Lexis
Nexos, 2005), página 216. Citado en Capítulo ‘Libertad de Expresión:
Acceso a la Información y Libertad de Comunicación’ del Informe Anual
Sobre de Derechos Humanos en Chile 2010 (Facultad de Derecho, Universi-
dad Diego Portales), página158.
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Como lo subraya el politólogo norteamericano Robert
Entman,39 para que los medios de comunicación contribu-
yan a un debate democrático digno de tal nombre deben ejer-
cer sus labores periodísticas adhiriendo a los siguientes es-
tándares: a) precisión; b) minimización de los sesgos; c) es-
crutinio efectivo del gobierno y; d) separación de la produc-
ción de las noticias de la sección editorial y de publicidad del
medio.40 En la agenda promovida por Entman se asume, sin
embargo, que existen diversos medios de comunicación que
compiten entre sí por la lectoría, para lo cual un periodismo
de calidad representa una herramienta competitiva valiosa.

Uno de los daños ‘colaterales’ que se suma a los ya seña-
lados en este trabajo se encuentra la pobre calidad del perio-
dismo que elaboran los diarios pertenecientes al duopolio ‘El
Mercurio’/‘Copesa’. En efecto, adicionalmente a la concentra-
ción y homogeneidad ideológica de la prensa escrita chilena
se suma una escasa adhesión a los principios de un periodis-
mo de calidad articulados por Entman. En efecto, en relación
al primer estándar planteado (la precisión o exactitud de lo
informado), este se encuentra muy pobremente implemen-
tado por la prensa chilena, en no poca medida debido a la
existencia de una suerte de ‘ley’ no escrita que prohíbe que
las imprecisiones de los medios rivales sean informadas por
el otro miembro del duopolio a la población. En relación al
segundo estándar de calidad mencionado (el equilibrio o mi-

nimización del sesgo ideológico) este tampoco gobierna el
actuar de los dos consorcios hegemónicos, que no tienen
mayor problema en utilizar sus medios de comunicación para
promover abiertamente agendas políticas, económicas y cul-
turales específicas. En relación al tercer estándar mencionado
(el escrutinio efectivo del gobierno) este sí se cumplió du-
rante las dos décadas durante las cuales gobernó una coali-
ción de centro-izquierda a la cual los dueños del consorcio se
oponían, pero ha estado mayoritariamente ausente durante el
tiempo en que ha gobernado una administración afín a los
dos consorcios que hemos descrito en este trabajo. Finalmente,
y en relación al cuarto y último estándar promovido mencio-
nado (la separación de la producción de las noticias de la sec-
ción editorial y de publicidad del medio) este sencillamente
no ha sido jamás parte de la cultura de la prensa escrita nacio-
nal, por lo que no debe sorprender que no se implemente en
lo más mínimo.

Ante este panorama de una prensa escrita concentrada,
sesgada políticamente y de poca calidad periodística, surge la
pregunta acerca de qué se puede hacer para comenzar a mo-
dificar este pobre status quo. Por cierto, dar una cabal respues-
ta a tal problema escapa a las posibilidades de este trabajo,
pero se pueden adelantar algunas ideas que a mi juicio con-
tribuirían a mover un poco un escenario que aparece petrifi-
cado ya hace varias décadas.

En primer término, debe subrayarse algo que no debe hacer-
se a propósito de abordar este problema. En efecto, toda política
estatal dirigida a abordar las tres lacras de la prensa escrita
chilena mencionadas más arriba debe hacerse cuidando que

39 Citado por Alex Jones, op. cit., página 43.
40 Ibid.
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el remedio no sea peor que la enfermedad, para utilizar una
metáfora manida, pero útil en este caso. ¿Cuál sería el caso de
una medicina que resulta peor que la enfermedad en este con-
texto? El que, a propósito de buscar introducir mayor diver-
sidad y pluralismo ideológico en la prensa escrita, el gobierno
aproveche la coyuntura para intentar eliminar medios abier-
tamente críticos u hostiles a sus políticas. Dada la historia de
atentados a la libre expresión perpetrados por agencias del
estado, toda política pública que busque promover la diversi-
dad y el pluralismo en la prensa debe ser extremadamente
conciente que no puede intentar ese objetivo a costa de aca-
llar a los medios que ya existen. Esto, porque en materia de
medios de comunicación no se puede actuar ante situaciones
monopólicas como se haría respecto de productos o servicios
que no tengan las connotaciones simbólico-políticas que ca-
racterizan a los medios de comunicación. En consecuencia,
no parece recomendable decretar la disolución de un consor-
cio periodístico a la manera en que la Corte Suprema de los
Estados Unidos sentenció la disolución de la ITT en las lla-
madas ‘Baby Bells’. En el caso de medios de comunicación, el
peligro de que sientan que su labor inquisitiva puede expo-
nerlos a una arbitraria disolución podría crear una suerte de
‘autocensura’ que no es aceptable en un régimen plenamente
democrático.

Una vez que se adquiera conciencia de la necesidad de
tomar los resguardos mencionados, es urgente, sin embargo,
que el Estado se tome en serio los peligros de la concentra-
ción y el sesgo en materia de medios de comunicación y ac-
túe en consecuencia. Una posibilidad es que el grueso del

trabajo lo hagan agencias administrativas. Así, por ejemplo,
es posible concebir la creación de una agencia administrativa
autónoma del gobierno especialmente dedicada a velar por el
pluralismo y la diversidad en el ámbito de los medios de co-
municación escritos y dotado de un fuerte presupuesto —
que hoy Chile está en condiciones de financiar sin mayores di-
ficultades— para otorgar ‘capital semilla’ u otro tipo de subsi-
dios directos para la creación de uno o más diarios nacionales
que puedan competir en igualdad de condiciones con los dos
consorcios consolidados. Esta agencia podría además tener entre
sus mandatos el fomento de la creación de diarios regionales y/o
locales que compitan con los que pertenecen a los dos conglo-
merados que hoy concentran el grueso de la oferta.

La agencia en cuestión debería estar integrada por un di-
rectorio independiente del gobierno y que consulte la pre-
sencia de ex editores, académicos y miembros de la sociedad
civil, y contar con una división de estudios de la prensa que
monitoree constantemente el nivel de competencia. De lo
que se trata es de intentar compensar la falta de competencia
que ha existido en este campo por demasiado tiempo, no de
pulverizar los consorcios existentes a pretexto de que tienen
un actuar monopólico.

Conclusión

En este trabajo se ha subrayado la paradoja de que, a pesar
de que Chile es generalmente considerado como un país que
goza de una prensa ‘libre’, carece sin embargo de un solo dia-
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rio de oposición, producto de la fuerte concentración, sesgo
ideológico común y afinidad con el actual gobierno que exhi-
ben los consorcios que dominan tal mercado. Esta situación
por cierto refleja las limitaciones de la metodología de orga-
nizaciones como ‘Freedom House’ (que en el 2010 catalogó a
Chile como parte del tercio de países del mundo que conta-
ban con una prensa ‘libre’), en particular, su foco unilateral
respecto del potencial ‘silenciador’ del Estado y su incapaci-
dad de ver el daño que en ocasiones inflinge el mercado a la
igual libertad de los ciudadanos para expresar su opinión y
ser escuchados por quienes toman las decisiones colectivas,
algo que ocurre actualmente en Chile en el caso de la prensa
escrita.

En este contexto, es urgente reconocer que existe el pro-
blema y pensar en políticas que —sin atentar contra los dere-
chos expresivos de los actores periodísticos que ya existen—
den cuenta del problema asertivamente, incluyendo la posi-
bilidad de otorgar subsidios, crear medios de comunicación
público-privados y otras medidas que garanticen una prensa
diversa y pluralista, que realice eficazmente su rol de guar-
dián del poder público y privado.

DEMOCRACIA, INFORMACIÓN,
MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y PODER

POLÍTICO EN COLOMBIA

Doris Réniz Caballero

Introducción

La información es una realidad viva, cambiante y dinámi-
ca. Su papel en los medios de comunicación ha sido determi-
nante en el acontecer de la vida nacional. Hoy es uno de los
fenómenos impactantes por su enorme proyección a través
de las tecnologías de la información y de la comunicación, su
gran incidencia en el contexto económico, social y por ser
ingrediente esencial en la vida democrática de los países. Ade-
más, es un derecho intenso que está contrastando novedosos
itinerarios en el presente milenio.
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Fue en la reforma constitucional de 1991 que se elevó la
información a nivel de derecho fundamental, ampliándose la
concepción jurídica de esta garantía para canalizar la libre expre-
sión de ideas y de conceptos. En este articulo, partiendo del afo-
rismo “Quien tiene la información, tiene el poder”, se aportarán
elementos de análisis a los lectores sobre la relevancia de la infor-
mación como razón de ser de los medios de comunicación tra-
dicionales y de las TIC, y el poder político que confiere, en el
marco de la naturaleza clásica de la democracia, del derecho y de
la comunicación, teniendo como referente el escenario colom-
biano dentro del contexto de América Latina. Con este mirada,
se examinará el estado del arte de los medios de comunicación
tradicionales como emisores de la información y la forma como
las transformaciones tecnológicas están afectando la producción
de contenido periodístico al interior de esos medios por el surgi-
miento de nuevos actores; se visibilizará la regulación que ga-
rantiza la información tanto en los medios tradicionales como
en las TIC y la protección de los datos en Colombia; se presen-
tarán algunas propuestas, con sus respectivos actores, que propi-
cian la participación ciudadana de los colombianos y los desafíos
jurídicos y prácticos de las transformaciones.

I. El Ejercicio del Derecho

A. A informar

En Colombia los grandes medios de comunicación se
encuentran en manos de fuertes grupos económicos. En el
conglomerado de medios, conocido como Casa Editorial El

Tiempo —CEET—, el accionista mayoritario es el Grupo Pla-
neta de España, que adquirió la mayoría de acciones en agos-
to de 2007. Según palabras de Luis Fernando Santos, Presi-
dente de la CEET en ese momento, “la negociación es una
alianza entre dos empresas, no la absorción de una por la
otra. Lo que hicimos fue firmar un acuerdo para que el
Grupo Planeta adquiera el 55 % de la CEET y el 40 % de
Citytv”. Los accionistas minoritarios son principalmente
miembros de la familia Santos. No obstante, hace unos
meses, algunos de los miembros de esa familia, como Luis
Fernando y Guillermo, vendieron su participación. Recien-
temente, la Organización Luis Carlos Sarmiento Angulo
amplió a 31% su participación accionaria en la CEET. En
televisión posee el canal local Citytv y en la televisión por
suscripción, el canal El Tiempo —ET—.

Actualmente, la sociedad Canal 3 Televisión de Colom-
bia S.A, de la que hace parte el Grupo Planeta, figura como el
único proponente en el proceso licitatorio de un tercer canal
privado de televisión, y cumple con todos los requisitos y con-
diciones señalados en el pliego para la adjudicación. Hace
pocos días, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se
pronunció en un fallo, afirmando que la presencia de un solo
oferente en una subasta que adelanta la Comisión Nacional
de Televisión —CNTV— para adjudicar el tercer canal, no
viola normas legales. Con este concepto rechazó la preten-
sión de una acción popular en la que se pedía tumbar el pro-
ceso licitatorio por “ilegal”. El fallo se conoció después de
que el Consejo de Estado ordenó suspender provisionalmente
el proceso licitatorio, mientras decide una demanda de nuli-
dad por los mismos hechos.
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Continuando con la estructura de propiedad de otros
medios de comunicación, es importante mencionar que del
Grupo Prisa forman parte: Caracol Radio, W radio, 40 Prin-
cipales, Radioactiva, La Vallenata, Tropicana Estéreo y Oxíge-
no. Este Grupo es el conglomerado económico o holding más
grande de medios de España e Iberoamérica, cuyo objetivo es
la posesión de acciones de empresas, por lo cual realiza activi-
dades financieras de control y gestión del grupo de empresas
en el que ejerce su dominio. Su nombre oficial es Promotora
de Informaciones S.A. Abarca seis áreas en actividades de pro-
ducción simbólica: prensa, radio, educación y formación, te-
levisión, internet y nuevas tecnologías, comercial, marketing
y publicidad. (Herrera Huérfano, 2008, 113).

En el diario El Espectador, desde el 12 de noviembre de
1997, la mayoría accionaria está en cabeza del industrial Julio
Mario Santodomingo, accionista principal del Grupo Empre-
sarial Bavaria y de Valórem, con los cuales controla más de
100 compañías alrededor del mundo, entre ellas, también el
canal privado Caracol Televisión.

La propiedad del canal privado de televisión RCN Tele-
visión, de las emisoras RCN Radio y de Sonolux, Industria
Electro Sonora S.A., está en manos de la Organización Ardila
Lulle –OAL— conformada por un conjunto de empresas de-
dicadas a la producción, transformación y comercialización
de bienes y servicios, que le permiten participar con decisión
en el desarrollo y el progreso del país.

Con el advenimiento de la globalización, el vínculo entre
propiedad, poder político y medios de comunicación empie-
za a resquebrajarse. Hoy por hoy no podemos afirmar que en
Colombia los dueños de los medios son los que determinan

quién o quiénes gobernarán el país. Si bien no se puede des-
conocer que existe concentración de algunos de los medios en
familias muy prestigiosas de la sociedad colombiana, es necesa-
rio admitir que las dinámicas mundiales del mercado empiezan
a desplazar a las oligarquías nacionales por grandes conglo-
merados económicos internacionales. (Londoño, 2007, 50).

Imagen de los Medios

La firma encuestadora Datexco Company S.A. - Opinó-
metro, realizó el 20 de mayo de 2008, para la Revista Cam-
bio, una investigación, aplicando 700 encuestas a hombres y
mujeres mayores de 18 años de edad, en 13 ciudades del país,
sobre la imagen de los medios de comunicación. Obtuvo los
siguientes resultados:

PREGUNTAS RESPUESTAS

 Imagen positiva o negativa de No sabe/
  los medios de comunicación Positiva Negativa no responde

69.9% 21.3% 8.7%

 Los medios de comunicación Cercana a Lejana a No sabe/
 dan una información cercana  la realidad  la realidad no responde
         o lejana a la realidad 72.3% 19.7% 7.9%

   Los medios de comunicación No sabe/
    favorecen o desfavorecen al Favorecen Desfavorecen no responde
        gobierno del presidente 68.4% 15.6% 16%
            Álvaro Uriberes
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   PREGUNTAS RESPUESTAS

Televisión Prensa  Internet  Radio Ninguno Revistas
54.2% 21.2% 9.5% 6.9% 6.3% 1.9%

Televisión Prensa   Internet   Radio Ninguno Revistas
67.2% 11.5% 7.5% 8.1% 1.8% 3.9%

Fuente: Revista Cambio 2008.

Del análisis de la Revista se deduce que, en general, la
imagen de los medios es positiva y se considera que dan una
información cercana a la realidad. No obstante, en la forma
como han llevado a cabo su tarea reconocen el mérito de ha-
ber hecho públicas las denuncias de la parapolítica en aras de
que aplicaron lecciones obtenidas en la época del proceso con
las Farc, que fueron apertura y fácil acceso a las fuentes y,
después, del proceso con las Auc caracterizado por el cierre
informativo y mucho secreto.

Los medios escritos fueron claves para descubrir la tela-
raña de la relación entre políticos y paramilitares mantenien-
do el tema en la agenda con investigaciones propias e infor-
mes especiales. Hicieron contrapeso a las voces oficiales e in-
cidieron en la agenda pública. (Cambio, 2008).

El trabajo de los periodistas en lo cualitativo ha sido obje-
to de frecuentes críticas porque han aceptado con naturali-
dad la filtración de la información que proviene de las fuen-
tes sin someterla, a veces, a verificación. Los dos principales
errores de los medios son: la falta sistemática de análisis e
interpretación, y el exceso de tolerancia con fuentes que fil-
tran datos, que aunque ciertos imponen la agenda. (Restrepo
2008 - Gómez Giraldo 2008).

Esta ha sido una crítica sostenida desde el Proceso 8.0001,
pasando luego por las conversaciones en San Vicente del Ca-
guán2, cuando se les atribuía a los medios: falta de análisis,
síndrome de la chiva, tomar partido y disposición a publicar
materiales filtrados sin mayor verificación.3

Sobre la responsabilidad social de los medios, la Corte
Constitucional de Colombia, basada en el artículo 20 de la
Constitución Política pilar fundamental en el reconocimien-
to y desarrollo de la libertad de información, ha subrayado
que “tiene que poder ser deducible con efectos jurídicos, bien

1  Nombre del proceso judicial contra el Presidente de la República, Ernes-
to Samper Pizano, en 1994, acusado de recibir financiación del narcotrá-
fico para su campaña política.

2 Municipio localizado en el Departamento del Caquetá, declarado zona de
despeje, la cual comprendía la desmilitarización de cinco municipios -
entre ellos San Vicente-. El despeje fue el tiempo y espacio concedido por
el gobierno de Andrés Pastrana a las Farc para el adelanto de negociacio-
nes entre gobierno e insurgencia entre octubre de 1998 y febrero de 2002,
cuando se rompieron las negociaciones.

3 Revista CAMBIO, “Los MEDIOS al tablero”, (V - 29 - 2008, pág. 16-19),
Bogotá.

¿Cuál es el medio
que usted más

le cree?

De los medios de
comunicación
anteriormente
mencionados
¿cuál es el que

usted más utiliza
para informarse
de las noticias?
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en el campo civil ya en el penal”4. La misma Corte Constitu-
cional en la Sentencia T-696/96, determina el sentido de la
responsabilidad social así:

El derecho a la información implica el derecho de in-

formar, el de recibir información y el de garantizar, por

parte de quienes informan, la circulación de una infor-

mación cierta, objetiva y oportuna, que contribuya a la

formación de una opinión pública libre. En esto se con-

creta la responsabilidad social, la cual se dirige a que el

comportamiento de los medios de comunicación, garan-

tice el ejercicio pleno de los derechos fundamentales, tan-

to de los receptores de la información como de los sujetos

de la misma. Se trata de que exista una convivencia plena

entre derechos de informar, de recibir información y de

respeto a la intimidad, la honra, el buen nombre y la dig-

nidad de la persona sobre quien se informa.

Pero el ejercicio de la responsabilidad social en los me-
dios es motivo de controversias permanentemente. En 2010
el Juez Cuarto Penal Municipal de Conocimiento absolvió al
conocido escritor y columnista de El Espectador, Alfredo
Molano, a quien cuatro miembros de la familia Araujo lo de-
nunciaron penalmente por injuria y calumnia por el conteni-
do de su columna “Araujo et ál”. Posteriormente, el Tribunal
Superior de Distrito Judicial de Bogotá ratificó la sentencia
de primera instancia. A este caso se refirió el profesor Jorge

Orlando Melo en su columna sobre medios y democracia,
titulada “Censura y ambiente de negocios”, expresando el criterio
de que “Aún si la columna de Molano hizo afirmaciones
inexactas, al aludir a una familia cuando hablaba de hechos
cuya responsabilidad no podía ser sino de personas concre-
tas, no era adecuado sancionar penalmente a alguien por ha-
ber generalizaciones imprecisas. De otro modo los periodis-
tas habrían quedado sin poder hablar mal de una región, de
un grupo social, de una profesión, de un partido político, de
una rosca burocrática, a menos que pudieran demostrar que
lo que decían era cierto de cada una de las personas que los
componen. La injuria no debe sancionarse penalmente sino
cuando se refiere a personas precisas y en el caso de Molano,
quienes se sentían afectados eran personas en las que él no
estaba pensando ni pensaba ninguno de sus lectores. La co-
lumna podía ser descuidada pero en una sociedad que valore
la libertad de expresión la respuesta válida ante un exceso lógi-
co es el debate público, para mostrar las fallas en la argumenta-
ción del autor. Por eso la decisión del juez es apropiada”5.

También dio lugar a innumerables pronunciamientos de
los periodistas colegas, en sus columnas y editoriales de los
medios de comunicación, el inesperado cierre de la Revista
Cambio y el despido abrupto de su equipo de periodistas. Por
ejemplo, Rudolf Hommes opinó que “la libertad de prensa
parece haber sido concebida para los propietarios y no para

4  Corte Constitucional, Sentencia T-512/92. Sala Tercera de Revisión. Po-
nente José Gregorio Hernández Galindo, (IX – 9 -1992), Bogotá, Co-
lombia.

5  Ver Melo, Jorge Orlando, (2010). “Censura y ambiente de negocios”, en Pe-
riódico El Tiempo, (II - 18 – 2010, pág. 1-19), Bogotá, Colombia.
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los trabajadores de los medios. Los que colaboran regular-
mente con columnas de opinión y los periodistas profesiona-
les líderes, particularmente los que orientan las investigacio-
nes, trabajan generalmente en el entendido de que gozan de
libertad para expresar sus opiniones o para realizar sus inves-
tigaciones y publicar sus resultados. Esa libertad es condicio-
nada, y cada cual corre el riesgo de que le corten las alas sin
previo aviso, como les ocurrió a los directivos de esa destaca-
da revista. La libertad de expresión es relativamente precaria
en esas circunstancias, pero en una sociedad democrática con
mercados competitivos, los propietarios de medios tampoco
tienen toda la libertad para cortar alas o aplicar censura por-
que deben cuidar su producto”6.

Los medios de comunicación a partir de Internet

En el Simposio Internacional de Periodismo Online, rea-
lizado el 1° y 2 de abril de 2011, en la Universidad de Austin
(Texas), se presentó el estudio “Elementos interactivos y multi-
media de las páginas web de los periódicos en América Latina”, ela-
borado por los profesores Ingrid Bachmann y Summer Har-
low. Ellos analizaron los portales de 19 periódicos de la re-
gión, encontrando que el portal del periódico El Tiempo (Bo-
gotá) aparece con un promedio de 63.2% de sus funciones en
línea, hecho que lo posiciona como el portal más interactivo,

multimedia y participativo en Latinoamérica. Folha de Säo Paulo
(Brasil) ocupó el segundo lugar con 62% y El Universal (Méxi-
co) y El Universal (Venezuela), el tercer puesto, con 59.9%.
Esta investigación también reveló que los sitios web son cer-
canos a los ciudadanos en forma limitada. La mayoría tiene
Facebook y Twitter, pero son pocos los espacios en que los
lectores pueden reportar errores, enviar sus propios comen-
tarios o contactar a los periodistas. 7

Medios colombianos con más seguidores en Twitter

eltiempocom 101.601

NoticiasRCN 62.314

NoticiasCaracol 50.043

WRadio_col 39.347

Semanadigital 37.938

CaracolRadio 35.313

Elespectador 31.471.

Rcnlaradio 21.337

Lasillavacia 13.388

elcolombianocom 7.582

Fuente: El Tiempo, (24 - VIII - 2010, pág. 1-14)

6  Hommes, Rudolf ( 2010), “La economía política de la libertad de expresión”,

en Periódico El Tiempo, (II - 19 - 2010, pág. 1-15), Bogotá, Colombia.

7 Ver informe completo en eltiempo.com/tecnología. El Tiempo,
“ELTIEMPO.COM el más interactivo de Latinoamérica”, (5 - IV - 2011),
Bogotá, Colombia.
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A manera de ejemplo sobre la transformación de los medios
se describe el avance del periódico El Tiempo. Los usuarios del
iPad, desde el 7 de diciembre de 2010, pueden consultar la ver-
sión de este periódico mediante una aplicación diseñada para
este dispositivo tipo tableta, de Apple, que está marcando la pau-
ta actualmente. Son dos ediciones diarias, divididas en los mis-
mos cuadernillos de las presentaciones impresas y en línea, com-
bina temas de actualidad con los recursos multimedia de la web.
El usuario tiene la posibilidad de navegar por las ediciones o por
un archivo que contiene la información de la última semana. Si
durante la consulta encuentra temas de interés, puede almace-
narlos como “favoritos” para verlos más adelante. Las noticias
pueden tener videos, galerías y otros recursos multimedia que se
despliegan en la pantalla. En los artículos hay botones que per-
miten llegar fácilmente a cada sección, o a la portada de la publi-
cación. Durante la primera semana de aparición, la publicación
fue descargada más de 5.000 veces y actualizada cerca de 1.000
ocasiones desde iTunes, la tienda en línea de Apple.

Hoy, la desaparición o no de la prensa escrita, el flujo cons-
tante de información, la generación de ingresos y la financiación
de los servicios de noticias “on line”, los modelos de negocios,
ventas de publicidad “on line” son temas de debate en espacios
donde se vela por la proyección del periodismo, que enfrenta el
doble desafío de defender valores y derechos fundamentales
como la libertad de expresión, sin dejar de acompañar las ten-
dencias del tercer milenio.8

Es indudable, por lo tanto, el alto compromiso y la gran
influencia que tienen aquellos que ejerciendo el derecho a
informar, instruyen a otras personas a través de los medios
masivos de comunicación. Realizan un aporte imponderable
para una mejor orientación sobre la visión del espacio social y
la preservación de las ciudades dignas y habitables.

B. A ser informado

Colombia no se ha quedado atrás en la vertiginosa globa-
lización y por ende la instantánea expansión de la informa-
ción y de la comunicación a través de Internet, caracterizada
por su excesiva libertad, ha contribuido notoriamente a la re-
velación de un dinámico modelo de comunicación determi-
nado por la intensificación de la interactividad entre emisor y
receptor, con unas particularidades diferentes a las de los
medios de comunicación tradicionales, entre las cuales se
acentúan las técnicas de la imagen, esenciales para la infor-
mación de la percepción y la comprensión de la realidad.

María Jesús Lamarca Lapuente, contrasta los criterios de
los defensores de los nuevos medios nacidos al albor de In-
ternet, con los juicios sobre los antiguos medios de comuni-
cación, en el sentido de que la comunicación que establecen
éstos últimos está limitada a una dirección única. En contra-

8 Ver estudio publicado por la Fundación Nuevo Periodismo Iberoamerica-
no —FNPI— con la financiación de la Agencia Española de Cooperación

Internacional para el Desarrollo –AECID-, coordinado por Guillermo
Franco. El Espectador, “La convergencia de los medios toma fuerza”, (19 - X -
2009, pág. 14), Bogotá, Colombia.
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posición, los seguidores a ultranza de los nuevos medios han
intentado destacar la interactividad como una característica
diferenciadora de esos nuevos medios frente a los antiguos.
Incluso, se ha llegado a hablar de un “ágora electrónica” y de
una democracia mantenida de forma electrónica; así lo sos-
tienen autores como Arteton o Rheingold.

La esencia de la interactividad radica en la conversación
bidireccional receptor-emisor y en el grado en que la comu-
nicación supere ésta. Así no se logra la “democracia electró-
nica”, pero sí se puede llevar a la práctica la funcionalidad
interactiva perseguida consistente en que los lectores/usua-
rios participen en una actividad o proceso concretos, en ma-
yor o menor medida.9

De todas maneras, la interactividad en Internet es mucho
más fluida y dinámica que la que se da en los medios tradicio-
nales. Ahora los receptores de la información o la audiencia
asumieron un liderazgo importante en la red e impusieron
una nueva forma de hacer periodismo. Conceptúan sobre el
trabajo de los periodistas pronunciándose sobre la veracidad
de una noticia, la calidad de una columna de opinión o la
pertinencia de un asunto tratado.

Usos y hábitos de los colombianos

Para medir los usos y hábitos de los colombianos con re-
lación a las tecnologías de la información y la comunicación,

el Ministerio de las TIC publicó una encuesta realizada por
Ipsos-Napoleón Franco, entre el 1 y el 10 de diciembre de
2010, en 10 ciudades del país, con una muestra de 1.500 per-
sonas de la población general, mayores de 12 años. Algunos
de los resultados son los siguientes:

Uso de Internet en Colombia

Uso de Internet aunque sea ocasional:

Si 63%

No 37%

Frecuencia de uso de Internet:

Todos los días 54%

5 o 6 días de la semana 7%

3 o 4 días de la semana 13%

1 o 2 días de la semana 12%

Ocasionalmente 14%

Razones para no usar Internet:

No sabe usar computador/ Internet 48%

No le ve utilidad/ no le sirve/ no necesita Internet para nada 24%

Se considera muy viejo para usar Internet 24%

No tiene tiempo/ está muy ocupado para usar Internet 11%

No tiene acceso a ningún computador 9%

No puede pagar por el servicio de Internet/ muy

costoso/ por dinero 8%

Por otra razón  2%

Fuente: Ministerio de las Tecnologías de la Información y las Comunica-
ciones, Colombia, (2011).

9  Ver en Lamarca Lapuente, María Jesús, (2009). “Interactividad”, en Hi-
pertexto: El nuevo concepto de documento en la cultura de la imagen.
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El boletín TIC tiene como objetivo divulgar los datos y ci-
fras más relevantes del sector de telecomunicaciones en Inter-
net, televisión y telefonía. El informe revela que el índice de va-
riación de suscriptores de Internet fijo y móvil al 31 de diciem-
bre de 2010 tuvo un crecimiento del 32% respecto al primer
trimestre de ese mismo año. Al comparar los suscriptores de 2009
con respecto a 2010, la variación fue del 87% al pasar de 3.1 a
4.38 millones y, con respecto al tercer trimestre de 2010, el au-
mento fue del 8,3%, lo que equivale a 337.189 suscriptores.

En materia de infraestructura, Colombia creció un 44,14%
durante 2010; pasó de 2,2 millones de conexiones de banda
ancha a 3,6 millones. Este es un avance claro para alcanzar la
meta de 8,8 millones de conexiones en 2014 del Programa
Vive Digital, que promueve el gobierno nacional y lidera el
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comuni-
caciones, y de esta manera incrementar el uso de Internet.

II. Transformaciones tecnológicas que están
afectando la producción de información
periodística por el surgimiento de nuevos actores

A. Las redes sociales

El auge de las redes sociales ha sido tan alto que grandes
empresas, partidos y campañas políticas están dando mucha
relevancia a sus cuentas de Facebook, Twitter para recaudar la
opinión de los usuarios y mantener permanente contacto.

El Grupo de Estudios de las Subjetividades y Creencias
Contemporáneas de la Universidad Nacional de Colombia

investigó durante un año, el comportamiento de los colom-
bianos en las redes sociales, registrando que las siguientes son
las más visitadas: Facebook 96.3%, You Tube 35.9%, Twitter
20.7%, Flickr 3.7%, Linkedln 2.1%, Myspace 1.0%, Ares 0.8%,
Hi5 0.7%, Sónico 0.4%.

Según el antropólogo y sociólogo Fabián Sanabria, direc-
tor de la investigación, encaminada a identificar hallazgos
desde las actitudes y reacciones personales, “este estudio puso
de manifiesto que, en la sociedad actual, los colombianos asis-
timos a las redes sociales para lo mejor y también para lo peor;
son un mundo paralelo que se vuelve más real que el real. Las
redes sociales están visualizando a ciudadanos cada vez más
francos y espontáneos que expresan sentimientos y opinio-
nes como no se atreverían a hacerlo públicamente. No solo
exponen sus estados de ánimo y algunas frivolidades con las
que buscan mostrar un estilo de vida perfecto y sin amargu-
ras, están opinando sobre asuntos de la vida nacional, solici-
tan ayuda y confiesan sus miedos y frustraciones e, incluso,
sus orientaciones sexuales. Más allá de los criticados lengua-
jes de los jóvenes cargados de errores ortográficos, éstos no
solo opinan de los artistas de moda, también expresan sus
opiniones sobre la política y la opinión pública”.

A continuación se resaltan otros datos interesantes del
estudio. En Facebook se comparten estados de ánimo, pensa-
mientos y ocupaciones, y se crean dos escenarios: por un lado,
la identidad, que se relaciona con aquello que se quiere que el
interlocutor crea que es. De ahí el carácter enmascarado de
las imágenes que se muestran. Y, por el otro, ilusiones, espe-
ranzas, ficciones y simulacros. También se convirtió en un
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escenario interesante de debates políticos y de asuntos de la
vida nacional. Hay una percepción de que se rejuvenece cuan-
do se accede a la red, en el caso de los adultos.

Twiter es la ilusión de circular en el mundo de la infor-
mación, de decir para no decir. En 140 caracteres se puede
entrar y salir sin ser visto, o entrar y salir siendo visto: solo se
detectan claramente los famosos. Se confiesan trivialidades o
comentarios sobre la noticia del momento y propuestas a los
gobernantes. No obstante, todo se diluye en el mar de la in-
formación. Le atribuyen como valor importante que se está
recuperando el ocio y es una grata oportunidad para perder el
tiempo.

Sobre los buscadores se ha acuñado la expresión
“Google luego existo”. Solo si el nombre aparece en ese
buscador la persona no es anónima. Con el ejercicio de
“googlear” se podrán descubrir la orientación política de la
persona y sus afinidades. Sobre la economía, se prevé que
habrá colombianos de primera, segunda y tercera catego-
ría, según su capacidad de hacer compras en línea. YouTube
se convirtió en la vitrina para los que buscan alguna forma
de reconocimiento. 10

B. Wikileaks y el tratamiento informativo

WikiLeaks decidió entregar a cuatro periódicos en Amé-
rica Latina más de 20.000 cables con información clasifi-

cada que la Embajada de Estados Unidos, en Bogotá, le
envió al Departamento de Estado entre 2006 y 2010. Los
periódicos seleccionados son: El Espectador (Colombia),
Página 12 (Argentina), La Jornada (México), El Comercio
(Perú). 11

En la región, estas publicaciones también dieron lugar a
múltiples debates respecto de los cuales compartimos esta
tesis: “Por eso debe tomarse a la plataforma de revelaciones
seriamente como fuente de importancia creciente. Pero no se
puede esperar que de ahí salga una revolución del periodis-
mo”. (Behren Peter, 2010).12

C. Los ataques informáticos

Colombia es el cuarto país más vulnerable de América
Latina en seguridad informática. Brasil se ubica en el primer
lugar de vulnerabilidad, en tanto que Cuba ocupa el último
lugar como la más segura. Son los resultados que divulga el
estudio de Kaspersky Lab destacando que hoy la mayoría de
los programas de código malicioso tienen como objetivo ro-
bar dinero o delinquir de alguna manera para obtener benefi-
cios económicos.

10 Ver: El Tiempo “Colombianos dicen en la red lo que no dirían en público”, (7 -
V - 2011, pág. 12) Bogotá, Colombia.

11 Ver Video del encuentro de los directores sobre WikiLeaks en http://
www.elpais.com/videos/sociedad/medios/250000/cables/elpepusoc/
20110225elpepusoc_1/Ves/

12 Behren, Peter, (2010): “América Latina: ¿Quién le tiene miedo a Wikileaks?”,

Fundación Konrad Adenauer, Argentina.
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Víctimas por ubicación geográfica

Brasil 34% Guatemala 2%

México 30% Bolivia 1%

Venezuela 6% Rep. Dominicana 1%

Colombia 6% Panamá 1%

Perú 5% El Salvador 1%

Ecuador 3% Costa Rica 1%

Argentina 3% Honduras 1%

Chile 3% Nicaragua 1%

Fuente: Kaspersky Lab - El Espectador13

Dentro de la mayor cantidad de ataques, 55% ocurren
directamente en la máquina del usuario al utilizar los disposi-
tivos USB o al conectarse a otros recursos; 43% a través de la
web y 2% por medio del correo electrónico.

Se señalan como actores de las amenazas a la privacidad:

- Los proveedores de servicios inalámbricos, como las
compañías celulares, que rastrean y almacenan la
ubicación de sus clientes con base en las antenas de
su red.

- Las firmas de navegación GPS, que mediante el siste-
ma de posicionamiento satelital obtienen y guardan la
información con mayor precisión.

- Los cajeros automáticos combinados con las tarjetas
de crédito, que almacenan las transacciones hechas en
ellos con fecha y hora incluidas.

- Los proveedores de acceso a Internet (ISP) y los sitios
web, que guardan un historial de navegación.

- Los teléfonos inteligentes.

D. Anonymous

Es un movimiento de ciberactivistas, abierto a todos los
interesados en involucrarse en ese organismo vivo y comple-
jo donde todo se vale. No hay fechas exactas de su nacimien-
to; la cuna se la atribuyen al portal de foros 4chan. Su causa es
la protesta contra las limitaciones para compartir informa-
ción en la red. Sus integrantes lo equiparan con una concien-
cia colectiva. Son controversiales dado que provocan posi-
ciones de apoyo y solidaridad y fuertes críticas como la de
valerse de la lucha por una causa para proceder con actos van-
dálicos, bloqueo de páginas oficiales y perjuicio a otros ciuda-
danos. Sin embargo, ellos lo consideran protestas pacíficas,
similares al bloqueo de una calle, pero en el mundo de Inter-
net. Pretenden mostrar categóricamente el rechazo o incon-
formismo frente a lo que está afectando a las personas; de-
fienden su espacio, su mundo, el espacio de todos, la red.13 Kaspersky Lab. Publicado por periódico El Espectador (10 - V - 2011,

pág. 16), Bogotá, Colombia.



Doris Réniz Caballero Democracia, información, medios de comunicación...164 165

En Colombia, sus acciones de protesta fueron contra el
proyecto de ley para regular el derecho de autor en Internet.
Aparentemente, según la información que circuló en las re-
des sociales, el capítulo colombiano del movimiento bloqueó
los sitios web del Gobierno en Línea, el Senado, la Presiden-
cia de la República y el Ministerio del Interior y de Justicia,
donde se gestó el proyecto, también conocido como Ley Lle-
ras. El “ataque” consistía en ahogar todo acceso del Ministe-
rio a la web. Anonymous no se pronunció, pero en un video
publicado recientemente en YouTube, el grupo manifestó que
seguirán protestando hasta que todos los colombianos sepan
“que la Ley Lleras es un abuso para la población”.14

III. La regulación que garantiza la infomación
y la protección de datos en Colombia

Es bastante diciente el concepto del exmagistrado de la
Corte Constitucional, José Gregorio Hernández Galindo,
sobre el ordenamiento jurídico relacionado con los medios
de comunicación y el ejercicio del derecho a informar y a ser
informado, cuando afirma que en el mundo actual, altamen-
te tecnificado, los problemas y conflictos surgidos con moti-
vo del uso de los medios de comunicación, particularmente
los electrónicos, han venido multiplicándose, de manera que
en la actualidad resulta imposible formular una teoría jurídi-

ca exhaustiva, que abarque todas las posibilidades de ejercicio
de la libertad, pero también de riesgo, que propician o facili-
tan los avanzados instrumentos al alcance del ser humano,
cuyos nuevos hitos todos los días dotados de mayor sofistica-
ción evolucionan y se modifican de manera incesante.

Los medios tradicionales como la prensa escrita, la radio-
difusión y la televisión no están cobijados de manera integral
y segura por reglas o postulados que suministren total certi-
dumbre en cuanto a la sujeción de su uso a los ordenamien-
tos jurídicos, ni respecto a la intangibilidad de todos los dere-
chos comprometidos, algunos de los cuales se contraponen
entre sí, muchas veces de manera tan frontal que resulta im-
posible su convivencia.

Al mismo tiempo debido a la misma dinámica de la co-
municación, que ha puesto la primicia en primer lugar de los
objetivos periodísticos, y de otro lado merced a las cada vez
más estrechas relaciones entre la gestión mediática y los asun-
tos estatales, se han venido multiplicando las situaciones de
crisis en los medios, así como los eventos de choque entre
ellos y el poder político.

En Colombia, ha sido la Corte Constitucional la institu-
ción llamada a realizar, en sus pronunciamientos, los postula-
dos básicos de la Carta Política en esta delicada materia, y a
velar por la intangibilidad de los derechos fundamentales in-
volucrados. La jurisprudencia se ha orientado, ante todo, a
lograr el adecuado equilibrio entre tales derechos, pero, si en
algunas situaciones es insalvable la contradicción ha debido
adoptar providencias que resaltan la razón de prevalencia ex-
cepcional de los derechos asociados con mayor proximidad

14 Ver: Supelano Gabriela, “Anonymous una legión sin rostro” en El Espec-
tador (8 - V - 2011, pág. 26), Bogotá, Colombia.
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en el respectivo caso a la dignidad de la persona o a la defensa
del interés público. (Hernández, 2005)15

Si bien es cierto que la ley nacional rige dentro de un
territorio determinado, también tiene cabida en un entorno
digital, dado que en la estructura de Internet son las personas
las que intervienen en el computador, herramienta con la cual
ejecutan acciones legales o ilegales. Estas personas naturales
o jurídicas están localizadas en un determinado lugar donde
tutelan legislaciones nacionales a las que deben someterse y
cumplir. La cuestión es determinar, dentro del plano legal y
real, la autoridad competente para dirimir las controversias
suscitadas. 16

Ante la amplísima dimensión de Internet, la voluminosa
cantidad de contenidos y la circulación de los mismos por
todo el planeta, existe también la tendencia de combinar la
regulación con la autorregulación de los agentes que propi-
cian el tráfico de la comunicación en Internet para lo cual,
éstos deben reunir una serie de requisitos y garantías que les
permitan juzgar con acierto la licitud o conveniencia de con-
tenidos.

Estos planteamientos están implícitos, de una manera o
de otra, en el ordenamiento de las tecnologías de la informa-

ción y de la comunicación, encaminado a garantizar a todos
los nacionales colombianos el acceso a la información y la
navegación segura en la red.

A. El marco constitucional

Las tecnologías de la información y de la comunicación
están reguladas en Colombia en concordancia con las liberta-
des y los derechos consagrados en la Constitución Política,
generosa en el reconocimiento de garantías a favor del derecho a
la información como señalan los artículos 20, 73, 74 y 75. 17

15 Hernández, José Gregorio, (2005), “Ámbito de protección de los derechos fun-
damentales relativos a la actividad de los medios de comunicación”, en Derecho a
la Información, Bogotá, Librería Ediciones del Profesional.

16 Ver: Gamboa Bernate, Rafael Hernando, (2003), “Soberanía estatal en In-
ternet: análisis desde la perspectiva de conflictos de jurisdicción y competencia en el
plano nacional e internacional”, en Derecho de Internet & Telecomunicacio-
nes, Legis, Bogotá, Colombia.

17 Los artículos 20, 73, 74 y 75, establecen lo siguiente:
1.- Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensa-
miento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e impar-
cial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y
tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en
condiciones de equidad. No habrá censura”. (Artículo 20).
Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protec-
ción. (Artículo 21).
2.- La actividad periodística gozará de protección para garantizar su liber-
tad e independencia profesional. (Artículo 73).
3.- Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públi-
cos salvo los casos que establezca la ley. El secreto profesional es inviola-
ble. (Artículo 74).
4.- El espectro electromagnético es un bien público inenajenable e im-
prescriptible sujeto a la gestión y control del Estado. Se garantiza la igual-
dad de oportunidades en el acceso a su uso en los términos que fije la ley.
Para garantizar el pluralismo informativo y la competencia, el Estado in-
tervendrá por mandato de la ley para evitar las prácticas monopolísticas
en el uso del espectro electromagnético. (Artículo 75).
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Como se decía anteriormente, el alcance de estas normas
ha sido precisado por la Corte Constitucional en sus pronun-
ciamientos sobre los fallos de acciones de tutela decididos por
los jueces de primera y segunda instancia.

Al ser Internet un medio de comunicación de pensamien-
tos y opiniones, propicio para informar y recibir información,
se colige que al usarlo tienen que respetarse los principios del
derecho y la libertad de expresión.

Existe el peligro de que la excesiva libertad en Internet oca-
sione colisiones y cruces entre unas personas y otras por las li-
bertades individuales y ese amplio poder de las colectividades
cuando se mezcla con multiplicidad de expresiones virtuales en
portales, grupos que están defendiendo su espacio, su territorio,
su mundo con fundamentalismos, puede ser peligrosa. Ampa-
rando sus objetivos, los grupos se expresan con una variada gama
de acciones como escribir en un blog, twittear, crear contenido,
piratear (PirateBay), compartir información secreta (WikiLeaks),
intervenir páginas a modo de protesta (Anonymous) cuyo lema:
“Somos legión. No perdonamos, no olvidamos. Esperadnos”,
es casi un grito de guerra y los guerreros podrían estar en
cualquier parte. (Supelano, Gabriela 2011).

B. Desarrollos legislativos recientes

1. La Ley 1341 de 2009 – Tecnologías de la Información y la
Comunicación

Con la expedición de la Ley 1341 de 2009, que regula las
Tecnologías de la Información y la Comunicación, Colombia

modernizó el marco legal del sector de las telecomunicacio-
nes, reglamentado por normas dispersas, por servicios y deja-
ba de lado la convergencia, aspecto relevante en la evolución
de la industria. Ahora la Ley se fundamenta en principios y
reserva a la reglamentación, las especificidades, modalidad que
permite derogar e introducir oportuna y ágilmente los reajus-
tes propios de la evolución.

Televisión

La convergencia no se extiende a los servicios de tele-
visión por cuanto no están contemplados específicamente
en la Ley. La regulación de la televisión continúa en cabeza
de la Comisión Nacional de Televisión –CNTV—. Sin
embargo, la Ley 1341 de 2009, traza un avance en este cam-
po al atribuirle, como una de sus funciones, a la Comisión
de Regulación de Comunicaciones –CRC—: “Regular el
acceso y uso de todas las redes y el acceso a los mercados de los
servicios de telecomunicaciones, con excepción de las redes destina-
das principalmente para servicios de televisión radiodifundida y
radiodifusión sonora, hacia una regulación por mercados.” (Artí-
culo 22-4).

Radiodifusión Sonora

Según la mencionada Ley 1341de 2009, los servicios de
radiodifusión sonora en Colombia, contribuirán a difundir la
cultura, afirmar los valores esenciales de la nacionalidad co-
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lombiana y a fortalecer la democracia. Además, determina
que en los programas radiales debe hacerse buen uso del
idioma castellano. Por los servicios de radiodifusión sono-
ra no podrá hacerse transmisiones que atenten contra La
Constitución y las leyes de la República o la vida, honra y
bienes de los ciudadanos.

Los concesionarios de los servicios de radiodifusión so-
nora, serán personas naturales o jurídicas, cuya selección ob-
jetiva, duración y prórrogas se realizarán de acuerdo con lo
estipulado en la Ley de contratación pública. La concesión
para el servicio de radiodifusión sonora incluye el permiso
para uso del espectro radioeléctrico.

El decreto 2805 de 2008, por medio del cual se unifica y
establece el régimen jurídico del servicio de radiodifusión
sonora en Colombia, eliminó la dispersión normativa de este
servicio y adecua sus requisitos, principios y sanciones a la
realidad del medio. Este estatuto establece criterios para la
clasificación de emisoras de interés público, para el otorga-
miento de emisoras a las Fuerzas Armadas y se elimina la po-
sibilidad de cancelación de emisoras cuando se violan pará-
metros técnicos esenciales por primera vez.

En la actualidad, con el auge de los nuevos medios, la
radio sigue trabajando para mejorar su calidad. Las emisoras
y cadenas transmiten música, charlas radiofónicas, programas
culturales, noticias y deportes. La radio sigue siendo uno de
los medios masivos más importantes, pero, sobre toso, el más
ágil e inmediato para conocer lo que está sucediendo. Es un
medio que llega a donde otros no.

2. La protección de los datos

Los derechos de la personalidad versan sobre la vida pri-
vada de los individuos y sus relaciones familiares. El de la
intimidad se llama también derecho a la privacidad, o a la vida
privada, y es garantía de la libertad personal. La Constitución
Política de Colombia, en el artículo 15, consagra los derechos
a la intimidad, al buen nombre, la protección de los datos, la
inviolabilidad de la correspondencia y la facultad del Estado
de exigir la presentación de libros de contabilidad y demás
documentos privados, en los términos que señale la ley. 18

La Ley 1266 de 2008, contiene las disposiciones del Ha-
beas Data. Desarrolla el derecho a que se refiere el artículo 15
de la Constitución Política, así como el derecho a la informa-
ción establecido en el artículo 20 de la misma Constitución y

18 Artículo 15 de la Constitución Política de Colombia: “Todas las perso-
nas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nom-
bre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tie-
nen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se
hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades
públicas y privadas.
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la li-
bertad y demás garantías consagradas en la Constitución.
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son invio-
lables. Sólo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judi-
cial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley.
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigi-
lancia e intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros
de contabilidad y demás documentos privados, en los términos que seña-
le la ley”.
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los demás derechos, libertades y garantías constitucionales que
tienen todas las personas en relación con la recolección, tra-
tamiento y circulación de datos personales, particularmente
en relación con la información financiera y crediticia, comer-
cial, de servicios y la proveniente de terceros países. El con-
cepto de la Corte Constitucional sobre la revisión de esta Ley
Estatutaria, está contenido en la Sentencia C-1101 de 2008.

El 5 de enero de 2009 fue promulgada la Ley 1273 de
2009 que modificó el Código Penal, adicionándole el Título
VII BIS, denominado De la Protección de la información y de los
datos, para preservar integralmente los sistemas que utilicen
las tecnologías de la información y la comunicación.

Con este fin, la mencionada Ley tipificó como delitos,
una serie de conductas relacionadas con el manejo de datos
personales; nuevos tipos penales constitutivos de delitos in-
formáticos castigados con penas de prisión de hasta 120 me-
ses y multas de hasta 1500 salarios mínimos legales mensua-
les vigentes.

El nuevo Título del Código Penal se divide en dos capí-
tulos, a saber:

- Atentados contra la confidencialidad, la integridad y
la disponibilidad de los datos y de los sistemas infor-
máticos: el acceso abusivo a un sistema informático; la obs-
taculización ilegítima de sistema informático o red de teleco-
municación; la interceptación de datos informáticos; el daño
Informático; el uso de software malicioso; la violación de da-
tos personales; la suplantación de sitios web para capturar da-
tos personales.

- Atentados informáticos y otras infracciones: Hurto por
medios informáticos y semejantes; transferencia no consentida
de activos.

3. Acto Legislativo No 02 de 2011 - Eliminación del rango
constitucional de la Comisión Nacional de Televisión

En 1995, emprendió su labor la Comisión Nacional de
Televisión, creada en la Constitución Política de Colombia
en 1991 como un ente autónomo para vigilar la televisión.
Así lo indican los artículos 76 y 77 de la Carta.

El pasado 21 de junio fue sancionado por el Presidente de
la República, el Acto Legislativo 02 de 2011, que eliminó el
rango constitucional de la Comisión Nacional de Televisión.
Los ocho debates en el Congreso de la República transcurrie-
ron con tranquilidad caracterizados por el consenso entre los
congresistas tanto del Senado como de la Cámara. La misma
adhesión se percibió en los representantes del sector de la
televisión y de la opinión pública del país, por cuanto todos
aspiran a una renovación del servicio de televisión en Co-
lombia cuyo marco regulatorio esté acorde con un modelo
eficiente, al cual debe darle paso la CNTV.

Una entidad independiente del Gobierno se encargará de
la regulación y vigilancia de contenidos, así como de las con-
cesiones en materia de televisión. Dicha entidad será de ca-
rácter técnico, con una “burocracia mínima”. Las funciones
que puedan ser asignadas a otros entes serán asumidas por
estos. Se pretende incentivar la industria para que se desarro-
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lle mejor y con más inversión y lograr una televisión donde
haya libre competencia, como una garantía de calidad para
los televidentes. Así lo corrobora el Ministro de las Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicaciones con estas pala-
bras: “con la aprobación de la eliminación del rango constitu-
cional de la CNTV damos un paso hacia el futuro. En primer
lugar se dota al Congreso de la flexibilidad para adoptar nor-
mas legales en un sector tan dinámico como las nuevas tec-
nologías. Y, además, este gran paso permitirá que el manejo
de la televisión sea más flexible desde el punto de vista tecno-
lógico y de convergencia. Igualmente con la aprobación, en
octavo debate, del acto legislativo, el Congreso tendrá más
espacio para analizar el nuevo modelo de la televisión pública
en Colombia pues el actual no es sostenible”.

Mientras el Congreso de la República determina la es-
tructuración de la regulación convergente, el texto aprobado
establece que durante los seis meses posteriores a la entrada en
vigencia del Acto Legislativo, la CNTV continuará ejerciendo
las funciones que le son propias en la legislación vigente.

4. Tercer Canal de Televisión

En doce años, el crecimiento de canales y frecuencias en
Colombia ha traído consigo una mayor oferta de programa-
ción, que además se ha visto sensiblemente incrementada por
la ascendente penetración que ha experimentado la televisión
por suscripción en el país. El 9 de agosto de 2007 la CNTV y
el Ministerio de Comunicaciones hicieron pública la deci-
sión de aprobar la creación de un tercer canal nacional de

carácter privado. En este momento, el proceso del tercer canal
está suspendido hasta que haya un pronunciamiento definitivo
del Consejo de Estado. Entre tanto, un fallo del Tribunal Admi-
nistrativo de Cundinamarca, consideró legítimo el proceso de
licitación del tercer canal privado con un solo proponente.

El gobierno creará el entorno técnico y regulatorio nece-
sarios para el surgimiento de más canales nacionales priva-
dos, además del ya anunciado tercero. Las limitantes, según
el Ministro de Tecnologías de la Información y las Comuni-
caciones, son la capacidad en el espectro electromagnético y
la solvencia económica de los inversionistas.

5. Televisión digital terrestre

Después de diferentes retrasos y negociaciones, el 28 de
agosto de 2008, la Comisión Nacional de Televisión eligió
para Colombia, el sistema de televisión digital europeo DVB-
T. El apagón analógico está programado para 2019, pero des-
de[ ]el 29 de enero de 2010 se iniciaron oficialmente las emi-
siones de prueba de la señal digital en parte del centro y norte
de la ciudad de Bogotá, a través de los canales públicos Canal
Uno, Señal Institucional y Señal Colombia.

6. Resolución No 3066 de 2011 - Régimen Integral de los
Derechos de los Usuarios de Comunicaciones

Acceso rápido y resumido a todos los derechos de los usua-
rios, promoción del acceso y uso de las tecnologías de la in-
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formación y las comunicaciones para el ejercicio adecuado de
tales derechos, fortalecimiento de todos los deberes de infor-
mación de los proveedores de redes y servicios para con los
usuarios, tiempos máximos para la atención, protección de
datos personales, masificación de internet, protección del
medio ambiente son normas establecidas en el Régimen In-
tegral de los Derechos de los Usuarios de Comunicaciones,
por la Comisión de Regulación de Comunicaciones –CRC-,
mediante la Resolución No 3066 de 2011, con el fin de pro-
tegerlos y brindarles garantías en sus relaciones con los ope-
radores que les prestan los servicios de telecomunicaciones.

7. Ley 1453 de 2011 – Seguridad ciudadana

Introduce reforma a los Códigos Penal, de Procedimien-
to Penal, de Infancia y Adolescencia, las reglas sobre extin-
ción de dominio y dicta otras disposiciones en materia de se-
guridad, algunas de las cuales se refieren a: la utilización ilíci-
ta de redes de comunicaciones (Art. 8), la manipulación de
equipos de terminales móviles de los servicios de comunica-
ciones en cualquiera de sus componentes con el fin de alterar
las bases de datos positivas y negativas que se crearán para el
efecto y que administrará la entidad regulatoria correspon-
diente. De este delito queda excluido el desbloqueo de las
bandas de los terminales móviles (Art. 105). Definir las con-
diciones en las cuales los operadores de comunicaciones, co-
mercializadores y distribuidores deberán garantizar que las
bandas de los terminales móviles estén desbloqueadas para

que el usuario pueda activarlos en cualquier red, así como
definir las condiciones y características de bases de datos, tan-
to positivas como negativas, que contengan la información
de identificación de equipos terminales móviles (Art. 106).

8. Decreto 1630 del 2011

Establece restricciones para la utilización de teléfonos celu-
lares robados o extraviados en el país. La medida generará cam-
bios en el consumo del servicio de telefonía y nuevas obligacio-
nes para los vendedores de equipos y para los usuarios.

9. Proyecto ley 263 de 2011 Senado/ 195 de 2011 Cámara -
Próximo a ser sancionado por el Presidente de la República
como Ley de Inteligencia y Contrainteligencia

Se aprobó una salvaguarda para los periodistas que publi-
quen información que tenga carácter reservado, y se le solici-
tó a los medios de comunicación autorregulación y vigilancia
en el impacto que pueda generar en la seguridad lo que se
transmita.

Sobre el monitoreo del espectro electromagnético, en el
artículo 16, indica que las actividades de inteligencia y con-
trainteligencia comprenden actividades de monitoreo del es-
pectro electromagnético. La información recolectada en el
marco del monitoreo del espectro electromagnético, que no
sirva para el cumplimiento de los fines establecidos en la pre-
sente Ley, deberá ser destruida y no podrá ser almacenada en
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las bases de datos de inteligencia y contrainteligencia. En cual-
quier caso la escucha de conversaciones privadas telefónicas
móviles o fijas, así como la interceptación de las comunica-
ciones privadas de datos, deberán someterse a los requisitos
establecidos en el artículo 15 de la Constitución y el Código
de Procedimiento Penal.

10. Proyecto de ley número 174 de 2010 Cámara, 142 de 2010
Senado. Próximo a ser sancionado por el Presidente de la República
como Ley o Estatuto Anticorrupción

Contiene normas orientadas a fortalecer los mecanismos
de prevención, investigación y sanción de actos de corrup-
ción y la efectividad del control de la gestión pública. En el
artículo 80 hace referencia a la divulgación de campañas ins-
titucionales de prevención de la corrupción para las cuales los
proveedores de los Servicios de Radiodifusión Sonora de ca-
rácter público o comunitario deberán prestar apoyo gratuito
al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones en divulgación de proyectos y estrategias de co-
municación social, que dinamicen los mecanismos de inte-
gración social y comunitaria, así como a la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, la Contraloría General de la República, la
Fiscalía General de la Nación, el Programa Presidencial de
Modernización, Eficiencia, Transparencia y Lucha contra la
Corrupción y otras entidades de la Rama Ejecutiva con un
mínimo de 15 minutos diarios de emisión a cada entidad, para
divulgar estrategias de lucha contra la corrupción y proteger
y promover los derechos fundamentales de los colombianos.

De la misma manera los operadores públicos de sistemas
de televisión, deberán prestar apoyo en los mismos términos
y con el mismo objetivo, en un tiempo no inferior a 30 mi-
nutos efectivos de emisión en cada semana.

11. Proyecto de Ley 241 de 2011 sobre Derecho de autor y derechos
conexos en Internet

Este proyecto de Ley atiende lo establecido en el Plan
Nacional de Desarrollo en cuanto a la necesidad de actualizar
la legislación en derecho de autor, respecto a las infracciones
que tienen por escenario las redes informáticas. Igualmente
incluye las necesidades de la Industria Nacional y contribuye
a su crecimiento, competitividad y productividad. Ubica a
Colombia al nivel de Estados Unidos, Unión Europea, Espa-
ña, Francia, Irlanda, Republica de Corea, Nueva Zelanda y
Chile, único país Latinoamericano que hasta el momento ha
legislado al respecto.

Principales puntos de esta iniciativa:

• Establece mecanismos expeditos para que los provee-
dores de servicio de Internet colaboren con los auto-
res y titulares de derecho de autor y derechos conexos,
con el propósito de impedir el uso ilegal de obras y
prestaciones protegidas por los derechos conexos en
Internet: música, libros, audiovisuales, software, tele-
visión, radio, fotografías, pinturas, etc. Hoy en Co-
lombia solo se pueden bloquear contenidos en mate-
ria de pornografía infantil.
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• Tipifica la piratería en Internet que se realiza utilizan-
do soportes digitales de obras protegidas por el dere-
cho de autor y prestaciones protegidas por los dere-
chos conexos.

• Propone que en Colombia la decisión de  deshabili-
tar o retirar contenidos de páginas web quede en ma-
nos de la jurisdicción y que el procedimiento creado
brinde garantías procesales y la libre información de
los usuarios de Internet. (Ministerio del Interior y de
Justicia, 2011).

V. Desafíos jurídicos y prácticos de las
transformaciones

A. La compilación, concordancia y actualización
de la legislación

El derecho a la información en el país, debe ser formula-
do en normas unificadas y coherentes para lo cual se requiere
una disciplina de compilación, concordancia y actualización
de la legislación y jurisprudencia vigente en materias como
los derechos fundamentales, los estatutos de la radio y la tele-
visión, las disposiciones sobre la prensa, la protección del Es-
tado a la actividad periodística, la tutela, las acciones popula-
res, el derecho de petición, el derecho de autor, los delitos, la
Ley de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,
el Estatuto Anticorrupción, la Ley de Inteligencia y Contra-
inteligencia, la Ley de Seguridad Ciudadana, los códigos de
ética, el Código de Autorregulación Publicitaria, etc.

B. La protección de la libertad de prensa

Según un reciente informe de la organización Freedom
House, dado a conocer el lunes 2 de mayo de 2011, entre
los factores que incidieron en los bajos niveles de libertad
de prensa en 2010 se destacan: el aumento del control de
los gobiernos sobre los medios digitales, las actividades de
actores no estatales, como el crimen organizado en Lati-
noamérica, las regulaciones restrictivas del Estado, la vio-
lencia y la ausencia de diversidad mediática. También, su-
brayan que la tecnología puede cambiar y mejorar el pano-
rama mediático, tomando como indicadores las manifes-
taciones que se han producido en África del Norte y Me-
dio Oriente. “Internet ofrece un espacio libre en contex-
tos opresores”, opina Karin Karlekar, autora principal del
informe de Freedom House.

Por su parte, defensores de la libertad de prensa y pe-
riodistas que analizaron el papel de los medios digitales
para promover la prensa independiente dentro del marco
de las actividades organizadas con motivo del Día Mun-
dial de la Libertad de Prensa, en el Newseum, en Washing-
ton, D.C. fueron enfáticos al afirmar que las nuevas tec-
nologías no deben significar nuevas formas de censura y
que la protección de la libertad de prensa tiene la misma
importancia tanto en los medios digitales como en los
medios tradicionales, considerando, por lo tanto que, de
igual manera, se debe responsabilizar a los gobiernos que
repriman los usos digitales, como las redes sociales y los
blogs. Son partidarios de que se respalde la libertad de pren-
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sa tradicional en países que aún no cuentan con acceso a
las nuevas tecnologías y de que los informes sobre la liber-
tad de prensa deban adaptase a la nueva realidad que han crea-
do los medios digitales, por ejemplo, considerar la capacidad
digital indicando la cantidad de teléfonos celulares que hay
en un determinado país.

C. El Proyecto de Ley sobre Derecho de autor
y derechos conexos en Internet

A pesar de que para algunos expertos el Proyecto de ley
sobre Derecho de autor y derechos conexos en Internet genera con-
fusión entre los usuarios, tiene vacíos y pasa por alto las
conductas tipificadas en la Ley 1273 de 2009 que crea el
bien jurídico de la información y los datos personales, el
gobierno aspira que se apruebe en el Congreso de la Re-
pública este proyecto de ley, radicado en el Senado, el 4 de
abril de 2011, considerado por el gobierno nacional, como
una política de Estado incluida en el Plan de Desarrollo.

Sin lugar a dudas, el proyecto de Ley hay que enrique-
cerlo, pero es muy importante conocerlo en detalle y sin
sesgos. La Dirección Nacional de Derecho de Autor -
DNDA ha abierto un espacio de discusión. Por ejemplo,
es muy importante que el proyecto de ley tenga un glosa-
rio de términos ceñido a los estándares internacionales,
donde se explique en debida forma, entre otros, qué es un
Internet Service Provider (ISP) y qué es un On Line Service
Provider (OSP). Además, debe definirse de manera clara,

para que no se preste a equívocos, términos como el de
proveedor de contenidos, y el de usuario, que se mencio-
nan a lo largo del proyecto; y en especial los términos de
infractor reincidente, aclarando a quiénes se refieren con
la expresión infractores, y delimitando cuándo y cuántas
veces se tendrá la calidad de reincidente. Otros términos
que merecen ser objeto de definición son los relativos al
Conocimiento Efectivo, los de Designación de Agentes para
la recepción de notificaciones, y los relativos a Notifica-
ciones Judiciales, (numerales A y D del Art. 7), y el termi-
no Pasos Razonables que deben tomar y realizar los ISP´s
frente a las eventuales infracciones (Art.9). (Ríos Ruiz,
2011)19.

D. La autorregulación de los medios de comunicación
en las redes sociales

Igual que en las redes, en los medios de comunicación
tradicionales la información y la opinión son el núcleo de
su día a día con la diferencia de que en las redes sociales, la
frontera entre lo privado y lo público está tan desdibujada
que resulta casi imposible discernir si un comentario críti-
co sobre un tema relacionado con el entorno laboral for-
ma parte de la libertad de expresión en la esfera de la inti-
midad o puede ser considerado como una infidencia. La

19 Ver Ríos Ruiz, Wilson, (2011). “Ley Lleras - Análisis de los Pros y los
Contra”, (IV - 27 - 2011), Bogotá, wrios@uniandes.edu.co
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corta existencia de las redes sociales impide que exista una
legislación específica. Por esta razón algunos medios de co-
municación, entre ellos The Wall Street Journal, The Was-
hington Post, BBC, Reuter, Bloomberg, han optado por la
autorregulación estableciendo normas estrictas que prohí-
ben a sus periodistas develar primicias, difundir opiniones
contrarias a la línea del medio o emplear un lenguaje im-
procedente.

E. La actualización profesional, las nuevas profesiones
y la educación virtual en-línea

Es indudable que el ritmo de las innovaciones y de los
nuevos desarrollos está marcando una pauta fundamental
en la adquisición de conocimientos profesionales. En la for-
mación académica, áreas como la economía, la ingeniería y
el derecho ha sido indispensable abordar la incidencia de
las tecnologías de la información y de la comunicación en
la sociedad.

Por su parte, los periodistas están en la disyuntiva de de-
finir cómo llevar una buena relación con el receptor tanto en
los sitios web como en la producción de contenidos mejores
y más atractivos, en la construcción de la información, en el
conocimiento de la tecnología, en el compromiso con el re-
ceptor y no con los poderes. Ya no está solo en manos de los
periodistas la creación de la agenda informativa. Las redes
sociales producen opinión y contra-información sobre asun-
tos de alto interés público.

La propuesta de que el Ministerio de Educación Na-
cional considere la posibilidad de implementar la educa-
ción virtual en-línea posibilitando la revalidación del títu-
lo profesional sin implicar el retiro del trabajo. Esta op-
ción acreditaría la permanente actualización a que debe
someterse un buen profesional.

Para monitorear lo que las personas piensan de las mar-
cas en las comunidades virtuales, surgió una nueva profe-
sión: los community managers o gerentes de las redes sociales dado
que, en los próximos años, la tendencia indica que los te-
léfonos inteligentes desplazarán a los computadores, los
tweets y los inbox a los correos electrónicos y una sesión de
Facebook a los encuentros para hacer negocios, en conse-
cuencia, así como hace 8 o 10 años era indispensable para
una empresa tener una página web, hoy lo es tener un pa-
pel activo en una red social.

F. La masificación de Internet

La combinación de las cifras del Ministerio de las Tecno-
logías de la Información y las Comunicaciones sobre la pene-
tración de la red en el país, con la estadística de los servicios
digitales en la ciudad, aportan las siguientes conclusiones:

- Las instituciones llegaron primero a la red que los
usuarios.

- Existe una gran necesidad de aumentar la penetración
de la red para los estratos 1, 2 y 3 dado que represen-
tan el 88% de la población y que buena parte de los
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servicios en línea están encaminado hacia los usuarios
de estos estratos. Es el caso de los mapas del servicio
de transporte urbano, Transmilenio, que están en el
portal suRumbo.com.

- Cambiar la visión de muchos ciudadanos que no in-
vierten en una conexión a Internet porque no lo con-
sideran necesario.

G. Los contenidos audiovisuales y la congestión de la red

La multinacional Cisco Systems, en su informe Cisco
Visual Networking Index, prevé que, en el año 2014 en una
nueva etapa de desarrollo por la que atravesará la red, el 46%
del tráfico global de Internet, en el segmento de consumo
masivo, será producto de la transmisión y visualización de
videos, por ejemplo, en computadores personales. Esta revo-
lución surgirá más contundente en América Latina, donde el
64% del tráfico de la Red estará jalonado por los contenidos
audiovisuales; el video móvil concentrará el 76.6%, entre tanto,
el intercambio de archivos y la navegación solo representarán
el 16.5% y el 14.7% respectivamente.

Sin embargo, este auge del video podría ocasionar en los
próximos años, una congestión en la red por cuanto sus autopis-
tas se están quedando sin capacidad para manejar la gigantes-
ca cantidad de datos que transitan por ellas. Entre los factores
que contribuyen a esa congestión se destacan el acelerado cre-
cimiento en el uso de los dispositivos móviles con acceso a la
red y el auge del video, un tipo de contenido que es especial-

mente exigente en ancho de banda. La saturación demuestra
la existencia de una demanda de servicios creciente, proble-
ma positivo, que deberá paliarse implantando sistemas de re-
des 4G (cuarta generación). 20

Conclusión

El ejercicio en Colombia del derecho a informar y a
ser informado ha sido el tema central de esta presentación
mostrando que la información, en sus distintas facetas y a
través de los medios de comunicación, siempre debe estar
amparada por el paraguas de la regulación, establecida por
y para las personas, en el contexto real, aplicada por el Es-
tado que vela también por el desarrollo tecnológico, ga-
rantizando siempre la libertad y el derecho a la informa-
ción y la participación ciudadana como pilares de la demo-
cracia y del poder político.

20 Ver: Piñeros, Gonzalo, (2010), “Se congestiona la red Internet”, en periódico
El Tiempo (15 - III - 2010, pág. 2 - 1), Bogotá, Colombia). (El Tiempo,
“El correo, el chat y las noticias, lo preferido en Internet en la región”, Estudio del
Grupo de Diarios de América –GDA- en 17 países de la región. (7 - XII -
2009, pág. 2 - 1), Bogotá, Colombia.
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MÉXICO: MEDIOS, POLÍTICA Y
CIUDADANOS EN LA HORA DE LA

CONVERGENCIA DIGITAL

Raúl Trejo Delarbre

La regulación de los medios de comunicación en México
no propicia la diversidad ni la calidad en sus contenidos. La
irrupción de las nuevas tecnologías digitales ha creado un
nuevo contexto en el cual el periodismo encuentra nuevas
opciones y exigencias. Sin embargo, al menos todavía, el em-
pleo de recursos digitales no permite mejorar sustancialmen-
te el ejercicio profesional de los periodistas en este país.

Las leyes para los medios son viejas y, en muchos casos,
incumplibles porque fueron diseñadas para circunstancias
muy distintas a las que prevalecen hoy en México. Los diarios
y las revistas están regidos por la Ley de Imprenta promulgada
en 1917. Su propósito principal es sancionar a los periodistas
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por atacar “la vida privada”, “la moral pública” o “la paz pú-
blica”. Aunque se aplica en pocas ocasiones —tanto así que
muchos periodistas consideran que ya ha sido derogada— la
Ley de Imprenta ha sido utilizada para encarcelar periodistas
o al menos amagarlos con ello en vista de que las sanciones
que establece son de carácter penal. Es decir, en México to-
davía existen delitos de prensa que pueden ser castigados con
cárcel. Las definiciones de algunas infracciones son tan vagas
o se encuentran de tal manera teñidas por una moral distinta
a la que prevalece hoy en día que, por ejemplo, la Ley de Im-
prenta establece en su Artículo 3º. que: “Constituye un ata-
que al orden o a la paz pública: Toda manifestación o exposi-
ción maliciosa hecha públicamente por medio de discursos,
gritos, cantos, amenazas, manuscritos, o de la imprenta, di-
bujo, litografía, fotografía, cinematógrafo, grabado o de cual-
quier otra manera, que tenga por objeto desprestigiar, ridicu-
lizar o destruir las instituciones fundamentales del país; o con
los que se injuria a la Nación Mexicana, o a las Entidades
Políticas que la forman”. A partir de esa definición podrían
ser encarcelados muchos de los periodistas que describen
conductas de corrupción de funcionarios públicos o que tie-
nen posiciones críticas respecto del Estado.

Radio y TV, discrecional otorgamiento de licencias

La radiodifusión es regulada por la Ley Federal de Radio y
Televisión que fue expedida en 1960. Esa Ley reconoce, igual
que la Constitución mexicana, que el espacio en el que se

propagan las ondas electromagnéticas es propiedad de la Na-
ción, de tal suerte que las licencias para transmitir por esos
medios son otorgadas por el Estado. Esa facultad recaía en el
ministerio de Comunicaciones y Transportes y, recientemente,
fue transferida a la Comisión Federal de Telecomunicacio-
nes. En ambos casos, se trata de organismos que responden
directamente al Presidente de la República, de tal suerte que
la asignación de concesiones para televisión y radio ha estado
y sigue supeditada a la discrecionalidad del gobierno.

La decisión de los presidentes mexicanos para solamente
otorgarles licencias de radio y televisión a empresarios que
les parecen políticamente idóneos, se ha traducido en una
intensa concentración de esos medios de comunicación. En
México existen 1600 estaciones radiodifusoras, tanto en Am-
plitud Modulada como en Frecuencia Modulada. De ellas,
1235 tienen licencias para operar de manera comercial y sola-
mente 365 (el 23%) son estaciones no comerciales que se
encuentran en manos del gobierno federal y gobiernos loca-
les, o son de universidades o grupos sin fines de lucro. De las
estaciones comerciales, que constituyen casi 8 de cada 10
emisoras en todo el país, por lo menos el 70% se encuentran
en manos de 10 grupos radiofónicos 1.

Hay poco, y en algunas regiones, ningún espacio para la
radio no comercial. Menos aún lo hay para la de carácter co-

1  Gabriel Sosa Plata, “Grupos radiofónicos y concentración”, en J. Bravo,
A. Vega M. y R. Trejo D., coords., Panorama de la comunicación en México
2011. AMEDI, México, 2011, p. 95.
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munitario. En México, existen pocas docenas de radios co-
munitarias, todas ellas de baja potencia. Solamente una vein-
tena de ellas tiene licencias para transmitir. A partir de 2008,
varios promotores de radios comunitarias han sido someti-
dos a procesos judiciales por transmitir sin haber recibido la
licencia para ello aunque desde tiempo atrás habían solicita-
do esa autorización al gobierno federal. La digitalización de la
radio no ha sido contemplada como una posibilidad para que,
al existir más frecuencias, puedan acceder a ese medio grupos
e instituciones que hasta ahora no han encontrado sitio en el
dial radiofónico. Los empresarios de la radiodifusión han sido
reticentes a esa innovación tecnológica y al gobierno tampo-
co le ha interesado impulsar el proceso de sustitución de la
radio analógica por la de carácter digital. En febrero de 2011
la Comisión Federal de Telecomunicaciones acordó que el
protocolo tecnológico que se utilizará para la radio digital en
México será el “In Band On Channel”, IBOC, que es el que
funciona en Estados Unidos. Sin embargo la decisión de tran-
sitar del sistema analógico al digital la tomará cada radiodifu-
sor, de tal forma que sin un plan nacional de transición tec-
nológica será imposible que la radio digital se extienda en
México durante los siguientes años.

Televisión en manos de dos empresas

La televisión es el medio que se encuentra en menos ma-
nos. En México, hay 863 canales de televisión, de los cuales el
62% (532 canales) están concesionados a Televisa y Televi-

sión Azteca. Existen 253 televisoras asignadas a gobiernos de
los estados pero casi todas ellas transmiten con poca potencia
y suelen ser órganos de propaganda más que promotoras de
una televisión sustancialmente distinta a la de índole comer-
cial. El Canal 11, administrado por el Instituto Politécnico
Nacional, tiene 39 estaciones con las cuales llega a casi la mi-
tad del país. Solamente hay 5 televisoras universitarias y todas
tienen señales circunscritas a su localidad.

A diferencia de la radio, en México, la televisión sí ha te-
nido reglas y plazos para la transición digital pero con poco
éxito. En julio de 2004, el gobierno estableció el año 2021
como horizonte para que todas las televisoras migraran a la
televisión de esa índole. Para ello, dispuso que los operadores
de cada canal analógico recibieran una frecuencia adicional
en la que comenzarían a transmitir en formato digital. Siete
años más tarde, solamente se habían expedido licencias para
117 de los 746 canales analógicos del país. Es decir, casi el
85% de las estaciones de televisión no había iniciado la mi-
gración a la tecnología digital.

El estándar que eligió el gobierno es el que se utiliza en Esta-
dos Unidos y está orientado fundamentalmente a la Alta Defini-
ción. A diferencia de los estándares europeo o japonés, que han
sido adoptados en amplias regiones del mundo, incluyendo
América Latina, el modelo estadounidense no ha tenido como
prioridad la apertura de espacios para más canales sino, funda-
mentalmente, la transmisión de imágenes de mejor calidad 2.

2  Raúl Trejo Delarbre, “Digital Television: Options and Decisions in Latin
America”. Popular Communication. The International Journal of Media and
Culture. Routledge, Taylor and Francis Group, London, No. 7, 2009, pp.
169 - 178.
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En septiembre de 2010, el presidente de México, Felipe Cal-
derón, adelantó para fines de 2010 el plazo del “apagón” ana-
lógico. Los consorcios de la televisión privada se opusieron y
lograron que varios legisladores del Senado de la República
impugnaran esa decisión ante la Suprema Corte de Justicia.
El decreto presidencial seguía suspendido en mayo de 2011,
de tal suerte que el recorrido hacia la televisión digital no te-
nía reglas ni fechas claras.

Con la digitalización, en cada canal en donde hasta ahora
se ha difundido una señal analógica tendrán espacio dos ca-
nales de televisión de alta definición o uno de alta definición
y otros tres sin esa calidad de imagen, pero también digitales.
Las normas propuestas por el gobierno no especificaban si
esos canales adicionales serían manejados por las empresas
que ya tienen la mayor parte de las frecuencias para transmi-
tir por televisión o si habría apertura para la intervención de
otras empresas o grupos de la sociedad.

Concentración, refractaria al pluralismo

La concentración de muchos recursos comunicacionales
en pocas manos es resultado de la consolidación de corpora-
ciones empresariales e incluso es una de las consecuencias
(no la única, desde luego) del desarrollo tecnológico. Las nue-
vas tecnologías de la comunicación permiten que más perso-
nas y grupos tengan acceso a la difusión de sus propios men-
sajes, pero también facilitan la propagación, entre audiencias
más amplias, de los contenidos que antes eran difundidos a
escala únicamente local o regional.

En México, esas características de la comunicación con-
temporánea han favorecido el crecimiento y, con ello, la
influencia política de las corporaciones de comunicación
más importantes. Las empresas de televisión concentran
frecuencias y audiencias con más intensidad que en cual-
quier otro país de América Latina (quizá con la excepción
de Cuba, en circunstancias políticas muy diferentes). En 2007,
en Argentina, las dos cadenas de televisión más importantes
concentraban el 27.3% de la audiencia en todo el país; en
Brasil, las dos cadenas con más televidentes alcanzaban el
60.3%; en Chile, el 21.2%; en Venezuela, el 49%. En México,
Televisa y TV Azteca concentraban el 96.8% de los televiden-
tes en todo el país 3.

En 2010 los relatores para Libertad de Expresión de la
Organización de las Naciones Unidas y de la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos integraron una misión
conjunta a México. Su preocupación fundamental era el ries-
go que corren los periodistas, particularmente en zonas en
donde han ganado mucha influencia los grupos criminales que
se dedican al narcotráfico y otros delitos. Durante su visita esos
relatores, Frank La Rue y Catalina Botero, encontraron que, ade-
más, la concentración de los medios de radiodifusión constituye
una seria restricción a la pluralidad y la libertad de expresión
en México. En el informe que presentó ese año, la Dra. Botero

3  Raúl Trejo Delarbre, “Muchos medios en pocas manos: concentración
televisiva y democracia en América Latina”. Intercom, Revista Brasileira de
Ciencias da Comunicacao. Sao Paulo, Vol. 33, No. 1, Janeiro / Junho
2010, pp. 17 – 51.
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explicó: “la Relatoría observa que existe una alta concentración
en la propiedad y el control de los medios de comunicación a los
que se ha asignado frecuencias radiofónicas”. Y puntualiza: “Asi-
mismo, advierte que no existe un órgano regulador indepen-
diente, y que el marco jurídico vigente no ofrece garantías de
certidumbre, pluralismo y diversidad” 4.

Lección de la Corte al Congreso

Además de la Ley Federal de Radio y Televisión, existe
una Ley Federal de Telecomunicaciones expedida en 1995 y
que también ha sido desbordada por los cambios tecnológi-
cos. En 2005 las empresas de televisión impulsaron varias re-
formas a ambas leyes federales con las cuales pretendían, fun-
damentalmente, difundir servicios de telecomunicaciones (te-
lefonía móvil e Internet) en las frecuencias que tienen conce-
sionadas para propagar señales de radiodifusión. En México,
salvo un par de excepciones, todas las frecuencias de televi-
sión y radio han sido adjudicadas de manera gratuita pero, en
cambio, todas las frecuencias para telefonía han sido subasta-
das, en ocasiones a precios muy altos. Con esa reforma de ley
las televisoras querían comercializar servicios de telefonía en
bandas adosadas a las frecuencias de televisión pero sin pagar
al Estado por esa explotación adicional.

Tales reformas a las leyes de Telecomunicaciones y Radio
y Televisión fueron conocidas como “Ley Televisa” y en di-
ciembre de 2005 las aprobó la Cámara de Diputados, con res-
paldo de todos los partidos políticos. Sin embargo, distintos
grupos de la sociedad, entre ellos profesionales del periodis-
mo y la cultura, las impugnaron. En marzo de 2006 fueron
aprobadas por el Senado de la República pero con una vota-
ción dividida. Cuarenta y siete, de ciento veinte y ocho sena-
dores que integran esa Cámara, solicitaron entonces la inter-
vención de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la cual,
en junio de 2007, declaró inconstitucionales, invalidándo esas
reformas de ley.

Uno de los argumentos centrales de los ministros de la
Corte para derogar las reformas que constituían la “Ley
Televisa”, fue el aumento que significaban en el poder de
las televisoras sin que hubiera contrapesos capaces de pro-
piciar más diversidad en la televisión. El ministro David
Góngora justificó así esa posición: “Tratándose de medios
de comunicación que requieren del uso de un bien públi-
co restringido como es el espectro radioeléctrico, el Legis-
lador está obligado a regularlo de manera tal que garantice
la igualdad de oportunidades para su acceso y propicie un
pluralismo que asegure a la sociedad la permanente aper-
tura de un proceso de comunicación que vivifique la de-
mocracia y la cultura” 5.

4  Catalina Botero, Informe de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión.
7 de marzo de 2011, pp. 263 y 264. Disponible en: http://www.cidh.oas.org/
annualrep/2010sp/RELATORIA_2010_ESP.pdf

5  Intervención del ministro Genaro Góngora Pimentel en la sesión del
31 de mayo de 2007 en el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.
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Una propuesta de legislación integral

México no cuenta con esa apertura, ni con tal regulación.
Al menos desde 1977, de cuando en cuando, distintas fuerzas
políticas y grupos de profesionales y especialistas proponen
reformas de ley para propiciar el acceso, especialmente a la
televisión, de voces y sectores que no suelen estar presentes
en ella. En el transcurso de casi tres décadas y media los pro-
motores de reformas para ensanchar la participación de la so-
ciedad en los medios de radiodifusión han afinado sus pro-
puestas, de tal manera que si el Congreso no las aprueba no
es por ausencia de proyectos.

El 8 de abril de 2010 los legisladores de varios partidos
políticos, entre ellos Acción Nacional —el partido de dere-
chas que ha ocupado el gobierno del país desde 2000— y el
Partido de la Revolución Democrática —considerado como
de izquierdas—, presentaron en la Cámara de Diputados y
en el Senado de la República la iniciativa para crear una nue-
va Ley Federal de Telecomunicaciones y Contenidos Audio-
visuales. La intención para reunir en un solo instrumento le-
gal las reglas destinadas al funcionamiento de las telecomuni-
caciones y la radiodifusión se debe a que la convergencia tec-
nológica propicia que, en la actualidad, una y otra se entrela-
cen en las mismas plataformas digitales.

Organizada en 13 títulos y 252 artículos, la propuesta de
nueva Ley Federal proponía, entre otros temas, los siguien-
tes: 1) considerar a los medios de comunicación como de ser-
vicio público y no solamente de interés público, según dispo-
ne la actual legislación. Toda concesión deberá asignarse me-

diante licitación pública; 2) establecer límites a la concentra-
ción de medios de radiodifusión y en telecomunicaciones, así
como obligaciones específicas a los concesionarios que ocu-
pen más del 25% de las frecuencias nacionales o en un área de
cobertura; 3) reafirmar el dominio de la nación sobre el es-
pectro radioeléctrico y, por lo tanto, establecer que toda ex-
plotación adicional a la que ya ha sido autorizada requerirá
una contraprestación económica; 4) fijar criterios para que la
renovación de concesiones tome en cuenta el servicio presta-
do a las audiencias o los usuarios; 5) dotar de autonomía, res-
pecto del gobierno, del órgano regulador de la radiodifusión
y las telecomunicaciones; 6) garantizar el acceso de todas las
personas a las redes de información digital; 7) asegurar el de-
recho de réplica en los medios de comunicación; 8) proteger
el derecho de los ciudadanos a estar informados, así como a
ejercer su libertad de expresión; 9) salvaguardar el derecho
de los niños a recibir programación de calidad de acuerdo
con su edad, así como el derecho de todas las audiencias a la
integridad en las transmisiones de espectáculos deportivos y
obras cinematográficas; 10) el Estado tendría 60 minutos dia-
rios en cada canal de televisión y radio (actualmente dispone
de 40 en televisión y 65 en radio); 11) garantizar la autono-
mía, respecto del gobierno, de los medios de comunicación
de carácter público, permitirles la venta de espacios de publi-
cidad y establecer otras reglas para apuntalar su financiamiento;
12) reconocer el derecho de las comunidades y los pueblos
indígenas a manejar sus propios medios de comunicación;
13) establecer que en todos los canales de radio y televisión
haya al menos 50% de contenidos de producción nacional. La
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quinta parte de ellos deberían ser contratados con producto-
res independientes. Habría un fondo con recursos fiscales para
estimular la producción audiovisual 6.

La iniciativa de Ley Federal de Telecomunicaciones y
Contenidos Audiovisuales propició una extensa discusión. Los
consorcios de comunicaciones más importantes se opusie-
ron a ella. El gobierno y el PAN, que inicialmente habían
respaldado esa propuesta, cambiaron de opinión. Un año más
tarde, la iniciativa seguía detenida en las comisiones que te-
nían a su cargo analizarla en las dos cámaras del Congreso de
la Unión.

Irregular desarrollo de Internet

Lejos de propiciar la diversidad, las reglas para los medios
en México favorecen la concentración y dificultan el aprove-
chamiento y la propagación de las nuevas tecnologías digita-
les. Tampoco existe un plan nacional para el desarrollo de In-
ternet. En la primavera de 2011, en México hay aproximada-
mente 33 millones de usuarios de Internet, que son algo me-
nos del 30% de la población. Las políticas estatales para ex-
tender el acceso a la Red son desarticuladas e insuficientes. A
comienzos del nuevo siglo el gobierno comenzó a instalar
Internet en los municipios considerados como de alta y muy

alta marginación, que son 1251 en todo el país. En 2011, sola-
mente 301 de esos municipios más pobres (apenas el 24%)
disfrutan de conexión a la Red de redes.

La disponibilidad de conexiones reproduce la desigual-
dad social y regional. En el Distrito Federal, que es la capital
del país, 39.2 de cada 100 viviendas tienen conexión a Inter-
net. Hay tasas similares en los estados más industrializados,
particularmente los que se encuentran en el Norte del país:
en Baja California tienen Internet 35.4 de cada 100 viviendas
y en Nuevo León 31.8 de cada 100. En cambio en las entida-
des más pobres, particularmente en el sur de la República, las
dificultades para enlazarse a la Red son similares a las que se
experimentan en la dotación de otros servicios públicos. En
Guerrero solamente hay conexión a Internet en el 10.8% de
los hogares; en Oaxaca en el 7.8% y en Chiapas tan sólo 7.2
de cada 100 viviendas cuenta con esa posibilidad 7.

A la ausencia de una política estatal capaz de extender el
acceso a las redes digitales, se añaden los altos costos y la in-
suficiente calidad de las conexiones provistas por empresas
privadas. En México hay 18 teléfonos fijos y 82 líneas de telé-
fono celular por cada 100 habitantes. La mayor parte de esas
líneas son manejadas por empresas del mismo grupo empre-
sarial. El 80% de la telefonía alámbrica y el 70% de la telefonía
móvil son propiedad del Grupo Carso, del empresario mexi-

6  “Declaración del Frente Nacional por una Nueva Ley de Medios”, 18 de
marzo de 2010. Disponible en http://alturl.com/g7s5q El texto completo de
la iniciativa puede encontrarse en http://nuevaleydemedios.amedi.org.mx

7  Datos calculados a partir del Instituto Nacional de Geografía y Estadísti-
ca, INEGI, Censo de Población y Vivienda 2010 y Presidencia de la Repúbli-
ca, Cuarto Informe Presidencial. Anexo Estadístico, México, Septiembre de
2010.
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cano Carlos Slim. Las empresas de ese magnate han ensan-
chado la cobertura de la telefonía en México, pero el servicio
de Internet que proporcionan sigue siendo más costoso que
en otros países. A comienzos de 2011, un paquete de telefo-
nía doméstica con Internet de hasta 5 Mb costaba el equiva-
lente a 87 dólares.

A pesar de esas limitaciones, el uso de Internet crece más
allá de los segmentos económicamente más acomodados. Casi
la mitad de los usuarios de la Red en México se conectan
fuera de su hogar, tanto en centros de trabajo y escuelas como
en cafés Internet. Las redes sociales han sido adoptadas como
espacios e instrumentos de comunicación e interacción muy
versátiles. En mayo de 2011, se estima que hay 24 millones
de usuarios de Facebook en el país, de los cuales el 57% tiene
entre 13 y 24 años 8. El número de cuentas de Twitter en
México es menos preciso pero se estimaba que podrían llegar
a 4 millones 9.

La prensa en y ante la Red

La expansión de Internet ha ofrecido un atractivo mer-
cado para los medios de comunicación, aunque la mayor
parte de los mexicanos todavía prefiere informarse de los

asuntos de actualidad a través de la televisión y otros me-
dios convencionales. El diario en línea más visitado es El
Universal (versión digital del periódico impreso del mismo
nombre) que suele encontrarse entre los 15 sitios mexica-
nos de mayor audiencia en Internet. El sitio de El Univer-
sal (www.eluniversal.com.mx) recibe un promedio de 3
millones de visitas diarias. Le siguen Milenio Diario
(www.milenio.com) con algo más de un millón de visitas al
día y El Norte (www.elnorte.com) editado en Monterrey y
que recibe algo menos de 800 mil visitas diarias 10. Esos son
los únicos diarios que se colocan en línea desde México y que
se encuentran entre los 50 más visitados. La información se
refiere a usuarios en todo el mundo aunque la mayor parte
son internautas mexicanos.

La principal oferta de lectura de esos diarios es el conte-
nido de sus ediciones en tinta y papel. Todos ellos, especial-
mente El Universal, tienen actualizaciones frecuentes de su
información. Pero los textos e imágenes más relevantes son
de las ediciones impresas. La construcción de un discurso es-
pecífico para los formatos digitales, así como la búsqueda de
contenidos más allá de los que surgen de las ediciones en pa-
pel y tinta, han sido resultado de procesos lentos, entre otros
motivos, debido a que la prensa en línea no ha obtenido tan-
tos réditos financieros como habrían supuesto los empresa-
rios de esas casas periodísticas. Más que producir contenidos

8  Facebakers: www.facebakers.com Consulta realizada el 13 de mayo de
2011.

9  International Business Times, http://alturl.com/7zbce Consulta realizada
el 13 de mayo de 2011.

10 Datos calculados a partir de Alexa, http://alexa.com. Información consul-
tada el 12 de mayo de 2011. La metodología de estas apreciaciones se
describe más adelante.
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peculiares para las ediciones en línea, esos diarios han bus-
cado nuevas plataformas digitales para difundir los mis-
mos contenidos: la descarga de archivos PDF al ordena-
dor, las versiones para dispositivos móviles tipo PDA como las
Palm y Blackberry así como, más recientemente, las aplica-
ciones para descargar toda o parte de la edición en el Ipad,
han sido extensiones de las ediciones en páginas web.

Esa precaria búsqueda de contenidos propios para tales
ediciones ha implicado una escasa utilización de los recursos
hipertextuales y multimediáticos que es posible aprovechar
en la comunicación en línea. Como casi todos los textos que
aparecen en esas ediciones han sido elaborados para los periódi-
cos en tinta y papel, carecen de ligas de hipertexto y, así, desper-
dician la posibilidad que ofrece Internet para dotar de contexto,
documentar las fuentes de información en las que se sustenta el
periodista y proporcionar a los lectores opciones adicionales para
ampliar o enriquecer su conocimiento del tema que se aborda
en cada artículo. A mediados de la década pasada, una indaga-
ción sobre las prácticas del periodismo mexicano en línea
deploraba: “Reforma.com realiza periodismo digital de manera
muy limitada, a pesar de la enorme capacidad de contenidos.
Su desarrollo multimedia aun es pobre, principalmente en
video y audio; las fotogalerías son muy pocas y las animacio-
nes gráficas se reducen a un par mensual” 11.

El Universal Online, que como hemos señalado, es el dia-
rio mexicano con más audiencia en Internet, ha trabajado con
un equipo pequeño, que durante varios años fue solamente
complementario del que estaba a cargo del periódico impre-
so. En ese sitio, la mayor parte de las notas distintas de la edi-
ción impresa son elaboradas por redactores atentos a los ca-
bles de agencias de prensa y a los noticiarios radiofónicos.
Así, se produce una suerte de retroalimentación continua o,
visto de otra manera, un asfixiante círculo vicioso entre la
información de los medios convencionales y la que se difun-
de en la Red: prácticamente no hay sala de redacción en la
prensa, la televisión o la radio en México, que no tenga una
computadora conectada con el sitio de El Universal. Y los pe-
riodistas de ese sitio en línea están fundamentalmente alertas
de lo que difunden los medios convencionales. En 2005, la
redacción de El Universal Online estaba integrada por 17 per-
sonas entre editores, productores y auxiliares. La redacción
de Reforma.com contaba con 80 personas 12.

Escaso periodismo de investigación

La poca originalidad de los periódicos en línea no se debe
únicamente al desaprovechamiento de los recursos digitales,
ni a la insuficiente capacitación de sus redactores, sino a un
defecto estructural de la prensa en el país. En México, salvo

11 Leonardo Aramis Flores Carranza, Periodismo digital. Algunas experiencias
desde la Ciudad de México… Tesis de Licenciatura en Ciencias de la Comuni-
cación. Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM, 2005, p. 62. 12 Flores Carranza, cit., pp. 77 y 79.
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excepciones, no hay tradición ni ejercicio del periodismo de
investigación. La proverbial supeditación de buena parte de
la prensa escrita al financiamiento gubernamental —asunto
en el que no podemos detenernos en este Informe pero que
se ha mantenido a pesar de una importante modificación en
las relaciones entre la prensa y el poder político— desalentó o
de plano imposibilitó el ejercicio de un periodismo inquisiti-
vo. Durante muchos años, la prensa mexicana se mantuvo de
espaldas a la develación o la denuncia de hechos incómodos
para el poder político. Más tarde, sobre todo a partir de la
última década del siglo XX, el periodismo mexicano se volvió
más agresivo pero no necesariamente por ello ha profundiza-
do los esfuerzos para indagar a fondo acontecimientos de in-
terés público.

Anclada fundamentalmente en la propagación de noti-
cias que ya han sido conocidas en los medios electrónicos, la
prensa mexicana es, en su gran mayoría, propagadora de di-
chos pero no necesariamente de hechos. Las páginas de los
diarios —y desde luego los espejos de esos contenidos que
construyen en Internet— siguen repletas de declaraciones y
entrevistas, pero con escasa información proveniente de au-
téntica investigación periodística. Entendemos que la inves-
tigación periodística implica hurgar en los motivos de un acon-
tecimiento, cotejar en varias fuentes la información que se ha
encontrado, dar cabida a todos los puntos de vista posibles
sobre ese tema, recabar lo mismo testimonios que datos en
fuentes documentales, explorar el significado que tendrá ese
asunto para la sociedad, explicarlo con gráficas y datos cuan-
do sea posible, etcétera.

Reporteros convergentes

Los recursos digitales pueden ser utilizados para propa-
gar nuevos espacios en el trabajo periodístico, para proveer
de fuentes adicionales e incluso nuevas tareas de investiga-
ción (como veremos más adelante) y también para que los
periodistas hagan más tareas por el mismo salario.

Con cierta jactancia, en algunos medios de América Lati-
na, se comienza a denominar periodistas convergentes a los que
utilizan instrumentos digitales para desempeñarse en distin-
tos medios. Hay grupos empresariales que poseen tanto dia-
rios impresos como estaciones de radio y televisión y ahora,
además, espacios en Internet, y que buscan aprovechar en
todos ellos el trabajo de sus periodistas. Así, los reporteros
que antes trabajaban únicamente para el diario y que tenían
obligación de entregar sus notas cada tarde en la redacción a
fin de que aparecieran en la edición de la mañana siguiente,
de pronto reciben una grabadora digital y un teléfono celular
para convertirse en reporteros del noticiario radiofónico que
se transmite varias veces al día (y en ocasiones incluso cada
hora). Algunos de ellos además deben cargar una videocáma-
ra y registrar escenas que enviarán para el telediario de la tar-
de o la noche. En diversos casos, también tienen que enviar
adelantos de sus notas que aparecerán en la edición en línea.

Esos reporteros convergentes tienen oportunidad de di-
rigirse a públicos más numerosos, pueden alternar estilos di-
ferentes según la plataforma periodística que utilicen y están
en condiciones de ampliar y mejorar una nota hasta dejarla
plenamente afinada para el periódico impreso. Sin duda se
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trata de un trabajo profesionalmente versátil, pero en el que
se aúnan la exigencia y la presión de varios medios, aunque
todos dependan del mismo consorcio. La profesora María
Elena Meneses indagó las rutinas laborales de varios reporte-
ros convergentes en el Grupo Imagen que tiene televisión,
radio, un diario impreso y portal en Internet. De los periodis-
tas que entrevistó esa investigadora, el 69% trabaja ahora más
horas al día que antes de la incorporación de las tecnologías
digitales, pero solamente el 31% había recibido aumentos sa-
lariales por las nuevas cargas de trabajo. Los reporteros some-
tidos a ese régimen tenían menos tiempo para actualizar sus
conocimientos y estaban supeditados, más que antes, al día a
día que les imponen los requerimientos de la redacción 13.

Internet como fuente de información

Internet ha sido útil como fuente de información, en pri-
mer lugar, para complementar el trabajo de los periodistas.
Aunque los citan poco, cada vez más reporteros y sobre todo
comentaristas en la prensa se apoyan en Wikipedia y en sitios
similares para obtener información de respaldo a sus notas.

En segundo término, Internet es propicia para la divulgación
de documentos públicos que sería difícil conocer y consultar
con oportunidad.

Desde que en junio de 2003 comenzó a tener vigencia la
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental, los periodistas mexicanos contaron con
un valioso recurso para investigar y obtener documentos y
datos del gobierno. Esa Ley desclasificó casi toda la informa-
ción de los ministerios y dependencias gubernamentales, creó
el Instituto Federal de Acceso a la Información para dirimir
controversias entre ciudadanos que solicitan información y
funcionarios del gobierno que se resisten a entregarla, obligó
a cada ministerio a contar con una unidad de enlace para pro-
porcionar esa información y a colocar en Internet la informa-
ción básica de cada área.

Esa mina de oro que para el periodismo de investigación
significa el acceso a la información pública ha sido aprove-
chada con lentitud por los periodistas. Durante los primeros
días de aplicación de la nueva Ley, en junio de 2003, algunos
de los principales diarios de la ciudad de México mostraron
hallazgos que sus reporteros obtenían navegando por los nue-
vos portales web con datos que eran públicos gracias a la Ley
de Transparencia. Los asuntos más mencionados eran los sa-
larios de los funcionarios públicos, el detalle de algunas deci-
siones internas de las Fuerzas Armadas (por ejemplo las cau-
sas de Consejos de Guerra contra militares acusados de co-
meter un delito) y los gastos de diversas oficinas de gobierno
en infraestructura (mantenimiento de aeronaves y seguros de
gastos médicos, entre otros). En el primer mes de vigencia de

13 María Elena Meneses Rocha, El periodismo en la sociedad de la información.
Implicaciones de la convergencia en los procesos de producción informativa, en la
cultura profesional y en la calidad de la información: El caso de México. Tesis.
Doctorado en Ciencias Políticas y Sociales con orientación en Comuni-
cación. Posgrado en Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM, 2010.
Disponible en: http://mariaelenameneses.com/tesis-doctoral
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la nueva Ley de Transparencia, El Universal publicó 80 notas
periodísticas apoyadas en información obtenida gracias a las
nuevas reglas, Reforma publicó 36 notas a partir de esos nue-
vos recursos y el diario La Jornada 28 notas 14.

Aquel estreno de la transparencia no tuvo la misma in-
tensidad en toda la prensa mexicana, ni ocasionó un interés
tan sostenido en los diarios que enviaron a sus reporteros a
explorar los portales de información y a solicitar datos a las
oficinas públicas durante las primeras semanas ya con las nue-
vas reglas. Sobre todo, la disponibilidad de información hasta
entonces vedada o tan dispersa en los vericuetos de la admi-
nistración pública que resultaba casi imposible localizarla, fue
considerada como un fin de la indagación periodística y no
como un recurso de investigación a partir del cual los repor-
teros podrían profundizar indagaciones acudiendo a otras
fuentes.

En algunos casos, incluso antes de la Ley de Transparen-
cia, bastó la mirada atenta de un reportero al explorar los si-
tios del gobierno para encontrar información tan llamativa
que no hacía falta mas que publicarla para que fuera muy co-
mentada. Una de las que más se destacó, fue la información
de la reportera Anabel Hernández, que dio tema al siguiente
encabezado en el diario Milenio en junio de 2001: “Presiden-
cia compra toallas de 4025 pesos”. Esa periodista, al revisar las

declaraciones de los gastos realizados por la Presidencia de la
República en la adquisición de muebles y accesorios para la
casa que ocuparían el presidente Vicente Fox y su familia,
encontró desembolsos que podían resultar excesivos como la
compra de toallas de 442 dólares, al tipo de cambio de aque-
llos días.

Búsqueda de opciones en línea

Aquella revelación de Anabel Hernández sobre el costo
de las toallas propició el despido del administrador del presi-
dente, que era un amigo muy cercano a Fox, y más tarde oca-
sionó una reacción muy airada por parte del gobierno. La es-
posa del entonces presidente, Marta Sahagún, que además
era vocera de la presidencia, logró que los dueños de Milenio
despidieran al director de ese diario, el periodista Raymundo
Riva Palacio. La reportera Hernández se marchó poco des-
pués a otros diarios y se dedicó, de manera intensa, al perio-
dismo de investigación. Para hacerlo, tuvo que transitar a re-
vistas de menor circulación, porque en los grandes diarios
resultaban incómodas sus revelaciones sobre excesos de los
familiares de los presidentes, la explotación de niños en la
frontera norte del país o los negocios de los narcotraficantes
más destacados, incluyendo relaciones de colusión con im-
portantes jefes policiacos. Actualmente escribe para el sitio
web www.reporteindigo.com

Junto con Reporte Índigo, en los años recientes han surgido
varios sitios dedicados al periodismo en línea y que difunden

14 María Mónica Olavo Torres, Prensa y transparencia. Retos y transformaciones
de la prensa a partir del Derecho de Acceso a la Información. Tesis. Maestría en
Comunicación, Posgrado en Ciencias Políticas y Sociales de la UNAM,
México, 2007, pp. 306-307.
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contenidos elaborados específicamente para la Red. Entre ellos
se encuentran Eje Central (www.ejecentral.com.mx), creado
en febrero de 2009 por el periodista Raymundo Riva Palacio;
Animal Político, que apareció a fines de 2010 encabezado
por los periodistas Daniel Moreno y Daniel Lizárraga
(www.animalpolitico.com) y La Silla Rota, dirigido por la pe-
riodista Marissa Macías (www.lasillarota.com). Los directo-
res de Eje Central y de Animal Político fueron, antes, directores
de algunos de los grandes diarios de la ciudad de México. Es
significativa la búsqueda que hacen de espacios en línea para
reemplazar, o complementar, los que dejaron de ocupar en el
periodismo industrial.

La más importante y evidente limitación de esos sitios se
encuentra en las carencias financieras que obedecen, a su vez,
a las dificultades de la prensa en línea para encontrar audien-
cias estables y numerosas. Igual que la prensa en papel y tinta,
es difícil que esas publicaciones digitales puedan sostenerse
con aportaciones de sus lectores, de tal suerte que dependen
de la publicidad.

Eje Central se encuentra en el lugar 1263 entre los sitios
mexicanos más visitados. Si tomamos en cuenta que el índice
de la empresa Alexa (dedicada a evaluar el tráfico de usuarios
de Internet) le asignaba a mediados de mayo de 2011 un “al-
cance” diario de 0.00280% y si consideramos que en Internet
en esas fechas habría unas 1966 millones de internautas, po-
demos estimar que ese sitio recibía unas 55 mil visitas diarias.
Con el mismo procedimiento, encontramos que Animal Polí-
tico se encontraba en el lugar 831 entre los sitios mexicanos
más visitados, con algo más de cien mil visitantes diarios. Re-

porte Índigo estaba en el lugar 1837 entre los sitios mexicanos y
alcanzaría 31 mil visitas diarias. La Silla Rota, estaría en el sitio
2514 y recibiría algo más de 31 mil visitas al día 15.

Nos estamos refiriendo a sitios con pocos años o incluso
meses de existencia y que deben abrirse paso en un mercado
repleto de contenidos atrayentes para los internautas. Algu-
nos de esos sitios, como Eje Central, han tenido que sacrificar
el periodismo de investigación porque resulta costoso y se
han limitado a reproducir notas de otros sitios y de la prensa
convencional, o a dedicar su principal oferta de lectura a la
publicación de textos de opinión.

Reporteros en Twitter

En busca de espacios para desarrollar su oficio con la hol-
gura que no siempre encuentran en medios convencionales,
los periodistas que abren sitios en la Red también suelen ma-
nejar cuentas en Twitter y/o Facebook. Es difícil considerar
que en las redes sociales se pueda ejercer el periodismo de
manera plena, debido a la restricción de espacios que hay en
ellas. Facebook permite a los “amigos” que se adhieren a su
cuenta, conocer enlaces que un periodista coloque para re-
mitir a otros sitios, incluso a los que contienen su propio tra-

15 Datos calculados a partir de www.alexa.com y de acuerdo con el total de
usuarios mundiales de Internet reportado por www.internetworldstats.com
Consultas realizadas el 15 de mayo de 2011.
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bajo. Twitter es útil para hacer anuncios breves y desde luego
para difundir alertas. Abundan los ejemplos recientes de acon-
tecimientos que se han propalado a través de Twitter para ser
recuperados, pronto, por periodistas que entonces los difun-
den en medios convencionales.

En México, como sucede en toda América Latina, la irrup-
ción de las redes sociales en la vida pública es tan reciente que
resulta difícil hacer un diagnóstico de sus efectos y conse-
cuencias. De pronto, no hay personajes de esa vida pública
que no quieran tener cuenta en Twitter, lo mismo gobernan-
tes y dirigentes políticos que artistas y deportistas. Esas redes
pueden ser utilizadas tanto para anunciar iniciativas políticas
y aconsejar medidas en situaciones de emergencia (así su-
cedió en México durante la epidemia de influenza entre
abril y mayo de 2009) como para confundir y atemorizar a
la población. En Cuernavaca y algunas ciudades de Tamau-
lipas, grupos de narcotraficantes han enviado mensajes en
donde advierten que habrá balaceras y secuestros en algu-
nos días específicos; de esa manera, aunque no cometan
tales atentados, mantienen ocupada a la policía y asustados a
los ciudadanos 16.

Los periodistas utilizan Twitter y otras redes sociales para
informarse, e informar; para relacionarse entre sí y con otras
personas, pero además para saber con quiénes y cómo se rela-

cionan distintos personajes públicos. Esas redes permiten pro-
pagar un asunto, pero no bastan para contribuir a entenderlo.
Es decir, en ellas se puede cumplir con uno de los fines esen-
ciales del periodismo, que es vocear noticias, pero no bastan
para consumar el más importante, que es poner en contexto
un acontecimiento y ofrecerle al ciudadano elementos para
comprenderlo y formarse una opinión acerca de él.

Ciudadanos que se conectan

En relación con los medios de comunicación, las redes
sociales y otros espacios de Internet no solamente les resul-
tan útiles a los periodistas profesionales. También lo son para
que los ciudadanos que desempeñan otras ocupaciones opi-
nen, presionen y exijan acerca de los contenidos de los me-
dios. Desde hace varios años los observatorios de medios
de comunicación, asentados en sitios web, han sido en dis-
tintos países de América Latina un recurso para discutir e
incluso fiscalizar a las empresas mediáticas. En México, re-
cientemente, las redes sociales han resultado útiles para que
los ciudadanos interesados en los medios propaguen sus in-
quietudes en ese campo.

El 7 de febrero de 2011, la periodista Carmen Aristegui
dejó de aparecer en el noticiero radiofónico que conducía en
la cadena MVS Radio. Es una de las periodistas más conoci-
das en el país y con frecuencia sostiene posiciones críticas res-
pecto del poder político. Tres días antes, Aristegui hizo un
comentario cáustico acerca del estado de salud del presidente

16 Luis Castrillón, “Narcotwitteros. El crimen también se enseñorea en
el ciberespacio”. Replicante , mayo de 2010, disponible en http://
revistareplicante.com/destacados/narcotwitteros/ Consultado el 8 de mayo
de 2011.
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de la República, Felipe Calderón, a quien un diputado de
oposición había calificado, sin ofrecer pruebas, como alcohó-
lico. La oficina del presidente presionó a la empresa radiofó-
nica para que la periodista se disculpara por ese comentario.
Como Aristegui no aceptó, la empresa canceló su contrato.
Esa versión fue conocida, aunque fragmentariamente, desde
la noche anterior a través de mensajes de Twitter que envia-
ban colegas y colaboradores de la periodista. Para la mañana
del 7, las referencias a ella sumaban millares en esa red. En
Facebook surgieron grupos, con adhesiones multitudinarias,
de apoyo a la periodista. Los dos días siguientes, la etiqueta
(hashtag) #aristegui fue uno de los temas (trend topics) más men-
cionados en Twitter en todo el mundo. Los mensajes, la ma-
yoría de respaldo a la periodista, se sucedían a un ritmo de
varios por segundo. Ese apoyo social influyó para que Ariste-
gui y la empresa radiofónica acordaran el retorno de la con-
ductora al noticiero.

Pocas semanas más tarde, en los primeros días de marzo,
tuvo lugar otra expresión de exigencia de miles de ciudada-
nos acerca de un asunto relacionado con los medios de co-
municación. La exhibición de la película Presunto culpable, que
denuncia errores graves del sistema judicial mexicano, fue
suspendida por decisión de una juez. Las protestas contra ese
acto de censura se multiplicaron a través de Facebook y Twit-
ter hasta que se reanudaron las exhibiciones de esa cinta.

De esa manera los recursos en línea pueden servir no sólo
como espacios para expresar y eventualmente mejorar el tra-
bajo de los periodistas sino, también, para evaluarlo y respal-
darlo o cuestionarlo. Los medios de comunicación tienen una

función esencial como observadores e incluso, en ocasiones,
como contrapesos del poder. Pero el poder de los medios es
tan importante y sus funciones sustantivas tan útiles para la
sociedad, que de la misma manera que fiscalizan al gobierno,
los empresarios, los partidos y otras instituciones, es perti-
nente que haya espacios e instrumentos para que los ciudada-
nos escudriñen e interpelen a los propios medios. Las redes
sociales y otros espacios en línea son recursos valiosos para
esa supervisión de los ciudadanos respecto de los medios de
comunicación.
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LA POLÍTICA DE MEDIOS DE ESTADOS
UNIDOS Y LA REVOLUCIÓN GLOBAL DE

LA INFORMACIÓN

Robert Corn-Revere

I. Introducción

Estados Unidos ha transformado la accesibilidad de me-
dios de banda ancha en una prioridad nacional. En 2009, el
Congreso orientó a la Federal Communications Commission
(FCC) a desarrollar un Plan Nacional de Banda Ancha para
garantizar a cada norteamericano el “acceso a la capacidad de
banda ancha”. Esto exigió que el plan incluyese una estrategia
detallada para maximizar un servicio de banda ancha a precio
accesible a fin de promover “el bienestar del consumidor, la
participación cívica, la seguridad pública y seguridad interna,
el desarrollo de la comunidad, la prestación de servicio de
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salud, la independencia y eficiencia energética, educación,
entrenamiento de funcionarios, inversión del sector privado,
la actividad emprendedora, la creación de empleo y el creci-
miento económico y otros fines nacionales”.1 El Plan Nacio-
nal de Banda Ancha es una prioridad máxima para la admi-
nistración Obama y para la FCC bajo su actual presidente,
Julius Genachowski.

En los términos del presente mandato, la FCC divulgó
su Plan Nacional de Banda Ancha en marzo de 2010, estable-
ciendo seis objetivos de política:

1. Por lo menos 100 millones de hogares en Estados
Unidos deben tener acceso a precios asequibles a ve-
locidades reales de download de por lo menos 100 me-
gabits por segundo y velocidades reales de upload de
por lo menos 50 megabits por segundo.

2. Estados Unidos debe liderar el mundo en innovación
móvil, con las redes inalámbricas más rápidas y más
extensas entre todas las naciones.

3. Todos los norteamericanos deben tener acceso a pre-
cios asequibles a servicios robustos de banda ancha y a
los medios y habilidades para suscribirse a tales servi-
cios, si así eligieran.

4. Toda comunidad en los Estados Unidos debe tener
acceso a precios asequibles a servicios de banda ancha

de por lo menos 1 gigabit por segundo para anclar ins-
tituciones tales como escuelas, hospitales y edificios
gubernamentales.

5. Para garantizar la seguridad del pueblo estadouniden-
se, cada socorrista debe tener acceso a una red pública
segura de banda ancha, nacional, inalámbrica e inte-
roperable.

6. Para garantizar el liderazgo de Estados Unidos en la
economía de energía limpia, todos los estadouniden-
ses deben ser capaces de utilizar la banda ancha para
acompañar y administrar en tiempo real su consumo
de energía.

Otra sección del Plan que trata del “compromiso cívico”
hizo una serie de recomendaciones destinadas a crear un go-
bierno abierto y transparente, construir un robusto ecosiste-
ma de medios digitales, ampliar el compromiso cívico a tra-
vés de los medios sociales, aumentar la innovación en el go-
bierno y modernizar el proceso democrático. 2

Aunque la demanda por un plan nacional se haya origi-
nado en la identificación de que Estados Unidos ha sido su-
perado por otras naciones desarrolladas en la implantación de
la banda ancha, su inclusión como parte de la legislación de
estímulo económico lo transformó en algo mas que un sim-
ple marco de referencia para la política de comunicación. El
foco amplio de sus metas indicó que la política de comunica-

1  American Recovery and Reinvestment Act of 2009, Pub. L. No. 111-5
(2009).

2  CONNECTING AMERICA: THE NATIONAL BROADBAND PLAN, pp. 297-310
(March 17, 2010) (disponible en http://www.broadband.gov/plan/).
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ción pasaba a ser considerada como parte integrante de los
principales aspectos de la política interna, y, en cierta medida,
de la política externa, incluyendo la seguridad nacional, sa-
lud, educación, empleo y consumo de energía. Él también
ilustró en qué medida Internet surgió como la pieza central
de la emergente política de comunicación de Estados Uni-
dos, a pesar de las conclusiones anteriores del Congreso de
que “Internet y otros servicios interactivos de informática han
florecido, en beneficio de todos los norteamericanos, con un
mínimo de regulación del gobierno”.3 En suma, el Plan Na-
cional de Banda Ancha lanzó Internet como parte de un enor-
me proyecto de obras públicas.

La cuestión fundamental que se presenta es cómo esa vi-
sión de Internet puede ser conciliada con el abordaje históri-
co de la política de medios en Estados Unidos. En algunos as-
pectos, la relación entre el Plan Nacional de Banda Ancha y la
regulación de los medios de comunicación tradicionales es bas-
tante directa. Por ejemplo, el plan prevé que las emisoras renun-
cien hasta de 120 MHz del espectro de acceso a banda ancha sin
cable, con los canales de 46 a 51 reasignados hasta 2015. Sería
necesario un total de 300 MHz, con el servicio móvil de saté-
lite devolviendo 90 MHz.4 Además, la FCC adoptó reglas de
“neutralidad de red”, discutidas en más detalles abajo, para
exigir de los proveedores de red de banda ancha que provean
acceso sin discriminación “no razonable” entre los usuarios.

Pero preguntas más profundas surgen de cuestiones que
van al núcleo de la política de medios: ¿cómo la transición a la
banda ancha afectará las políticas gubernamentales que regu-
lan los medios más tradicionales? ¿Las justificaciones históri-
cas para imponer el control gubernamental se marchitarán a
medida que los nuevos medios se vuelvan más omnipresen-
tes, o el gobierno empleará patrones regulatorios concebidos
para los medios más antiguos como modelo para controlar
las nuevas tecnologías de comunicación? Si eso ocurriera,
¿cuáles teorías jurídicas serán usadas para sustituir las justifi-
caciones que fueron modeladas para las características espe-
cíficas de los medios de comunicación más antiguos?

Tal vez más importante aún, ¿cómo el Plan Nacional de
Banda Ancha y las otras políticas emergentes abordarán los
cambios revolucionarios en el sector de medios que han ame-
nazado los modelos de negocios en los cuales se basan los
medios tradicionales? ¿Y cómo serán provistos tales “bienes
públicos”, como el periodismo de calidad, esenciales para
mantener el discurso público?. Dos agencias del gobierno fe-
deral comenzaron las búsquedas para descubrir cómo los va-
lores periodísticos serán preservados en la Era Digital. La Fe-
deral Trade Commission (FTC) anunció en 2009 un proyecto
para examinar los desafíos enfrentados por el periodismo en
la era de Internet.5 En particular, la búsqueda exploró el im-
pacto de Internet en los medios de noticias, incluyendo sus

3  47 U.S.C. Sec. 230(a)(4).
4  John Eggerton, FCC Broadband Plan: FCC Sets 2015 Spectrum Deadline,

BROADCASTING & CABLE, March 15, 2010.

5  Federal Trade Commission, From Town Crier to Bloggers: How Will Jour-
nalism Survive the Internet Age?, 74 Fed. Reg. 51605 (October 7, 2009).
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efectos en la innovación y los desafíos financieros que creó
para la industria.

De la misma forma, la FCC procuró evaluar todos los
medios —de los periódicos a Internet— y formuló muchas
preguntas con el objetivo de hacer recomendaciones de polí-
tica. Entre otras cosas, la comisión preguntó si las obligacio-
nes de interés público, históricamente aplicadas a los medios
de trasmisión deberían ser “reforzadas, relajadas o reconcep-
tualizadas”, y si “deberían ser aplicadas a una gama más am-
plia de medios de comunicación o empresas de tecnología, o
ser limitadas en su alcance”.6 El informe resultante, divulga-
do el 9 de junio de 2011, reconoció que los abordajes políti-
cos anteriores no se adaptaban bien al ambiente de los nuevos
medios, y que el gobierno podría no ser el player más impor-
tante para garantizar que las necesidades informacionales de
los ciudadanos sean atendidas. 7

II. ¿El mejor y el peor de los tiempos
para la política de medios?

En muchos aspectos, el surgimiento inesperado de Inter-
net como un medio dominante cumplió las metas frecuente-

mente manifestadas por los formuladores de políticas. Por
primera vez, ella estableció un medio de comunicación ver-
daderamente democrático. Como la Suprema Corte de los
Estados Unidos explicó en 1997, Internet es un medio único
y totalmente nuevo de comunicación humana mundial. Cual-
quier persona con acceso a Internet podrá usufructuar una
amplia variedad de comunicación y métodos de recuperación
de información. Este medio único, conocido por sus usua-
rios como ciberespacio, no está localizado en ningún local
geográfico específico y no tiene ningún punto de control
centralizado, pero está disponible para cualquier persona, en
cualquier lugar del mundo con acceso.8 La Corte describió la
información disponible en Internet como siendo tan “diversa
como el pensamiento humano”, con la capacidad de proveer
acceso instantáneo a temas que van desde “la música de Wag-
ner a la política de los Balcanes, de la prevención del SIDA a
los Chicago Bulls”.9 Un juez de primera instancia en el caso,
también caracterizó Internet como “una conversación mun-
dial sin fin” y “la forma más participativa de expresión masiva
ya desarrollada”. Agregó que “Internet es un medio de re-
fuerzo del discurso mucho más efectivo que el medio impre-
so, la plaza de la ciudad y los e-mails”.10 La Suprema Corte
concordó con esta caracterización, observando que “a través

6 FCC Launches Examination of the Future of Media and Information Needs of
Communities in a Digital Age, DA 10-100 (publicado el Jan. 21, 2010) at 1,
6 (“Future of Media Inquiry”).

7 THE INFORMATION NEEDS OF COMMUNITIES: THE CHANGING MEDIA LANDS-
CAPE IN A BROADBAND AGE (June 9, 2011) (www.fcc.gov/inforneedsreport)
(“FCC Report”).

8  Reno v. ACLU, 521 U.S. 844, 849-852 (1997) (“Reno I”).
9  Id. at 851.
10 ACLU v. Reno, 929 F. Supp. 824, 882-883 (E.D. Pa. 1996) (Dalzell, J.),

aff ’d, 521 U.S. 844 (1997).
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del uso de salas de charla, cualquier persona con una línea de
teléfono puede tornarse un heraldo con una voz que re-
suene más lejos de lo que lo haría desde cualquier podio.
Por medio del uso de páginas web, de disparadores de e-
mail y de grupos de discusión (newsgroups), el mismo indi-
viduo puede tornarse un panfletista”.11 En síntesis, Internet
ha puesto a disposición más información para mas personas
que nunca antes.

Internet también puso un punto final en la singularidad
de la función que caracterizó los medios de comunicación
de masa anteriores, volviéndose difícil rotularlos. La tele-
visión, por ejemplo, tradicionalmente prestaba apenas una
forma de comunicación de uno-para-muchos. Por otro
lado, el teléfono en gran parte sólo proveía una forma de
comunicación en los dos sentidos de uno-para-uno. En
contrapartida, Internet permite varias formas de comuni-
cación, incluyendo mensajes de uno-para-uno, de uno-
para-muchos, bases de datos distribuida de mensajes, la
comunicación en tiempo real, computación remota en
tiempo real y la recuperación remota de información. Las
informaciones transmitidas pueden asumir la forma de tex-
to, audio, video o una combinación de cada uno de esos
modos de comunicación. Y los tipos de servicios disponi-
bles continúan evolucionando en la dirección de una expe-
riencia más personalizada a través de la conectividad inalám-
brica y de diversas formas de medios sociales.

Tales cambios revolucionarios en los medios de comuni-
cación previsiblemente resultaron en una convulsión en los
medios tradicionales. Como un hombre en un bote salvavi-
das muriendo de sed, a pesar del mar infinito a su alrededor,
las empresas de medios establecidas pueden no obtener nin-
guna ventaja de la abundancia de información disponible hoy
globalmente. La combinación de tendencias de disminución
de lectores, con la recesión de 2008 y cambios fundamentales
en la manera cómo las personas utilizan los medios (y la pro-
paganda) llevó a que algunos describan como una “tormenta
perfecta” que debilitó los modelos establecidos de negocio.12

El surgimiento de sitios web que agregan noticias a partir de
fuentes más tradicionales y las hacen disponibles gratuitamen-
te contribuyó para - y aceleró - una tendencia decreciente de
largo plazo en las suscripciones de periódicos. Más impor-
tante, la disponibilidad de la publicidad online de bajo costo y
de anuncios clasificados gratuitos erosionó la base económica
del periodismo comercial.

Verdaderamente, estos desarrollos comenzaron mucho
antes del advenimiento de Internet. Entre 1965 y 1999, ocho
de cada diez diarios estudiados por la American Journalism Re-
view han visto desaparecer por lo menos un competidor.13

Pero tales tendencias, reforzadas por una recesión económica
grave e institucionalizadas por cambios sistémicos en el con-

11 Reno I, 521 U.S. at 870.

12 Victor Pickard, Josh Stearns & Craig Aaron, Saving the News: Toward a
National Journalism Strategy (2009) (“National Journalism Strategy”) at 7.

13 Carl Sessions Step, State of the American Newspaper, Then and Now, AMERI-
CAN JOURNALISM REVIEW, September 1999 (http://bit.ly/eDev0Y).
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sumo de medios, tomaron una fuerza alarmante en los últi-
mos años. Entre 2000 y 2010, el ingreso por publicidad de las
organizaciones de noticias disminuyó un 45 por ciento.14 Sólo
entre 2008-2009, el ingreso cayó 23 por ciento,15 y en 2010 el
ingreso de los periódicos impresos fue menos de la mitad de
lo que era en 2005.16

Eso, forzosamente, llevó a cortes drásticos en los equipos
editoriales en todo el país. El periodismo perdió cerca de 16
mil empleos en 2008, y otros 8 mil fueron cortados en los
primeros cuatro meses de 2009.17 En total, el número de fun-
cionarios en las redacciones de los periódicos creció de 40.000
en 1971 a más de 60.000 en 1992, pero cayó a 40.000 en 2009.18

La reducción de personal inevitablemente afecta la capacidad
de las organizaciones de medios de relatar las noticias. Por
ejemplo, entre 2003 y el inicio de 2009, el número de repor-

teros cubriendo las capitales en Estados Unidos cayó casi 33
por ciento, de 524 a 355.19

En este ambiente, muchas organizaciones de noticias es-
tablecidas hace mucho tiempo cerraron sus puertas o reduje-
ron sus operaciones. Grandes periódicos quebraron en Den-
ver, Seattle y Tucson. La cadena de periódicos The Tribune,
incluyendo Los Angeles Times, The Chicago Tribune, The Balti-
more Sun, Orlando Sentinel, y New York Newsday, quebró. Ca-
denas menores de periódicos siguieron el ejemplo, afectando
diarios en ciudades importantes, como Minneapolis y Fila-
delfia. Más de cien diarios redujeron su tirada en determina-
dos días de la semana.20

Esas pérdidas no se limitaron a los medios impresos. Otros
medios tradicionalmente sustentados por anunciantes, inclu-
yendo estaciones de radio y televisión, están enfrentando tiem-
pos difíciles y también redujeron sus equipos editoriales.21

La audiencia de los programas de noticias de las redes de ra-
diodifusión viene declinando constantemente desde 1980, y
actualmente está reducida a la mitad de lo que fue hace tres
décadas.22 Los equipos de noticias de las redes de televisión
cayeron a la mitad desde la década de 1980, y el número de
emisoras locales de radio de noticias cayó de cincuenta, a
mediados de los años 1980, a treinta, actualmente.23

14 Federal Trade Commission, Staff Discussion Draft: Potential Policy Recom-
mendations to Support the Reinvention of Journalism (June 15, 2010) (“Draft
FTC Report”) at 2.

15 State of the News Media 2009, Media Get More Bad News, MARKETWAT-
CH, March 12, 2009.

16 Bill Grueskin, Ava Seave, Lucas Graves, The Story So Far: What We Know
About the Business of Digital Journalism (Columbia Journalism School, May
2011) (“The Story So Far”) at 8. See The Report of the Knight Commission on
the Information Needs of Communities in a Democracy, INFORMING COMMUNI-
TIES: SUSTAINING DEMOCRACY IN THE DIGITAL AGE (2009) (“Knight Com-
mission Report”) at 3.

17 National Journalism Strategy at 5.
18 Leonard Downie, Jr. and Michael Schudson, The Reconstruction of Ameri-

can Journalism, COLUMBIA JOURNALISM REVIEW (Oct. 19, 2009) (“Recons-
truction of American Journalism”).

19 Id.
20 Id.
21 National Journalism Strategy at 6.
22 The Story So Far at 8.
23 FCC Report at 10.
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Paradójicamente, frente a tales reversiones de negocios,
en la industria de medios, el público tiene más acceso que
nunca a la información de fuentes más diversificadas.
Facebook.com informó que sus usuarios envían cerca de
650.000 comentarios por minuto sobre más de 100 millo-
nes de piezas de contenido que hospeda.24 De la misma
forma, más de 35 horas de video son enviadas para
Youtube.com por minuto.25 Eric Schmidt, ex-CEO de
Google, estimó que los seres humanos, hoy, crean tanta
información en dos días, como hicieron desde el primer
surgimiento del homo sapiens hasta 2003. 26

No hay barreras de entrada para la publicación online, y,
consecuentemente, la práctica del periodismo se volvió mu-
cho más participativa y colaborativa. La FCC concluyó que
los ciudadanos “están con más poder que nunca” en la medida
en que pueden elegir dónde quieren buscar su contenido,
cómo compartirlo, y lo están reportando ellos mismos.27 De
la misma forma, un informe de Columbia Journalism Review
observó que “todos, de ciudadanos individuales a agentes
políticos pueden recoger informaciones, investigar los pode-
rosos y hacer análisis”. Y agregó: “aún si las organizaciones

periodísticas desapareciesen masivamente, la investigación,
información, análisis y el conocimiento comunitario no des-
aparecerían”. 28

Pero el periodismo tradicional no va a desaparecer. Lejos
de eso. Las principales organizaciones de noticias se han pa-
sado para el medio online y hoy tienen más lectores y espec-
tadores que nunca. Sesenta y cinco por ciento de las personas
con edades entre 18 y 29 años se informan vía Internet - más
de tres veces el número que confían en los diarios para infor-
marse, superando a la televisión como la principal fuente de
noticias. Aún entre las personas más viejas – entre 50 y 64
años –Internet y los diarios son casi iguales como la principal
fuente de noticias.29 Una investigación de enero de 2011 re-
veló que casi la mitad de los norteamericanos (47 por ciento)
consultan algunas noticias e informaciones locales por com-
putador, tablet o celular. 30

Como consecuencia del creciente número de maneras de
conectarse, editores tradicionales actualmente alcanzan sus
mayores audiencias de todos los tiempos. Medios de comu-
nicación locales ya no están limitados a un público local. Un
periódico comunitario o estación de radiodifusión no están
más confinados a su localidad particular y pueden alcanzar
una audiencia global. Los Angeles Times anunció que la edi-
ción online tuvo 195 millones de visualizaciones de páginas24 Ken Deeter, Live Commenting: Behind the Scenes, Facebook.com, Februa-

ry 7, 2011 (http://www.facebook.Com/note.php?note_id=496077348919).
25 Great Scott! Over 35 Hours Uploaded Every Minute to YouTube, YouTube.com,

November 10, 2010 (http://youtube-global.blogspot.com/2010/11/great-
scott-over-35-hours-of-video.html).

26 FCC Report at 8.
27 Id. at 15.

28 Reconstruction of American Journalism.
29 The Story So Far at 11.
30 State of the News Media 2011: Mobile News and Paying Online, Pew Resear-

ch Center’s Project for Excellence in Journalism (http://bit.ly/fsVAWf).
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en marzo de 2011, con 33 millones de usuarios únicos.31 The
New York Times tiene una circulación diaria en día de semana
de menos de 900 mil diarios, pero tiene más de 30 millones
de lectores online.32

Sin embargo, el aumento de lectores y visualizaciones no
impidió la reducción de ingresos porque los modelos de ne-
gocios existentes no se trasladan al nuevo ambiente. En la
mayoría de los casos, el contenido es ofrecido online gratui-
tamente, y las noticias producidas por las empresas de me-
dios tradicionales también están disponibles por agregadores
de noticias. Pero lo más importante es que el modelo de pu-
blicidad fue quebrado. En tanto Internet capturó posiblemente
el 28 por ciento del tiempo que los norteamericanos han de-
dicado a visualizar noticias, en 2009, ella sólo correspondió
por el 13 por ciento del ingreso publicitario total.33 En parti-
cular, McClatchy Co., la tercera mayor editora de diarios en
Estados Unidos, informó que la cantidad de visitantes únicos
diarios locales de sus sitios aumentó 17,3 por ciento en 2010,
a pesar de que los ingresos digitales crecieron apenas 2,4 por
ciento, en el período.34 De modo general, la FCC constató
que, de 2005 a 2009, la publicidad online de toda la industria

de noticias creció 716 millones de dólares, en tanto la publi-
cidad impresa del negocio perdió USD 22,6 miles de millo-
nes.35 Revisando tales estadísticas, la FTC llegó a la conclu-
sión preliminar de que “parece poco probable que los ingre-
sos por publicidad online sean algún día suficientes para sus-
tituir los ingresos de publicidad impresa que los diarios reci-
bían antes”.36

Hay muchas razones para eso, pero la explicación princi-
pal proviene de las diferentes maneras a través de las cuales
los usuarios consumen medios online y del valor relativo di-
ferente de la publicidad en ese espacio. La mayoría de los usua-
rios de medios online gasta relativamente poco tiempo en un
determinado sitio y, en vez de eso, usa hiperlinks para acompa-
ñar sus intereses de sitio en sitio. En este contexto, el lector
promedio de LATIMES.COM clicó un promedio de seis pá-
ginas en marzo de 2011, lo que significa apenas una página
cada cinco días en un mes.37 Consecuentemente, un análisis
de 2010 de las estadísticas de medios de Nielsen reveló que el
promedio de visitantes de un sitio de noticias gasta apenas
poco más de tres minutos por sesión.38 En contrapartida, las
personas enfocan más la atención en los medios impresos y la
publicidad asociada a ellos. Una pesquisa de 2005 descubrió

31 Jimmy Orr, Latime.com Has Record Page Views in March, LATIMES.COM, April
8, 2011 (http://lat.ms/i435ob).

32 The Story So Far at 21.
33 Morgan Stanley’s Meeker Sees Online Ad Boom, BLOOMBERG BUSINESSWEEK,

Nov. 16, 2010 (http://buswk.co/dP8wQU).
34 McClatchy Reports Fourth Quarter 2010 Earnings, Feb. 8, 2011 (http://bit.ly/

hsfERQ).

35 FCC Report at 17.
36 Draft FTC Report at 3.
37 The Story So Far at 23.
38 State of the News Media 2010, Pew Research Center’s Project for Excellence

in Journalism (http:////bit.ly/gcIRQ2) (análisis de datos de Nielsen).
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que la mitad de los lectores de diarios de los Estados Uni-
dos destina más de 30 minutos a leer su diario e incluso los
lectores menos atentos destinan a la tarea por lo menos 15
minutos.39

Tales diferencias generan diferentes grados de pesimis-
mo sobre el estado del periodismo norteamericano y sobre si
el modelo de negocios apoyado en anunciantes fue roto de
forma irreversible. La organización progresista Free Press, que
defiende mucho más involucramiento gubernamental en la
política de medios, proclamó que “el periodismo como insti-
tución está desmoronando delante de nuestros ojos, [causan-
do una] crisis que va mucho más allá del fin de los periódicos
y alcanza los fundamentos del autogobierno democrático”. 40

Un informe publicado en la Columbia Journalism Review pre-
sentó una evaluación más realista, que los periódicos y noti-
cieros de televisión “no van a desaparecer en el futuro próxi-
mo”, pero “tendrán un papel disminuido en el mundo emer-
gente y todavía en rápida mutación del periodismo digital”. 41

A pesar de las realidades difíciles que las empresas de
medios enfrentan y de las previsiones sombrías sobre su via-
bilidad futura, hay éxitos notables. Demoró apenas seis años
para el blog del sitio web Huffington Post pasar de un mero
concepto a un negocio avaluado en USD 315 millones en
2011 en su venta para AOL.42 Los sitios de noticias de AOL

incluyen Patch, que creó sitios web en 800 comunidades lo-
cales, habiendo contratado un reportero-editor en cada loca-
lidad.43 Los recursos combinados significan que la redacción
de AOL ahora tiene más reporteros que The New York Ti-
mes.44 Pero tales historias de éxito también ilustran una inver-
sión dramática de la fortuna entre las editoras tradicionales
y empresas de los nuevos medios. En marzo de 2001, Apple
Computer y Knight-Ridder, antes la segunda mayor edi-
tora de periódicos de Estados Unidos, fueron ambas eva-
luadas en USD 3,8 miles de millones. Diez años más tar-
de, Knight-Ridder no existe más como empresa indepen-
diente, en tanto la evaluación de Apple excede los USD 300
miles de millones.45

No se sabe hasta ahora si los ejemplos positivos, como
AOL y The Huffington Post, podrán compensar las pérdidas de
los medios tradicionales. Y aunque lo hagan desde el punto
de vista de los negocios, aun restará determinar si la función
periodística de los medios de comunicación tradicionales será
cubierta por los nuevos medios. Aunque muchos sitios onli-
ne sean una fuente inagotable de opinión y comentario, así
como links para otras fuentes de información, los medios de
comunicación tradicionales continúan siendo la principal
fuente de información original y de periodismo de investiga-

39 The Story So Far at 23.
40 National Journalism Strategy at 6.
41 Reconstruction of American Journalism at 1.
42 The Story So Far at 12.

43 FCC Report at 16-17.
44 Henry Blodget, AOL’s Newsroom Is Now Bigger Than The New York Time’s,

BUSINESS INSIDER, June 8, 2011 (www.businessinsider.com/aols-newsro-
om-is-now-bigger-than-the-new-york-times-2011-6).

45 Id. at 1.
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ción. Sin un modelo económico sustentable para apoyar las
funciones periodísticas tradicionales en los nuevos medios,
tanto las investigaciones públicas como las privadas han ma-
nifestado preocupación con el futuro del “periodismo de ren-
dición de cuentas (accountability journalism)”. 46

Resultados preliminares de la FTC sobre la reinvención
del periodismo muestran que “los periódicos todavía no en-
contraron un nuevo modelo de negocio sustentable, y hay
razón para preocuparse en que tal modelo de negocio pueda
no surgir”. 47 La FCC, por otro lado, fue más optimista. Ella
concluyó que “a pesar de los serios desafíos, somos optimis-
tas” y que “si los ciudadanos, empresarios, grupos sin fines de
lucro, y las empresas trabajasen colectivamente para llenar las
lagunas y continuar beneficiándose de una ola de innovación
de medios, la nación por fin tendrá el mejor sistema de me-
dios jamás visto”.48

III. La política de medios de Estados Unidos
y el rompe-cabezas de la convergencia

Históricamente la política de medios estadounidense ha
tratado medios de comunicación diferentes con regímenes
regulatorios y constitucionales completamente diferentes,

como reconocimiento a las diferentes funciones desempeña-
das por cada medio. Ningún régimen único de regulación
fue establecido para los medios impresos tradicionales. Pero
con el surgimiento de los medios electrónicos al final del si-
glo XIX y comienzos del siglo XX, comenzando con la tele-
grafía y telefonía y evolucionando hasta incluir la radiodifu-
sión y las otras tecnologías, Estados Unidos desarrolló regí-
menes legales y políticas distintas para regular cada medio.
Los diferentes abordajes partieron en gran parte de la premi-
sa de que cada una de las tecnologías servía a un propósito
diferente, además de la función general de “comunicación”.
Pero los nuevos medios que emergieron al final del siglo XX
e inicio del XXI no desempeñaron funciones únicas o singu-
lares, y, así, debilitaron la premisa de mantenimiento de regí-
menes jurídicos distintos. Como consecuencia, los nuevos
medios son menos propensos a ser delimitados por viejos
modelos de regulación, y las razones para tratar a los antiguos
medios de forma diferente comenzaron a ser cuestionadas.

Antes del surgimiento de los medios electrónicos, Esta-
dos Unidos no poseía un cuerpo legal que pudiese ser pensa-
do como una “política de medios”. Históricamente, los pe-
riódicos y otras publicaciones estaban sujetos a regulaciones
postales y recibieron algunos subsidios postales, pero, por otro
lado, no estaban sujetos a los tipos de reglas comúnmente
encontradas en las políticas contemporáneas de medios. Una
razón para eso es que la Primera Enmienda de la Constitu-
ción de los Estados Unidos coloca un límite expreso en la
capacidad del gobierno de entrometerse muy profundamen-
te en los asuntos de los periódicos. Ella establece, en una par-

46 Ver, por ejemplo, Reconstruction of American Journalism; Knight Commission
Report at 13-15.

47 Draft FTC Report at 3.
48 FCC Report at 10.
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te relevante, que “el Congreso no hará ninguna ley... que res-
trinja la libertad de expresión del discurso, o de la prensa”.49

Los contornos de esa protección constitucional no fueron
definidos por los tribunales hasta el siglo XX.

Cuando los tribunales comenzaron a desarrollar un cuer-
po de derecho de la Primera Enmienda, quedó cada vez más
claro que la Constitución dejó poco espacio para la regula-
ción gubernamental sobre la prensa. En 1931, la Suprema
Corte anuló una ley municipal sobre perturbación del orden
que fue aplicada para cohibir la publicación de un diario sen-
sacionalista de publicar denuncias inflamadas contra funcio-
narios locales. La Corte describió la ley como “la esencia de la
censura” y observó que “el hecho de que la libertad de prensa
pueda ser violada por propagadores de escándalo no torna
menos necesaria la inmunidad de la prensa contra la restric-
ción previa para lidiar con la mala conducta oficial”.50 Bajo la
legislación vigente desarrollada, el gobierno fue autorizado a
aplicar los reglamentos generales de negocios para las empre-
sas de noticias, pero fue impedido de imponer reglas especia-
les para la prensa. Entre otras cosas, la Corte consideró que el
gobierno no podría imponer impuestos especiales a la pren-
sa51 o exigir de los periódicos que publiquen material que
haga una presentación “equilibrada” de las noticias.52

Las decisiones iniciales limitando el poder del gobierno
sobre la prensa fueron emitidas en la década de 1930, durante
el New Deal, al mismo tiempo que el gobierno federal estaba
creando comisiones reguladoras independientes para ejercer
autoridad reguladora sobre amplios sectores de la economía
norteamericana. Una de las nuevas agencias fue la FCC, creada
por el Communications Act de 1934 para consolidar el poder
regulador sobre la telegrafía, telefonía, y el campo emergente
de la radiodifusión.53 A diferencia del abordaje más limitado
del gobierno en relación a la prensa tradicional, la nueva agen-
cia impuso controles significativos sobre todos los aspectos
de las tecnologías bajo su jurisdicción, incluyendo la cuestión
sobre si licenciatarios potenciales podrían prestar cualquier
servicio. La autoridad del gobierno para regular se basó en las
características únicas de cada medio, y las reglas aplicadas de-
pendían de la forma como cada medio era clasificado. Los
portadores comunes o common carriers (telégrafo y empresas
de telefonía) fueron reglamentados bajo el Título II del Com-
munications Act y las emisoras de radiodifusión fueron regla-
mentadas bajo el Título III.

Las empresas de telégrafo y telefonía fueron reglamenta-
das como de utilidad pública, con la finalidad de transmitir
las comunicaciones de sus clientes. El concepto de transporte
común fue desarrollado siglos antes en el derecho consuetu-
dinario inglés (Common Law), pero fue codificado en la ley

49 U.S. CONST., amend. I.
50 Near v. Minnesota, 283 U.S. 697, 713, 720 (1931).
51 Minneapolis Star & Tribune Co. v. Minnesota Commissioner of Revenue, 460

U.S. 575 (1983).

52 Miami Herald Publishing Co. v. Tornillo, 418 U.S. 241 (1974).
53 47 U.S.C. § 151 et seq.
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de transporte norteamericana en 1887.54 Fue ampliado para
los operadores de telefonía y telégrafo por la Ley Mann-
Elkins de 1910, 55 y, más tarde codificado por el Communi-
cations Act. Las características del servicio de transporte co-
mún involucraban la oferta de equipos de comunicación
“por las cuales todos los miembros del público que opta-
sen por utilizar tales equipos podrían comunicarse o trans-
mitir datos de su propia creación o elección”.56 Tales ser-
vicios deben ser prestados sin discriminación y a precios
razonables, sujetos a supervisión del gobierno. Enmiendas
más recientes al Communications Act clasificó los portado-
res comunes como proveedores de servicios de “teleco-
municaciones”.57

La FCC emitió licencias de radiodifusión de radio y tele-
visión para operar bajo el Título III del Communications Act.
Las licencias son concedidas por un período de ocho años, y
las emisoras están sujetas a varios requisitos de “interés pú-
blico”, incluyendo ciertos reglamentos que rigen el conteni-
do editorial. Por ejemplo, los reglamentos federales históri-
camente exigían de los licenciatarios proveer cierta cantidad
de programación de “interés público”, “acceso razonable” a
candidatos políticos federales e “igualdad de oportunidades”
a candidatos de todos los niveles para responder a los adver-

sarios, además de programación educativa para los niños.
Además de eso, las emisoras están prohibidas de vehiculi-
zar programación “indecente”. Para obtener una licencia,
la emisora debe atender la exigencia de la FCC, demos-
trando que está jurídica, técnica y financieramente califi-
cada para operar la estación, y que posee buena índole.58

Las licenciatarias deben obtener de la FCC la renovación
de sus licencias al final de cada período, así como obtener
la aprobación antes de transferir la licencia para otra enti-
dad y están sujetas a restricciones de propiedad limitando
su capacidad de adquirir otras estaciones más allá de determi-
nados niveles u otros tipos de medios.59

Las reglas de la FCC también restringieron la propie-
dad de los medios de radiodifusión, con el objetivo de pro-
mover el localismo, la diversidad y la competencia en la
radiodifusión. Históricamente, la Comisión restringió el
número de estaciones de radiodifusión que una única par-
te puede poseer, tanto en un único mercado como nacio-
nalmente, basada en la teoría de que la diversificación de
la propiedad de los medios de comunicación de masas
atiende el interés público, promoviendo la diversidad de
puntos de vista.60 A lo largo del tiempo, las restricciones
específicas impuestas por las reglas fueron cambiando y

54 Interstate Commerce Act, ch. 104, 24 Stat. 379 (1887).
55 Mann-Elkins Act, Pub. L. No. 61-218, § 7, 36 Stat. 539, 544 (1910).
56 FCC v. Midwest Video Corp., 440 U.S. 689, 701 (1979).
57 47 U.S.C. § 153(44), (46).

58 47 U.S.C. § 308(b).
59 Ver en general, Zuckman, Corn-Revere, Frieden, and Kennedy, MODERN

COMMUNICATIONS LAW, Vol. 3, pp. 150-167 (West Group 1999).
60 Ver FCC Report at 310-311 (resumiendo las reglas de propiedad de la

FCC).
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han sido políticamente impugnadas. En 1996, el Congreso
aprobó una enmienda al Communications Act (Ley de las Co-
municaciones) que exigía que la FCC revisase periódicamente
las reglas de propiedad para determinar si continuaban sien-
do necesarias de cara a la evolución de los mercados de me-
dios. Actualmente la FCC está realizando tal revisión.61

El Congreso agregó nuevas secciones al Communicatio-
ns Act, conforme nuevas tecnologías de comunicación eran
introducidas. Después que la televisión por cable se tornó
un medio de comunicación establecido en EUA, el Con-
greso agregó el Título VI a la Ley, que estableció un siste-
ma dual de regulación en el cual la FCC impone las reglas
federales, en tanto los estados y municipios emiten las fran-
quicias locales, definiendo los territorios geográficos en que
los sistemas pueden operar.62 A pesar del hecho de que los
operadores de TV por cable ofrecen un servicio que es muy
parecido con la televisión abierta, las reglas de la FCC son
muy diferentes. Los operadores de TV por cable no son
licenciados por el gobierno federal, estando sujetos a la
franquicia local. Y, a pesar de algunas superposiciones, la
FCC no impone el mismo tipo de reglas de “interés públi-
co” para los operadores de TV por cable como hace con las
empresas de radiodifusión abierta.

Los reglamentos de la FCC también impusieron res-
tricciones a la propiedad a los operadores de TV por cable
o aquellos que pretendían prestar servicio de televisión por
cable. Durante muchos años, las reglas de la FCC y el Ca-
ble Act prohibían a las empresas de telefonía prestar servi-
cio de televisión por cable, con la teoría de que permitir la
entrada de empresas de telefonía en el mercado de video
perjudicaría la libre competencia.63De la misma forma, el
decreto de consentimiento impuesto judicialmente al des-
membramiento de AT&T impidió a la empresa de telefo-
nía involucrarse en publicación electrónica.64 La lógica
subyacente tanto a la prohibición de propiedad cruzada de
cable y telefonía y la restricción del decreto de consenti-
miento de publicación electrónica era la misma. El gobier-
no alegó que las empresas de telefonía tenían el estímulo y
la capacidad de restringir potenciales competidores, y que
ellas podrían ejercer ese poder en el futuro para limitar la
libertad de expresión. Sin embargo, las empresas de tele-
fonía comenzaron a desafiar esas restricciones a comien-
zos de los años 1990 y los Circuitos Cuarto y Noveno, así
como varios tribunales distritales sustentaban que las res-
tricciones de propiedad cruzada violaban los derechos de

61 Ver 2010 Quadrennial Regulatory Review – Review of the Commission’s Broad-
cast Ownership Rules and Other Rules Adopted Pursuant to Section 202 of the
Telecommunications Act of 1996, 25 FCC Rcd. 6086 (2010).

62 Id. at pp. 1-4.

63 Ver en general C&P Tel. Co. of Va. v. United States, 42 F.3d 181, 186 (4th Cir.
1994), vacated, 516 U.S. 415 (1996) (discutiendo los orígenes históricos
de la regulación de la TV por cable).

64 Ver United States v. AT&T, 552 F. Supp. 131 (D.D.C. 1982), aff ’d sub nom.
Maryland v. United States, 460 U.S. 1001 (1983).
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la Primera Enmienda de los operadores de telefonía.65 La
revisión de la Suprema Corte de las decisiones fue suspendi-
da cuando el Congreso derogó la prohibición de propiedad
cruzada en la aprobación del Telecommunications Act de 1996.66

A partir de ese cambio en la política, las empresas de teleco-
municaciones se volvieron competidoras vitales en la presta-
ción de servicios de video y banda ancha.67

La clasificación de la FCC de cada medio de comunica-
ción determinó cuál cuerpo de ley sería aplicable o no en cada
caso concreto. Al respecto, los tribunales consideraban que la
Comisión no tenía autoridad para reglamentar una entidad
clasificada como una cosa, como si fuese otra. Por ejemplo, el
Communications Act dice que “una persona comprometida con
la radiodifusión no debe… ser considerada un portador co-
mún,” 68

 
y la Suprema Corte

 
ha sostenido que la Ley” firme-

mente... rechazó el argumento de que las instalaciones de
transmisión deben ser abiertas con base no-selectiva [como

un portador común] para todas las personas que desean con-
versar sobre cuestiones públicas”.69 Del mismo modo, la Corte
consideró que la FCC no puede imponer obligaciones a ope-
radores de medios comunes de comunicación en sistemas de
televisión por cable, porque las operadoras de cable no hacen
una oferta “pública de provisión [de instalación de comuni-
cación] en donde todos los miembros del público que optan
por utilizar tales instalaciones pueden comunicar o trasmitir
datos de su propia producción y elección”.70

Tales distinciones entre las clasificaciones de regulación
de los diferentes medios de comunicación involucran más
que meras cuestiones de interpretación legal. Hay más en jue-
go que simplemente determinar qué categoría regulatoria se
adecua a determinada tecnología, para que los formuladores
de políticas puedan elegir cuáles reglas aplicar. Esto es así por-
que los tribunales han aplicado diferentes niveles de protec-
ción de la Primera Enmienda a diferentes medios, basados en
sus clasificaciones regulatorias, lo que puede significar que
un determinado medio de comunicación tenga más - o me-
nos - inmunidad en relación a la autoridad política guberna-
mental, dependiendo de cómo sea clasificado.

Así, el gobierno de Estados Unidos ejerció históricamen-
te una regulación más intrusiva en la radiodifusión de conte-
nido que lo que ejerció en los diarios impresos, basado en las

65 Ver C&P Tel. Co. of Va., 42 F.3d at 202-203; U.S. West v. United States, 48
F.3d 1092-1106 (9th Cir. 1994), cert. granted, judgment vacated, 516 U.S. 1155
(1996); Ameritech Corp. v. U.S. 867 F. Supp. 721, 736 (N.D. Ill. 1994);
BellSouth Corp. v. United States, 868 F. Supp. 1335 (N.D. Ala. 1994); Ny-
nex Corp. v. United States, 1994 WL 779761 (D. Me. 1994); Southwestern
Bell v. United States, 1995 WL 444414 (N.D. Tex. 1995).

66 Pub. L. 104-10, § 302, 110 Stat. 56,118 (1996), codified as amended at 47
U.S.C. § 571.

67 Ver Annual Assess-ment of the Status of Competition in the Market for the Deli-
very of Video Programming, 24 FCC Rcd. 542, 604-606 (2009) (“Thirteenth
Annual Video Competition Report”).

68 47 U.S.C. § 153(10).

69 Columbia Broadcasting System, Inc. v. Democratic National Committee, 412
U.S. 94, 105-108 (1973).

70 Midwest Video Corp., 440 U.S. at 701.
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características físicas específicas del espectro electromag-
nético usado por las emisoras como medio de trasmisión
de información. La Suprema Corte explicó en el proceso
entre la Red Lion Broadcasting Co. y la FCC que “las dife-
rencias en las características de los nuevos medios de co-
municación justifican las diferencias en los modelos de la
Primera Enmienda aplicados a ellos” y que “debido a la
escasez de radiofrecuencias, el Gobierno tiene permiso para
imponer restricciones a los licenciatarios en favor de otros
cuyas opiniones se deben expresar a través de este único
medio”.71 Regulaciones específicas de programación, como
los requisitos de que las emisoras trasmitan cierta cantidad
de programación educativa, se basan expresamente en esta
noción de escasez de espectro.72

Contrariamente, la Suprema Corte consideró que el
gobierno no puede imponer controles de radiodifusión de
contenido sobre la televisión por cable, a pesar de sus si-
militudes de función. Tribunales de revisión consistente-
mente invalidaron las regulaciones del tipo de la FCC para
los medios que no son “escasos”, en el sentido de la Red
Lion. Por ejemplo, la Suprema Corte derrumbó las tenta-
tivas de imponer restricciones a la cobertura de noticias de
diarios exigiendo cobertura “equilibrada” de cuestiones

polémicas,73 así como las de regulación de la indecencia en
la televisión por cable.74 La Corte explicó en el proceso de
Turner Broadcasting System contra la FCC que “la justificati-
va para la aplicación de un patrón menos riguroso de es-
crutinio de la Primera Enmienda sobre la regulación de la
trasmisión abierta, sea cual fuera su validez en los casos
que lo elabora, no se aplica al contexto de regulación de la
trasmisión por cable”. Observando las “diferencias tecno-
lógicas fundamentales entre la radiodifusión y la trasmi-
sión por cable”, la Corte consideró que la aplicación de
“un patrón más flexible de control, adoptado en el caso de
Red Lion y en otros casos de trasmisión abierta, es inadecuado
para determinar la validez de la Primera Enmienda en la re-
gulación de la trasmisión por cable”.75

Las mismas consideraciones limitan la capacidad del go-
bierno de regular Internet y tendrán implicaciones significa-
tivas para las políticas de los nuevos medios en el ámbito del

71 Red Lion Broadcasting Co. v. FCC, 395 U.S. 367, 386, 390 (1969).
72 H.R. Rep. No. 101-437, at 8, reprinted in 1990 U.S.C.C.A.N. 1605, 1612-

13 (citing Red Lion Broad. Co. v. FCC, 395 U.S. 367, 388-89 (1969). See
also Policies And Rules Concerning Children’s Television Programming, 11 FCC
Rcd. 10660, 10729 (1996).

73 Comenzando en 1949, la FCC impuso una política de radiodifusión co-
nocida como la Fairness Doctrine, que exigía que los titulares de licencias
de radiodifusión presentasen cuestiones de relevancia pública y hacer eso
de una forma que era —según el entender de la Comisión— honesta,
equilibrada, equitativa y justa. La Comisión abolió la Fairness Doctrine
en 1987. Ver Syracuse Peace Council v. FCC, 867 F.2d 654, 660-666 (D.C.
Cir. 1989), cert. denied, 493 U.S. 1019 (1990).

74 Miami Herald Publishing Co. v. Tornillo, 418 U.S. 241 (1974) (el derecho
de respuesta de los periódicos viola la Primera Enmienda); United States v.
Playboy Entm’t Group, Inc., 529 U.S. 803 (2000) (la regulación de la inde-
cencia para la Tv por cable viola la Primera Enmienda).

75 Turner Broadcasting System, Inc. v. FCC, 512 U.S. 622, 637 (1994).



Robert Com-Revere La política de medios de Estados Unidos ...252 253

Plan Nacional de Banda Ancha. Cuando Internet y la World
Wide Web llamaron la atención, por primera vez, de los formula-
dores de políticas de los Estados Unidos, su inclinación inicial
era regular el nuevo medio de comunicación de la misma forma
que la radiodifusión. El Congreso aprobó la Ley de Decencia en
las Comunicaciones (Communications Decency Act), como parte
de la Ley de Telecomunicaciones (Telecommunications Act) de 1996.
A pesar del impulso de desregulación general de la legislación,
ella procuró imponer la regulación del discurso “indecente” on-
line, usando un modelo casi idéntico al impuesto sobre la radio y
la televisión. Pero la Suprema Corte anuló la ley considerándola
una violación de la Primera Enmienda, argumentando que las
“características especiales” que históricamente habían justifica-
do un tratamiento diferente para la radiodifusión no se aplica-
ban a Internet. En el proceso de Reno contra ACLU, la Corte no
encontró “ninguna base para la calificación del nivel de control
de la Primera Enmienda que debería ser aplicado” a la comuni-
cación online porque el nuevo medio no sufre del problema
de escasez física. Por el contrario, se caracteriza por la abun-
dancia y facilidad de acceso.76

En suma, los conceptos regulatorios que los formulado-
res de políticas emplearon anteriormente no describían más
la realidad. Los nuevos medios permiten a los usuarios parti-
cipar de prácticamente todas las cosas que los medios elec-
trónicos tradicionales tornaron posible —y más — porque
sus funciones convergieron. Además de eso, los nuevos

medios de comunicación no son afectados por las limita-
ciones que habían sido citadas para justificar la regulación
desigual de los medios de comunicación más antiguos.
Como la FCC más recientemente reconoció, “los límites
entre estos sectores se están volviendo cada vez más difu-
sos”. En este mundo de medios convergentes, “la TV está
en el teléfono, Internet está en la TV y el diario está en el
tablet”.77 Sin embargo, nuevos esquemas de regulación to-
davía no han sido concebidos.

IV. La neutralidad de la red y la búsqueda
de nuevas teorías de regulación

Los formuladores estadounidenses de políticas públi-
cas deben enfrentar una serie de cuestiones importantes al in-
tentar abordar los cambios provocados por la Era Digital. Tal vez
la cuestión fundamental será la de decidir si las dificultades en-
frentadas por la organización de medios serán más eficazmente
enfrentadas por la iniciativa privada o por la acción del gobierno.
Si el Congreso o la FCC decidieren ejercer un papel político
más activo, será necesario articular nuevas teorías de la regula-
ción y clasificaciones regulatorias que sean ambas viables para
los nuevos medios y que sobrevivan al escrutinio constitucional.
Esta no será una tarea fácil.

Sin embargo, la FCC ya intentó lidiar con la cuestión de
las clasificaciones regulatorias y sus implicaciones para la po-

76 Reno v. ACLU, 521 U.S. 844, 851 (1997). 77 FCC Report at 20.
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lítica de comunicación. La tentativa inicial de la FCC de cla-
sificar el servicio de acceso a banda ancha llevó a la conclu-
sión de que el nuevo medio es un “servicio de información” y
no “de telecomunicaciones”, liberándolo así de la regulación
de los medios comunes. La Comisión consideró que “el ser-
vicio de cable vía modem es una oferta de servicio de acceso a
Internet, que combina la trasmisión de datos con procesa-
miento de computador, provisión de información e interacti-
vidad de computador, permitiendo que los usuarios finales
ejecuten una variedad de aplicaciones,” y que “ soporta fun-
ciones tales como e-mail, newsgroups, mantenimiento de la
presencia del usuario en la World Wide Web y el [sistema de
nombre de dominio]”. Así, la Comisión concluyó que “el
servicio de cable vía modem, un servicio de acceso a Internet,
es un servicio de información... independientemente de si los
suscriptores utilizan todas las funciones disponibles... e inde-
pendientemente de si todos los proveedores de servicio de
cable por modem ofrecen todas las funciones…”. De ese
modo, se verificó que tal servicio no incluye una oferta de
servicios de telecomunicaciones para los suscriptores, pues el
componente de telecomunicaciones es inseparable de la ca-
pacidad de servicio de procesamiento de datos.78

La Suprema Corte confirmó la decisión de la FCC en
el proceso NCTA contra X Internet Services, caracterizando
la cuestión a ser decidida como determinando “la clasifica-
ción regulatoria adecuada en los términos del Communica-

78 Inquiry Concerning High-Speed Access to the Internet Over Cable and Other
Facilities, 17 FCC Rcd. 4798 (2002).

tions Act del servicio de banda ancha de acceso a Internet por
cable”.79 Después de analizar el lenguaje de la Ley de Comu-
nicaciones y trazar la historia de las decisiones de clasifica-
ción FCC involucrando servicios de telecomunicaciones e
información, la Corte consideró que la decisión de renunciar
a imponer requisitos de porte común era razonable.

Desde entonces, la FCC ha intentado articular principios
para preservar el libre acceso a Internet en apoyo a una políti-
ca conocida como “neutralidad de la red”. Esta es una pie-
dra angular del abordaje de la FCC para Internet, y ha sido
descrita como parte esencial del Plan Nacional de Banda
Ancha del gobierno Obama.80 El movimiento en dirección
a tales reglas comenzó con la articulación de la FCC de
principios de acceso abierto en una declaración de política
en 2005.81 Sin embargo, un tribunal de apelaciones blo-
queó el esfuerzo de la FCC de ejecutar una acción contra
un proveedor de la red que la Comisión decía no había ad-
herido a los principios. En el proceso de Comcast Corp contra
la FCC, el Tribunal Federal de Apelaciones de Estados Uni-
dos para el Circuito D.C. decidió que por el Communications
Act la FCC no tenía poder para aplicar los principios, utili-
zando su autoridad inherente o “auxiliar”.82

79 NCTA v. Brand X Internet Services, 545 U.S. 967, 975 (2005).
80 Ver en general Joan Indiana Rigdon, Net Neutrality: Who Should be Minding

Online Traffic?, WASHINGTON LAWYER (June 2011) at 22-30.
81 Appropriate Framework for Broadband Access to the Internet Over Wireline Faci-

lities, 20 FCC Rcd. 14986 (2005).
82 Comcast Corp. v. FCC, 600 F.3d 642, (D.C. Cir. 2010).
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Eso desencadenó una búsqueda por una nueva justifica-
ción para las reglas de neutralidad de la red. Como parte de
eso, la FCC ha analizado si debería reconsiderar su decisión
anterior y “reclasificar” el servicio de banda ancha como tele-
comunicaciones, sujeto a ciertas exigencias de los medios de
comunicación comunes.83 En último análisis, sin embargo,
la FCC optó por adoptar reglas de neutralidad de la red sin
intentar reclasificar el servicio de banda ancha.84 En lugar de
eso, la FCC se basó en su autoridad existente identificada en
varias secciones del Communications Act (Ley de Comunica-
ciones). En términos generales, las reglas procuran mantener
una Internet abierta por medio de (1) requerir que los pro-
veedores divulguen sus prácticas de gerenciamiento de red
como parte de sus términos y condiciones de servicio; (2)
prohibirlos de bloquear contenido legal, aplicativos o servi-
cios; y (3) prohibir la “discriminación irracional” en la tras-
misión de tráfico legal de la red.85

La teoría subyacente a las reglas de neutralidad de la red es
que los prestadores de servicio de banda ancha tienen el estímu-
lo y la capacidad de discriminar los servicios competidores y que
ellos podrían usar ese poder para distorsionar la apertura de In-
ternet. La FCC describió esta apertura como “esencial para el
papel de Internet como plataforma para el discurso y el compro-

miso cívico”. Ella observó que Internet se tornó una importante
fuente de noticias e información, “que constituye la base para el
discurso cívico informado”. La Comisión agregó que las agen-
cias de gobierno locales, estaduales y federal cada vez más usan
Internet para comunicarse directamente con el público y para
proveer información y servicios esenciales.86

La decisión de la FCC fue muy polémica y sujeta a inmedia-
tas impugnaciones judiciales y legislativas. Verizon y MetroPCS
interpusieron recursos impugnando las reglas de neutralidad de
la red inmediatamente después de haber sido anunciadas, pero
los casos fueron descartados como prematuros.87 La Comisión
todavía no publicó oficialmente las reglas, que es un pre-requisi-
to para buscar auxilio jurídico. Mientras tanto, la Cámara de
Representantes votó a favor de revertir la decisión de la FCC.88

Sin embargo, no se espera que el esfuerzo legislativo sea exitoso
en el Senado o que venza el apoyo del presidente a las reglas.

Los críticos de las reglas cuestionan si la FCC presentó
un argumento convincente de la ampliación de la regulación
federal sobre Internet. El comisario de la FCC Robert Mc-
Dowell, por ejemplo, escribió que Internet fue exitosa más
allá de todas las expectativas, porque fue privatizada y como
resultado de la “colaboración de abajo para arriba, y no de
regulación de arriba para abajo”. Él mostró preocupación de
que la supervisión de la FCC pueda sofocar la innovación y

83 In the Matter of Framework for Broadband Internet Service, 25 FCC Rcd. 7866
(2010).

84 In the Matter of Preserving the Open Internet Broadband Industry Practices, 25
FCC Rcd. 17905 (2010).

85 Id. at 17906.

86 Id. at 17912.
87 Verizon v. FCC, No. 11-1014 (D.C. Cir., April 4, 2011). Ver Edward Wyatt,

Court Rejects Suit on Net Neutrality Rules, NEW YORK TIMES, April 4, 2011.
88 Ver, por ejemplo, Rigdon, supra at 24.
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llevar a consecuencias no deseadas.89 Otros expresaron pre-
ocupación de que la historia de la regulación de Internet
muestre que el gobierno tiene más incentivo y capacidad para
sofocar la libre expresión de que los proveedores de la red, y
que las reglas de neutralidad de la red provean los medios
jurisdiccionales para seguir estas tendencias.90

La FCC realizó cuestiones semejantes también en otros
procesos. En 2009, la FCC inició una investigación titulada
Empoderando los Padres y Protegiendo los Niños en un Escenario de
Medios en Evolución (Empowering Parents and Protecting Children
in an Evolving Media Landscape).91 Todo comenzó con la pre-
misa de que las plataformas de medios son abundantes, el
contenido es diversificado y existen diversas herramientas que
permiten el control individualizado sobre la exposición a los
medios de comunicación en el ambiente doméstico. La FCC
observó que “de la televisión a los dispositivos móviles de Inter-
net, los medios electrónicos ofrecen hoy a los niños vías... que
sus padres nunca podrían haber imaginado”.92 Sin embargo, ella
solicitó sugestiones para “nuevas acciones que la Comisión o la
industria pueden adoptar para resolver los problemas”, y pre-

guntó “si la Comisión tiene la autoridad legal para ejecutar cual-
quier de las acciones propuestas y si esas acciones serían consis-
tentes con la Primera Enmienda”. La Comisión no interrumpió
con radiodifusión, pero invitó a los participantes “a considerar
toda la gama de plataformas de medios electrónicos”, incluyen-
do televisión y radio, y los distribuidores de programación de
video multicanal tales como televisión por cable y satélite, así
como los “dispositivos de audio, dispositivos sin cable de videoga-
mes, dispositivos de ambiente sin red e Internet”.93

Conclusión

A esta altura, los formuladores estadounidenses de políti-
cas públicas tienen más preguntas que respuestas. El debate
gira en torno de si el gobierno debería estar más o menos
involucrado en los medios. Es también una cuestión de dis-
puta si las políticas gubernamentales deben ser capaces de
ayudar a las empresas de medios tradicionales en su lucha, o
si eso envolvería un gran sacrificio de la independencia de los
medios. Y si el gobierno optare por envolverse más en regu-
lar (o auxiliar) los nuevos medios, deberían ser creadas nue-
vas teorías para apoyar esa regulación. Aunque sea evidente
que las clasificaciones regulatorias más antiguas no reflejan el
carácter dinámico y multifacético de los nuevos medios, no
se sabe lo que se debería adoptar en su lugar.94 Cualquiera

89 Preserving the Open Internet, 25 FCC Rcd. at 18050 (Dissenting statement
of Commissioner McDowell).

90 Ver, por ejemplo, Rigdon, supra at 28. Ver también Robert Corn-Revere,
The First Amendment, the Internet & Net Neutrality: Be Careful What You
Wish For, PROGRESS ON POINT (December 2009) (http://www.pff.org/
issues-pubs/pops/2009/pop16.28-FCC-workshop-free-speech-net-
neutrality.pdf).

91 24 FCC Rcd. 13171 (2009) (“Children’s Media Inquiry”).
92 Id. at 13172, 13174-75, 13187-88.

93 Id. at 13173.
94 Por ejemplo, Robert Corn-Revere, Regulating Media Content in an Age of

Abundance, COMMUNICATIONS LAWYER (September 2010) at 1.
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DESAFÍOS REGULATORIOS EN TIEMPOS
DE TRANSFORMACIÓN DIGITAL: UNA

MIRADA SOBRE PUBLICACIONES Y
EDITORAS EUROPEAS

Christoph Keese

Prefacio

Las crisis de los medios son tan viejas como ellos mis-
mos. A lo largo de su historia, los medios pasaron por cam-
bios perturbadores, así como por una evolución constante
impuesta por cambios tecnológicos y culturales. Sin duda, los
medios impresos están pasando por un cambio enorme en
toda Europa. Esto genera ansiedades y genera espacio para
temores generalizados sobre hasta qué punto el periodismo
de calidad podrá ser financiado en el futuro. En caso que exis-

que sea el rumbo que el gobierno de Estados Unidos adopte,
nuevos patrones de regulación tienden a ser sometidos a más
escrutinio constitucional de lo que aplica a los medios regu-
lados actualmente.

Mirando hacia adelante, está lejos de ser cierto que la
Suprema Corte permita que el Congreso o la FCC expandan
la jurisdicción federal para regular Internet por la simple crea-
ción de nuevas clasificaciones regulatorias. En el proceso Ci-
tizens United contra la Federal Election Commission, una frase de
la opinión de la mayoría señaló una creciente incomodidad
con la aplicación de diferentes niveles de protección consti-
tucional para los diversos medios.95 El juez Anthony Kenne-
dy resaltó que “los autores de la Constitución pueden no ha-
ber tenido conocimiento de ciertos tipos de comunicadores
o formas de comunicación, pero eso no significa que esos
comunicadores y medios tengan derecho a menos protección
de la Primera Enmienda que los que proveyeron los me-
dios de comunicar ideas políticas en la época de la adop-
ción de la Declaración de Derechos”.96 Y agregó: “debe-
mos rechazar definir y después redefinir nuevamente lí-
neas constitucionales con base en los medios o tecnología
específica utilizada” para expresarse públicamente. Hacer
eso sería cuestionable, porque “esas diferenciaciones pue-
den en breve probar ser irrelevantes o superadas por tecnolo-
gías que están en rápida evolución”.97

95 Citizens United v. Federal Election Commission, 130 S.Ct. 876 (2010).
96 Id. at 906.
97 Id. at 890-891.



Christoph Keese Desafíos regulatorios en tiempos de transformación...262 263

tan cambios visibles a largo plazo, estos ciertamente no se
limitarán a los medios como industria, y afectarán a la socie-
dad como un todo. La democracia es impensable sin revistas
y periódicos independientes y fuertes.

En casi todos los estados miembros de la Unión Europea
(EU), las editoras y los órganos dirigentes de esa industria
prestaron mucha atención a los cambios estructurales ocurri-
dos en su campo en los últimos años. Ellos crearon una serie
de propuestas para garantizar la independencia del periodis-
mo. Estas propuestas fueron transmitidas a los legisladores
nacionales y europeos y a los gobiernos, así como a empresas
de terceros, como Google y Apple. Son propuestas diferentes
de estado para estado, pero tienen en común la visión de que
las cuestiones actuales deben ser tomadas en serio ahora y
tratadas en forma amplia para evitar el espiral descendente
como ocurrió con otros mercados de medios impresos, como
en Estados Unidos.

Este artículo intenta dar una visión general sobre los re-
cientes desarrollos económicos y políticos en países específi-
cos que han trillado caminos diferentes para resolver el pro-
blema. Aunque las perspectivas puedan parecer un poco som-
brías, debemos recordar que la industria editorial ya pasó por
muchos desafíos a lo largo de los siglos.

Esta crisis es tan vieja como los periódicos. Un ejemplo
histórico ilustra esto: cuando Johann Carolus publicó el pri-
mer diario hace más de 400 años en Strasbourg, pasaron ape-
nas 12 días para que él fuese hasta el prefecto y reclamase
sobre copistas que, sin ninguna vergüenza, explotaban su tra-
bajo y vendían reproducciones por una fracción del precio

original. Johannes Gutenberg, el inventor del libro, quebró y
murió antes que su tienda saliese del déficit. En torno del año
1900, una gran crisis de los medios tenía como centro el mie-
do de la trivialización. Cerca de 50 años después, la existencia
del diario fue cuestionada por la televisión. Editoras creativas
y periodistas sobrevivieron a todos esos eventos perturbado-
res. Aunque esto no sea un indicador de que el pozo nunca se
secará para los medios impresos, muestra que los hechos
amenazadores deben ser tomados en serio y que acciones pre-
cisan ser puestas en práctica, pero no se debe entrar en pánico
o hacer previsiones prematuras sobre la muerte del periodis-
mo impreso.

De hecho, los números de la industria de la impresión
parecen decepcionantes. En el período de 1964 a 2009, el
número de periódicos en Alemania, por ejemplo, cayó cerca
del 40 por ciento. Mientras que había 573 periódicos inde-
pendientes en 1964, en 2009, apenas 351 podían ser conta-
dos. La circulación disminuyó lenta, pero continuamente: en
2000 cerca de 30 millones de ejemplares eran vendidos en
Alemania en un día de semana común. Hoy este número está
un poco por encima de 25 millones, y, de acuerdo con el “Glo-
bal Entertainment and Media Outlook” hecho por la Pri-
ceWaterhouseCoopers, hasta 2014, disminuirá a 23 millones
aproximadamente. La publicidad en los medios impresos dis-
minuirá proporcionalmente y en 2011 probablemente estará
un 32 por ciento abajo del nivel de 2006.

En 2010, por primera vez en la historia, el ingreso por
ventas de periódicos impresos alemanes superó a las ventas
de publicidad y promoción, indicando que los ingresos, cada
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vez menores, por ejemplares impresos son ahora más esta-
bles que las ventas de anuncios. La vieja regla de oro de que
dos tercios de los ingresos vendrán de la publicidad y un ter-
cio de la venta de ejemplares, ya no es válida. Las relaciones se
invirtieron. Hoy, el lector paga dos tercios y los anunciantes
un tercio, con ventas totales en caída. Esta tendencia aumen-
ta la presión presupuestal en las redacciones.

Sin embargo, el alcance de los periódicos en Europa to-
davía está en un nivel elevado. Los periódicos alemanes, por
ejemplo, llegan a 69,6 por ciento de la población diaria-
mente. Esto significa que poco más de 49 millones de ale-
manes, con más de 14 años de edad, leen un diario todos
los días. En la franja etaria de 40 a 69 años, el número de
lectores diarios de periódicos representa 71 por ciento.
Entre las personas de 14 a 19 años, llega al 53 por ciento.
Siete de cada diez alemanes con más de 14 años suscriben
o compran un diario común. Estos números muestran que
la industria pierde un poco de negocios, pero todavía es fuer-
te. Revistas y periódicos en Alemania suman 12 miles de mi-
llones de euros en ventas por año.

Marco regulatorio y agenda política de las editoras
europeas

Por la defensa de su industria, las editoras europeas de
periódicos y revistas están promoviendo en conjunto una
agenda política que gira en torno a los principios presentados
a continuación. Las cuestiones formalmente adoptadas por

asociaciones nacionales y agregadas por los órganos europeos
están listadas con marcas. Ellas representan un amplio con-
senso que es aumentado por iniciativas locales a nivel nacio-
nal. Los comentarios del autor son presentados en itálica, abajo
de cada punto.

• Respeto por la libertad de expresión y libertad

de prensa en todas las plataformas, incluyendo me-
dios digitales. La libertad de expresión, incluyendo la
libertad de prensa, es reconocida como un derecho
fundamental tanto por el Consejo de Europa como
por la Unión Europea. Eventuales restricciones a la
libertad de expresión, que puedan ser necesarias por
razones de interés público, deben ser estrictamente
limitadas por fuertes garantías legales y democráticas.

Comentario: han habido numerosas tentativas de limitar la
libertad de expresión en varios estados miembros. En Hun-
gría, una nueva ley de prensa muy criticada fue aprobada en
diciembre de 2010. Ella torna obligatorias las licencias esta-
duales para los medios on-line y permite que un consejo ejecu-
tivo de medios intervenga en las redacciones, para requisición
de material y fuentes de historias editoriales. En la mayoría de
los estados del Este Europeo, oligarcas adquirieron empresas
de medios líderes del mercado para atender a sus intereses co-
merciales. En Turquía (no miembro de la UE), el gobierno
promovió una acción de cobranza de impuestos de varios mi-
les de millones de euros a la principal editora de noticias del
país en un movimiento que fue ampliamente percibido como
venganza por reportajes críticos. En Italia el primer ministro
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es dueño del mayor imperio de medios. En España y en Fran-
cia, los principales periódicos de negocios fueron vendidos de
editoras tradicionales a empresarios con múltiples inversiones,
cuya postura sobre su independencia todavía necesita ser com-
probada. En Dinamarca, un dibujante y un diario entero es-
tán bajo una “fatwa”, después de haber publicado una carica-
tura sobre Alá. En Alemania, los tribunales ordenaron que
fuesen hechas escuchas de los teléfonos de editoras, así como
búsquedas en redacciones. Aunque la libertad de prensa en
mayor escala todavía sea fuerte en la mayoría de los países
europeos, con los estados occidentales liderando esa tradición,
el respeto a la libertad de prensa continúa siendo un valor por
el cual es necesario luchar. Sin defensa constante el grado de
libertad disminuiría.

• Respeto por las leyes de derecho autoral

(copyright) y remuneración de los propietarios

de contenido. La fuerte protección de los derechos
de autor y de los bancos de datos es un pre-requisito
vital para garantizar que las editoras de periódicos pue-
dan continuar invirtiendo en la producción de conte-
nido y desarrollar modelos de negocios financieramen-
te sustentables. Es esencial para proteger los periódi-
cos de la acciones de terceros que usan el contenido
editorial sin autorización previa o remuneración.

Comentario: el derecho autoral es una cuestión fundamental
para la transformación de los medios impresos en un negocio
on-line. En tanto los productos impresos siempre fueron bien
protegidos y fáciles de proteger, el contenido digital es propenso

a “copiar y pegar”. Ganancias financieras elevadas pueden ser
obtenidas por la explotación de la propiedad intelectual de otra
persona.

En una resolución histórica firmada el 26 de junio en Ham-
burgo, un gran número de editoras europeas firmó un docu-
mento pidiendo más respeto a la propiedad intelectual. El do-
cumento, que se hizo conocido como “Declaración de Ham-
burgo”, obtuvo mucha atención y puede ser visto como un
divisor de aguas en el debate público sobre el contenido creati-
vo en Internet. La declaración ya fue firmada por centenas de
editoras y asociaciones de prensa en todo el mundo.

El documento dice lo siguiente:

Declaración de Hamburgo sobre derechos de propiedad inte-
lectual

Internet ofrece oportunidades inmensas para el periodismo pro-

fesional, pero solamente si la base para la rentabilidad fuese

asegurada en todos los canales digitales de distribución. En

este momento, no es el caso.

Innumerables prestadores de servicios están usando el trabajo

de autores, editoras y emisoras sin pagar por ello. En el largo

plazo, eso amenaza la producción de contenido de alta calidad

y la existencia del periodismo independiente.

Por este motivo, defendemos fuertemente que sean hechas me-

joras urgentes en la protección de la propiedad intelectual en

Internet.

El acceso universal a los sitios web no significa necesariamente

acceso sin ningún costo. Nosotros no estamos de acuerdo con
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aquellos que sostienen que la libertad de información sólo es

establecida cuando todo está disponible sin ningún costo.

Acceso universal a nuestros servicios debe estar disponible, pero

de aquí para adelante nosotros no queremos más ser obligados

a ceder nuestra propiedad sin haber dado permiso.

Aplaudimos, por lo tanto, la determinación cada vez mayor de

los gobiernos federales y estaduales en todo el mundo a conti-

nuar apoyando la protección de los derechos de los autores,

editoras y emisoras en Internet.

No deben existir partes de Internet donde las leyes no se apli-

can. Legisladores y gobiernos, a nivel nacional e internacio-

nal, deben proteger de forma más eficaz la creación intelectual

de valor por autores, editoras y emisoras. El uso no autorizado

de la propiedad intelectual debe permanecer prohibido sea cual

sea el medio de distribución.

En último análisis, el principio fundamental de que ninguna

democracia puede prosperar sin periodismo independiente tam-

bién debe ser aplicado para la World Wide Web.

(Fin de la cita)

Con esta iniciativa, las editoras señalaron claramente que,
en el largo plazo, la división de trabajo actualmente en
vigor no va a funcionar: por un lado, hay personas que
crean contenido exclusivo y de calidad con gran esfuerzo y
alta inversión, y por otro, hay personas que se apropian de
este contenido y lo comercializan sin pagar por eso. En al-
gún momento, no habrá más inversión en contenido y, al
final de la cadena, los sitios web de búsqueda no tendrán
nada atrayente para procurar o promover.

• Mejor protección jurídica de los derechos de los

editores. Bajo la ley de prensa continental europea,
las editoras no tienen un derecho adquirido sobre su
propio trabajo que les dé derecho a perseguir copias
ilegales, así como a conceder licencias para usuarios
legales. Esto los diferencia de las editoras de música,
estudios de cine, creadores de actuaciones, propieta-
rios de bases de datos y muchas otras industrias crea-
tivas. Mientras esta falta de protección jurídica sólo
puede ser explicada históricamente, sin justificativa en
ningún material académico, las editoras en los países
anglosajones, incluyendo Reino Unido, disfrutan de
los beneficios de una estructura legal muy diferente.
Legalmente, las editoras en los países anglosajones son
autoras del trabajo. Ellas poseen casi exactamente la
misma protección legal que los autores tienen en el
continente. Las editoras alemanas comenzaron una
acción ampliamente divulgada para resolver este abor-
daje contrastante y establecerse en algún punto inter-
medio. Ellas proponen la introducción de un nuevo
derecho llamado derecho conexo (neighboring right) para
las editoras que:

a)  les permita acompañar la violación de derechos de
autor de pleno derecho

b)  no perjudique o limite el derecho de los autores.

Tal instrumento legal no precisa ser inventado. Ya existe
bajo forma de derechos conexos en todas las otras in-
dustrias creativas. El gobierno alemán prometió in-
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troducir este derecho1 de las editoras en la ley de de-
rechos de autor del país y está realizando el proceso
legislativo necesario en este momento. Las editoras del
continente argumentan que sus gobiernos deberían
seguir este modelo cuando éste haya sido puesto en
funcionamiento. La Comisión Europea está acompa-
ñando el proyecto de cerca y considera una directriz
europea para esto. Aunque sea promisorio para las
editoras, todavía no se sabe si los legisladores realmente
cumplirán su promesa.

Comentario: este importante proyecto requiere ser detallado
en términos más específicos, debido a la complejidad de las
cuestiones jurídicas y las implicaciones potenciales de largo al-
cance del cambio propuesto en la ley.

Contexto histórico

Discusiones sobre la protección legal específica para las edito-
ras no son una cuestión reciente. En Alemania, esta cuestión
viene siendo discutida desde mediados de los años 1960, aun-
que sin la implementación de un derecho de las editoras por
medio de una legislación. En otros países, especialmente en
Gran Bretaña, hace mucho tiempo que las editoras tienen una
protección específica de derechos de autor.

Una comparación jurídica entre varios miembros de la UE
muestra las diferencias en las leyes de derechos de autor:

1. Alemania

Ley Alemana de Derecho Autoral (“Copyright Act”) fue apro-
bada en 1965. En la época, como ahora, ella concedió dos
categorías de derechos:

• Derecho Autoral: en primer lugar, da a los creadores de
obras (o sea autores, periodistas, compositores, directores
de cine, etc.) un derecho autoral por su trabajo.

• Derechos conexos: en segundo lugar, ella concede a algu-
nas personas derechos adicionales sobre sus actuaciones o
sobre la colección de trabajos de otros, mismo que no sean
ellos mismos los autores de las obras.

La siguiente lista muestra todos los derechos conexos existentes
actualmente, incluyendo la fecha de su introducción:

1  Los términos legales “derecho editorial” y “derechos conexos” son uti-
lizados como sinónimos en este artículo. Describen un concepto legal
atribuyendo protección de derecho autoral no sólo para el autor de
una obra así como también para su editor, porque sin su inversión,
marca y organización, la obra no llegaría al mercado. Un ejemplo pro-
veniente de la música ilustra la idea: un cantor interpretando una can-
ción que no compuso no recibiría ningún pago de una emisión de
radio si no fuese por su “derecho conexo”. Una vez que él no es el
autor de la obra, no puede reivindicar pago de derechos de autor por
cualquier distribución, reproducción o exhibición pública de la obra.
Para ser aún más concreto: Madonna interpretando “American Pie”
no recibiría royalties como intérprete, si no fuera por el derecho co-
nexo. Cuando la canción es emitida en una radio, Don McLean recibe
royalties como compositor de la letra y de la música, y Madonna gana
dinero como “editora”. Sin la contribución de ella, no habría trasmi-
sión de esa versión. Los derechos de autor y de editor son concebidos
de tal forma que uno no interfiere en el otro. Este es un ejemplo clá-
sico de un “juego de suma positiva”. La mayoría de las industrias de
creación recibieron derechos equivalentes. El único ramo importante
de la industria creativa en Europa Continental sin derecho editorial es
la prensa.
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• Artistas 1965

• Promotores de eventos 1965

• Productores de películas 1965

• Productores de disco 1965

• Organizaciones de radiodifusión y emisoras de TV 1965

• Publicaciones científicas 1965

• Editor póstumo 1965

• Editoras de banco de datos 1997

La introducción de los derechos de varias categorías artísti-
cas fue justificada en muchos casos por innovaciones técni-
cas. Esto es particularmente verdad para la protección de
los productores de discos. Con la invención del disco de
vinilo en 1877 y el subsecuente éxito de este medio en el
comienzo del siglo 20, el nuevo campo de la piratería de
audio floreció desde que fue técnicamente fácil imprimir
nuevas copias piratas y venderlas sin pagar royalties. Los
tribunales alemanes, a los cuales las grabadoras se queja-
ron en 1910, reconocieron eso. La argumentación fue fun-
damentada en un derecho puramente derivativo, prestado
por el autor. Este abordaje rápidamente probó ser bastante
ineficaz. Esto llevó à la creación del “Copyright Act” (Ley
del Derecho Autoral), en 1965, en el que se concedió el
derecho de las grabadoras sobre el “performance” de los
músicos. Ese derecho es hoy aún más justificado, cuando la
producción de copias digitales se volvió infinitamente más
fácil.

Por las mismas razones, se volvió evidente, a comienzos del
siglo 20, que el artista precisaba de una protección equivalen-
te, pues su trabajo no era de modo algún protegido por las
reglas ya existentes. Claramente, su “performance” no es idén-
tico al trabajo del autor que él interpreta. Un derecho conexo
para actores fue introducido y está en vigor desde entonces.

Lo mismo se aplica para la editora de banco de datos. Con el
advenimiento de la tecnología digital, la colecta y la disponibi-
lidad de datos diversos tomaron una importancia económica
enorme. Como la digitalización trae consigo el peligro de ha-
cer reproducciones sin esfuerzo, aquél que invierte tiempo y
dinero en la colecta y presentación de datos es particularmente
vulnerable. Por esta razón, en 1997, el Legislativo creó un
derecho correspondiente para la editora de banco de datos.

En tanto las editoras de prensa cumplen la mayoría de los
criterios de todos los otros beneficiarios de derechos conexos,
ellas también corren un riesgo enorme de ver la reproducción
no autorizada de sus productos a través de terceros, lo que se
volvió posible por medio de las nuevas tecnologías. Sin em-
bargo, hasta hace poco tiempo, el Legislativo falló en actuar en
esta cuestión urgente.

El debate en torno de la introducción de un derecho conexo
para las editoras había sido limitado a las editoras de libros. A
su vez, las editoras de libros rechazaron la idea de un derecho
conexo específico, ya que están muy bien protegidas a través de
una Ley Editorial específica, que las coloca en una posición
legal fuerte e hizo posible un mercado de libros próspero y
altamente diversificado.
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Fue sólo recientemente que las editoras alemanas reivindica-
ron unánimemente un derecho para las editoras y obtuvieron
el apoyo del gobierno liberal-conservador dominante. Se pre-
vé que la propuesta sea introducida en la ley durante el man-
dato legislativo actual que termina en 2013.

Para ilustrar lo que podría ser un derecho conexo para las edi-
toras de prensa, abajo está citada la cláusula central del dere-
cho del productor musical que, en muchos aspectos, tiene pa-
ralelos legales a los de las editoras de prensa. La cláusula dice:

“El productor de un registro fonográfico tiene el derecho exclu-
sivo de copiar el registro, para distribuirlo y hacerlo disponible
al público. Si el registro fonográfico fue producido por una
empresa, entonces esta empresa es considerada productora del
registro. Este derecho no es instituido por medio de simple co-
pia del registro fonográfico.”

Estas tres frases cortas dejan claro que nadie, a no ser el editor,
puede explorar comercialmente el registro fonográfico y que la
mera (y posiblemente ilegal) copia de un registro fonográfico
existente no hace del copista una editora en la sentencia judi-
cial. A lo largo de las décadas este parágrafo de la ley probó ser
fuerte y eficaz y estableció el parámetro para la creación y el
crecimiento de una próspera industria de la música que sólo
recientemente perdió su rumbo, principalmente debido a la
falta de control de copias ilegales en Internet.

2. Reino Unido

Desde 1956, en el Reino Unido, existe el llamado derecho de
editora, bajo el cual el diseño tipográfico y “layout” de las edi-

ciones publicadas están protegidos. La Sección 1 (1) de la Ley
de Derecho de Autor, Acto de Diseños y Patentes del Reino
Unido, afirma:

Obras y derechos de autor

(1) El derecho de autor es un derecho de propiedad que sub-
siste, de acuerdo con esta Parte, en las siguientes descrip-
ciones de trabajo:

(a) obras literarias originales, dramáticas, musicales o artísticas,

(b) grabaciones sonoras, películas [F1 o trasmisiones de ra-
diodifusión], y

(c) el arreglo tipográfico de ediciones publicadas.

Una razón para la introducción de ese derecho fue la rápida
expansión de copias ilegales de obras originales del siglo 19.
La reproducción y la divulgación de obras están protegidas por
el Derecho de la Editora. Además de eso, la protección es con-
cedida contra ciertos actos de infracción de la contribución (con-
tributory infringement). El derecho de la editora expira des-
pués de 25 años y está sujeto a ciertas barreras. Un ejemplo
importante es el uso justo de copias para fines de investigación
o estudio privado, juicio crítico o informes cortos en noticieros.
También son privilegiadas ciertas formas de uso en bibliotecas
y por el poder público.

Sin solución en el Reino Unido es el derecho conexo para las
ediciones digitales. Ya que los derechos conexos están anclados
en los derechos del diseño tipográfico, su aplicación para la
“web” es difícil, pues el diseño en este caso es una cuestión de
frecuente y fácil alteración a través de agregadores y lectores. Es



Christoph Keese Desafíos regulatorios en tiempos de transformación...276 277

preciso encontrar formas de cómo hacer eso. Ya están siendo
discutidas soluciones de cómo se puede resolver este problema
jurídico y práctico. Una solución podría ser la creación de una
norma europea con un abordaje amplio para la fragmentada
situación legal en toda a Europa.

3. Otros países

El presidente francés Nicolás Sarkozy ha recomendado re-
cientemente en un documento preliminar (“Green Paper”)
medidas amplias para fortalecer a las editoras de prensa en
Francia. Esto involucra la creación de un estatuto separado
para las editoras de prensa on-line. El propósito de este estatu-
to es la creación de igualdad con las editoras de prensa tradi-
cionales, particularmente en lo que refiere a subsidios del Es-
tado y beneficios fiscales. Además de eso, los derechos de autor
de las editoras de prensa deben ser reforzados.

En Finlandia, hace mucho tiempo se ha debatido si es preciso
formular una protección legal para las editoras. Esto era evi-
dente en los años 1980 y resurgió nuevamente, ahora aten-
diendo a la demanda de las editoras de prensa. El parlamento
está en proceso de elaboración de un derecho conexo.

Grecia y Portugal ya tienen derechos conexos para editoras de
prensa y su expansión para los medios on-line esta siendo
discutida. Hay un impuesto de prensa siendo cobrado en las
cuentas de electricidad.

La influencia de la ley británica también estimuló a Irlanda,
Australia, Bangladesh, India, Nueva Zelandia, Paquistán y
Singapur a conceder protección de fuertes derechos de autor
para las editoras.

• Competencia leal en el mercado de publicidad.

Dado el hecho de que los periódicos dependen de
publicidad para componer una proporción significa-
tiva de sus ingresos, reglas justas y condiciones de com-
petencia equitativas son indispensables para posibili-
tar la sustentabilidad financiera de los periódicos. Las
editoras están especialmente preocupadas con la com-
petencia desleal de los sitios web de búsqueda on-line.

Comentario: algunas asociaciones europeas de editoras, inclu-
yendo las editoras de periódicos y revistas alemanas, presenta-
ron una queja formal ante la Unión Europea contra Google
por abuso de posición dominante en el mercado en relación a
“búsqueda justa”. Este movimiento refleja una profunda pre-
ocupación sobre la práctica continua de Google de favorecer
sus propios productos de otros mercados, tales como mapas,
listas de películas, de comparación de precios o informaciones
de viaje, al darse así mismo posiciones elevadas indebidas e
injustificadas en el ranking de resultados de las búsquedas. El
motor de búsqueda de Google no sólo domina el mercado de
búsqueda, sino además es un servicio esencial para la partici-
pación en mercados on-line y no puede ser duplicado. Google
opera este recurso esencial [bottleneck facility] y, al mismo tiem-
po, ofrece servicios que dependen de él (mercados adyacentes).
Esta expansión vertical crea para Google un incentivo econó-
mico para clasificar sus productos en una posición más alta
que la de los productos de sus competidores. Las editoras soli-
citan particularmente que Google ofrezca su servicio de in-
dexación para todos los operadores de sitios web en condicio-
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nes idénticas a las de sus propios servicios. Google no puede
exhibir su propio contenido en una posición mejor que las de los
proveedores de contenido equivalente. Además de eso, Google
debe garantizar una investigación objetiva, transparente y libre
de arbitrariedades en todos los aspectos. El trato preferencial de
páginas web de Google constituye un trato desigual al dado a
otros proveedores de contenido. Ejemplos: Ícones y OneBoxes,
Universals, informes de agencias de noticias, etc.

A continuación, los argumentos de la queja de las editoras con
más detalles:

1. Google gana más de cinco veces lo que todas las editoras
juntas ganan con publicidad on-line. Sólo con avisos Ad-
Words colocados al lado de las buscas orgánicas, Google
genera anualmente en Alemania ingresos de más de mil
millones de euros. Estos ingresos son cinco veces mayores
que los 200 millones de euros generados por todas las for-
mas de publicidad en portales de noticias on-line de todas
las editoras de prensa alemanas juntas.

2.  Los ingresos de Google son derivados de contenido produ-
cido por terceros. La base para el modelo de negocios de
Google y los lucros generados por este modelo son la exhi-
bición de contenido que fue producido por otras empresas
—incluyendo editoras de prensa— y colocado en Internet
para usuarios de Internet con el objetivo de adquirir clien-
tes de publicidad para su propia página web y para refor-
zar su propia marca. Google impide a las editoras de pren-
sa alcanzar estos objetivos, porque se apropia del trabajo de
ellas y lo coloca a servicio de los objetivos financieros del

propio Google. Aprovechando el trabajo de terceros, Go-
ogle consiguió atraer a la mayoría de los clientes de publici-
dad en todo el mundo y se constituyó en la marca más
fuerte del planeta. Google no pidió permiso a las editoras
de prensa para adoptar el contenido producido por ellas, ni
les ofrece ninguna participación en los ingresos de publici-
dad generados usando el contenido de ellas.

3.  El servicio de búsqueda de Google fue inicialmente acepta-
do por los proveedores de contenido, una vez que Google se
limitó a actuar como un intermediario complementario y
neutro de tráfico. La monetización del trabajo de los pro-
veedores de contenido por Google era aceptable para ellos,
en tanto Google se limitase a un papel complementario
como intermediario neutro entre proveedores de contenido
y usuarios de Internet y no ofreciese contenido propio. La
navegación de usuarios de Internet —controlada por un
algoritmo neutro— por el contenido procurado por ellos,
sin la sustitución de ese contenido, también benefició a los
proveedores de contenido. Durante mucho tiempo, los es-
perados “servicios intermediarios” de tráfico impidieron que
muchos proveedores de contenido se opusiesen a la moneti-
zación de sus contenidos por los motores de búsqueda. Una
razón para eso fue también la premisa de que los motores
de búsqueda no compiten con los proveedores de contenido,
una vez que los primeros operan en el mercado de publici-
dad basada en búsqueda on-line y los últimos operan en el
mercado separado de publicidad que no es basada en bús-
queda on-line.
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4.  La naturaleza complementaria de los motores de búsqueda
en relación a los proveedores de contenido fue la base para
la aprobación de los derechos de autor de los motores de
búsqueda en el juicio Paperboy por el Tribunal Federal
Alemán de Justicia (BGH). Cuando una editora real-
mente promovió una acción contra la adopción de sus datos
por un pequeño agregador de noticias llamado “Paperboy”,
el Tribunal Federal Alemán de Justicia (BGH) refutó la
protección de derechos de autor y la protección de comercio
justo en 2003, en un juicio con el mismo nombre. BGH
enfatizó la relación de complementariedad entre agregado-
res de noticias y páginas de contenido. Su juicio fue basado
en la premisa explícita de que: “El uso del banco de datos
[por proveedores de contenido] no es sustituido por el [agre-
gador], como máximo, estimulado”.

5.  Hoy, Google ya no complementa el trabajo de los provee-
dores de contenido, en lugar de eso lo sustituye con su pro-
pio contenido y el de sus portales de contenido, que además
de eso coloca más alto en el ranking. Hoy, Google, por lo
tanto, tiene poco en común con el papel de intermediario
neutro que es apenas complementario y opera entre usua-
rios de Internet y proveedores de contenido. El modelo bá-
sico subyacente en el juicio “Paperboy”, de un motor de
búsqueda en general y un agregador de noticias en particu-
lar, nada tiene que ver con la manera por la cual la plata-
forma Google opera hoy o con los objetivos financieros bus-
cados por Google con este modelo. Google abandonó el
modelo básico del juicio “Paperboy” hace mucho tiempo y

comenzó a expandir continuamente sus portales de conte-
nido propietarios a fin de integrarse verticalmente en el mer-
cado de contenido y de sustituir los proveedores de conteni-
do. El desarrollo de la plataforma Google, que pasó de un
intermediario de contenido (complementario) a un pro-
veedor (sustituible) de contenido y de portales de conteni-
do, revela un aspecto que es de gran importancia cuando se
evalúa esa cuestión bajo la ley antitrust. Al tratar preferen-
cialmente a su propio contenido y sus portales a través de la
búsqueda en la Web, el desarrollo empresarial de los pro-
veedores de contenido competidores es perjudicado. Al mis-
mo tiempo, Google continúa ganando dinero con el conte-
nido producido por terceros.

6.  Debido al poder de mercado de Google, los proveedores de
contenido de hoy ya no pueden de hecho evitar los obstácu-
los y la explotación por parte de Google. La expansión de
Google en los mercados de contenido, en gran parte usando
el contenido producido por terceros, se presta no sólo para
privar a los proveedores y productores de contenido de su
base financiera para su propia presencia en Internet, sino
también a dañar el potencial financiero de la producción de
contenido. Esta conclusión de manera alguna se aplica ex-
clusivamente a las editoras de prensa. Se aplica también a
toda la industria de medios de producción de contenido. A
pesar de esta situación, la mayoría de las empresas no creen
ser capaces de evitar solas el daño causado por el sistema
Google. Como consecuencia de la extrema importancia de
la búsqueda Google como un filtro patrón en Internet, ellas
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son dependientes de la inclusión y reproducción justa de
sus direcciones en la web, en el índice de Google y, por lo
tanto, dependientes de Google.

7.  Google se niega a ajustar su conducta de acuerdo con el
marco de condiciones que él mismo cambió. Las condicio-
nes de encuadramiento financiero —que fueran en gran
parte alteradas por el propio Google (sobre todo en térmi-
nos de la ley antitrust)— exigen una reevaluación de la
relación entre los proveedores de contenido y Google. Los
intereses de los proveedores de contenido deben ser reeva-
luados y los efectos adversos causados por Google deben ser
reducidos. Esta reevaluación no es sólo de interés de edito-
ras de prensa individuales o empresas de medios. Por el
contrario, tiene una dimensión fundamental. La Ley Fun-
damental (Grundgesetz) garante la libertad y la diversi-
dad de opiniones con base en la competencia económica
ordenada entre las empresas de medios. El actual modelo
de negocios de Google, que mudó radicalmente en compa-
ración al modelo inicial, afecta negativamente la libre com-
petencia y, en el mediano plazo, tiene consecuencias nega-
tivas para la diversidad de opinión, cuya base en la legisla-
ción del Mercado Común y es el funcionamiento de la com-
petencia económica entre editoras separadas y empresas de
medios.

• Acceso justo a las plataformas de distribución

digital. Mercados digitales que proporcionan opor-
tunidades de ventas para las editoras deben ser abier-

tos para todos los participantes, pedir una participa-
ción razonable en los lucros y no deben intentar mo-
nopolizar datos de los clientes, a fin de quebrar la re-
lación directa entre las editoras y su público. Las edi-
toras están especialmente preocupadas con los cam-
bios de Apple Inc. en las reglas de la AppStore que
entran en vigor este verano.

Comentario: debido al reciente anuncio de Apple de modificar
los términos del contrato que introdujo un nuevo servicio de
suscripción para aplicativos, los editores de toda Europa
discutieron y revisaron su relación con Apple. Varias aso-
ciaciones y editoras individuales presentaron listas de pedi-
dos para Apple sobre la forma como las futuras relaciones
de negocios deben ser moldeadas. Ellos también enviaron
copias de estas listas a sus legisladores nacionales y a los de
la Unión Europea. La lista siguiente incluye la mayoría de
los puntos presentados para mantener esta crítica infraestruc-
tura justa y abierta a todos.

1.  Pago

La compra por un clique vía pago de iTunes representa, sin
duda, una forma atractiva de comprar aplicativos y contenido
de aplicativos. Sobre la satisfacción del cliente, las editoras pre-
fieren dar a sus clientes la opción sobre el medio de pago e
incentivarían a Apple a buscar una posibilidad de decisión de
pago claramente favorable al cliente. Un modelo posible sería
una forma que ofreciese opciones tanto en editoras de iOS-
Apps y en los sitios web de las editoras: iTunes el pago a través
de la editora (débito directo, tarjeta de crédito, vouche., etc.)
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Así, el cliente tendría, en ambos sentidos, una opción clara de
cuál sistema de pago atiende mejor sus expectativas.

2.  Datos

Las editoras son receptivas a los planes de invitar a los clientes
de la App Store a optar por compartir datos con éstas. Bajo la
mayoría de las leyes europeas de protección de datos, la marca
de selección no puede estar configurada por default, sino que
debe ser voluntariamente clicada, lo que representa una barre-
ra que será activada sólo por un pequeño porcentaje de los
clientes. Pero las editoras saben, por otros negocios, que los
consumidores están dispuestos a compartir datos que van más
allá de nombre y dirección de correo electrónico, siempre que
hayan decidido hacerlo al principio. Las editoras, por lo tanto,
sugieren que se deje que los consumidores consideren el opt-in
de sus datos. Para aumentar el atractivo de la activación de los
opt-ins, debería ser posible conectar funcionalidades de App
(comentar los artículos, por ejemplo) a un Acuerdo del Usua-
rio. Un segundo aspecto importante para los clientes se en-
cuentra en los servicios: sobre las cuestiones y problemas plan-
teados a través de los aplicativos —especialmente la activación
de suscriptores—  las editoras no son capaces de entender cuá-
les son los productos que fueran comprados sin preguntarles
repetidamente. Remover ese obstáculo mejoraría la experien-
cia de los clientes de la AppStore.

3.  Precios

Las editoras tienen profundo conocimiento de los clientes y de
lo que ellos están dispuestos a pagar para cada producto y plan
de suscripción. A ellas les gustaría compartir ese conocimiento

con el mundo iOS. Para eso, deberían ser autorizadas como
editoras a tener total flexibilidad en la estrategia de precio. La
limitación por puntos de precios (“Matriz de Fijación de Precio
de Apple”) es complicada para las editoras. Si por razones estra-
tégicas o técnicas Apple no quiere que las editoras se diferencien de
la matriz, ellas sugieren la introducción de puntos adicionales.
Además de eso, bajo las leyes europeas, no es obligatorio suspender
las suscripciones automáticamente en caso de un aumento de los
precios. Los clientes están acostumbrados a recibir informaciones
sobre el aumento, del cual pueden discordar, por falta de con-
sentimiento. Esta oportunidad legal debe ser usada para au-
mentar la extensión de las suscripciones.

4.  Promoción

Las editoras entienden que Apple tiene un interés en los pre-
cios de la AppStore que son semejantes al de los sitios web.
Este esquema, que es comparable con el precio de venta fijo
para los libros, periódicos y revistas son bien conocidos por
editoras que, de un modo general, apoyan la identidad de los
precios en mercados diferentes, representando un importante
elemento en la satisfacción y confianza de los clientes. Sin
embargo, precios flexibles son importantes para el crecimiento
del negocio de suscriptores. La matriz de fijación de precios no
acomoda ni ofrece tarifas especiales para ofertas oportunas y
geográficamente definidas, ni paquetes promocionales para
nuevos clientes o tarifas especiales para estudiantes, suscripto-
res existentes, funcionarios, etc. Apple podría beneficiarse tam-
bién al permitir una mayor flexibilidad en la fijación de pre-
cios. Las editoras sólo pueden ofrecer promociones apenas en
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la AppStore, pero no en sus sitios web. Con el modelo de
fijación de precios existente, esto no sería viable.

5.  División de ingresos

Las editoras están generalmente abiertas para la cooperación
abriendo sus apps/publicaciones para la base de clientes y hon-
ran esas actividades de asociación. Por lo tanto, no hay duda
de que Apple, como operadora del mercado iTunes / AppStore,
debería ofrecer una división atractiva del ingreso, como me-
diadora y socia que crea alcance para los aplicativos y atrae
nuevos clientes para las editoras. Pero desde la perspectiva de
una editora, existe necesidad de distinguir entre clientes nue-
vos y existentes. La primera compra de un aplicativo, una
suscripción in-app, debería generar el pago de 30% del ingre-
so para Apple. Cada pago siguiente dentro de una suscripción
no representa los mismos esfuerzos intensos de adquisición para
Apple, comparables a los de nuevos clientes. En los modelos
de medios impresos existentes, las editoras no pagan ninguna
parte del ingreso a los promotores de ventas o a las platafor-
mas, cuando un cliente renueva su suscripción. Pero como las
editoras honran la conquista mundial de iOS y están dis-
puestas a apoyar nuevas inversiones, ellas consideran una parte
justa para negocios recurrentes remunerar a Apple con un 10%..

6.  Negocio B2B

El negocio de periódicos y revistas es compuesto de una parte
significativa de negocios B2B. Muchos clientes corporativos,
tales como compañías aéreas u hoteles buscaron a las editoras
para pedir grandes cantidades de apps. Estos clientes son dife-
rentes de los clientes B2C en dos aspectos importantes: (i)

ellos compran grandes cantidades y, por lo tanto, con razón,
demandan un descuento y (ii) ellos quieren hacer esto rápida y
fácilmente. En este momento, las editoras no pueden satisfacer
esta demanda a través de la tienda iTunes ya que no pueden
ofrecer precios mayoristas. Además de eso, los clientes tienen
para comprar una suscripción única para cada iPad por el
iTunes. Esto es muy complicado si es hecho para grandes can-
tidades. Las editoras están ansiosas por una solución, por ejem-
plo, a través de la compra de un código, que puede ser activado
para X dispositivos por un tiempo limitado.

7.  Paquetes

A las editoras les gustaría agrupar aplicativos con otros pro-
ductos de sus marcas, pero también con el iPad para ofertas
atractivas para sus clientes. Un ejemplo para tal paquete sería
una oferta que combina tablets iPad, suscriptores de títulos
impresos y apps. Tales paquetes pueden evolucionar hacia for-
mas interesantes de distribución para las editoras y para Apple.
Las editoras entienden las nuevas reglas para suscriptores
en el aplicativo de la misma forma que las editoras pueden
ofrecer las mismas condiciones a través de sus canales de
distribución tradicionales, si ellas ofreciesen las mismas con-
diciones en el app vía iTunes. Sin embargo, en relación al
paquete mencionado arriba, el valor más alto coincide con
las tasas más altas mensuales de los costos del hardware de
iPad. Si las editoras también tuvieran que pagar una parte
del ingreso de 30% sobre estas tasas de agregación para
iTunes, esas ofertas no podrán ser refinanciadas. Y en caso
que tales paquetes sean posibles, si también fuesen ofrecidos en
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la App Store, la parte del ingreso de 30% sólo sería aplicable a
la parte del app del paquete.

8.  Aprobación de los apps

La increíble satisfacción del cliente de la App Store / iTunes se
basa en el hecho de que todo el contenido es verificado por
Apple en cuanto a su compatibilidad técnica (‘app review’).
Al mismo tiempo, las editoras profesionales de app necesitan
lanzar actualizaciones frecuentes para fines de depuración y
perfeccionamiento. El proceso de revisión, a veces, parece ser
un cuello de botella. Así, las editoras, sugieren que esté dispo-
nible un método más rápido, más transparente y documenta-
do para clientes importantes. Esto podría traducirse en una
revisión rápida o en ninguna revisión de actualizaciones pro-
venientes de ‘desarrolladores de confianza’.

• Libertad de comunicación comercial. Prohibicio-
nes y/o restricciones a la publicidad pueden tener im-
pactos serios y negativos sobre la sustentabilidad fi-
nanciera de los periódicos, una vez que ellas empujan
a los anunciantes potenciales a encontrar formas al-
ternativas para vender sus productos. Los decisores de
la Unión Europea deben, así, evitar restricciones o
prohibiciones de publicidad, con el interés de mante-
ner una prensa libre y pluralista.

Comentario: una próxima revisión de la Norma de Clasifi-
cación de Vehículos, prevista para 2011/2012, representa nue-
vamente la amenaza de que las exigencias de información en
la publicidad sean ampliadas aún más. Es muy probable que

sea introducida en la revisión una clasificación de eficiencia
energética para los autos. Es cierto también que será exigido
que esas clasificaciones sean exhibidas para todos los compra-
dores de auto antes de la decisión de compra (en el showroom,
en los folletos de los fabricantes, etc.). La duda en cuestión es si
tales clasificaciones también serán obligatorias en los avisos pu-
blicidad.

Las editoras argumentan que los legisladores europeos deben
oponerse a cualquier tentativa futura de imponer más restric-
ciones sobre la publicidad en los medios. El apoyo de ellos es
crucial para salvaguardar las condiciones necesarias para una
prensa libre y dinámica. En el transcurso de la digitalización,
la prensa es confrontada con desafíos de extensión hasta en-
tonces desconocida. Aun cuando nuevos modelos de negocio
on-line sean muy exitosos, cuando se trata de atraer lectores,
todavía no está claro cómo la prensa de tecnología neutra dise-
minada en forma impresa y on-line puede ser financiada de
forma sustentable. Restricciones a la publicidad amenazan el
financiamiento de la prensa libre y son contraproducentes para
una exitosa política climática.

Además de eso, la prensa libre es un elemento indispensable
de combate a las alteraciones climáticas en Europa. Revistas y
periódicos en Europa relatan diariamente todos los aspectos
del cambio climático, eficiencia energética y otros temas am-
bientales. Ellos aumentan la concientización de los consumi-
dores en lo que refiere a la protección del medio-ambiente y
son un motor importante para el cambio de comportamiento.
La publicidad es indispensable para el financiamiento de la
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prensa libre e independiente. Los ingresos por publicidad cons-
tituyen cerca de 50% de la renta de la prensa escrita y hasta
100% de la renta de la prensa on-line. En lo que se refiere a
evolución tecnológica y al aumento de lectores de la prensa on-
line, los ingresos por publicidad están volviéndose todavía más
importantes. Las restricciones a la publicidad son una ame-
naza grave para el financiamiento de la prensa. Si el men-
saje publicitario tiene que ser relacionado a información
negativa sobre el producto —como un rótulo negativo de
eficiencia energética, tal vez hasta uno que llame la aten-
ción— el mensaje publicitario será dañado o perdido. Los
anunciantes no colocarán anuncios que tienen que destacar
aspectos negativos del producto. Publicidad negativa es una
contradicción en sí misma.

Restricciones a la publicidad son contraproducentes para una
exitosa política climática. La disminución de los ingresos por
publicidad lleva, por fin, a una pérdida de contenido editorial,
también sobre el cambio climático y otras cuestiones ambientales.
Como resultado, un elemento vital de una política climática de
éxito se perdería. Una decisión de compra informada puede ser
garantizada sin publicidad perjudicial en los medios. Esto es po-
sible a través de informaciones obligatorias en el showroom. Ade-
más de eso, ya existen varios canales por los cuales los consumido-
res son informados sobre la eficiencia energética, como por ejem-
plo, folletos de los fabricantes, informes de test, etc. Comparada
con esos canales, la tarea de la propaganda es limitada. Los anun-
cios no pueden proveer todas las informaciones necesarias para
una decisión de compra. Así, las editoras, esperan tener su

apoyo contra una expansión de las necesidades de información
existentes en las propagandas de automóviles, pero también
sobre otras propuestas que prevén informaciones obligatorias
en la publicidad en los medios.

• Abordaje equilibrado a la protección de datos.

Las editoras de periódicos toman muy en serio la ne-
cesidad de proteger los datos y respetar la privacidad
de sus usuarios y clientes. La Asociación Europea de
Editores de Diarios (ENPA) recomienda que las ins-
tituciones de la UE, en vez de intentar cambiar la le-
gislación pertinente, deben concentrarse en garanti-
zar que las reglas existentes sean respetadas igualmen-
te por todos los actores. La auto-regulación también
puede ser un medio eficaz para responder a las pre-
ocupaciones de los usuarios.

Comentario: a la luz de varios escándalos de robo de datos,
reguladores nacionales, así como la Unión Europea, aproba-
ron una ley exigiendo fuertes opt-ins de los consumidores an-
tes de ser contactados por correo o teléfono. Las críticas de las
editoras consideran que estas cuestiones están completamente
desvinculadas: el robo de datos, que hace mucho tiempo es
ilegal, no garantiza reglas más severas para el opt-in, ni más
reglas de opt-in ayudan a resolver problemas de seguridad de
datos. Sin embargo, presionados políticamente a actuar, los
legisladores aprobaron la reglamentación de opt-in, con Ale-
mania liderando el movimiento. Las editoras ahora tienen que
pedir permiso incluso a sus propios suscriptores, antes de en-
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viarles ofertas adicionales para, por ejemplo, la renovación de
suscripciones, libros o cualquier otra actividad comercial que
ellos conduzcan bajo su propia marca.

Esto —al contrario de lo que esperaban los reguladores—
ha llevado a un aumento en vez de una disminución de la
actividad de marketing, porque las editoras tienen que al-
canzar sus metas de negocios, aún en circunstancias más
difíciles. Los clientes, obviamente, se olvidan de aprobar
propuestas de marketing, aun estando dispuestos a recibir-
las. Por regla, se puede decir que cada capa de opt-in obli-
gatorio reduce el potencial retorno del cliente en 80-90 por
ciento. Esto tiene consecuencias terribles sobre la economía
de los periódicos que ya están luchando contra varios pro-
blemas estructurales. Periódicos nacionales de calidad, como
DIE WELT (Berlín), ahora gastan el valor equivalente a
10 funcionarios en puestos editoriales por año sólo para
mantener la cantidad de nuevas suscripciones para com-
pensar las cancelaciones. Las editoras, desde entonces, ar-
gumentan que las leyes de protección de datos deben a) ser
extremamente enfocadas en los problemas que están inten-
tando resolver, b) ser tratadas por auto-regulación, siempre
que sea posible y, c) tener en cuenta las dificultades econó-
micas que los medios impresos ya tienen. Gobiernos nacio-
nales y de la UE dieron señales de simpatía y afirmaron
que quieren apoyar la prensa libre en pro de una democra-
cia funcional, pero todavía no pusieron en práctica sus dis-
cursos. Defensa del consumidor y similares gozan de más
apoyo político.

• Cero IVA para periódicos en todas las platafor-

mas. Idealmente, los periódicos deben estar bajo una
tasa cero de IVA, sea en su versión impresa o digital.
Los periódicos fomentan el debate democrático y la
libertad de prensa, contribuyen a la educación y alfa-
betización mediática, promueven el pluralismo y la
diversidad. Para poder cumplir esta misión, todos los
ciudadanos deben ser capaces de comprar periódicos
al menor precio. Esto sólo es posible si la tasa de im-
puestos sobre la venta fuese mantenida al nivel más
bajo, preferentemente cero.

• Asegurar la aplicación de las reglas de compe-

tencia para las actividades digitales de las emi-

soras públicas. Es tarea de las instituciones de la UE
garantizar que la nueva Comunicación sobre los Auxi-
lios Estatales al Servicio Público de Radiodifusión
(Communication on State Aid to Public Service Broadcas-
ters) sea debidamente aplicada y respetada por las emi-
soras de servicio público en todos los Estados-Miem-
bro. Sin embargo, los editores piden un aumento de
la concientización en el ámbito de la Unión Europea
ya que la situación en algunos países de la UE no cam-
bió: emisoras de servicio público continúan amplian-
do sus actividades, especialmente en el ambiente digi-
tal, en detrimento del sector de medios privado, in-
cluyendo editoras de periódicos. El papel de las emi-
soras de servicio público debería ser claramente defi-
nido y limitado.
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Comentario: la televisión pública en Alemania es financiada
por un impuesto obligatorio de cerca de 18 euros por mes,
pagado por cada domicilio. El sistema de la emisora pública
emplea 24.000 personas y tiene un presupuesto anual de cer-
ca de 8,5 miles de millones de euros. Por este valor la ARD y
la ZDF, como principales emisoras públicas, envían cerca de
medio millón de minutos anuales de programación de TV
para el transmisor, sólo de sus canales principales. Un adicio-
nal de 4 millones de minutos es provisto por los servicios regio-
nales. Cada día de 24 horas del año recibe 456 horas de pro-
gramación pública. Llevaría 19 vidas paralelas para ver todo
eso simultáneamente. La radio pública transmite más de 32
millones minutos por año. Serían necesarias 60 vidas parale-
las para consumir todo ese contenido.

El Reino Unido está entre los primeros países europeos que
intentan ordenar rigurosamente la radio y televisión pública.
Mucho menos dinero es gastado en el sistema. Apenas 1,8
miles de millones de libras van para la programación de TV.
Un número menor de estaciones permite concentrarse en la
calidad y en estaciones-clave. La BBC opera sólo BBC One,
BBC Two, BBC Three, BBC Four, y cuatro canales de in-
terés especial. Las alemanas ARD y ZDF operaron más de
20 canales nacionales de televisión y más 22 servicios regiona-
les. La BBC Radio posee 16 canales, sólo la ARD tiene seis
veces más. La BBC eligió “Menos es más” como su nuevo
lema. Las editoras por toda Europa continental esperan con-
vencer a los reguladores a colocar restricciones similares en sus
organismos de radiodifusión públicos a fin de combatir el efec-
to “squeeze-out” sobre la prensa privada. Esto es aún más

urgente, pues las emisoras públicas hace mucho decidieron
entrar agresivamente al mercado on-line y disputar el público
con sitios web privados. Las emisoras públicas hoy son com-
petidoras poderosas en el mercado on-line, aun cuando ellas
no tengan que refinanciar sus esfuerzos a través de la publici-
dad, pero si recaudar todos los costos del público en general, les
guste o no la programación.

Las editoras enviaron las siguientes propuestas a los regulado-
res para ayudar a encontrar un nuevo equilibrio entre sector
privado y el sector público:

1. Impuestos deben financiar exclusivamente radio y televi-
sión públicas. Toda la publicidad y patrocinio deben ser
prohibidos.

2. Servicios móviles tales como apps deben ser ofrecidos por un
precio, no gratis. Nuevos mercados, como el de telefonía
móvil, no deben ser desarrollados con dinero público para
empresas públicas. Las emisoras públicas deberían ser au-
torizadas a entrar en la arena móvil, pero deben cobrar por
su contenido.

3. En la web, las emisoras públicas de radiodifusión deben
desarrollar modelos de contenido pago. Ellas no pueden
pedir al público en general a pagar toda la expansión on-
line con una cobranza forzada.

4. Las emisoras públicas deberían disminuir el número de
canales.

5. Los presupuestos de las emisoras públicas no deben subir
por encima de la tasas de inflación general.
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6.  Gobernanza corporativa rigurosa debe ser impuesta a las
emisoras públicas. Miembros de los gobiernos, administra-
ciones y servicios públicos no deben hacer parte de los órga-
nos administrativos para evitar dependencias políticas.

• Abordaje equilibrado para la responsabilidad

por el contenido generado por el usuario. Las
editoras de periódicos son legalmente responsables por
el contenido editorial y profesional disponible en la
versión impresa y en la versión digital. Sin embargo,
las editoras también cuentan con un abordaje equili-
brado de las Directrices de Comercio Electrónico (E-
commerce Directive), especialmente cuando el conteni-
do generado por el usuario es publicado en su sitio
web. La nueva Agenda Digital de la UE no debe cues-
tionar o aumentar la responsabilidad de los editores
por el contenido publicado por usuarios, sobre el cual
ellos no tienen control.

• Promoción de la alfabetización mediática en el

ambiente digital. Periódicos son actores esenciales
de la economía del conocimiento porque las editoras
participan activamente de la educación de los jóvenes
a través de programas de alfabetización mediática y
proveen una plataforma para el debate público para la
generación más joven, sea en el papel o en el ambien-
te digital. La estrategia UE 2020, que se enfoca parti-
cularmente en la educación y el conocimiento como
factores para el crecimiento, debe reflejar el papel de
los periódicos en esta área.

Implicaciones de la tecnología en el desarrollo
de los medios de comunicación europeos

David Gelernter, Profesor de Ciencias de la Computa-
ción en la Universidad de Yale, recordó a la industria de
medios y de tecnología que las revoluciones están lejos de
acabar, cuando sus contemporáneos piensan que están lle-
gando al final. Él ilustró esta afirmación con un ejemplo
histórico: en 1791, la mayoría de las personas estaba con-
vencida de que la Revolución Industrial había finalizado.
De acuerdo con la comprensión general, ella ya era parte
de la historia. Las personas en la época creían que el mun-
do ya había mudado radicalmente. Las ruedas giratorias
mecanizadas, telares, fragua a carbón y motores a vapor de
James Watt estaban revolucionando la producción. En 1791
William Hutton escribió: “Los cambios son tan impresio-
nantes que un autor amante de la verdad difícilmente pue-
de acreditar en ellos”. Arthur Young se maravilló con “el
progreso que Gran Bretaña ha hecho en los últimos 20
años” —el progreso, por encima de todo, en libertad—. Y
Adam Smith ya había reconocido lo que estaba aconteciendo
quince años antes, cuando deliraba sobre la “prosperidad ge-
neral” que la industrialización trajo con ella. Pero, de verdad,
la verdadera revolución todavía estaba por acontecer. Cuan-
do las personas pensaban que estaba todo acabado, todavía no
había trenes, Manchester era una cuidad insignificante, y la
producción en masa y la división industrial del trabajo toda-
vía no habían sido inventadas. La mayoría de las personas eran
económicamente sujetas a sus ciudades natales y el número
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de productos disponibles era severamente limitado. “En aque-
lla época, la Revolución Industrial estaba apenas tomando
velocidad”, escribió Gelernter. “El gran impacto llegó más
tarde. 1991 es como 1791”.

Los cambios consisten en que la evolución tecnológica
vendrá más rápidamente y será más radical de lo que espera-
mos hoy. Los cambios en el contenido y hábitos, por otro
lado, serán más lentos y menos radicales de lo que muchas
personas prevén. Las máquinas cambian rápidamente, las per-
sonas, lentamente. Es claro que la tecnología se está volvien-
do más rápida y más barata. En 1990, un disco duro de 3,5
pulgadas podía almacenar cerca de 100 megabytes de datos.
En la vuelta del siglo 21, almacenaba cerca de 50 gigabytes.
En 2005, eran 500 gigabytes y hoy un dispositivo del mismo
tamaño puede almacenar dos terabytes. A comienzos de la
década de 1990 un dispositivo con capacidad de un gigabyte
todavía costaba más de £ 1.000. En 1995, costaba cerca de £
100, por abajo de £ 10 en el año 2000, y hoy cuesta entre uno
y dos peniques.

Especialistas creen que, en el plazo de cinco años, será
más barato fabricar papel electrónico que producir un único
ejemplar de un diario. Un chip de computador para tal dis-
positivo de lectura ahora cuesta apenas dos centavos. ¿Habrá
en breve papel electrónico descartable? ¿Seremos capaces de
enrollar ese papel electrónico y colocarlo en el bolsillo del
saco, como una lapicera esferográfica? ¿Habrán pantallas gi-
gantes tan finas como transparencias que podamos usar como
papel de pared para cubrir las paredes de nuestros escritorios,
salas de estar y cuartos? ¿Será que vamos a escribir e-mails,

ver televisión, escribir textos y leer los periódicos sobre esas
pantallas gigantes y casi omnipresentes? ¿Habrá lentes que nos
permitirán ver y procesar las cosas en 3D todo el tiempo, en
todo lugar al que vayamos? ¿Habrá un momento en que los chips
implantados ocuparán todo en nuestro cerebro y en la superficie
de nuestros ojos? Estas son preguntas que tienen que ser hechas
y, por lo menos parcialmente, respondidas por los medios.

Los dispositivos están volviéndose mucho más planos y
tal vez en breve puedan ser flexibles para doblar o enrollar como
un diario tradicional. De acuerdo con una previsión reciente de
fabricantes de hardware, en cinco años el papel electrónico será
más barato que producir hoy una edición de único diario.

Está sucediendo particularmente rápido el desarrollo de
internet móvil. La telefonía móvil es la tecnología de creci-
miento más rápido en la historia de la comunicación. Veinte
años atrás, el mundo tenía apenas 16 millones de celulares,
hoy existen más de 4 miles de millones, más de 60 por ciento
de la población del mundo. En tres años un tercio de todos
los teléfonos celulares serán smartphones con acceso rápido a
Internet. Internet móvil deja su hermano —el teléfono fijo—
muy atrás. Hoy son tantos datos cada mes pasando por celu-
lares y laptops como en un año entero en 2006. El mercado
global de servicios de datos móviles aumentó de 36 miles de
millones de dólares en 2008 a 94 miles de millones en 2011
—ahora es tan grande como el producto interno bruto nacio-
nal de Nueva Zelandia—. Web móvil está en camino hacia el
mercado de masa.

Estas innovaciones y tendencias abren un nuevo capítulo
en el periodismo:
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1. En el siglo XIX, el periodista era superior al lector. Él
decidía lo que era importante. Él decía para los lecto-
res cómo entender el mundo. El periodismo tenía un
impulso pedagógico profundo, de arriba para abajo.
La manera como el contenido era presentado sólo for-
talecía esta actitud. El layout era espartano y el lector
tenía que luchar para pasar por el camino que seguía a
través de una selva de letras pequeñas. Los titulares
raramente revelaban sobre lo que el artículo realmen-
te refería. A fin de alcanzar la verdad, el lector tenía
que ‘recorrer todo el camino a través’ del diario. El
editor mostraba el camino a sus lectores. La jerarquía
intelectual era como la relación entre un trabajador y
un patrón.

2. En el siglo XX, los periodistas y los lectores eran igua-
les. Los editores percibieron que no se obtenía más
beneficio a partir del adoctrinamiento o haciendo de
la lectura de los periódicos un ejercicio espiritual. Ellos
comenzaron a adaptarse a los intereses del lector. La
noticia se volvió emotiva y personalizada, resumida-
mente: ella fue sensacionalizada, aún en la llamada
prensa de calidad. El layout se tornó cada vez más im-
portante. Efectos visuales, fotografías, caricaturas, di-
seños y diagramas paso a paso fueron utilizados para
auxiliar la comprensión del lector. Los titulares tenían
que ser tan atractivos como fuese posible, y a veces,
incluso hasta sensacionales. El objetivo era llamar la
atención del lector. En la segunda mitad del siglo, se le
dio cada vez más importancia al ‘valor para el usua-

rio’: la información tenía un uso práctico para el lec-
tor o tenia que generar un ‘valor agregado’. El editor
abdicó de su posición en el púlpito de predicador o al
frente de la sala de aula y se volvió igual al lector. To-
dos estaban en pie de igualdad, hasta cierto punto.

3. En el siglo XXI, el periodismo on-line, de repente,
hizo el lector superior al editor. Ahora, el lector le dice
al editor qué es lo que le interesa. La investigación de
mercado en tiempo real es posible a través de la medi-
ción constante de la cantidad de clics (click through rate).
El editor puede descubrir inmediatamente lo que su
audiencia quiere más y lo que quiere menos. El lector
puede interactuar con el editor y expresar sus opinio-
nes. De hecho, no es raro para el equipo editorial de-
cirle al lector lo que él quiere oír. El editor y el repor-
tero se tornaron prestadores de servicios. Con un clic
del mouse, el lector puede determinar la dirección de
la mirada del periodista. En el mundo digital, la vieja
jerarquía fue puesta de cabeza para abajo. El lector es
ahora el jefe y el editor su subordinado.

Los nuevos medios digitales y canales multiplicaron el
número de personas que son alcanzadas diariamente por pro-
ductos de prensa. Antes, los lectores eran alcanzados exacta-
mente una vez por día: en la mesa del desayuno. Aún hoy, la
edición impresa es leída principalmente durante la mañana,
en casa y en el camino hacia el trabajo. El uso on-line es dife-
rente. Después de un breve pico en el comienzo de la maña-
na, los números aumentan considerablemente en las pri-
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meras horas del expediente de trabajo. Durante el almuer-
zo alcanzan su pico absoluto. Con el advenimiento de los
computadores tablet un nuevo pico fue posible. Las perso-
nas revisan la versión en PDF del diario de mañana en sus
iPads antes de ir para la cama. Todo eso era impensable en
la época de la impresión y llevó a una vasta expansión del
alcance y de la lectura.

Nuevos dispositivos, el crecimiento del alcance digital y
modelos de negocios creativos establecieron las bases para el
contenido actual, que viene en otras formas y frecuencias más
allá del medio impreso. Hoy, contenido periodístico de alta
calidad e interesante es la clave para el éxito en Internet y en
los dispositivos móviles.

¿Cómo las editoras deben adaptarse a este nuevo ambien-
te? Diez lecciones básicas derivadas de diversos medios euro-
peos de comunicación de prensa son:

• Reorganice redacciones y deje un equipo responsable
por todos los medios. La superposición de uso y la
tecnología en rápida evolución no dejan espacio para
los compartimentos dentro de las organizaciones de
noticias.

• No defina los productos de medios por la tecnología,
sino por la situación en que el lector va leer la noticia.

• Enfatice los valores tradicionales como la calidad, in-
vestigación, facilidad de lectura, visión equilibrada y
confiabilidad. Los lectores se sienten mucho menos
atraídos por los sitios web extravagantes y superficia-
les de lo que parece a primera vista.

• Acepte que la tecnología mezcla las industrias. La lí-
nea divisoria entre la prensa, la televisión y la radio se
está volviendo muy tenue. Ofrezca todos los medios a
fin de proteger el núcleo de la marca.

• Adicione comunicación de muchos -a- muchos al mo-
delo emisor-receptor tradicional, sin desistir de él. La
autoridad de un remitente competente todavía es va-
lorizada y aceptada.

• Integre los motores de búsqueda y referentes sociales
en los procesos editoriales, pero no contrate la pro-
ducción de contenidos con individuos desconocidos.
Las propuestas-clave de valor de un medio de calidad
funcionan aún mejor en el futuro que en el pasado.

• Piense los medios como navegadores a través del mar
de información. Ellos son curadores de la vasta masa
de información al alcance del público. Sin curadores,
Internet no puede funcionar.

• No mire la blogósfera, Internet, las redes sociales y
cosas por el estilo como enemigos, sino como partes
integrales de su cadena de valor. Absorba sus ideas y
acepte la ayuda de ellas en el marketing.

• Intente rentabilizar el contenido. No ofrezca todo gratis.

• No espere transferir las ventas existentes a Internet
sólo produciendo sitios web de contenido. Invierta en
plataformas de marketing y mercados de anuncios on-
line. Las editoras siempre fueron fuertes en marketing,
anuncios y clasificados.
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LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN
EN EL LABERINTO DEMOCRÁTICO

DE AMÉRICA LATINA

Carlos D. Mesa Gisbert

El dilema de lo democrático en América Latina

El dilema de América Latina hoy es el que se da a la hora
de abordar la idea esencial de la democracia y de lo demo-
crático.

Por una parte, están quienes sostienen que de lo que se
trata es de definir lo democrático como el ejercicio libre
de votar periódicamente. La ciudadanía en tanto, cada uno
de nosotros, tiene el derecho de votar y elegir a aquellos
que queremos que nos representen en la administración
del poder.
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Por la otra, aquellos que afirman que esa visión es insu-
ficiente y que responde al viejo y superado liberalismo po-
lítico. La legitimación de lo democrático sólo a partir del
voto es insuficiente, casi una forma mutilada y falsa de de-
mocracia. Hay que añadir a esa característica la participa-
ción. El pueblo movilizado, la democracia de la calle, la
deliberación cotidiana, la “fuerza de lo plebeyo” que diría
algún teórico neomarxista. La participación, dicen, está más
allá del poder constituyente y de instituciones, como la
iniciativa popular legislativa o el referendo. La democracia
plebiscitaria es una expresión de una forma de gobierno
en la que se produce una relación directa entre el líder que
representa lo democrático popular y la gente.

Ambas posturas expresan caminos que podrían defi-
nirse como la nostalgia por un pasado elitista congelado,
en un caso; y el celofán democrático, sustituido por la com-
binación letal entre el poder concentrado en el líder y el
corporativismo como forma política de construcción de la
trama social, en el otro.

Ninguna es una respuesta suficiente, las dos sin em-
bargo portan valores indispensables del pensamiento de-
mocrático de este siglo. La combinación sabia entre ambas
propuestas nos daría probablemente una receta deseable,
exenta de adjetivos que califiquen o descalifiquen. Pero la
realidad es que el dilema real marca dos líneas encontradas
en la región. Las “nuevas izquierdas” han optado por se-
guir rutas diferentes. Distinta es la propuesta del Brasil de
Lula que la de la Venezuela de Chávez. Lejanos entre sí
son los modelos escogidos por el Uruguay de Mujica que

el que sigue la Bolivia de Morales. Otro tanto podríamos
decir de las “nuevas derechas”.

Irónicamente, hay hoy muchas similitudes entre deter-
minados gobiernos de “izquierda” socialdemócrata y otros de
“derecha”, cuya apuesta común es la democracia, entendida
como un camino de respeto a las instituciones, pluralidad,
participación, inclusión y consideración por los derechos del
otro, más allá de sus diferencias ideológicas, quizás menos
sustanciales hoy que lo que fueron hace un par de décadas,
cuando el camino de la democracia se recuperó en el conti-
nente, tras largas dictaduras militares. En tanto, esos mismos
gobiernos socialdemócratas de origen popular, muy poco tie-
nen que ver en su concepción del ejercicio democrático con
gobiernos que se autocalifican de revolucionarios y que, de
igual modo, llegaron al poder por el mecanismo del voto
masivo de sus ciudadanos.

Lo democrático y la cuestión de la libertad
de expresión

¿Qué tiene que ver el debate sobre la libertad de expre-
sión en ese escenario? Según cómo y en qué circunstancia, la
discusión sobre un principio de tal importancia está fuerte-
mente influido por actitudes que parecen olvidar que lo que
el continente debe encontrar es un camino en el que las lec-
ciones de la historia sean adecuadamente aprendidas. La base
es que no es verdad que todo tiempo pasado fue mejor (o
peor), no es posible entregarse a ciegas a la tarea de construir
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utopías arcaicas, tan cuestionables y tan absurdas como los
cerrojos que el poder concentrado en unas pocas manos esta-
bleció como paradigma político al comenzar el republicanis-
mo en América Latina.

Para ello es indispensable responder algunas preguntas:
¿Es la libertad de expresión un valor en sí mismo? ¿Es uno de
los valores más importantes de entre los principales derechos
humanos? ¿Puede concebirse el desarrollo de la plenitud
humana sin libertad de expresión?

¿Son todas estas preguntas un conjunto de obviedades?
Si lo fueran no estaríamos enzarzados en este debate.

A pesar de ello, convengamos en que las respuestas su-
cesivas a todas estas preguntas son un rotundo sí que, sin
embargo, hasta ahora han resuelto muy poco. Como se ha
resuelto poco cuando en América Latina una mayoría de
sus habitantes aceptan que la democracia es un valor esen-
cial e inexcusable para vivir en este siglo. La razón de esa
insuficiencia es la gran confusión que vivimos a la hora de
definir esos valores teóricamente universales y comparti-
dos por todos

¿Qué es libertad de expresión? ¿Cuáles son sus alcances y
cuáles sus límites? ¿Cómo compatibilizamos la libertad de
expresión como forma individual, como forma colectiva y
como forma intermediada?

Es, para apelar al manual, el derecho a la libre expresión
de las ideas. Debiéramos sumar también el criterio de que es
el derecho a la expresión de un pensamiento libre y de una
conciencia libre.

Una digresión indispensable

Está claro que el valor inherente a cada persona en los
días que corren está fuertemente tamizado por la eviden-
cia de una mediación fundamental, la que la tecnología le
ha dado a la sociedad. Los medios ya no son sólo los me-
dios clásicos de la trilogía, que parecía la culminación de
lo que algún teórico definió como el mass media: prensa,
radio y televisión. No, hoy el escenario está entrando en
un mundo fascinante: el Internet y las redes sociales, cuya
definición en detalle es ociosa, porque sus niveles de trans-
formación, evolución y sofisticación simplemente no tie-
nen límites previsibles, pero lo que es incuestionable es
que son jugadores fuertes para la democratización del de-
recho a la libre expresión. A esto se suma el hecho de que
los medios tradicionales dejaron de poseer un monopolio
sobre la (s) voz (ces) de la gente. El escenario actual nos
permite la multiplicación de expresiones que han marcado
una respuesta impensada a cómo encarar los desafíos de
“los sin voz”. Primero, los aparatos; la computadora, el
celular y los ensayos de hacer híbridos entre ambos. Se-
gundo, las rutas de comunicación a partir del Internet; los
canales como Google, los blogs, el chat, los msm, el Twitter, el
Facebook, la Wikipedia, para mencionar simplemente algu-
nas de las posibilidades. Pero…El pero es aún grande. Las
naciones más pobres de Latinoamérica tienen todavía un
nivel de penetración de Internet muy bajo, entre un 10% y
un 15%, aunque el uso del celular está en esas mismas na-
ciones en porcentajes que indican que más del 45 % de las
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personas tienen un teléfono celular, lo que nos hace pen-
sar que el acceso a estas tecnologías avanza a pasos agigan-
tados.

Si no asumimos que esta nueva realidad cambiará la na-
turaleza del debate, es que no entendemos nada. Es un cami-
no en plena explosión, es un mundo nuevo. Será una de las
razones por las que la discusión democrática y la de la liber-
tad de expresión se transformarán en muy corto tiempo, como
de hecho ya han comenzado a hacerlo. Es bueno no olvidar-
lo. Y quizás esa nueva realidad (no sería la primera vez) deje
como obsoleto el gran tema que polariza a nuestras socieda-
des en torno a la legislación de los medios.

Una vieja canción: Estado vs. medios privados

Con todo, la batalla por la libertad de expresión ha toma-
do en América Latina la misma ruta que enfrentó en la déca-
da de los años setenta del siglo pasado, una pulseta entre el
Estado y los grandes medios privados.

Algunos Estados establecen normas que, a nombre de un
manejo “veraz y responsable” de la información, actúan en
dos direcciones: una, mediante cuerpos de leyes, otra, de
facto, apelando a interpretaciones que conducen al cierre
de medios, pérdida definitiva de licencias o suspensiones
indefinidas de algunos de estos. Gobiernos como los de
Venezuela, Ecuador, Argentina y Bolivia, han optado por
marcar límites a la libertad de expresión y abrir fuego sin
matices contra unos cuantos medios, o contra todos, a partir

de marcos legislativos ya promulgados y/o en proceso, o de
guerras particulares.

En democracias sólidas, y muy especialmente en países
grandes de la región, unos pocos medios se han transforma-
do en imperios, en casi súper Estados y desde allí abogan por
la libertad irrestricta.

El argumento, y esta es la ironía en las dos concepciones
de lo democrático, se apoya siempre en razones de un pro-
fundo contenido ético.

Es en defensa de la libertad de expresión rabiosamente
liberal, “libremercadista” y sobre el parámetro intocable del
derecho a la propiedad privada y la libertad que ello conlleva,
que los grandes conglomerados mediáticos latinoamericanos
se atrincheran para combatir al Estado invasor.

Es sobre el sacrosanto derecho del Estado que éste habla
y actúa a nombre de los millones de desposeídos y sin voz:
hay que limitar la forma excluyente y descarnadamente de-
fensora de derechos particulares, frecuentemente espurios,
con que se mueven los poderosos.

En ese contexto, por si fuera poco, entra a terciar el tema
de la garantía de la estabilidad democrática. Los medios afecta-
dos afirman que los gobiernos caminan hacía la dictadura y
que la libertad de expresión es el único mecanismo posible
para frenar esa dictadura, que al no tener voces que la con-
trasten hace literalmente lo que le da la gana. Los gobiernos,
por su parte, afirman categóricamente que los medios se han
convertido en instrumentos de desestabilización, que en el
fondo lo que quieren es derrocar a los regímenes legalmente
constituidos, traicionando la voluntad popular.
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La cuestión de los límites

En medio de esa guerra, el viejo debate. ¿Hay límites
para la libertad de expresión que ejercen los medios masi-
vos? La controversia está servida desde el primer día en
que, hace varios siglos, esos medios aparecieron. Las lí-
neas maestras del debate no han cambiado demasiado. En
un lado, están quienes creen que el costo del exceso está
más que bien pagado por el beneficio de la libertad. No
hay mejor ley que la que no existe. Cualquier normativa
sobre los medios es, en manos de un Estado mal adminis-
trado, un potencial dogal sobre la libertad. La razón es muy
simple. Los principios generales son eso, generales, y su
interpretación da lugar a la subjetividad, eventualmente
(casi seguramente, digámoslo de una vez) arbitraria, de los
poderosos. ¿Quién define lo que es un uso veraz y un uso
responsable de esa libertad? ¿Y los afectados por el exceso
mediático? Es sencillo, para eso hay un cuerpo de leyes
que establece claramente los límites que tiene cualquier
ciudadano. No se necesita una ley especial sobre medios,
se necesita aplicar el derecho positivo a cualquier perio-
dista o medio que transgreda las normas del derecho uni-
versal, aplicable a cualquier miembro de una sociedad. Esa
lógica, demás está decirlo, depende de un pequeño gran
detalle, la seguridad de que los administradores de justicia
sean independientes, probos y eficientes, lo que en Amé-
rica Latina no es precisamente una regla general.

En el otro lado, están quienes hacen una apología del bien
mayor, de la razón de Estado, de la necesidad de responder a

las demandas de una sociedad inerme que requiere de modo
imperativo garantías de que los excesos de los medios, que
han adquirido un poder desmesurado, sean limitados. Aquí,
de lo que se trata, dicen, es de combatir monopolios, po-
deres que han concentrado gran parte de los medios de
una sociedad, que responden a intereses específicos de
carácter económico, social y político (o religioso), y que
en consecuencia en vez de hacer lo que deben, un servicio
a la comunidad, se sirven de los medios en favor de sus
propios objetivos. El Estado a nombre de quienes repre-
senta, tiene derecho a marcar límites a esa libertad y casti-
gar individual, colectiva, o corporativamente a quienes a nom-
bre de la libertad de expresión cometen delitos asociados a
políticas inaceptables para la comunidad.

La cuestión de las circunstancias

¿Sobre que escenario se ha marcado esta dura controver-
sia? Sobre dos escenarios que avalan ambas posturas y para
esto es menester e imprescindible no hacer generalizaciones,
dado que las naciones de la región viven situaciones distintas.
En unos casos, los problemas vinculados a la libertad de ex-
presión no están condicionados por esta grave polarización,
aunque lo que ocurra en los que si los atraviesan, servirá como
referente de cuestiones esenciales que se han vuelto a poner
en el tapete de la discusión contemporánea.

Primer escenario. Durante décadas, grupos de poder han
acumulado control sobre los medios y, en efecto, se han
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convertido en poderes fácticos que han decidido de modo
muy importante sobre las democracias recuperadas, a fi-
nes de los setenta y los primeros ochenta de la centuria
anterior, en la región. Más de un Presidente, varios minis-
tros, parlamentarios, gobernadores, alcaldes, concejales
fueron y son productos exclusivamente mediáticos, cons-
truidos (inventados), respaldados e impulsados por me-
dios de comunicación.

En varias de las graves crisis de gobernabilidad que atra-
vesaron algunas naciones latinoamericanas, la amplificación
que los medios hicieron de esas crisis contribuyeron de modo
decisivo, cuando no fueron la diferencia entre estabilidad e
inestabilidad, en el desenlace de unos cuantos de esos acon-
tecimientos que costaron vidas humanas, procesos de des-
trucción institucional y marcaron periodos significativos de
inestabilidad política, económica y social muy significativas.
Muchos medios han alimentado frecuentemente, de manera
intencional, el descrédito de la política y se han convertido
no sólo en los mediadores de la denuncia, la investigación
sobre casos de corrupción y de mal manejo del servicios pú-
blico, a sabiendas de que muchas de esas acusaciones no eran
sino venganzas entre políticos, o saldos de cuentas de los pro-
pios propietarios de medios.Valga decir, para que no quede
lugar para los malentendidos, que otros muchos políticos a
su vez, han hecho méritos más que sobrados para correr la
suerte que corrieron.

Además, la idea de cruzar la línea entre información y
opinión ha llevado a los medios, sobre todo audiovisuales, a
construir una secuela de ídolos mediáticos, figuras intocables

de un sistema de “bustos parlantes” que se han transformado
en propietarios de curules electrónicos o, lo que es peor, de
juzgados sumariantes electrónicos. Desde esas tribunas mul-
ticolores del éter, instaladas en millones de hogares, esos co-
municadores han ejercido una influencia demoledora, trans-
formada en denuncia, acusación, juicio y condena irreversi-
ble de los políticos y la política.

Paradójicamente, los gobiernos “neoliberales” —salvo
unas pocas excepciones autoritarias que también se vivieron
en ese período— fueron víctimas de esa ofensiva hasta grados
que llaman a la reflexión. Quizás, el caso del Presidente Fer-
nando de la Rúa en la Argentina sea uno de los más ilustrati-
vos de la inermidad de un gobierno que —más allá de sus
propias insuficiencias— fue vapuleado por los medios, al pun-
to de quedar completamente destruido en su legitimidad de-
mocrática en el momento de enfrentar su crisis definitiva y el
terrible desenlace de su gestión. La razón, una convicción de-
mocrática real del Presidente de respeto a la libertad de ex-
presión, más allá de las propias consecuencias negativas para
la sobrevivencia del régimen que las amparó.

Esta lección fue aprendida con creces en el marco de los
gobiernos que se alinean con la idea de recuperar los viejos
paradigmas de ideas como revolución, socialismo y cambio.
Frente al “poder omnímodo de los medios”, el “poder omní-
modo del Estado”. La democracia se reinterpreta. Algunos
gobiernos que nacieron de las cenizas del fallido intento del
Consenso de Washington y las reformas estructurales, califi-
cadas con cierta soltura conceptual como “neoliberales”, de-
cidieron la recuperación del control del poder real. Ese con-
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trol era imposible e impensable sin un control sobre el apa-
rato mediático privado. En una primera fase, lo que se pro-
dujo fue un acomodo de piezas, basado fundamentalmen-
te en una valoración de las propias fuerzas. Cuando quedó
claro que la legitimidad del voto, apuntalada por la fuerza
simbólica del cambio en los presidentes que lo encarnaban
era abrumador, se desarrollaron medidas coyunturales de
alto impacto social, a las que se sumó una inusitada bo-
nanza económica (que tiene expresiones diversas en la for-
ma en que fue y es administrada) lo que reforzó certezas
sobre el poder. Esos gobiernos tenían el físico para em-
prender la andanada contra los medios.

Los instrumentos usados tuvieron fases sucesivas. Una
vez probado el poder de demolición, se desataron campañas
sistemáticas de cuestionamiento de la palabra del otro, lo que
llevó al arrinconamiento de los medios a un lado del espec-
tro, el del pasado conservador y retrógrado. A diferencia de lo
ocurrido hasta entonces (y a pesar de su relativamente alta
valoración por parte de la sociedad cuando se hacen pregun-
tas genéricas sobre la credibilidad de los medios), comenza-
ron a perder su halo de intocabilidad. Poco acostumbrados a
este nuevo escenario, siguieron ensayando los mismos meca-
nismos con los que habían enfrentado y frecuentemente aco-
rralado a los gobiernos, pero esta vez no funcionó. Los nue-
vos gobernantes tenían una vacuna eficiente, la credibilidad
no estaba hipotecada a la palabra de otros, sino a su propio
peso específico, a su halo de representación popular incon-
trastable. Ellos y no los otros, eran los portadores del cambio
y lo probaban con sus capacidades de convocar a los “movi-

mientos sociales”. El voto no había sido un mecanismo pres-
tado en medio del escepticismo, sino un genuino deseo de la
gente de transferirles el poder junto a un cheque en blanco.
Lo que antes funcionaba para frenar ese exceso de poder, dejó
de funcionar. Denuncias de corrupción (muchas de ellas rea-
les), de excesos, de abusos sin cuento, que antes habían sido
tomados por los movimientos populares y transformados en
rabia y en asonadas callejeras, rebotaban en el vacío. La razón
era clara, los líderes eran dueños de esos movimientos y due-
ños de la calle. Los contendores no estaban en situación equi-
valente. Los gobiernos que cuestionan la democracia repu-
blicana tienen martillos poderosos y no están librados a su
suerte en medio de esmirriados porcentajes de votos, sino
apañados en las masas.

Otra vez es necesaria la precisión. En el contexto conti-
nental países como Chile, Brasil o Uruguay, para poner unos
cuantos ejemplos, usaron esa misma legitimidad para apun-
talar valores republicanos, institucionalidad y juego libre de
la democracia, soportando la andanada de los medios, preci-
samente con su fuerza de legitimidad de voto, pero no a par-
tir del martillo autoritario, sino a partir del respaldo popular,
ni más ni menos que eso.

La cuestión de los modos

Primera premisa: había que darle una fuerza mayor a los
medios del Estado. En pocos años se construyeron redes de
comunicación “alternativa” (especialmente radio), arrebatando



Carlos D. Mesa Gisbert La libertad de expresión en el laberinto democrático...318 319

la idea perfecta de la necesidad de construir vías alternativas
de expresión para los sectores populares de la sociedad que
contrarrestaran a los medios privados.

Segunda premisa: los presidentes se convirtieron ellos
mismos en íconos mediáticos de la radio y la televisión. La
concentración del poder individual debía también hacerse
real en la pantalla, el micrófono y en los medios más avan-
zados. Combatir desde la prensa, la radio, la televisión y el
Internet. ¿Por qué no podía mandar un Presidente mensa-
jes de Twitter? Se trataba de apropiarse del escenario me-
diático, coparlo, “aparecer hasta en la sopa”. Fue contra-
producente y no lo fue.

Tercera premisa: los aparatos gubernamentales de comu-
nicación recuperaron las viejas recetas, siempre eficientes, de
la propaganda en el sentido goebbeliano del término. Uso
descarnado y manipulación de spots noticiosos, totalmente
volcados en una sola dirección, canales internacionales de
noticias que contrarrestaran a los “medios del imperialismo”
y sus testaferros. “El sur desde el sur y para el sur”, para decir-
lo en la imagen simbólica desde la soberanía regional e ideo-
lógica. Irónicamente, lo que en los años setenta había sido
una utopía frustrada del socialismo del siglo XX, el Nuevo
Orden Internacional de la Información (NOII), se hacía rea-
lidad de la mano del “Socialismo del siglo XXI”. Como res-
puesta, desde uno de los extremos de la intolerancia, la más
famosa bloguera del mundo, lanza desde La Habana sus ideas
en un espacio individual que demuestra que no se necesita
ser un imperio multimedia al estilo de Murdock para plan-
tarle cara al poder secante del Estado.

Premisa final. La idea de los nuevos gobiernos que, aunque
extraño parezca, recuperaban una mitología en la que entraba
por la puerta grande la boina del Che y las reflexiones del ex
Presidente Fidel Castro, establecieron que para este camino a la
revolución sólo es posible una lógica, la aniquilación total del
adversario. La ecuación amigo-enemigo se resolvía de una sola
manera. Es fácil adivinarlo. El discurso único comenzó a impo-
nerse y entonces llegó el momento de la verdad.

Las consecuencias

La disyuntiva nos llevaría donde nos llevó. Los medios
comenzaron a darse cuenta de que en este escenario tenían
las de perder. Mientras los gobiernos tuvieran la aprobación
de la mayoría, toda arbitrariedad sería posible. Las grandes
cadenas mediáticas apelaron al derecho —legítimo sin duda,
a pesar de ellos mismos— a la libre expresión. Enfrentados al
enemigo implacable, convocaron a la gente, a esa gente a la
que habían usado, a la comunidad internacional, esa comuni-
dad internacional tan complaciente con los gobiernos mal
entendidos como “Estados neutros” cuando nunca lo habían
sido. Apelaron por fin a la justicia, o a la falta de justicia.

¿Y el Periodismo con mayúsculas?

Grave sería olvidar en este análisis un sujeto medular
de la discusión, el periodista y el periodismo de verdad.
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Los profesionales de calidad, aquellos que hacen su trabajo
con excelencia, aquellos que contribuyen a que la democra-
cia exista como tal, que la sociedad tenga mecanismos para
ser adecuadamente informada, para contar con instrumentos
críticos, para saber lo que pasa detrás del poder, o en el centro
del poder.

¿Cuántos casos de corrupción, de mal manejo del po-
der, de uso atrabiliario de las prerrogativas del mando, de
mala práctica política, han sido motivo de debate y han
conducido a los responsables a dar cuenta de sus actos? La
mayor parte de ellos, lo han sido gracias al periodismo se-
rio, a la investigación en profundidad, a quienes a costa de
muchas cosas, enfrentaron la trama de lo discrecional y
lograron encontrar la verdad.

Grave sería olvidar que en la batalla de poderes, los lega-
les y los fácticos, los periodistas son una especie de mortadela
del sándwich, aplastados por los dos extremos, a merced de
las decisiones, muchas veces injustas, del gobierno y de los
propietarios de los medios.

Grave sería olvidar que hay en ese universo propieta-
rios de medios con sentido de responsabilidad pública y
social, que han hecho de éstos, núcleos de calidad y ejem-
plo de servicio.

Es por eso tan complicado resolver este entuerto, es por
eso tan importante mirar todas las aristas, o la mayor parte de
ellas para tratar de entender la complejidad del dilema. Pero
lo más importante, aún y a pesar de estas comprobaciones espe-
ranzadoras, la batalla está en el otro eje y los buenos tienen tam-
bién que librarla de acuerdo a sus íntimas convicciones.

El crimen organizado: un viejo nuevo actor

El crimen organizado, ese brutal actor del continente que
lo altera y lo subvierte todo, que deshumaniza al conjunto,
no sólo encarnando acciones más allá del horror, sino forzan-
do a los gobiernos a entrar en la espiral de la guerra sucia (la
para-política, por ejemplo), ensuciando policías y ejércitos y
también encalleciendo hasta la anestesia casi total al corpus
social, juega una papel muy importante en esta historia.

Ese crimen ha convertido a la libertad de expresión en
una de sus víctimas porque la condiciona, la amenaza y la
amordaza con la fuerza demoledora del asesinato de perio-
distas, la imposición del reino del miedo sobre ellos y sobre
todos, para evitar ser confrontado con la verdad.

La violencia, la inseguridad, la inermidad, cada vez ma-
yor, de sociedades que ven en esa circunstancia su primer pro-
blema, afectan seriamente la consideración sobre cómo enca-
rar este derecho esencial en la vida cotidiana.

Afortunadamente, en este acápite no hay lugar para las
dudas. No hay otro camino que ponerle cara al crimen orga-
nizado y hacerlo desde todas las esquinas y desde todos los
protagonistas. No cabe aquí ninguna concesión ni ninguna
complicidad. Otra razón para que los periodistas de verdad
desnuden la trama del poder cooptado por el crimen.

El drama de la justicia

La (in) justicia en algunos de nuestros países ya no es lo
que era. Pero para la gran mayoría ¿Cuándo fue la justicia
realmente justicia? Nunca, ni antes, ni ahora.
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Primer problema. La defensa de valores abstractos como
estado de derecho, debido proceso, independencia de pode-
res, apelación, etc., es un conjunto de cuestiones que no “ven-
den”, y no venden porque la mayoría de los destinatarios del
mensaje no gozaron de ellos nunca, ni el día de la indepen-
dencia, ni ayer, ni hoy. Esa es la gran paradoja del liberalismo
político que, impecable en la concepción de sus premisas y
en la consistencia de su estructura para garantizar en teoría
una sociedad mejor, pocas veces se aplicó adecuadamente en
América Latina.

El poder mediático clama por la defensa de aquello que
los desvalidos nunca tuvieron. La coartada para los gobiernos
autoritarios es perfecta. En medio de la discusión se cuidó
bien de hacerse del control total del Poder Judicial y de trai-
cionar una de las razones por las que conquistó el poder, ter-
minar con las viejas prácticas de la vieja política, entre ellas
hacer de la justicia algo justo.

Imagen ilustrativa y poco metafórica: lo que las dicta-
duras de los años setenta del siglo anterior habían hecho;
perseguir a los ciudadanos con tanques y ametralladoras,
lo hacen hoy los “gobiernos revolucionarios” con jueces y
fiscales. La justicia es un instrumento servil, un apéndice
del Ejecutivo. La política de este modo se judicializa de
modo dramático.

Un caso ilustrativo es el de Bolivia. La Asamblea Le-
gislativa en la que el gobierno tiene el control de dos ter-
cios en ambas cámaras, le ha dado al Presidente —vulne-
rando un artículo de la Constitución que impide expresa-
mente que un Poder le otorgue a otro Poder potestades

que no le competen o prerrogativas de un tercero— la au-
toridad para nombrar a los miembros de el Tribunal Su-
premo de Justicia y el Tribunal Constitucional, permitien-
do además la prolongación ilegítima del mandato de la Fis-
calía General de la República ¿Hasta cuándo? Hasta que el
pueblo vote por los nuevos miembros de ambos tribuna-
les ¿Cuándo ocurrirá eso? Cuando la Asamblea con mayo-
ría gubernamental lo decida. Resultado. El Poder Judicial
es parte, en un sentido literal, del Poder Ejecutivo. Fre-
cuentemente, en procesos en curso, el Presidente del Es-
tado es el acusador y quienes él designó quienes juzgarán a
sus acusados.

Legislar o no legislar sobre medios, periodistas
y libertad de expresión. Esa es la cuestión

Con o sin el Poder Judicial (parcial o totalmente copado
por el Ejecutivo), la guerra inmediata es la de la legislación.

Hay varias tesis sobre el asunto.
La primera. La mejor ley es no tenerla.
La segunda. La de los gobiernos a los que aludimos. Una

ley de medios integral es indispensable para regular la liber-
tad de expresión.

La tercera. La autorregulación. Sólo los medios pueden
poner coto a sus propios excesos. En la práctica, los mecanis-
mos de autorregulación existentes en varios países han hecho
una contribución más bien modesta para conseguir un ma-
nejo responsable de los medios.
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La cuarta. “Antes de que el gobierno nos imponga una ley
de medios, propongámosla desde los medios”. Alguien se pre-
guntará si de lo que esto trata no es otra cosa que escoger el
tipo de ejecución que los medios van a sufrir, o tan terrible
como el garrote vil o tan “limpia” como la inventada por
monsieur Guillotin.

La quinta. Diferenciar una cosa de la otra. Hay temas que
no pueden ni deben regularse, aquellos que hacen referencia
a cuestiones esenciales. Nada que coarte parcial o totalmente
la plenitud del concepto de libertad de expresión es acepta-
ble, pero sí se debe proteger a los ciudadanos. Eso implica la
limitación de oligopolios, duópolios o monopolios, la restric-
ción de andanadas de publicidad sin límites, el manejo racio-
nal del acceso de agrupaciones políticas a la palestra de los
medios de masas, los horarios de protección al menor, la de-
finición sobre las “cuotas de pantalla” para la producción na-
cional y un largo etcétera en el que no entran limitaciones
directas ni indirectas a la mencionada libertad.

El meollo: ¿Qué entendemos por democracia?
Algunas respuestas posibles

El debate sería indispensable, de hecho lo es, si de lo
que habláramos no fuera de la pura y dura discusión sobre
el poder. En este contexto no hay mucho lugar para el en-
gaño. Esto es una lucha de poder, es una confrontación
entre dos visiones ideológicas. Es la resolución de lo de-
mocrático.

La libertad de expresión no es parte de una discusión
académica y neutra, ni siquiera una cuestión referida a uno
de los derechos humanos esenciales, reconocido por la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, es parte de
un momento crucial de la política en América Latina y tiene
que ver con todo lo demás.

¿Qué entendemos por democracia? Y en ese contexto
¿Qué rol juega la batalla por la libertad de expresión?

Los valores de la constitucionalidad, los conceptos abs-
tractos pero fundamentales del republicanismo son un pilar
que no debiera discutirse. La idea de que la participación po-
pular, adecuadamente moderada por una legislación que evi-
te la dictadura de la calle y el corporativismo como cárcel de
los derechos individuales, es lo suficientemente poderosa
como para alinearnos en defensa de la libertad de expresión.
Lo contrario, sería aceptar que las demandas centenarias de
los oprimidos, entre las que está la igualdad en el centro de
todo, deben ser respondidas con un alineamiento claro por el
concepto de que el bien común y la razón de Estado “que es la
razón de la gente”, están por encima de las consideraciones naci-
das del reconocimiento milenario de la conciencia individual.

Respuesta uno. Hay valores absolutos inherentes a la
condición humana. Los experimentos de ingeniería social han
sido lo suficientemente terribles en nuestra historia como para
que nuevos cantos de sirena nos confundan. La libertad de
expresión no es negociable, hay costos que ella demanda que
debemos pagar.

No es verdad que el mesianismo de los iluminados y el
colectivismo como panacea de la sociedad perfecta, puedan
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mimetizar la necesidad intrínseca de toda sociedad de una
democracia basada en valores y principios republicanos, cuya
universalidad se mantiene y cuyo fundamento no es la im-
posición occidental sobre los demás, sino la construcción de
la humanidad a lo largo de toda su historia. Algo tan simple
como poderes separados e independientes, controles y balan-
ces de unos sobre otros, voto directo, participación ciudada-
na más allá del voto y alternabilidad en la administración del
poder (gobierno real y oposición real).

Ese vademécum básico no niega la necesidad imprescin-
dible de enriquecer esa filosofía política con la incorporación
de valores no occidentales, nacidos en América Latina, que
en el ámbito del ejercicio de la res pública, aportan formas,
procesos, visiones y valor agregado diverso a la democracia y
a la justicia, comenzando por la participación organizada de
la comunidad, a través de mecanismos nuevos y valiosos que
transforman la simple mecánica del voto en un quehacer cí-
vico permanente y más horizontal.

Respuesta dos. El ideal de la no ley no es practicable, en-
tre otras cosas porque en sociedades como las nuestras, por
razones sobradamente explicadas, la moderación de los po-
deres fácticos es indispensable. ¿En qué rango? Exclusivamen-
te en aquel que tenga que ver con la limitación del obsceno
poder económico y manipulador que éste le da a quienes lo
detentan. En la protección del ciudadano de los excesos de
los medios en tanto segmentos de la sociedad que están iner-
mes ante lo que los dueños de los medios quieran hacer en
horarios, publicidad, etc. ¿Con qué armas? La más simple de
todas, una ley para todos, no para los medios. Ley (es) que ya

existe (n) en la (s) que hay que hacer alguna precisión y poco
más.

Todo lo ilegal es enemigo de la democracia. Para ello la
democracia tiene ya mecanismos universales en sus códigos.
Aplicar la ley con justeza es el desafío. Por eso es clave contar
con un Poder Judicial genuinamente independiente. Mien-
tras no lo sea, la batalla contra el autoritarismo no habrá ter-
minado.

¿Quién es el enemigo? Los portadores individuales e
insustituibles del poder total, los dueños de la soberanía po-
pular que han transformado la legitimidad del voto en la
ilegitimidad del ejercicio de su mandato. Aquellos que de-
fienden la idea de que el cambio lo tolera todo y la falacia de
que una sola voz, monocorde e histriónica, es la que nos se-
ñalará el camino al paraíso.

Pero no pequemos de ingenuos. Sólo es posible una postu-
ra clara contra los autoritarismos del “socialismo del siglo
XXI”, si tenemos claros los disfraces del viejo orden que hoy
se rasga las vestiduras en medio de un charco, ya turbio, de
lagrimas de cocodrilo.
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